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ArrroM nugatoria. — Las disposiciones relativas á la acción ncgatoria, 
no tienen aplicación ;:! caso del Raneo Hipotecario Nacional, 
que, par haberse fallado al contrato de préstamo hipoteca- 
rio, manda remalar el inmueble hipotecado, y par haber 
desaprobado el remate practicado, vuelve a ponerlo en ven- 
ta. Página 157. 

Adhesión.— En las apelaciones en relación, no procede la adhesión 
al recurro por parle del apelado. Página 25. 

Adhesión . — La adhesión al recurso de apelación no puede tomarse en 
consideración ai éste ha sido declarado desierto y sin efec~ 
to. Página 197 . 

Apelable. — El auto resolviendo un incidente de personería no es su- 
jeto á revocatoria, y recayendo en juicio ejecutivo, no es 
apelable. Página 5. „ 

Apelación.— En el procedimiento de apremio, no es apelable la sen- 
tenciare remate. Página 45. 

Apelar ion . — No procede la apelación en el efecto suspensivo, del au- 
to que mandil purier al (lauco Hipotecario Nacional en po- 
sesión de lincas remuladas por su orden. Página 52. 

Apelación.— La demanda por laque se pide una suma que pasa de 
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, 200 pesos, por causas ya existen le» al tiempo de prometer- 
la, ya no es de menor cuantía, y debe otorgarse la apelación 
de la sentencia que la rechaza. Página 05. 
Apelada».— No es apeale el auto que abre la causa á prueba. Pá- 
gina 07. 

Apelación.— En los embargos preventivos que el embargado puede 
sustituir por una caución, el auto que admite ésta ramo 
bastante, nu es apelable. Página 00. 

Apelación, — En los juicios por vía de apremio, no es apelable la sen- 
tencia que inunda llevar adelante el procedimiento. Pagina 
131. 

ApekteÚM.— No es apelable el auto que abre á prueba sobre una cnu- 
sal de recusación, y desecha otra por no ser de las enume- 
radas en I.i ley de procedimientos Página 138. 

Apelado». — El que no ha sido parte en el juicio, no tiene derecho 
para interponer recursos. Página 100. 

Apelación. — Es inapelable el auto que ordena y manila agregar di- 
ligencias probatorias pedidas y practicadas en tiempo. Pá- 
gina 187. 

ApdncÍon. — En el juicio ejecutivo no es apelable el auto que, decla- 
rando la competencia del juzgado, no condena en costas. 
Página 314. 

Apelación.— So es apelable el nulo ordenando el desalojo contra el 
locatario. Pagina 256. 

Apelación . — En el procedimiento de apremio, no es apelable el auto 
que no hace lugar á una en:epcion de nulidad, propuesta 
fuera de término. Página 335. 

Apelación. — N<> es apelable el auto por el cual el juez manda exhi- 
bir los contratos á que se refiere la cuestión, para ilustrar 
sa criterio á los efectos de la resolución pendiente. Pági- 
na 301. 

Apelación. — No es apelable el auto que rechaza la recusación sin cau- 
sa. Página 386. 

Apelarían. — Es apelable el auto que eiíme de costas. Página 389. 
Apremio.— Véase : Apeladon . 

Apropiación de dineros públicos.— La cobranza fraudulenta de una 
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pensión del Balado, importa el delito previsto y penado por 
el artículo 81 de la ley nacional penal. Página 269. 

Arbiti'ot. — Convenido por las parles en someter ta cuestión entre 
ellos suscitada al juicio de arbitros, los puntos que deben 
ser materia de la resolución de éstos son los expresados en 
la demanda y en la respuesta. Página 3Üá. 

Arraigo. — La excepción de arraigo no procede, si el apoderado del 
actor asúmela obligado» de pagar las costas del juicio. Pá- 
gina 299. 

Atraigo. — A los efectos del arraigo, basta que el mandatario del ac_ 
tor manifiesle que el mandato conferido sirve á garantir his 
costas del juicio, entendiéndose que con esa manifestación 
asume 1 1 obligación de pagarlas en su caso. El nuevo man- 
datario que, sin salvedad al respecto, pide ser tenido y es 
tenido por parte, se entiende que continúa en esa obligación. 
Página 447. 

Aten tuición.— No procede atenuación de pena por raion do menor 
edad, si resulta de la confesión del procesado que lenta ya 
18 años en la época en que cometió el delito. Página 260. 



Banco HiftotemrU) Nacional. — El derecho que el llanco Hipotecario 
Nacional tiene de vender el inmueble de su deudor, implica 
la obligación en el mismo de entregar la cosa vendida, y de 
hacer las disminuciones correspondientes en el precio y obli- 
gaciones del comprador, si el área entregada es menor del 
vigésimo del área expresada en la venta. La estipulación de 
eviccion y saneamiento pucita á cargo del propietario en la 
escritura devenía, no exime al Banco de esa obligación. Pá- 
gina 167- 

flanco Hipotecario Nacional. — Véase : Eviccion. 
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Caución-— Véase : Apelado». 

Circulación de billetes falsos. — La circulación de billetes decurso 
legal falso* hace pasible á su autor de la pena de cinco años 
j medio de trabajos forzados j 2750 pesos fuertes de mulla, 
j al cómplice en primer grado de la de dos años de prisión. 
Página 342. 

Circulación de billete* fatsos.— U circulación de billetes de curso 
legal falsos, hac« pasible á su autor de la pena de cuatro 
años de trabajos (orzados y 500 pesos fuertes de multa, y al 
cómplice de la de dos años de prisión. Página 431 . 

Circulación de billetes falto* . - Véase : Tentativa, 

Comiso. — La introducción clandestina de mercaderías no manifesta- 
das, trae el comiso de éslas y hace pasible al capitán de una 
mulla ¡goal á su valor. Página 417. 

Comiso. — Véase: Rancho. 

Competencia.— Si la provincia citada de eviccion, manifiesta, antes 
de estar radicada la causa, que no tiene voluntad de hacerse 
parte formal en ella, cesa el motivo de la jurisdicción origi- 
naria de la Suprema Corte, y deben volver los autos al juez 
federal. Página 322. 

Competencia. — La demanda por cobro de perjuicios procedente del 
no cumplimiento de un contrato, corresponde al jues del lu- 
gar donde el contrato debió ser cumplido. Página 383. 

Compra-renta. - El comprador tiene derecho para pedir la resolu- 
ción de la venta y la devolución de la suma dada en seña, 
si el objeto de la venta fué una casa ofrecida en el acto del 
" remate en rendiciones de tener siete habitaciones, galerías 
v otras dependencias, y resulla que en el momento del re- 
mate tenia sámenle tres habitaciones en estado ruinoso. 
Página 5". 

Costa». -En la causa de un extranjero contra una sociedad, no hay 
mérito para condenar al ador en las costas del incidente de 
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incompetencia, cuantió esta se decía ra por razón de haberse 
ventilado los antecedentes inte la justicia ordinaria, y de 
ser extranjero un miembro de ta sociedad demandada, cuyo 
nombre no figura en la razón social. Página 91, 

Costas- — N"o hay mérito para condenar en costas á ninguno de los 
litigantes, si el monto de la indemnización fijada por la sen- 
tencia es inferior al eligido por la demanda y superior al 
ofrecido por el demandado. Pagina 128 . 

Costas. — No procede condenación en costas contra el actor cuya de- 
manda ha sido admitida en parle, siendo rechazadas tam- 
bién en parle las pretensiones del demandado. Página 346. 



D 

Daños y perjuicios. — Reconociéndose por el demandado el deber de 
indemnizar, y versando la controversia sobre el monto de 
la indemnización, ésta debe fijarse teniendo en cuenta los 
antecedentes que sirven á establecerla con equidad. Página 
128. 

Datos y perjuicios. — Los actos que importan el ejercicio de un de- 
recho, no pueden traer responsabilidades. Página 157. 

Daü- v y perjuicios. — Cuando de los antecedente* de autos resulta 
que en la querella de la que fué absuelto el querellado, nu ha 
habido intención dolosa, ni culpa ú negligencia por parte del 
denunciante ó querellante, no puede imputarse á éste delito 
ó cuasidelito y hacerlo responsable de Ion daños y perjui- 
cios. Pagina 223. 

Daños y perjuicios. — Kl Banco Hipotecario Nacional que, sin su culpa» 
se ha encontrado en la imposibilidad legal de escriturar y 
entregar la cosa vendida inmediatamente después de la ven- 
ta* y lia cumplido con esa obligación una vez cesada la im- 
posibilidad, escriturando y entregando la cosa al comprador, 
que la recibió sin reserva de acciones, ni protesta, no está 
obligado a indemnizar á éste los perjuicios que pueda haber 
sufrido por la demora, ni á abonarle lo que el mismo com- 

■ 
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prador haya pagado para hacer cesar la imposibilidad. Pági- 
na 305. 

Daño* y perjuicios. — En la acción de daños y perjuicios procedente 
de cuasidelito, debe ante torio inquirirse la existencia real 
de los sufridos á consecuencia del hecho en que se apoya, v 
si ella no resulla probada por el actor, corresponde la abso- 
lución de la demanda . Página 402. 

Daím y perjukiot. — Véase: Etkcion. 

Daños y perjuicios. — Véase : Hennnaa. 

Decreto. — Véase : Nmión. 

Desalojo. — Véase : Ajuitmon. 

E ' 

Eviccion. — improcedente la acción de daños j perjuicios por ra- 
zón de evicciun, cuando no existe sentencia de auLoridid 
compéleme que haya declarado perdidos en todo ó en parle 
los derechos de propiedad del adquirenie, ni menoscabo de 
los mismos por una turbación de derecho, ni se ha alegado ú 
invocado que era inútil luda defensa por no haber oposición 
justa ^ue lormular á la demanda de un tercero. Página 118. 

Eviccion. — La estipulación de eviccion y saneamiento puesta á car- 
go del propietario en la escritura de venia otorgada por el 
Banco Hipotecario Nacional, no exime á éste de la obliga- 
ción de hacer al comprador las disminuciones correspon- 
dientes en el precio, ai el área entregada es menor del *igé- 
.imo del área expresada en la venia* Página 161. 

Evirciott . — La falta de continencia no liene relación con la obliga- 
clon de garantir al adquirenie en la propiedad de la cosa 
enajenada. Página 167. 

Emáon. - El enajenante originario de una área de campo, citado y 
vencido en el juicio de reivindicación seguido contra el ad- 
quirenie medíalo de una ¡«arle de ella, responde de la evic- 
cion que éste sulra del lodo 6 parte del área adquirida, sin 
que pueda alegar que ásu respecto se trata solo de la conli- 
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nenua Je la cosa por él vendida, y que lo eviccionado no 
alcanza al vigésimo de la misma. Página 374. 

Eoicavn. — No es el caso de defecto de continencia de la cosa ven- 
dida, ni de juzgar de las relaciones que de él surjan entre 
vendedor y comprador, cuando la parle del área eviccionada 
no lo ha sido m consecuencia de una cuestión de limites en- 
tre colindantes, sino en virtud de mejor derecho del reivin- 
dicante sobre U misma . Página 374. 

Eviccion. — Si la eos» eviccionada lia aumentado de valor sin causas 
extraordinarias, el enajenante debe al adquiernle el valor 
queclla tenia el dia de la eviccion, y en esto queda com- 
prendido el precio que debe restituir sin interés, y la in- 
demnización de lus perjuicios sufridos por la eviccion (artí- 
culos ¿118, 3119 y 3131 del Código Civil). Página 274. 

Eviccirm. — No debe tos frutos, si el adquirenle no prueba haberlos 
restituido al reivindicante (articulo ¿119, Código Civil). Pá- 
gina 374- 

Evicckn . — Debe las costas del contrato, entrando en ellas los gastos 
causídicos que hizo el adquirenle para hacerlo citar de evic- 
cion (artículo 31 19, Código Civil), Página 274. 

Burrión. — La obligación de abonar los gastus hecho» en reparacio- 
nes ó mejoras que no sean necesarias es subsidiaria, y no 
procedo si no cousla que el comprador haya gestionado su 
indemnización del reivindicante (nrliculu 3130, Código Ci- 
^ vil). Página 374. 

Eviccion. — No debe tos perjuicios procedentes de la privación délas 
utilidades que el comprador esperaba del establecimiento de 
campo formado después de la venta, por no ser consecuen- 
cia inmediata y necesaria de Ja obligación del enajenante de 
(rar.smilir Ja propiedad y garantirla transmisión (articulo 
530, Código Civil). Página 374. 

Eviccion . — Véase : Competencia . 

Excusación. — La manifestación del juez de haber dado opinión so- 
bre el juicio, hace procedente su excusación. Página 8. 

Excusación . — Las razones de delicadeza personal y de Talla • de con- 
fianza de las parles, no justifican la excusación. Página 11. 
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Excusación . — El juez federal no puede excusarse sin causa. Página 
77. 

Excusación. — No es causa legal de excusación el parentesco ó U 
amistad con el apoderado déla parle. Página 355. 

Excusado». — No es admisible laque no se funda en causa legitima. 
Página 289. 

Extranjero. —El extranjero demandado por un argentino ante la 
justicia federa!, no puede declinar la jurisdicción de ésla. 
Página *W, 



de estampillas. — La fabricación de estampillas falsas 
importa el delito previsto y penado por el articulo 62 de la 
ley nacional penal, y hace pasible á su autor de la pena de 
cuatro años de trabajos forzados y 50Ü pesos de multa, y aj 
cómplice de la de un año de prisión. Página £91 . 
Falsificación de estampillas. — Debe ahsulverte de culpa y cargo al 
procesado por falsificación y circulación de estampillas, si 
de los anteceden de la cansí resulla no haber procedido 
en las negociaciones sobre su venta, con voluntad criminal, 
sino en el concepto de que debían ser estampillas legiti- 
mas. Página T9. 

Faitn de ¡ter sonería. — Procede la cicepcion de falla de personería, 
si el documento habilitante espedido en el extranjero y 
transcripta en el poder no contiene el nombre y firma del 
cónsul ante quien se autentizó y la legalización del ministe- 
rio de Itolacioiies Exteriores. Página 299. 

Ferrocarril. — La empresa de ferrocarril es responsable de los per- 
juicios procedentes de incendio producido por chispas del 
fuego ile sus locomotoras en movimiento. 
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Homicidio. — No causa agravio la pena de tres años de prisión im- 
puesta al centinela, por homicidio cometido descargando su 
arma contra los presos puestos baja su vigilancia» por ha- 
berle dirigido insultos . Página 420. 



1 1 

Incendio. — Véase: Ferrocarril. 

incompetencia. — Deducida esta excepción yor ]a vía declinatoria ante 
los tribunales locales, no puede admitirse la inhibitoria 
interpuesta ante el juzgado tederal . Página 315. 

Intndktu. — En los juicios de interdicto, el juez puede llevar ade< 
¡ante los procedimientos no obstante la excepción de in- 
competencia opuesta, reseñando el pronunciamiento sobre ° 
ella para la sentencia. Página 54. 

J I 

Jactancia. — La pretensión de no ser deudor de una suma dada y de 
que asi se declare en definitiva, no puede justificar la de- 
manda de jactancia contra el acreedor. Página 47, 

Jnic io ejecutivo. — No habiéndose opuesto excepción, debe llevarse 
adelante Ju ejecución. Página 125. 

Juicio ejecutivo. — Véase : Apeiarion ■ 

Justicia federal. — En cuestiones sociales, fundadas sobre derechos 
de socios, entre los que forman parte de la sociedad, no co- 
rresponde el Tuero federal por razón de personas. Págint IT. 

Justicia federal. — No puede conocer y resolver sobre exención del 
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servicio militar del que, estando incorporado en el ejército, 
ha desertado de sus lilas. Página 34. 



Locación de obras. — Ejecutada y entregada la obra, es deber del 
locatario papar los caldos del precio que resulten á favor del 
locador, con más el interés legal desde la presentación de 
sus cuentas, debiendo dichos saldos deducirse de los ante- 
cedentes «lñbí do» para apreciarlos. 



11 



Mandato. — El poder conferido para los asuntos que tengan relación 
con tas marcas de fábrica, demandando Ó defendiendo, es 
suficiente para que el apoderado contcsle Ja demanda por 
daños y perjuicios procedentes de un juicio seguido por él 
sobre falsificación de marca de fábrica. Página 101. 
Mandato . — No habiendo sido gratuito el mandato, ni habiéndose con- 
venido que la retribución de los servicios dependiese de la 
conclusión de la operación encomendada, el mandatario 
tiene derecho tanto al reembolso de ¿asios, cumo á la retri- 
bución de los servicios prestados durante el mandato ; todo 
lo que puede el tribuna) fijar en la suma que repute justa y 
equitativa. Tágina 147. 
Mandato. — El mandante debe reembolsar al mandatario el importe 
de la retribución que on h medida de lo justo haya debido 
pagar por servicios profesionales prestados por un tercero 
en la ejecución del mandato. Página 346. 
Mandato. — La sustitución que el apoderado general hace respecto 
de asuntos especíales, no entraña la cesación de sus poderes. 
Página 42o\ 
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Menor de edad. — Véase : Atenuación. 

Nación. — El decreto que sólo aparece ser acto de un ministro no 
puede conferir derechos de que surjan obligaciones contra 
la nación, y la resolución del Poder Ejecutivo que» en su 
consecuencia, manda hacer un pago, no puede lampoco con- 
ferir derechos para obligar ala nación á efectuar ese pago. 
Página 20-2. 

N 

hartón. — La nirion no puede ser trnida á juicio sinó con su con- 
sentimiento, expresado por el órgano de mis poderes compe- 
tente* al efecto. Página 399. 

Nulidad. — En el recurso contra la sentencia sobre recusación, no 
corresponde juagar del de nulidad, rumiado en haberse obli- 
gado á la recurrente á « star en juicio sin la venia marital. 
Página m. 

O 

Obra n (íi i ií. — Puede proseguirse y ler minarse la obra nueva comen- 
zada en terreno del demandado, que no entraña limitación 
alguna á los derechos del demandante. Página 25, 

P 

Pena. — Véase: Atenuativa. 

Personería. — Nadir puede ser admitido ;i gestionar demandas en 
nombre de otro, sin la compéleme escritura de poder. Pá- 
gina 41. 

Personería. — Véase : Mandato. 

Posiciones. — Después de llamados autos para sentencia, no hay dere- 
Jio para pedir absolución de posiciones. Página 39. 
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Prisión preventiva- — Esta debe descontarse de la pena impuesta i 
ruon de dos días de la misma por uno de trabajos forzados. 
Página 265. 

Procurador general. — En los juicios contra la nación, tiene inter- 
vención el señor Procurador general. Página 399. 

Prueba. — Admitida la diligencia probatoria de informe de un perito 
solicitado por una de las partes, no puede la otra pedir, 
después de vencido e) término, que para dicho informe se 
asocie otro perito. Página H. 



H 

Rancho. — Cae en comiso el exceso de rancho no manifestado, 
aunque I» falla de manifestación se atribula á un error. 
Página 141. 

Ratificación, — La promesa de ratificación que hará el representado, 
no basta para subsanar la falla de poder y dar personería al 
representante. Página 15. 

Rebeldía . — Debe revocarse el decreto de rebeldía dictado á instan- 
cia del que dejó de ser representante de la parte. Pági- 
na 415. 

Recurso. — De la sentencia de los tribunales ordinarios que se ha li- 
mitado á fallar interpretando j aplicando los códigos comu- 
nes, no procedo recurso para ante la Suprema Corte. Pági- 
na 95. 

Recuno. — No procede el recurso á la Suprema Corte de providen- 
cias de los tribunales locales interpretan-Jo y aplicando tas 
leyes comunes. Página 258. 

Recurso. — No basta para fundarlo, decir de inconstilucionalidad en 
el momento de deducirlo, sino que es necesario que en el 
pleito se baya pueito en cuestión el derecho que se preten- 
de amparado por la Constitución y desconocido por el tri- 
bunal. Página 358. 

Recurso 4e hecho. —No procede, sin apelación denegada. Página 370. 
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Recusación. — El juez federal no puede ser recusado sin causa. Pá- 
gina 11. 

Recusación . — Debe rechazarse la recusación cuya causal no ha sido 

probada. Página 336. 
Re rmac ion . — Véase: Apelación. 

Renuncia, - La renuncia extintiva de obligaciones no eiige forma 
alguna especial ; y de tai debe calificarse la declaración del 
damnifteadu de haber sido indemnizado, y quedar eximida 
la otra parle de loda responsabilidad a su respecto por el 
hecho que causó daño. Página 18. 

Rescisión. — ftesutiandu que el actur lia sido debidamente represen- 
tado tanto en el procedimiento de apremio, como en el juicio 
que lo precedió, debe rechazarse la demanda ordinaria en- 
tablada contra la sentencia de remate que se funda en la 
Taita de representación en dichos juicios . Página 329. 

Rescisión. — Véase : Compra -venta. 



S 

Sentencia. — La que al Tallar sobre la acción deducida en la demanda, 
resuelve puntos que no han sido materia de la litis contesta- 
ción, debe declararse sin efecto en cuanto á esto último. 
Página 193. 

Sentencia . — Debe confirmarse la sentencia en cuanto importa de- 
clarar que debe cumplirse la co-a juagada. Página 391. 

Servicio militar. — No procede recurso contra la providencia de ta 
junta, que ordena el comparendo del padre para resolver si 
el 'peticionante está ó no comprendido en la excepción del 
bijo que atiende á ta subsistencia del padre impedido. Pá- 
gina 32. 

Scrttcto militar. — No procede la excepción concedida al bijo que 
atiende á la subsistencia de la madre viuda, cuando esto no 
consta y resulta que la madre cuenta con elementos pro- 
pios de vida. Página 189. 
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Servicio militar . — El practicante interno de) laboratorio de la Casa 
de Aislamiento, está comprendido entre los exceptuados del 
servicio militar. Página 212. 

Servicio militar. — La infracción á la ley de enrolamiento hace pasi- 
ble á su autor de la pena de un año He servicio militar. 
Página 366. 

Servicio militar. — En ia infracción á la ley sobre organización del 
ejército, debe absolverse al procesado cuyo nombre no fi- 
. • , gura en la lista de conscriptos convocadas para el servicio 
militar. Página 392. 

Servicio militar. — El practicante interno de farmacia de un hospital , 
está exento del servicio militar. Página 442. 

Suprema Corte. — Acreditada la jurisdicción de ella, por ser extran- 
jero el demandante y una provincia Ja demandada, ésta no 
puede oponer la excepción de incompetencia íundándula en 
la naturaleza de los hechos que informan la demanda. Pá- 
gina 214. 

T 

Tentativa. — La de circulación de billetes de curso legal (alsos hace 
pasible á su autor de la pena de dos años y nueve meses de 
trabajos forzados y mulla de 1375 pesos fuertes, y ¿los cóm- 
plices de la de dos años de prisión. Página 178. 
Tentativa. — La de circulación de billetes de curso legal talsus, hace 
pasible al autur de la pena de dos años y nueve meses de 
trabajos forzados y 1400 pesos fuertes de multa. Página 338. 
Tercer ¡a. — Es inadmisible la tercería que no se funde en el dominio 
de Jos bienes embargados ó en el mejor derecho para ser 
pagado con su producto, y no procede hacer declaraciones 
que Jo actuado en el juicio hace innecesarias. Página 49. 
Término. — En ios términos por horas, el término corre desde el 

momento de la nulificación. Página 164. 
Testigos. — No e> admisible la prueba de testigos ofrecida con sólo 
dos dias de anticipación al vencimiento de) término. Pá- 
gina 187. 
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Violación- — No existiendo las circunstancias que, según el articulo 
m del Código Penal, earacteman el delito de Tioiacion ios- 
al procesado, debe este ser absuello de U acusación. 
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ERRATA 



EnlacausaCCCV(pág. 274) intervino también el señor Ministro 
doctor Henrique Martínez, en ja firma se ha omí tillo en la pagina 488, 
quien la siiacrftió disintiendo sólo en cnanto se ctnsifica como tute dia- 
ria la aceto» d que u refere ti articulo *f20 del Código Civil. 

Pagina 54, línea primera : en lugar de don Garlos del Carril, debe 
decir don Cárlo* Casal. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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[»lí JUSTICIA NACIONAL 
CON LA RKLAClf N* DE SUS HKSPKCTIVA9 CAUSAS 



AÑO 1899 

(C'fUlittwtfinn) 



Jfaresea y t«ccio/a conírrt <fofí /V</rf> & /wr coftro 

ejecutivo dé ¡tesm y pmoneria; sobre apelación denegada 

Sumario. — El anto resolviendo un incidente de personería 
no < s sujeto á revoeuluria y recayendo en juicin ejecutivo, no 
es apelable. 

Caso, — Resulta fiel 

lTiFORHE I>H iliU f EIMLHAI* 

nuenoí Aires, Abril 21 de 1899. 

Suprema Corle : 

En cumplimiento de lo ordenado por V. E, paso ¿ informar 
ít) siguiente: 

En el juicio seguido ñute este juzgado por don Enrique Cafe 
ni tu, en representación de los señores Francisco Cacciola y 
Sctero Maresca, contra don Pedro S. Lamas, por cobro ejecuti- 
vo de pesos, fueron recibidas á prueba las excepciones opuestas 
por el demandado Lamas. 
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Que i foja 417 y con fecha 18 «le Abril «leí corriente año se 
presentó el demandado pidiendo fueran citados á absolver posi- 
ciones los socio? duii Severo Maresca y don Francisco Cacciola, 
en el mismo acto y sin común ioni se. 

Que, con fecha 3G del misino mes y año, se presentó el re- 
presentante de los actores* manifestando que una déla» per- 
sonas que formaban la sociedad Maresca y Cacciola había fa- 
llecido, siendo este el sócio Francisco Cacciola ; habiendo que- 
dado el soeio sobreviviente dou Severo JuVesca, n cargo de 
dicha sociedad, y quien estaba dispuesto á absolver las posicio- 
nes pedidas por la parte de L unas ; cuyo pedido se le hilo saber 
al demandado Lamas, quien se presentó con fecha 2 de Mayo 
del corriente año, diciendo que habiendo manifestado el repre- 
sentante de los actores señor Knrique Caferata, que uno de los 
socios d" la rofoil social, en coya representación venía actuando 
en esta causa, había cesada tpso factn su mandato, de acuerdo 
con lo dispuesto nd'r el artículo 1963 del Código Civil, y que 
por tanto, correspondía que se declarase cesante la representa-" 
cion de los señores Maresca y Cacciola, y se ordenase la suspen- 
sión de los procedimiento*, hasta tanto se habilitase de nuevo 
legalmente ; que eon traslado á la contraparte se dictó el si- 
guiente auto : 

Buenos Aires, Junio 3 de 1899. V vistos : Considerando -i que 
el fallecimiento del socio Cacciola déla razón social Maresta 
y Cacoiola no basta por sí solo para ocasionar la pérdida 
de la personería de don Enrique Cafferata como represen- 
tante de la razón sbaial Maresca y Cacciola; como lo tiene 
resuelto la jurisprudencia He 1 1 Suprema Corte en el caso 
que corre inserto en el tomo 31. pagina 391 de sus fallos. 
Por esta y de acuerdo con lo ex puesto por la parte de- 
mandante, no se hace lagar á lo pedido por la parte de La- 
mas, debiendo en so mérito correr los autos según su estado. 
Que con fecha 9 de Junio se presentó el demandado Lamas 
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pidiendo que se revocase por contrario imperio el auto por «1 
cual se considera subsistente la representación de don Enrique 
Caí rerata de la razón ^ocitil demandante, no obstante el falle- 
cimiento de uno de los socios; con traslado ;¡ la parte actoru se 
proveyó lo si guíente : 

Buenos Aires, Junio 26 de 1899. V vistos: considerando: 
Que el aitt<> cuya reposición se solicita no e¿ meramente ínter- 
locutorio y por tant<> no es susceptible del recurro de reposi- 
ción con arreglo ul articulo 265 del Có.ligo de Procedimientos 
de 14 de Setiembre de 1863. Que en cuanto ul recurso de ape- 
lación tratándose di* un proc dimiento ejecutivo .sólo son ape- 
lables los auto* expresamente declara los tules por la ley de la 
materia todo con sajín' ion al articula 300 del itado Código 
procesal de 1863. 

Que el auto de cuya apelación se trata, no es di> los declara- 
«Ion apelables. 

Que respecto del recurso de utilidad, no existiendo sentencia 
definitiva, no procede, con arreglo al artículo 234 del mismo 
Código ya citado. 

Pur tanto, no se hace lugar á Jos recursos de revocatoria, 
apelaoion y nulidad interpuestos por don Pedro S. Lamas, del 
mito de foja 123, vuelta. Y en su mérito, se ordena corran los 
nu*os, según su estado. Repóngase el sello,» Siendo este últi- 
mo auto, del que recurre el demandado Lanías. 

K* cuanto tengo que informara V, K. á quien Dios guarde. 

P. Olaechea y Aborta* 

rail* 4e> l* ««pretam C-#t»t* 

Buenos Aire». Julio 13 de 18K>. 

Vistos en el acuerdo y en mérito del precedente informe y 
de Lo dispuesto en los artíeulo& 234 y 300 de la ley de procedi- 
mientos, se declaran bien denegados los recursos interpuestos. 




8 ruto* M tk snmiu 

Preria reposición de sellos deTnélvan» estos antecedentes para 
que se agreguen á los «utos principales. 

benjamín Faí. — *>il baiam. 

— OCTAVIO BQHGE. 



Criminal contra don José y don Kamon Hobert de Moset $¿0*1 
Luis Y andan t por estafa; sobre excusación 

Sumario. — Lu manifestación del juez de haber dado opi- 
nión sobre el juicio, hace procedente su lotcusacion. 



£ aS0m _ Resulta de las siguientes rdeias: 



A UTO DEL 1UEZ LETRADO 

Posad», Febrero 21 de 1899. 

Habiendo recién llegad* á conocimiento del que suscribe que 
una persona do su amistad íntima ba demostrado interés aun- 
que indirecto en los resultado* de la presente querella criminal, 
inhíbese de entender en ella por cuanto su intervención podrí» 
ser sospechosa, desde que el proposito de la ley es garantir á 
los litigantes la discusión y sentencia de sus pleitos ante jae- 
ces que no ofreican motivos que hagan dudar de su rectitud é 
imparcialidad. En su virtud remítanse estas actuaciones al se* 
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ñor jues federal do Corrientrs á quien corresponde conocer en 
el asunto. 

Breará. 



Comunes, Febrero 28 de 1899. 

Careciendo de fundamento legal la inhibición del señor jues 
letrado de Posadas desdi que la cantal alegada no se halla com- 
prendida en ningunu de las enumeradas en el articulo 75 del 
Código de Procedimientos en lo criminal, Pur esto no se acepta 
el conocimiento de esta cansa v devuélvase en consecuencia. 

Lujambio. 

AUTO UEL JUEZ LETRADO 

PotAdos, Mayo 6 de 1899. 

. . . 'i"-' 

Hallándome i',om prendido en uno de l< s casos consignados en 

el inciso 4° del articulo 75 del Código de Procedimientos en lo 

criminal, por haber emitido dictámeu «obre el proceso despula 

de mi anterior inhibición, vuelvan estos autos al señor jues fe* 

deral de Corrientes á fin de que se sirva conocer en ellos. Re* 

fúngase la Toja. 

Breará, 



Corrientes, Mayo 10 de 1889. 

m 

Vistos y considerando: Que en los autos no consta el prejui- 
gamiento á que se refiere el señor juez letrado de Misiooes. 



10 mllo» w ia suprima corre 

Que dado el «atildo de la querella en la que todavía no han 
■ido oídos los querellados no es posible dar nn dictámen are ira 
de la sentencia que terminará el pmceso. 

Por esto y lo resuelto por la Suprema Corte en «aso análoga 
que se registra en el tomo 0U t página 24, no se acepta el cono- 
cimiento de la presente sansa y en consecuencia devuélvanse al 
juzgado de su origen ; debiendo el señor juez letrado si insis- 
tiese en su excusación elevar lñ$ autos al superior para la reso- 
lución correspondiente. 

lujanibio. 



frulH» de I» «tlprrm» Corte 

Biienoa Aires, Julio 13 de 1899 

Vistos y considerando: Que el juez de Misiones Ha emitido 
dictámen apure el proceso, según lo empresa en su excusneion de 
foja veintiocho y de licúenlo con el inciso cuarto del artículo 
setenta y cineo y articulo setenta y niele de la ley de Procedi- 
mientos, declárase procedente la mencionad» excusación y remí- 
tanse en consecuencia estos autos »l juez «le sección de Corrien- 
tes para etcooocimiento do la causa, previniéndose al citado juez 
del Territorio de Misiones que n" ha podido dar dictámenes qm* 
sirvan de obstáculo pava el cumplimiento de los deberes de so 
cargo. 

. IIEMAMlN PAt. — ABEL BAZAR. 

— octavio tune!. — H. 

M AHI MEX. 



■J. ■' c l'' l- 
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/V«íí flautista Testan i i/ ttmt Carlos liar i un i contra 
don fin Himno l'aats, por calumnia ; sobre excusación 



Sumario. — La* razones <le delicadeza personal y de falta 
de confianza de la* partas no justifican la excusación. 



Caso. — Rt'sulta de las siguientes piezas: 



Auto del Juta redera I 



Buenos Airea, Jimio H i!c 1899. 

Autos y vistos: Y consideran-io qui* este juzgado se ha excu- 
sado de entender ?n el juicio que siguen loe señorea Williams 
Paats, Roche y compañía contra los señores Tentón i, Chiesa y 
compañía por falsificación de marca de fábrica por tus razones 
de no merecer fé y confianza á los litigantes é interviniendo en 
este pruceso las mismas partes que en aquél, resuelve inhibirse 
de seguir conociendo en esta cansa y ordena paHen los autos al 
señor jueí federal en turno con la nota de estilo. 



Gervasio F. Granel, 



tí FALLOS r>t LA SOMHU COBI» 



r«n* 4«i ii» ******* 

Buenos Aires, Junio 17 de 1899. 

A titos y vistos; Pura resolver ta excusar ion del señor juei 
doctor Granel para continuar interviniendo en estos a utos, 

Y considerando: Que la causal A mérito de la que el señor 
juez se excusa es inadmisible legalmente, randada en raxonea de 
delicadeza personal y no en motivos verdaderamente legales, 
razón por loque es ella improcedente (tomo 55, páginas 46 y 49 
de los fallos de la Suprema Curte de Justicia). 

Que no basándose esa excusación por otra parte en motivo 
alguno di» los que conforme ú derecho pueden fundar una recu- 
lación y habiendo sido rechazada además por ilegal la recusa- 
ción formulada contra él mismo por una de las partes en el ex- 
pediente sobre falsificación de marca de fábrica no procede esa 
excusación (tomo 9 f página 150 ; tomo 21. página 543 y tomo 
53, págimi 368, mismos fallos citados). 

Por ello y de acuerdo con la doctrina consagrada en el fallo 
de la Suprema Corte que corre en el tmno 9, página 152, el sus- 
crito resuelve no admitir la excusación del señor juez federal 
doctor Granel, y en su consecuencia ordena vuelvan los autos 
al juzgado de su procedencia, sin mástrámite, para que continúe 
interviniendo en ellos y con declaración de que sí insiste en 
su resolución se sirva elevar los autos al superior parala re- 
solui iou que corresponda. 

Agustín Urdinarraiii. 
t 



VISTA DE!, SESOR PHOGURADOH GftlBItAL 



Buenos Air» l s, Julio 4 de 1899, 

Suprema Corte ; 

Esta causu se relaciona íntimamente con la tramitada por 
las mismas persona-* que intervienen en la actual ante el señor 
juez doctor Granel por falsificación de marcas de fábrica. 

La eicusacion de foja 00 se Tanda en las mismas raicnes de 
falta de íé j confian» expuestas para fundar la excusación 
anterior en los autos relacionados. T como aquellos fundamen- 
tos no han autorizado la admisión de la excusación anterior 
según reciente declaración de V. E. tampoco pueden autoritaria 
en el caso actual con sujeción á las disposiciones délos artí- 
culos 75 y 77 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Consecuente con La doctrina y lo resnetto por 7. E. en los 
autos relacionados, pienso que no procede la excusación que con- 
signa el auto de foja 60 y pido á V. E. se sirva asi declararlo. 

Sabiniano Kier. 



rall««to la> «mprcuM Cfert* 

* ' * 

Buenos Alces, Julio 13 de 1899, 

Vistos; con arreglo á lo resuelto por esta Suprema Corto con 
fecha V del corriente en la causa seguida entro las mismas 
partes sobre falsificación dv marca de fábrica j de acuerdo con 
lo dispuesto y pedido por el señor Procurador general, se decía- 



14 rAiLflS DI LA tnrnttt* *;oht& 

ra que el juez doctor Granel debe continuar en el conocimiento 
de lu causa. Notifíqnese con el original y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

DKKJaUSH FAZ. — ABEL BUAIt. — 
OCTAVIO BUKGt. — JUAN E, 
TOnREKT — H. HAllTlItlit. 



4 AUf*A « 4XII 



Don ángel fíovini contra don Cários Mastruzzi.por usurpación 
y falsificación de patente de invención ; sobre pruebas 

Sumario- — Admitida la diligencia probatoria de informe 
de un perito solicitado por una de las partes, no pnede la otra 
pedir, después de vencido el término, qtif para dicho informe 
se asocie otro perito. 

Caso. — Abierta la causa á prueba y dentro del término, la 
parte demandada pidió á foja 33 se nombrara al ingeniero Isnardí 
á Un de que en calidad de perito examinara las máquinas en cues- 
tión, tanto la del demandante como la del demandado é infor- 
mara sobre los punto* que indicaba. El juex nombró al perito 
propuesto. Posteriormente y vencido ya el término de proe- 
ha la parte actora dijo, á foja 48, que habiéndose solicitado por 
el demandado prueba pericial, proponía por su parte al inge- 



UB IIISUCiA RACItiftAL 



15 



nieroseñorTranke p:íra que asociado ul perito de ta contraria 
examinara las máquinas en cuestión. El juez proveyó: 

lineaos Aires, Agosto 23 de 1899. 
* Kstando rencilla el termine» dé pr ueba no ba lugar ». 

Granel. 

Do este auto» pidió revocatoria y apelación, fundado en que 
«o se había pedido .una prueba si»ó propuesto el medio de rea- 
lizar la prueba ya pedida por el demandado en tiempo y admi- 
tida pur el juagado; que si ..o se hacía lugar A su pedido la 
prueba pericial carecía de valor. El juez dictó el siguiente ¡ 



rail* ««I Jmi Mml 

Humos Airea, Noviembres de 1899. 

Y victos; Para resolver «obre el pedido de foja 29 y la retoca- 
tona de foja 48. 

Y considerando: Que la caución ofrecida pnr el actor se encuen- 
tra autorizada por el artículo 58 de la ley de patentes de inten- 
ción, fíjase en la suma de 5000 pesos moneda nacional que de. 
berá depositar en el Banco de Ja Nació,, Argentina a la orden 
déoste juzgado y como perteneciente á esta juicio, dentro det 
término de diez días. 

Y considerando respecto ¿la revocatoria s ditiitada del uto 
de foja 48 vuelta, que éste se encuentra ajustado a derecho, no 
ha logar á lo solicitado en el escrito de foja 48, y le concedo 
en relación el recurso de apelación interpuesto, debiendo ele- 



f. 



vane tus auto» á la Suprema Corte en la forma de estilo. Re- 
póngante los sellos. 

Gervasio F. Granel. 



Buenos Aire», Julio 13 de 189 

Viítos y considerando: Que el escrito de foja cuarenta y 
ochóse ba presentado realmente después de vencido el término 
de prueba, solicitándose en él ana prueba, que ni siquiera ha- 
bía sido ofrecida durante ese término. 

Que lo pedido en el segundo punto fiel escrito de foja treinta 
y dos ha podido practicarse, en las coadiciones solicitadas, 
con el informe del perito Vicente Isnardí. 

Por esto y fundamentos del auto de foja sesenta y seis, se 
confirma el auto apelado de foja cuarenta y ocho vuelta, con 
costas. Repuestos los sellos devuélvase. 

BENJAMIN PAÍ, — ABEL BASAN, — 
OCTAVIO SURGE. — JUAN E. TO- 
ÜftKNT. — H, MARTIN El. 
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«AUNA CtXlII 



¡ion Enrique fittz contra dan Federica Floto, por cuestiones 
sociales; sobre competencia 

Sumar 10, — En <■ ue-tiones soriale*, fundados sobre derechos 
dé socios, entre los que forman parte de la sociedad, no corres- 
ponde il fuvru feHeral por razón de perdonas. 



Caso, — Lo explica vi 



rallo He la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio ló Je líiüy. 

Vistos v considerando : Que el presente juicio se sigue entre 
don Enrique Klix y don Federico Floto, haciendo valer aquél 
derechos demudos de ta sociedad entre ellos celebrada é invo- 
cando U calidad de socio cumo finid amento de la gestión. 

Que según se ve en la escritura de foja veinticinco, ta socie- 
dad expresada giraba bajo la lirma social de Klix j Floto, 

Que t-s de derecho, según lo tiene establecido la jurispruden- 
cia de esta Suprema Corte, que los asociados entre sí, ó en sus 
contestaciones con la sociedad por razón de heclios ó acto» que 
derivan del contrato social, no tienen sino" un solo y único fuero, 
que se determina por el lugar del establecimiento de la sociedad i 



jg FJULÜS ÜE 14 supueha 

en el cual se presume legalmente que aquellos han elegido un do- 
micilio especial para el conoeimieuio de sos derechos y cum- 
plimiento de iíuá obligaciones de sucios, de lo cuul se dedo - e 
que en tales ca*os no pu. de sur^r <1 fuero federal por razón da 
las personas. 

Por estos fundamentos *e declara que e' cmot-iinieiito de esta 
causa no corres ponda á la justicia federal, y en i;oíisecuencia t 
se deja sin efecto lo obrado en ella. Noüfíquese con el original 
y repuestos los sellas, devuélvanse. 

UtlSJAMlN PAZ. — AIIÉX MZAfi, 
— OCTAVIO PUNGE. — H- MAK- 
TlSEZ. 



4'AUH.i <* LIV 



liott Constantino Ciwjotam contm la empresa ttel Ferrocarril 
Buenas Airea fd Hosario; sobre tiaños y perjuicios 

Sumario. — La renum ia extintiva de obligaciones no exige 
forma Mguna especial ; y tal debe culiíicarse la declaración del 
damnilieado de haber sido indemnizado, y quedar eximida la 
otra parte de toda responsabilidad á su respecto por el hecho 
que causó el daño. 
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r«iirt del Jwi iVdfrnl 



filíenos Aires, Jumo 19t!e 1891. 

Y vistos : Constantino Cingolani, subdito italiano, demanda 
ii la empresa del Ferrocarril de Unenos Aires al Rosario, que 
en su carácter de persona jurídica se considera nacional para 
Jos efectos del fuero, por indemnización de daños y perjuicios 
estimados en lastima de cincuenta mil pesos moneda nacional 
de curso legal . 

El expresado Cingolaui sp encontró eu la noche dt- 14 de 
.Marzo de 1889, en el tren número M de la línea de la empresa 
demandada, entre los inmigrantes que aquel conducía con des- 
tino al Rosario, cuando se produjo á la altura de Bancalari el 
descarrilamiento é incendio del tren, que tantas víctimas cansó. 

E\ demandante «alió con vida ; pero sufrió quemaduras y 
otras lesiones de relativa gravedad, determinantes, junto con 
el terror producido por el desastre, de una anemia cerebral, 
que según el certiücado de foja 2, lo hace inhábil para el tra- 
bajo, á los efectos del reimpatrio gratuito. 

Sostiene el demandante que el descarrilamiento f el incen- 
dio fué causado por la culpa y negligencia de la empresa, que 
no solamente violó la ley de ferrocarriles nacionales, sino que 
también cometió un verdadero atentado contra las personas, en- 
cerrándolas con llave en estrechos vagones ; que no hizo el 
examen técnico en loa terraplenes que habían sido removidos 
donde ocurrió la catástrofe y no llevaba el convoy la formación 
que presmbe la ley. 

U empresa demandada alega, que cuando se produjo el acci- 
dente ¿ que se reBere el actor, sin preocuparse de averiguar ni 
discutir si la responsabilidad legal del s.^eso pesaba ó no sobre 



an FALLOS ME LA SUPREMA CORTE 

ella sólo se preocupa de ocurrir con su socorro Ú0? S opur- 
tuuo al alivio do 1» situación desgraciada en que Venían aque- 
jar colocólas HUÉM de las vi timas M »u«io; que entre o* 
populantes .le ÍM^Íaa^ *e encontró el doman* ante lle- 
vando á la gtmreia de la empresa uu certificarlo de 1» oücina 
de inmigración, de haberse encontrado en la catástrofe de Ban- 
calnri v 6!> esa ocasión se lijaron de común acuerdo tos dan... 
que dijo haber reeibido, en doscientos pesos moneda nacional 
que le fueron entregados sin más averignaciune*. en presea*)* 
de testigos, recibiendo la empresa lín nocnmento que si S no el 
mismo Cingohni é imo firmar á so mogo a don Kamon Bete*, 

el cual obra á foja 24. 

Sostiene adem*. %tt el suceso de Bancalari, completamente 
casual é immrt», «« había hecho pesar ninguna respmw.- 
hüidad legal sobre la empresa, hacia los que directa ó mdireo- 
Uniente hubieren sufrido daño,, pues las leyes no castigan el 

caso fortuito ni ¡m, en responsabilidad por hechos de uerza 

mayor, lÜiAo nquirfloa esenciales para b ímputabilidid la 
voluntad, la culpa » la negligencia e» el suceso. Que por o 
nú- «especia al monto de la nueva indemnización reclamada 
L -I aetor mi * HK9 ^ WhSh con el Ueefco do 

haber transad, sobre los mismos perjuicios por doscientos eeao* 
moneda legal. 

Kn cuaut- al documento de foja 24, respecto del cal ere) o 
,1 juzgado conveniente oir al demandante continente el trus- 
ladó de fojaS8v,,lta. sin negar oategóncamente su interveu- 
, itJil en él. sostiene en lo que hace A la forma, que siendo un 
instrumentó priado no firmad-, no puede W*f 
lra él y qne uno de los testigos que |d lirman. el doctor Hoya- 
no es acogido de la impía**, y en cuanto ai fondo niega ter- 
minantemente que transo sobre los perjuicios que se le ocasio- 
naron, si bien diee ser cierto que recibió do la empresa alguno, 
recursos, pero con el caráota* «le simple socorro. 
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Recibida la causa a prueba t-ara la justificación do los hechor 
i) legados y no consentidos (Toja 32) si' lia producido la que ex- 
presa el certificado de foja 87, sobre i tiyo mérito lian alegado 
ambas partes. 

T considerando: I a Que la principal defensa aducida por la 
empresa demandada se deriva del acto jurídico contenido en 
el documento de foja 24, que cíía mis mu califica de transac- 
cien, la cual constituyendo una excepción perentoria tendría 
por efecto destruir por completa la acción instaurada, si fuera 
procedente, de suerte que es necesario determinar previamente 
si efectivamente hay ó no hoy transa' -cimi sobre el hecho que 
motiva la demanda, Misceptible de hacerse v.iler en juicio. 

2" Que según el artículo 837 del Código Civil la validez de 
las transacciones nu está sujeta á la observancia de formalida- 
des extrínseca», estando la prueba de ellas únicamente subor- 
d i nad a á las disposiciones sobre las pruebas de los contratos. 

3 o Que según el artículo i 193 del mismo Código, los contra- 
tos que tengan por objeto una cantidad de más de doscientos 
pesos, deben hacerse por escrito y no pueden ser probados pm 
testigos, de donde se deduce que hasta esa suma es admisible 
la prueba testifical. 

4° Que el acto contenido en el documento de foja 24, por et 
cual el demandante declara haber recibido de la empresa del 
Ferrocarril de Buenos Aires al Rosario la cantidad de doscien- 
tos pesos moneda nacional legal, por completa indemnización 
de todos los danos y perjuicios que le originó el accidente ocu- 
rrido en esa línea el 14 de Mano en Bancalari, se halla proba- 
do por el testimonio de tres testigos presenciales de ese acto, 
los que constituyen prueba jurídica al respecto, con arreglo 
al precepto de la ley 32, título 16, partida 3* de aplicación en 
el cas ... á íirtud de lo dispuesto en el artículo 124 de la ley na- 
cional de procedimientos de 14 de Setiembre de 1863. 

5 o Que si bien es cierto, que uno de esos testimonios procede 
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de Utl empleado fie la misma empresa y otro «le un abogado que 
la patrocina en otras causas, de.be observarse que estas cir- 
cunstancias no anulan por sí misma!» el testinjeniu *iu6 que 
pueden de*.víi Unir su eficacia, pues la ley (artículo 124 fiel Có- 
digo de Procedimientos antes citado) sólo dice que el juez debe 
calificar según las rcghis de sana crítica las circunstancias y 
tachas conducentes a corroborar ó disminuir la tuerza rielan 
declaraciones. 

6 o Que en estos rasos el menor valor *i n** pedieran tener es- 
tos testimonios por las circunstancias enumiudns se compen- 
sa, en cierto modo, por otras qnt? confirman plenamente ¡a au- 
tenticidad y contenido del documento de foja 24, y son las 
siguientes : 

I" Que Oingulum no lia negado haber recibido los doscientos 
pesos que él expresa, confesando i">r .1 contrarío muy explíci- 
tamente, haber recibido una suma de dinero sin determinar 
cantidad ; 

2 o Que no aparece justificado qtie fuese á solicitar por vía 
de limosna ó acorro, una cantidad relativamente considerable 
pira ese objeto, teniendo acción p:ira demandar en justicia, la 
completa indemnización de los daños y perjuicios; 

3* Que tampoco ha negado al eva uar el traslado conferido 
a foja 28 vuelta, el hecho de halarse extendido en su presencia 
f l documento; de haberlu signado con una cruz y hécliolo U r - 
mar ¡i su ruefíQ por don Kamou Pérez, limitándose á objetar su 
validez para constatar la existencia del acio ;í que hace refe- 
rencia, en conformidad al artículo 112 del Código Civil, olvi- 
dando qua las iniciales ó signos en un documento, reconoL-idus 
voluntariamente, val-i como ln verdadera firma, según el ar- 
tículo 101 4» y que el reconocimiento debe st-r expreso ó tncit«», 
teniendo el mismo valor y los efectos en juicio, según las 
circunstancias. 

7 o Que por otra parte, la tacha contra el testigo doctor Mo- 
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vano no es cu ni rot de derecho, de tenerse en consideración 
porque el abogado im es empleado ni dependíante 'le la empre- 
sa, aparte ile que por su profesión debe suponérsele mas pene- 
trado de lii gravedad é importancia de un testimonio, así como 
arriba de las consideraciones que pueden inclinar un hombre 
ú faltar a la verdad. 

8* Que ninguna de las deposiciones de nuestras leyes se 
opone á que un hombre mayor de « dad y en ejercicio de su ca- 
pacidad civil haga una tran -acción de la naturaleza de la que 
se trata, por el precio que estime conveniente, por insignifican- 
te que parezca en relación al d.reehu renunciado, siendo, 
p.¡r el contrario, expresamente permitido renunciar sobre la 
acción civil por indemniza, ion del daño eausadu par un delito, 
de acuerdo al artículo 842 del fódígo Civil. 

l'nr estos furiilameutos fallo; absolvieiib. al Ferrocarril de 
lliienos Aires al Rosario déla demanda de foja I i, imponíanlo 
á mí respecto perpetuo silencio al actor. 

Virt/itio Tudin. 



Jlutnos Airea, Julio 15 *ie 18*). 

Vistos: Considerando: Primero: Qne por la excepción he- 
cha valer en el escrito de foja veinticinco, no se alega que haya 
intervenido propiamente una transacción como la legislada 
por el artículo ochocientos treinta y dos del Código Civil, sinó 
un convenio como el de foja veinticuatro, en el que el actor ha 
renunciado al ejercicio de reclamo alguno contra la empresa 
demandada, con motivo del suceso expresado en el mismo do- 
cumento. 
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Segundo: Que un convenio como el referido que importa una 
renuncia de acción, ó la estincinn cíe una acción, que se supo- 
ne tener el renunciante, oo requiere formalidades especiales, 
ni aún tratándole de pérdidas é intereses procedentes de 
delito, como se establece en el artículo mil oten del Código 
Civil. 

Tercero : Que sin mediar el documento de foja veinticuatro, 
la confesión del di mandante contenida en el escrito de foja 
veintinueve, de haber recibido de la empresa la suma de dos- 
cientos pesos moneda nacional por lo que le afectase el suceso 
de Bancal ari, Inducirla con sí misma, la presunción de haber 
arreglado ó convenido por la misma empresa, la indemnización 
del daño sufrido jior él, con renuncia de todo reclamo ulterior; 
porque de otra manera, ni la empresa hubiera desembolsado 
esa suma en favor del actor, ni éste la habría recibido, conside- 
rándose con derecho ú mayor suma 6 ú la rúa nt ¡osa que pide en 
la demanda de foja catorce. 

Cuarto: t¿ue la confesión á que se refiere el precedente con- 
siderando, se corrobora roo el mérito de la prueba testimonial 
que analiza el inferior en su sentencia; no habiendo el actor 
destruido la presunción fundada en su recordada confesión, ni 
menos acreditado en su prueba la culpa ó negligencia de la 
empresa ó de las personas de su dependemia, en el suceso en 
cuestión, como sería necesario para su inmutabilidad, de acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo mil ciento nueve del Código 
Civil, siendo inconcuso que el informe de foja cincuenta y uno, 
anterior á la demanda, de foja catorce, no puede obligar á la 
empresa demandada que no consta que haya reconocido la 
verdad de sus cunclusi mes ó¡que haya intervenido de modo que 
le traiga responsabilidad en el sumario que en él se dice ins- 
truido. 

Por éstos y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento ocho, se confirma ésta con costiis. Re* 
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y devuélvanse, pudiendo notificarse cod el 

HENJAHIN PA«. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. 
TOHHEHT. — U. MARTIHEI. 



« ALNA 



Don Wenceslao Lobo contra don Prudencio Palacios ; sobre 
interdicto de obra nueva y adhesión á la apelación 

Sumario. — í" Puede proseguirse y terminara la obra nue- 
va enmontada en terreno del demandado, que no entraña limi- 
taciou alguna ¿ loa derechos del demandante. 

2 o En las apelaciones en relación no procede la adhesión al 



recurso 



Caso. — Resulta del 



Salta, Noviembre IT de 188». 

: don Teodoro M. I.indoso en representación de don 

necesarios, ae presentó y ex- 
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puso, que estando el ultimo en posesión del agua de las dos 
acequias que levanta del arroyo Arenales, con sujeción ul turno 
establecido en la escritura fl- *mta, que. de la linca ■ Aconca- 
gua * hizo ú don Prudencio 1'nlacios, este sensor había comen- 
zado á construir una nueva acequia, cuya l»oca t0| aa ésta entre 
las dos referidas, y como, en la estaeion en que él arroyo se 
agota, quedaría en seco la mina de abajo, aquella ubra importa 
una turbo, ion al uso que h;i ejercido >u ínundaiiLe, «obre la 
misma agua, ríesele hace largo tiempo, entabla interdicto de re- 
teuer la posesión, turbada por una "bra nueva, ejecutada en 
terreo» del demandado, y pide la suspensión de ella. 

Kn el juicio verbal, constante á foja 30, el demandante pre- 
sentó de Fojas 12 á 20 y de foja 21 á foja 28, • 1 segundo de los 
cuales acredita el títulu legítimo de su dominio sobre toda la 
linca « La Union y el primero que, romo tal propietario, veu- 
dió jiarte de. la misma á don Prudencio Va lacios, estableciendo 
une. el agua de las dos ae.e jiiius, existentes » n la propiedad ven- 
dida. se dividid i entre ambos propietarios, usando la (inca 
* Aconcagua » doce dia> y la de « iíancugua *, de propiedad del 
señor Lobo, oh os doce d** ta acequia de arriba, y quince dins 
cada propiedad del agua de la acequia d«- abajo. Después de lo 
cual reprodujo la demanda, y pidió que se oyes" al demandado 
quien dijo : que negaba los ludios referidos , que baoj notar la 
vacilación del actor, cuando afirma que deduce el interdicto de 
retener, diciend » i la vez que es de obra nueva, que no existe 
base para ninguno, porque la obra empezada lo esta en sus te- 
rrenos, distantes de las tomas referida*, y, puesto que aún no 
está terminada, no puede atirmarse que se naya dejado en seco 
la acequia de la cual se turnan, ni que se haya turbado, por con- 
siguiente, la posesión correspondiente al aHor ; par lo cual 
pide no se baga lugar al interdicto, condenándole en costas, 
danos y perjuicios, y concluye pidiendo la inspección de la 
obra. 
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E) actor pidió que. á más de los instrumentos presentados, 
su recibiesen las posiciones del demandado y la declaración de 
varios testigos presente* en el acto. En esta virtud, con la 
formalidad del caso, el señor Palacios confeso: que desde que 
compró c Aconcagua », el azólvente y id señor Lohn han usado 
el agua en la forma estarcida en la escritura citada; que la 
nueva Ixica-toma está entre tas dos anticuas, que cuando el 
agua se agote, si se levan ti ra algo por la t una que esta cons- 
truyendo, disminuiría en la de abajo ; pero aseguró que jio le- 
vantar.! nada maído escasee el agua, pues su propósito era 
sólo levantar >>n el ti-nnpo de abundancia, ó cuando le tocase el 
turno de la toma de abajo, que en la actualidad no puede utili- 
zar por lo profundo del cauce del arroyo. 

Loa testigos Nicanor Maní-diez, á foja 34, é Ignacio Cueli, 
declararon que han visto que en la estación de escasez, el agua 
del arrojo se invertirla toda en la loma t|in> construye el señor 
Palacios, y quedaríastcaladeabajo. ó nonlcanxaría para regar; 
que actualmente el agua de esta acequia apenas alcanza para 
beber, pero que no han visto si por ella se levanta toda la que 
contiene la playa. 

En la inspección ocular, acreditada con la conformidad de 
las partes á foja 37, se constató que en la tom¡t de ab.ijo, ha- 
ciendo represar el agua, con dificultad se obtiene introducir 
toda la que trae el arroyo, basta el punto donde empieza la re- 
presa; que por debajo del borde del ripio y tierra que la ferina, 
Huía un poco de agua; que haciendo dicho trabajo con más pro- 
lijidad se evitaría su escape y aumentaría algo la que corría por 
dicha acequia ; que sólo con un terraplén á través de toda la 
playa podría incorporarse otro poco do agua que mana de la 
banda opuesta; que la porción de agua queconducía esa acequia 
era más ó menos medio rit-go, que por la toma denunciada podía 
levantarse toda ti agua que pasa á la de abajo ; que si se levan- 
ta por esta cualquier porción, en la estación presente á la de 
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abajo no llegaría lo suficiente para poder regar; que pe* la 
toma nueva aún no se había levantado agua, y que dicha obra 
está sobre la ribera tlel denunciado. 
Oídas las partes y considerando : 

Que el interdicto de obra nueva no es una acción espreial, 
pues si tiene por objeto la suspensión y, en su cübo, h demoli- 
ción de la obra, es sólo un.i modalidad ile los interdictos de re- 
cobrar ó de retener, según que ella i ai porta un despojo, la per- 
turbación ó una amenaza de turbar Ja posesión (artículos 2498, 
2499 y 2500 del Código Civil) ; así, en rigor de derecho, no 
existe diferencia sustancial entre aoje! intti dicto y el te lett- 
m-r, cuando por el primero se gestiona id amparo de la pose- 
si un turbada ó amenazada en su libre goce por la obn mu ra ; 
por consiguiente ti actor bien ha podido decir que entablaba 
el interdicto de retenerla posesión del agua que le pertenece 
turbada 6 ameimzada por la nbra nueva denunciada (comenta- 
rios del doctor Segovia al artículo 2489, nota 52, artículos 2500 
y 2501, correspondiente al 32 y notas respectivas). 

Que tal interdicto procede siempre que el actor pruébela po- 
sesión actual de la cosa inmueble á la cual se refiere, y que, por 
la obra nueva, se baya turbado, ó (rale Ue inquietarle en e&a 
posesión (inciso 2 o del artículo 327 de la ley nucional de proce- 
dimientos); no es, pues, necesario que ella importe desde lue- 
go una turbación, 6 que baya causado algún perjuicio al demán- 
dame; basta que sea una amenaza de pe;turbaciones futuras en 
la presión de que goza, para que la l» y le acuerde este medio 
de prevenirla (Aubry y Rau, párrafo t87, not'iSS» cita del doc- 
tor Segoviaeu la nota 85 al artículo 2498 y nota 91 al artículo 
2501). y bien ; en nuestro caso tenemos probado to primero por 
la confesión explícita de la contraparte y por el título 
acompañado, con sujeción al cual se ejerce la posesión del 
agua de que se trata ; por la misma confesión, la decla- 
ración conteste de dos testigos y ln inspección ocular *e 
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ha probado, en cuanto al según lo extremo, qtiu esa pose- 
si 011, durante la e$laojon seca, absorba completamente *-\ 
agua que contiene el cauce del arroyo Arenales, en el punto 
donde esta" la boca-toma vieja * abajo, al exUema cié qued >r 
seca la primera «fe arriba, y de que, aún sin drjar escapar las 
ültraciones que ahora se notan, aquella toma bo alcanza á sur- 
tirse de la cantidad que en el país se determina generalmente 
con la denominación de un riego ; de manera que levantando 
cualquier cantidad de agua por la nueva toma se impediría por 
completo el riego de las sementeras del señor Lobo. 

Que la comprobación de tales hechos, p«r otra parte tan 
manifieitas, la situación de la acequia nn. va y el cotmderable 
importe de esta obra, apreciado por el juez en la inspección, 
cuucurren ¡i ¿ustíGc&r la presunción fundada deque dicha ac-i- 
qi^ii esta* destinada, sino á estorbar, en cierto tiempo, el u*o 
que. de la misma agita goza el señor Lobo, p«*r lo mmos á res- 
tringirlo ó menoscabarlo en beneficio del demandado; lo cual, 
con La prueba del primer extremo, ba*ta para determinar la 
procedencia del interdicto deducido, porque, tomo araba 'I** 
verse el que está amenaiado por una obra nueva en el tran- 
quilo gpcede la posesión que ejerce, no está obligado á esperar 
quH se produzca el hecho de la turbación de su libre goce, para 
deducir rerien la acción correspondiente, luego el actor, sin 
tener la declaración auténtica leí demandado asegurándole lo 
c intrarlo, ha podido recurrir al medio que la ley le acuel la 
para obtener la suspensión de la obf| y su demolición, ó la 
plena seguridad deque, por la acequia nueva, no se perjudi- 
cará en nada el libre uso del agua que actualmente posee, en 
el tiempo y forma establecidos en el título. 

Que el hecho de ser posible incorporar A la toma vieja el 
poco de agua que emana de la ribera opuesta, trabajando un 
terraplén después de las crecientes, en cada año, no es una ra- 
zón para obligar al señor Lobo i ejecutarlo á fin de que fuera 
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menos sensible, en esta toma, la falta de ¡a porción de agua que 
pudiera levantar por la uueva el señor Palacios; porque el pri- 
mero mantiene su posesión sin ese costo, y obligarlo á tal d. s- 
embolso anual sería imponerle lo mUm » que la loy condena, á 
«jber: un menoscabo en sus intereses en beneficio del deman- 
dado. 

Que sin embargo, como por la declaración formal del señor 
Palai i"s de no emplear la nueva acequia Binó cuando baya 
agua sobrante en la playa, ó para levantarla cuando le corres- 
ponda el turno, sometiéndole en caso contrario, á la acción 
correspondiente, por los daños y perjuicios que cause al señor 
Lobo, queda asegurado el libre y pleno uso de í*te, J deja de 
lener un objeto justilicado la suspensión definitiva de la obra, 
puesto que el íin de la acción no es otro que esta seguridad. 

Por estas razones fallí* declarando, que el demandante ha 
justificado los extremos del interdicto deducido, pero que i 
mérito de la obligación contraída por el demandado, tiene éste 
el dorechode terminar la obra, no debiéndola usar Binó en lo< 
■ asos que lia expresado, *¡n costas. Repóngase y noíifíqoese 
con el original. 

ihwid /ttmhmno. 



t'Hll» de I* Suprema C*rt* 

Buenos Aire*, Julio 15 de 1899. 

Vistos y considerando: Que don Prudencio Palacio ha co- 
menüido á construir la acequia que ba motivado este interdicto, 
haciéndola obra en su propio terreno. 
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Que esa obro, que aún no ha principiado á servir para los 
objetos ile su destino, no ha menoscabado de modo alguno la po- 
sesión del demandante, ni el derecho que, según to convenido 
entre las partes eu el contrato de renta entre ellos celebrado, que 

p 

corre á foja doce, tiene á usar del agua del arroyo Arenales al- 
ternativamente con el demandado, quedando así éste en lo qne 
¡i dicha obra se reíiere bajo el amparo del artículo rail setenta 
y uno. del Código Civil. 

Quedadas las declaraciones del misino demandado, no es 
permitido decir que la obra mencionada entraña para el futuro 
una limitación ó restricción en que pudiera basarse la acción 
posesoria deducida. 

Por esto su eonGruiacon costas la sentencia apelada de foja 
cuarenta y cin^o, vuelta, Y considerando en cuanto á la apela- 
ción de foja sesenta y siete que ella se ha interpuesto después 
de vencido el término que ta ley da al efecto (artículo doscientos 
ocho de la ley de procedimientos), siendo cierto que la adhesión 
■ o esta instancia no procede sino eu la contestación á la expresión 
de agrarios (artículo doscientos diez y seis de la citada ley); ex- 
presión de agravios que no ha habido ni podido haber dada la 
forma en que ha sido interpuesto el recurso por el demandante, 
no se hace tugar al mencionado recurso >\o foja sesenta y siete. 
Xotifíquese original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN FAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BtíNGE, — II. 
MARTINEZ. 
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Ihn Pedro Hetolaza, sobre exención del servicio militar 

Sumario. — No procede recurso contra la providencia de la 
junta que ordena el comparendo del padre para resolver si el 
peticionante t'sfcá ó no comprendido en la excepción del hijo 
que atiende á la subsistencia del padre impedido. 



- Resulta de las siguientes piezas : 



Pallo 4*1 Juex Federal 

Uueoo* Aire*, Mayo ;il de 1899. 

Aulos y vistos; para resolver sobre los recurso» de apela- 
ción, queja y nulidad interpuestos por don Pedro Ketolaza, de 
los procederes de la junta de excepciones de la Capital. Resul- 
tando que los recursos se fundan en que la junta ha ordenado 
el comparendo del padre del recurrente, para resolver sobre si 
el peticionante está ó no comprendido en la disposición del ar- 
tículo 26, de la ley 3318, como hijo que atiende á la subsisten- 
cia de un padre impedido, con lo expuesto y pedido á su res- 
pecto por el procurador fiscal . 

Y considerando: Que la junta tiene facultad para ordenar 



r. * 
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el comparendo del padre del solicitante Retolazu, deseque, 
en su criterio, entiende necesitar esa deUgeucia previa, para 
formar juicio y resolver si procedeó no el acordar la excepdon 
que se lo pide. 

Que asi lo tiene declarado este juzgado, ea otros rasos aná- 
logos, por cuanto sietidülu junta jue* del* instancia en esta 
materia, olía ejerce todas Iris facult ndes anexas á su carácter de 
ial y ante ellos, la de quo se trata, está evidentemente com- 
prendida en la legítima esfera de acción de aquella. 

Que siendo esto así, resolta, que no existe aun pronuncia- 
miento Uela junta.que haya sido susceptible de les recursos in- 
terpuestos de apelación y nulidad ; que puede decirse que no pro- 
cede el de denegada ó retardada justicia desde que el trámite 
de que se trata, acredita que se ha proveído á una medida pré- 
via A Ja resolución definitiva de la excepción de la referencia. 

Por todo lo dicho y de acuerdo con to expuesto y pedido por 
<'l procurador fiscal, ge declaran improcedentes los recurso» 
interpuestos y se ordena que vuelvan estos antecedentes á la 
junta de excepciones para los lints de ley.J 
* 

P. Oiaechca tj Alcorta. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: "ueoos Aires, JuHo 7 de 18^. 

La diligencia que dispone la comparencia del padre del re. 
cúrrente ante la junta, no importa resolución aJguna de la 
cuestión de fondo, ni causa gravamen irreparable. 

No creo, en mérito de aquellas circunstancias, que fuera re- 

T. LXIZ 3 
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curribie. Pero si aquella sol. circunstancia no fuera bastante 

,,ura declarar la U|MP « lü3 fu f" uenL0S 

del auto recurrido de foja 22 vuelta, autorizarían acabadamen- 
te su cúulirmaciou. . . 

i Safantatio hter. 

Bulto Ü <;opte 

Unt-tios Aires, Julio 15 d.- 1899. 

VUEM Resultando que la jucla de capciones », ae ha 
pronunciado «obro la petición di- foja cuatro, y de acuerdo con 
¡o cip..«««. y P^ido por el «eñor Procurador general y funda- 
menta concordamos Je la sentencia apelada de foja vemtidos 
vuelta, se confirma ésta con costas. Devuélvanse. 

BEKJAWN PAZ. — AREL BAZAÍl. — 
OCTAVIO BUNGE. - IUAN E. TO- 
HRfeNT. — II MAHTISEl- 



I AUHA Í CMH 



itefííO 7Wm¡, *üArt«F«»«W' *£«■/ *rvicv> militar 

<«w«rw.-L» justicia nacional no puede conocer y resolver 
B0b re exención del servicio militar de. que estando incorporado 
en el ejército ha desertado de sus filas. 
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Caso. — Resulta de las BiguieatftS piezas : 



r« lio M Jueii frrdrrnl 

Saiu. Julio IB de 1688 

✓ 

V vistos : Considerando : I* Que el . inda h.uo Tibiircio ío- 
rres aunque detenido en esta ciudad contra expresa disposioion 
di' la ley por el jeT.^ de guardias nacionales de la provincia en* 
e-irgado de reunir q loa de 20 años, fué puesto á órdenes det 
comandante en jefe de ! a brigada norte y alistado como tal, 
quedando por este becho y de. - ese momento sometido ú las 
leyes, régimen y autor id a I ea militaros de la nación en el <-ou- 
c.'pto de pertenecer al ejército d« línea, en tanto que á su ius- 
tancia un declare lo contrarío ta autoridad competente; porque 
si la constitución garante la libertad como todos los demás de- 
rechos individuales, declarupdo: Que ningiin servicio personal 
es exigible sitió en virtud de ley ó de sentencia fundada en ley; 
Que nadie puede ser arrestado ó detenido sitió en virtud de or- 
den escrita de autoridad competente n.< obligado á hacer lo 
que no manda la ley, etc., es también evidente que ha librado 
u la ley la íorma y el medio de hacer efectivas esas garantías 
toda vez que fuesen violados obedeciendo ai principio institu- 
cional de que á nadie es permitido hacerse justicia por t>{ 
mismo, 

2* Que por esto, en el orden nacional, la ley sobre jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales bu estiiblecido en el ar- 
tículo 2 a el recurso de haheas corpus para todos los casos de 
violencia á la libertad de las personas que el título 4 o , libro 4 o 
del Código de Procedimientos an lo Criminal amplia y regla- 
menta. Así como ol procedimiento en lo civil, establece los 
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radios de restituirá las percas en ta nlenitnd del goce .1- 
su píópÉMl 6 posesión cuando fues%i ¡legalmente despojadas 
6 perturbada* en el (ttire ejercicio de ettoi derechos : pues aquel 
principio absoluto sin el cual t>a se concibe .'.rdeii públieo, ni 
iín consecui üMá garantía alguna dé ios mismas derechos que la 
constitueion si? propon* asegurar a las personas, rige en todaB 
las esfera* de la actividad, lauto social como política y admi- 
nistrativa, sin otra excepción que el caso de legitima defensa 
y aquel en el cual es permitido repeler la Tuerza con la fuerz,i, 
pero sin intervalo d» tiempo entre*! ataque Injusto y la defen- 
sa del derecho agredido, y s6lo en el mmm 4« m immm? 
éiíM *\ mal ú obtener su reparación ocurriendo á la autoridad 
respectiva; luego la ley nacional fui ra de estos casos excep- 
cionales, al girantir la libertad y d.más derechos de tos parti- 
culares, no autoriza ni ha podido autoriza \ nadíe, I ejecutar 
esas garantí i« por *I mismo, shiÓ pidiéndola al juez competente 

por el mütq y h <i ue N ^ ™ mm M&m 
rluvendo por el hecho iU au sanción el arbitrio .leí ¡legalmente 

preao, detenido 6 despojado. 

;í° Que suponer ¡o contrario, sería admitir que esas leyes son 
mofleiosas y lo <, te es más, atribuir al SoUerano Congreso 
Constituyente la idea absurda de introducir un verdadero gér- 
mm de disolución social y del más completo desorden en todos 
los ramo* del gobierno para levautar la Ocultad ó fuerza per- 
sonal como suprema razón de justicia ó medio de garantizar los 
derechos de cala uno. Tenemos entonces que si Torres era ile- 
g alíñente detenido en el campamento de San Lorenzo p ira Ser 
restituido á su libertad y obtener plena reparación del daño 
que le causó la aprehensión y detención arbitrarias que denun- 
cia, estaba obligado á ocurrir ante la autoridad correspondiente 
ajustándose á la ley especial de Mm cor/jw, y que recurrien- 
do A la evasión p*ra obte nei justicia por sí mismo infringió no 

en público, sin*, también las leyes y ordenes 
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mi litares ¡i que esial) i sometido, pues si es verdad que por d¡~ 
posición exprés;) ele la ley número 33t 8 no era soldado del ejér- 
cito permanente no lo es (¡nonos que lo era en Lauto, por el he- 
dió y ante los jefes, oficiales, trop:i y euerpo de a brigada en 
que revistaba como tal, soldado, hpeho \">j el i- nal aquella lev 
manteníale subordinado á la jurNdicciun y Jeies militaras 
mientras el juez competente aplicando la del número citado á 
ta prueba exhibida n < le declarase exceptuado y man. ¡ara hii 
baja ó sep nación del ejército 

Que, por tanto, sólo á la autoridad militar bajo cuya 
jurisdicción se encontraba, es ñ la que corresponde juzgar y 
resolver sobre el hecho de la fuga de Torres, del cuerpo de la 
brigada en el cual revistaba como soldado y en consecuencia 
este juzgado no es competente para declarar que no incurrid en 
el delito de deserción como pide la ocus rente y io aconceja el 
señor procurador lis al. 

5° Que sobre estas razones existe h del úrden y disciplina, 
indispensables para mantener verdadera organización en el 
ejército; en efecto, sí íí todos ios que fuesen puestos á ordenes 
del jefe militar respectivo com» soldados de la eia-e de 20 años, 
no estando comprendidos en ella por disposición expresa de la 
ley número 3318 citada, se les reconociese el derecho de juz- 
garlo por sn propio criterio y de poder abandonar las filasen 
que estuviesen alistados, á la vez que U.s jueces nacionales se 
arrogasen la facultad en estos casos de pronunciar aquella de- 
claración y de expedir un resguardo q:te garantizase la impu- 
nidad del fugitivo, tendríamos que un maestro de escuela, nu 
empleado de correos comu cualquiera de los otros expresamente 
exceptuados en ¿ata, podrían recurrir al mismo medio de To- 
rres; presentarse al juzgado con el certificado correspondiente, 
alegando eomo aquel que no siendo soldados, según expresa de- 
claración de la ley, tampoco son desertóles y como aceptando 
tal doctrina siendo los caaos iguales, tampoco podría oponér- 
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seles ninguna razón eoutinria, impasible serla mantener mía 
organización regular J -atable en ¡os cuerpos formados de 
aquella clase. 

. por estos f undamentos, i*o obstante lo dictaminado por el 
señor "taiftl, fnllo: declarando no hulier lugar á lo pedido por 
«lun liburcio Turre?, su'vo el recurso A que tendrá derecho des- 
pueble ser restituido fi la jurisdicción militar si ÜCÉfi ilegal- 
ment. detenido en el servicio. 

Reponga^, i.otiÍPinvs, y llágase saber por oMv í S. S. el 
comandante en jefe de U hrignd» norte. 

Davtd Zambrano. 



vista \m 



Suprema Curte : 

El soldado Tibureio Torres, solicita de lo- tribunales feo> 
lides la declaración de n i estar obligad.. ií prestar servicios mi- 
litares v de no ser por lo tanto desertor. 

El rnfonS* de f^ja 6 que no lia sido contradicho y corrobora 
lo expuesto por el recurrente, expresa que hay de por medio 
ana gravL' falta de aquél, como es tu de desertar encontrándose 
en actos de servicio, llevándose las ptemlas del untóte**!» 

No erando el recurrente actu« Uñente en servicio por haber 
desertado de ¡as lila, de su regimiento BU 9$ el momento de re- 
solv. r la euestuin sobre las excepciones del servicio activo, sino 
el de juzgar y resolver si el hecho de abandonar las lilas, sin 
hacer lí obtener ladeclaracion de exceptuado de la autoridad 
competente lo coloc¡» en la condición de desertor del ejército. 
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La resolución ¡í este respecto no corresponde al juez a (¡uo ; 
el interesad»* sólo puede hacer valer sus excusaciones legales 
ante » autoridad militar, puest" que *-\ lu cho se ha producido 
estando en campana y liajo la jurisdicción militar. 

Kncueiitro por ello justa I . resolución del señor juez federal 
de Salta, corriente ú foja 10 vuelta, que pido á V. K. se sirva 
confirmar por sus fundamentos. 

Sabiniano Kicr. 



» «ii» df I* Suprema Corle 

i 

Hílenos Aires, Julio 15 de 189í', 

Vistos: De acuerdo con lo expuestu y pedido por el señor 
Procurador general, se continua 4 auto apelado de foja diez 
vuelta, Devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — AUEI. HA- 
ÍAN — OCTAVIO WNGt. 



CAUMA 44XVII1 

Don Francisco Malos, en tercería fin ei juicio setjuutu p#r don 
Juan K. Tamatjú contra don A. Diez Martin; sobre nbwlu- 
ñon ite posiciones. 

Sumario. — I)e<pues de llamados untos para sentencia» no 
fray derecho para pedir absolución de posiciones. 



40 FALLOS ME LA SVPHCHA COttT* 



Caso. — Lo explica e) fallo de la Suprema Corte. 



mu • 



Salta, Febrero 17 Je 

Y vistos: Por los fundamentos del anterior escrito, disposi- 
ción citada por el secretario en la diligencia de foja 44 j las 
chulas en este escrito, no na logar á la revocatoria, ni Ala 
apelación interpuesta contra la providencia du autos, para <luti- 
nitiva corriente á foja 51 vuelta, con costas. En cuanto á la 
última parte del escrito de foja 53, no ha lugar, de conformi- 
dad al artículo 108 de la ley nacional de Procedimientos y de- 
claración de la Suprema Corte, en el fallo de ia$' 
14, página 573, por estar cerrado el 

David /.ambmnü. 



rali» de I* «uprrM» C»rle 



Bhpiios Aires, Julio 15 de 1H99. 

Vistos y considerando : Que después del llamamiento de «Hi- 
tos, hecho en la causa dn conformidad con ln dispuesto en el 
artículo ciento setenta y ncliu de la ley de procedimientos, es 
que él recurrente ha pedido en el escrito de foja cineuenta y 
tres que el contrario absuelva posiciones. 

Que, en consecuencia, el inferior, no haciendo lugar á esa 
absolución, se ha ajustado á la disposición del artículo ciento 
UChn de la citada ley qui- ¡nvo<*a en apoyo de su resolución. 
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Por esto >e confirma cnu costas el ¡uit» de foja sesenta y tres 
vuelta, en la parte Tenida en apelación para ante esta Supre- 
ma Corte, en vinud del auto de foja sesenta y siete \uelt*. 
Xotifíqnese con el original y repuestos los sellos, disuél- 
vanse. 



HENJAMIN V\f. — ABEL BAZAM. 



— OCTAVIO BLNCE. — JUAN E. 



TORKENT. — II. MAKT1M.Z. 



Don [gitano López contra lio 




(i ; wbro personería 



l'uüoii, por desalojo 



Sumario. — Nadie puede ser admitido á gestionar deman- 
d is en nombre de otro sin la competente escritura de poder. 



Cuso. — Lo explica el 



Fallo 4*1 Jiwi Fe*>ral 



Salla, HVhriTO 4 .(«• \m*. 



Y vistos: Cun los antecedentes relativos, resulta: tjm? d<m 
Ignacio López, con poder de don José Uríburu arrendó, por 
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tres años, torta la casa quinta de propiciad de éste, á don Ben- 
jamín Povoli ; al vencer el segundo ¡iño, el señor López, por su 
representado, demandó á Povoli el pago del mayor precio en el 
arriendo, correspondiente á mi antiguo establecimiento de cur- 
tiembre comprendido dentro de aquella propiedad, que éste 
liabía subarrendado, y qu« el demandante pretendía no haberse 
incluido en la locación: estando para falíftftsa la cansa, venció 
el término del arri'-ndo, y como Povoli n«« desalojara la quinta 
y el propietaria murió en el Ínterin, el señor López, en guarda 
de los intereses ó patrimonio de lo^ herederos del señor Cribu- 
tu, invocando la faculta i conferida para el caso, por los ar- 
tículos 2288 y 2389 del Código Civil, asume la* responsabili- 
dades impuestas al gestor oficioso y, en tal carácter, se presenta 
por esto* demandando al locatario la restitución de la cosa 
arrendada y pago del arriendo que con los dañóse intereses 
causados por la mora, lo estima en cien pesos mensuales, etc. 

Que admitido en el carácter ex presado, se mandó correr tras- 
lado al locatario, quien, sin contestar la demanda, en adíenlo 
de previo y especial pronunciamiento, opone la excepción de 
Taita de personería en el ¡tenor López para demandarle en re- 
presentación di- aquellos herederos; porque la l< y al hablar de 
la gestión de negocios se refiere, dice, á operaciones civiles y 
rnmereiales, noá la representación de otros en demandas judi- 
ciales, para to cual es indispensable acompañar plenos pode- 
res, sin cuyo requisito ul juez no pudo dar curso ú esta deman- 
da cumpliendo lo mandado en los artículos 4 o y 5* de la ley de 
Procedimientos y, fundado en est as disposiciones, pide se con- 
dene con costas al demandante. 

Considerando: Que Ü bien el uñará contrato ttegotiorttm 
(¡cutio, desde el origen de su sabia institución en el Derecho 
Romano, comprendió to lo género de negocios lícitos, con el 
bettéfiCO propósito de evitar que se lesionara ó luenosenrrra el 
patrimonio di- aquellas personas que por ausencia, incapacidad 
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ú otro motivo, estuviesen impedidas de ejccu tar lo conveniente 
ú sus interesen, no es menos cierto 40c se aplicó siempre con 
las restricciones 4] éter tn i nudas por la ley. Así, aunque el Códi- 
go Civil, en los artículos 2288 y 2289 lo estatuye y define con 
iguales términos absolutos y declarándolo regido por ias dis- 
poiííoíones del título del mandato, lo extiende á ludo* los actos 
jurídica que pueden ser objeto de este con t rato, sin embargo , 
por ésta misma declaración, expresada en e¡ número 5* del ar- 
tículo 1870, el 1* <ntn- otros actos, cuya naturaleza y efectos, 
requieren la preexistencia de un mandato especial, coniosnn los 
•'numerados en el artículo 1881, lo excluye también délas pro- 
un rae ion es judiciales, puts i-n el número ti" del citado artículo 
1870, ordena que en lo que á estas concierne se apliquen 
aquellas disposiciones, stempreqne no se opongan á las del í'ó- 
digu di- ,J rooeduiiientos, porque no es materia de! deieclio fun- 
damental sino del orden privativo de esta Ley ; única destinada 
ti reglamentar la minera de proponer las acciones, et trámite 
correspondiente cada una, y por consiguiente la forma y re- 
quisitos para presentarle en juicio; si pues, el artículo 5° d.d 
Procedimiento impone á lodo el que se presente en juicio, é 
nombre de otro, el deber de acreditar su personería, desde la 
primera gestión con la competente escritura de poder, sígnese 
que conforme con la salvedad del Coligo Civil, la gestión bíí- 
oiosa es! ó excluida de estos actos. 

Y considerando: en cuanto á la admisión de la demanda por 
* ' juzgado, que en el caso del artículo 5° diferente djs aquellos 
a los cuales se refiere el artículo 4° de ¡a misma ley de procedi- 
mientos, no estando prohibido, como en estos, dar cur>o a las 
pretensiones del agente, y sometiéndose, quien se presenta á 
nombre de otro ú todas las responsabilidades que el mandato 
impone al mandatario, el juez lia podido admitir eondicional- 
mente la demanda y ordenar su traslado al demandado, para 
que si encuentra garantías en esas responsabilidades acepte la 
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personalidad del gestor, sí le conviene, ú oponga, en ea?o con- 
trario, la excepción correspondiente. 

Por estas razones, fallo: declarando justificada la excepción 
de falta de personería en :1 demandante, don Ignacio Lupe», á 
filien condeno al pago délas costas del artículo, sin perjuicio 
de la a- cion que corresponda á los herederos de don José Uri- 
buru para perseguir el pago «leí arriendo objeto lie esta (¡•-man- 
da. Repóngase y notifíquese 01 giiial. 

iktrid Zambrano. 



ft-'nllu de In ftuprri»* Corle 

Hítenos Aires, Julio 18 de 1899. 

Vistos: y tenii udo en consideración que, ron arreglo al ar- 
ticuló quinto de lii ley de procedimientos, los apoderados y 
procuradores, deben arredit r su persouerla desde la primera 
ge*ti"n que hagan en nouJre de su* poderdantes con la^coin- 
pétente escritora d.> poder y que, couio lo diré la iey diez, títn- 
lo quinto, partida eincii, nadie puede temar poder por sí mis- 
mo para ser personero de otro ni para hacer demanda por él 
en juicio sin otorgumimiciito de afUel cuyo es el pleito, salvo 
las excepciones establecidas [<ur la mhma ky en las que no se 
* neo entra el cas*i ptesrnte. 

Por esto, s«' c-m inm el auto apellido de foja ocho vuelta, 
con i fistos, 

llagase saber original, y repuesto los sellos, devuélvanse. 

UE>JAHIN PAZ. — AUEI. BAZAPl. 
— OCTAVIO BUNGE. — H. 
MAUTINEZ. 
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t Al ftA i <X\ 



Daniel i'^ftia contra la Muniripattdatt <h Salta 
por robro ejecutivo por r ia ih apremio 



Sumario. — Eta el proced iuih*nt o «de ; 
8< nten« ¡a de remate. 



Caso, — Lo ex plica «1 



rallo ilcl Ju«* federal 

Salla, Julio Jl .Je 189V 

Vistos: Considerando : tjite no se ti ata de un juicio ejecu- 
tivo ordinario, sirni del cumplimiento de una sentencia, /jqí la 
vía tU> apremio, exclusivamente r.yida por el título 25 d» ta 
ley nacional de Procedimiento», que en el artículo 815 prohibe 
terminantemente admitir otras excepciones fuera délas cuatro 
enumeradas, f la opuesta no está emprendida en ninguno de 
los euatru únicos cisos precisados por ésta disposición; pero 
aun suponiendo que se tratara de un mero juicio ejecutivo, 
tampoco sería admisible aquella excepción : 1 n porque expre- 
samente ln proüibe el artículo 270 de ta citada ley ; 2* porque 
la aplicación de la ley de la provincia, ó de las leyes generales, 
lo está mandada para los casos no preristos por U ley nació- 
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nal, pero de ninguna manera en los casos que ésta ha determi- 
nado y tenido en cuenta, jt u-que sería infringir su precepto 
ciar.., sustituyéndola con una ley extraña cuando su autoridad 
ptima «obre todu oirá tey en el íu^ro Meral, y 3 J porque la 
supuesta excepción de nulidad no se funda en la infracción de 
ninguna de las formas del Procedimiento, indispensables para 
la válida actuación de un juicio, sin "» en una pretendida viola- 
ción de la ley fundamental, y por consiguiente, tampoco sería 
admitida ante la ley de la provincia. 

Que, por otra parte, la existencia necesaria de la entidad 
municipal, no depende de que sean inalienables los bienes que 
posea, porque* lia radica en fundamentos estables ; en la armo- 
nía de lna ¡nt.-res.ea comunales, que la instituyen romo paite 
int-grante del organismo social, sin dependencia alguna lie los 
bieneque pjfftáftjg pertenecería, y que, siendo enajenables, 
s.^gniMipresa disposición dH artí.-ujo 2344 del Código Civil, 
>■„„],) i„s hiene* de las úm$® p-rsema- del der-cliu lívü. están 
sujetos, entre otro* gravámenes al embargo que se ha trabado 
5 .¡ira el cumplimiento de la sentencia referida; pues como lo 
lijo en la serie t-.mo 16, página 433, el juez AYctor Fenelon 
/uviría, en un caso análoga « si no fuese esa la doctrina legal, 
podría pro-lucirse el caso inmoral de que una municipalidad to- 
mase dinero de los ciudadanos... y fallando á sus compromisos 
de pago, se beneficiaría a costa de osos ciudad anea que habían 
honrado su crédito, quedando ellos sin medios eiieaces y léga- 
la de compelerla al cumplimiento de sus deberes. * 

Por oslo, y otras consideraciones, fallo: no haciendo lugar a 
la excepción opuesta por el representante do la municipalidad, 
y mando se lleve adelante la ejecución hasta el trance de re- 
mate, y completo pago de la cantidad ejecutada, y gastos 
causídicos, con cortas al oponente. Repónganse y notiffquese 
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Oarnd lambrano. 
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t ullí* de la *iu|irrina Vori* 

Rucho* Air*;*, Julio J5 de 1899. 

Víalos y con* i fiera rulo: Que como lo establece la sentencia do 
franco y remate de foja treinta y st>í=, «Je conformidad con las 
con* tu it das de autos, no sr trata en ú-tu causa del juicio ejecu- 
tivo ordinario, sino del procedimiento por 'a ría de apremio. 

Que en tal c:iso la citada sentencia no hs apelable según lo 
previene el artículo trescientas veinte de U citada ley de pro- 
cedimientos. 

■ 

Por esto, se declara nial concedido el recurso de apelación 
interpuesto á Toja cuarentj. Devuélvanse, repuesto que sean los 

HEWAMIN PAZ. — ABEL BAlAN, 
— OCTAVIO BUSCE. — JUAN E. 
TOKKENT. — H. HAKTINfcl. 



tkm Helor .1/. tiacitúa contra lu provincia de Buenos Airrx 

sobrr jactancia . 

Sumario. — La pretensión de no sei deudor de una suma 
dada, y de que así se declare en definitiva no puede justilioar 
la demanda du jactancia contra el acreedor. 



Cuso. — Lo explica el 
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t allo l* Saprcm* €•«* 

tluenos Aires Julio 18 de l*** 1 - 

Vistos y considerando: Que según lo expone la parte i n el 
escrito de demanda ella ha tenido conoeimientode . t iic la provin- 
cia se considera sn acreedora por la snma de «loa mil doscientos 
cincuenta y cuatro pvsos c<m sesenta y nueve centavos moneda 
mcional. por impuestos directa y multa, cuando ocurrió por in- 
termedio de su mandatario á la Dirección de Rentas con el pro- 
pósito de pagar la contribución directa que adeudaba. 

Qne sosteniendo no ser deudor sino de parte de esa suma, 
intenta contra la provincia demanda de jactancia y pide se de- 
4m en definitiva qne el demandado no tiene derecho para co- 
brar las ruotns de contribución directa qm se le ndeudan con 
antelación ríe cinco anus> qne no lo tiene tampoco para el cobro 
de multas . 

Qne la presente -xp-isicion demuestra de nna manera clara , 
que el caso, ni en virtud de los nefelios alega los por el actur, ni 
en razón déla petición á que éste llega, está comprendido en Ifi 
chipoMciondela ley cuarenta y seis, titulo se-uudo, partida 
ternera, que establece cuando y por vía de marcada excepción 
puede alguna persona W obligada á demandar, no obstante Ja 
regla de que bay el derecho y no el deber de iniciar ó intenta 

¡imones en juici n 

Por estas consideraciones no ha limar a la demanda de jad ai - 
na deducida á foja cinco con costa* Notifiques* original y 
repuestos los sellos arcbíveiie, 

H&MAMIN PAZ. — OCTAVIO 
flUNGE. — ABEl. BAZAR — 
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La compañía francesa de ferrocarriles de Santa l'é, en tenería 
contra la ejecución de la sociedad anónima de Mandatos 
tj Préstamos en la provincia de Santa Fe 

Sumario, — Ks inadmisible la tercería que no se fundo en el 
dominio de los bienes < margados ó ra el mejor derecho para 
ser pagado wn so producto, y no procede hacer declaraciones 
que lu actuado en id juicio hace ¡necesarias. 



Caso. — Don Casimiro de Bruynn, por la empresa actora, so 
presentó ante U Suprema Corte, exponiendo: 

Que tiene conocimiento de que á pedido déla compañía de 
Mandatos y Préstamos se ha decretado el embargo de líneas 
férreas de la provincia de Santa Fé que se dicen afectadas con 
hipotveaal créditoquese reclama, mandando que pnr el juzgado 

nes denunciadoji, est-, es, las líneas f ir reas construidas con el 
importe de loa empréstitos ingleses, las pendientes, sus terrenos, 
edificios, ubras de arte, dependencias, producto neto de la ex- 
plotación é imnnesL >s de patentes provinciales. 

Que este embargo afecta á u compañía que representa ru 
cuanto impide el libre ejercicio de los derechos que le acuerdan 
sus contratos. 

Que la provincia de Santa Fé, en virtud de la ley de 19 de 
¡Setiembre de 1888, contrató la concesión de la explotación de 

T. LUX | 
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ferrocarriles entonas existentes y ta construcción ^e nuevas 
V | M « DWrxtenW 509 kirtmotro* con la compañía de 
Fi.es Lille pot el término d,55 años como lo justilica el con- 
trato que acompaña, e .«-e.»n que pasó á la Compañía Francia 
,le Ferro.arn.es ,ue repinta en virt.nl de la cesión becha 
conforme al artículo liiiat ie la concesión. 

Que de acuerdo euü. o establecido en el artículo 2 de su con- 
trato de «me**** tí gobierno de Sania Fé P «o á la compañía 
de f,rro. arnle* en posesk-n di< todas las líneas con sus depm- 
denciasen fcaerode 1889 orno consta del deewtn del gobierno 
d». Santa Fé del 24 del misino me.,. 

Une desde esta Techa b compañía se encuentra ejeraeado lo* 
dev chosque le acuerdan la ley y ,1 .--ulrato sin oposición al- 

la compañía en virtud de cOTtíato explota las líneas 
«,,, le fueron entregada, y las que ba construido posteriormente 
Qu,,l representante de los tenedores de títulos ingle.es 
„,Mlrá embargar la< línea, <iue -lice lo están especialmente afee- 
Lias con bigote, a pero respetando la concesión de la «ttfttfe 
que representa. 

aJ el «.hurgo, p«e*. M afectar la libre «plotacuH. 
,|e las lloras ni sos ni cualquier otro derecho 4 W 

acui-rd.-iitia c<iuci»l»n. 

oue ,1 «ubar,o lal eolüo ba .ido pédM" .L ata el contrato. 
S. ,.- ,u.edo embargar ,1 producto de las Haca» ni sus dep«£ 
immm cuanto el embargo de estos úlitimos |W* WW"* 
ó .«turbar el libre ejercicio do los derechos do la «oinpanl». 

|.l „i,.r|o«i» - h» Pe*"» 8 °" r " loa li ° eís<< ' ^ 
Hipóla. c»,a^»t.«... bo inorado é ignora, pm ***** 
registrada rn las olicmus de hipóte», de I» pro,.»,-., de 

S 'q' u Vc!.' consectaria de lo expuesto y do acuerdo cou lo dis- 
plies to,.n el artículo 301 del Código do l'rocedim.entos, deduce 



la tercería que wrtespmúa é objeto que fe imlan que el em- 
baírlo no ^wd f .i> etiir ta mtu t . xp¡üt(íciün pmm $ 6 |0íf (| . 
-lucios y ih.,i,á s dere-lios que acuerda el contra** á 1„ 
ma I- rane.-a dr Fi>rn.. ;in i de Santa Fé. 



rmi« a*. 



Km-ntis Air.->, Julio |m fe i.s;,:,. 

Vistos : consid^ram!* : /ViWm ; Q llc «u ,,J escribí .1, foja 
mnticinco no se alega el .l, fflllllü ], IS llir , n , s m:[mJ;lí|(i , f ¿. 
,,,ir - ir e » 1:1 «J>""ion á |u« t [ «igmn escrito se refiere Q j ,1 fe 
jor derecho de la compelí., de Ferrocarriles franceses para ser 
P^ da 130:1 el l^ii^tu ,1,. ios ui^.-s embargaron. 

Sc</«w/o; Que en consecuencia, [;, Humada tejería carecería 
«0 las únicas bases en que pudría fundarse, se&|I|I H iVrtí , uJn 

Í*TduT l T°i- ie ,a " e ' V ' U ' I>r<,C " ,lu,,Ít,,H0S i,,vm;a(la P" r 111 r- ■ 
TVrrem; Que s i *, e . t ima el citad., estíralo de füja reinticiruo 
■ omo ineramem,- encaminada á solicitar la d. claratoriu que w 
espresa a su final ■ es decir, de que deba excluirse ¿el embargo 
mandando trabar ,d producto de la explotaron de la» lín-L 
férreas de que es concesionaria ía compañía francesa repasen. l 
da por doiiCúriosdeliruvnn, lo actuado en esta instancia babrí 1 
hecho innecesaria tal declaratoria ; puest, qi t « t d eje , ut UUr 
mnmiiesta A foja tn inta y cuatro que él ,-njburgo m émwm&e 
los producto, d, los ferrocarriles, exponiendo el ejecutad-, » 

füja cuarenta y seis y >a t Ita, hab¿r dudo a- embargo |«, 

construcciones afectadas al crédito qu, áe cobraba por la em- 
presa de Préstamo,, en la inteligencia de deber respetarse ,1 
contrato de arrendamiento con Ja empresa francesa. 
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Por estas consideraciones : s«- declara no haber lugar á lo 
pedido en eí escrito du f..j veinticinco sin especial con.it nación 
"■ii ro*las. Uepónganse Ion sello, y archívense. Notifíqueae con 
«I original. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUNGK. 
— ABEL BAZAS — II- HARTlt* EZ- 



4 UHA ((MUI 



/;/ Hunco Hipotecario Nacional contra ¡toña )lan¡uexa 
ftUfuLpor rcmntr defincns y misión *>n j)useston\ sobra ablu- 
ción denegada* 

Sumario. No proceda la u r !aci.»i> en .-1 efecto suspensivo 
.leí auto que nimia ponef al Banco Hipotecario Nacional en po- 
sesión de lincas rematad as por sn orden. 



Caso. — Uon CustodioG. Lemos ocurrió á la Suprema Corte, 
manifestando • 

Que el Banco Hipotecario Nacional le lia demandado p® me- 
.lio de su agente en Mendoza, an» el juzgado federal de la 
misma provincia, soli- itando la posesión de anas lincas urba- 
nas, que aquel establecimiento ha h- cho rematar, ■ timo perte- 
neciente á doña Marquesa de Uontagut, de ciivos inmuebles 
ha tenido la posesión legal. 
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Que el juez federal proveyó i.i petición del Ban< o sobre ta- 
blas, inandandu poner en pos* siun coa su citación y autorizando 
el uso ríe la Tuerza pública. 

(¿UC tan pronto iJe tener conocimiento de lau extraña provi- 
dencia, interpuso tos recursos de mil id, ni y apelación. 

Que h i fúnda lo dichos record», fiera de *itraü razones, en 
ta muy capital de existir litis pemit nria soí>re < sie mismo punto 
¡t solicitud del citado li meo, como |¡ ( dumifestr.i «1 espediente 
resuelto por id misino señor juez federal, ha puro tiempi», y 
cuyo* autos se encuentran ante la Suprema forte. 

Que dicho juzgado no ha hecho lug¡n á la nulidad del aui o 
recurrido, concediendo simplemente la apelación, en el efecto 
devolutivo. 

Que en Ul virtud, ocurro eu queja, por apel ación denegada 
en paste, y con la más irritante injusticia, según oreo poder 
demostrarlo brevemente. 



Buenos Aires, Julio l« de 1899. 

Vistos eu el acuerdo y eu atención á la naturaleza del auto 
apelado no ha lugar al presente recurso. Hágase Haber y archí- 
vese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. ■ — 
OCTAVIO BUNGS. - El. MAB- 
TINEZ. 



SI 



f Al, IOS DE I.A SI!PKKS1A ilnHTF- 



«'AUNA rti-miv 

Mi/i Carlos Carril contra don Mro ¿el Carril, interdicto 



Senario. — Kn los juicios de iai«*r«Licto, el jm-z puede llevar 
arielunte los procedimientos no ob<ttnt« la excepten ÉÉ iu- 
competenoia opuesta, reservando el pro mine ta miento *obre ella 
para la &enteiicí;i. 

Caso. - Ln eipücii la vista del «ñor Procurador general. 



UPlau.. íwHd m le- 
para mejor proveer, á Lin de informar al juzgado de W hechos 
existent.-ü en el terreno objeto d..l presente inlerdiet.. de «.brn 
nueva, para que pueda ilustrarse suficientemente el sub-judice, 
nómbrase al iugeniern donJdbé Vicente Kamirez, perito líruco. 
a ün de que procediendo á los estudios del caso, con noticia de 
ios interesados, á los que les hur-i s;iber en forma el dia ñk la 
operación, sobre ios puntos siguientes: 

a) Meosuni general descriptiva de las condiciones topográ- 
ficas de \o< campos pertenecientes i los señores nVl Carril y 
Casal practicando ¡i la vez, si fuere necesario para complementar 
dicha mensura, un reconocimiento de los terrenos linderos á 
los de dichos propietarios. 

h) Practicar un i nivelación general de los camno* del señor 
del Carril y del señor Casal, con el propósito de ase^rur a! 
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juzgado, si los trabajos practicados por el demandado en sus 
campos ha debido necesariamente seguir til tray. ■cturiu atable- 

cidii por dicbus canales. 

c) Si estoscanates concurren ó las lagunas ¿ recipientes na- 
turales ó que s<> refiere el señor del Carril, según consta de au- 
to, y si en estos aumenta el volumen de agua de diebas lagu- 
na-., produciendo desbordes. 

d) Si existen desbordes, en qué -rado pueden runsiderarse 
aproximativamente y si aumenta considerablemente la* corrien- 
tes de Las agua> al pasar al campo del señor Casal. 

e) Si b*u pudidu practicarse esos trabaos siguiéndolos ca- 
nales otra dirección qile no pudiera perjudicar A terceros, con- 
centrando to las las aguas en su cuiupu mismo. 

/) Si los canales a practicarse ¡lumentan t-l caudal de agua, y 
la vlucidnd de la corriente en el campo del señor Casal con- 
curren tlesajítíaudo por un mismo punt*. en dicbi. campo. 

9) De qué manera se pueden evitar esos perjuicios: si se 
pueden disminuir estos, practicando i-anales de desagüe en el 
campo de Casal, y que importancia tendrían estus trabajos y 
en que grado de perjuicio o ventajas qutdaTÍan dicho* campos 
después de concluidos estos, Notifique con el original. Re- 
pónganse las fojas. 



VISTA l>CL SESOH PRUCUHADOI» G£NfcHAL 

Uuenos Aires, Noviembre iá de 189b\ 

Suprema Corte : 

El auto de foja 48 importa el ejeicicio de una jurisdicción 
que ha sirio terminantemente desconocida por la parte de del 
Carril. 
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En su escrito de foja 25 ¿elw opuesto la txcepcion «le incom- 
petencia, y hasta se ha Indicado los testigos que pueden com- 
probar ka hechos. 

En el juicio verbal cuya acta corre a foja 20, se ha repro- 
ducido la misma oposición extensamente debatida en presencia 
del mismo juez; produciéndose luego las pruebas de una y otra 
parte, que corren agregadas, eu virtud déla recepción ordenada 
ti foja 35 vuelta. 

Opuesta y contestada Ja excepción de incompetencia y con- 
cluido el procedimiento de prueba al respecto, el juagado no ha 
pulido prescindir de ella para conocer del fondo de la causa. 
La resolución subre la competencia ó incompetencia e.s de ca- 
rácter prério, con sujeción a la ounun doctrina, puesto que de 
su declaración depende la v¡ilid-z ó nulidad de los procedi- 
mientos. 

Pienso por ello que el juzgado no ha debido pronunciar el 
mito de foja 48, antes de estar resuelta y declarada la jurisdic- 
ción y pido por ello a V. JO. se sirva así resolverlo, mandando 
que el inferior resuelva el artículo prévio, sobre incompetencia 
con sujeción ¡i lo alegado y probado. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de 1n Huprtm iorlt 

Buenos Aires, Julio ¿0 tle 1899. 

VUtos y considerando : Que atenta la naturaleza del juicio y 
ía tramitación a que lo sujetan las leyes, el inferior puede apre- 
ciar en la sentencia todas las acciones, excepciones y defensas 
que las partes, hubieran hecho valer, principiando, como es 
regular, por la excepción de incompetencia. 



V. 



ItK JUSTICIA !Ur.|1»HAI. 



Que nada hay en notos que sirra n privar at juez del ejercicio 
de la expresada facultad. 

Pur e¿to se declara que >■! inferior puede llevar adelante lo» 
procedimientos reservando el pronunciamiento sobre su cnmpe- 
tencia parj* la sentencia final. Koi tít'jiit^i' nrifrioal y repuestos 
l.w sellos devuélvanse. 

tlEMAHIPi PA2- — OCTAVIO IlUN- 
CB. — ABKL BA3EAN. 



4 Al HA H'L.%» 



El Hunco Hipotecario Nacional emitía don Teodoro Undoso 

de un emirato de compra 



Sumario. — Kl comprador tienfl derecho pura pedir la reso- 
lución de la venta y U devolución de la a urna dada en seña, si 
el nbjetu de la renta fin* una casa ofrecida en el acto del rema- 
te i*n condiciones di* tener siete habitaciones, galerías y otras 
dependencias, y resulta que en el iim mentó del remate tenía 
solamente tres habitaciones en estado ruinoso (aplicación de 
lo. artículos í$S8y 792, Código <:¡s¡\\ 



Caso. — Lo expida e! 



5H Ul l as hfc LA SLT1UMA COitTK 



I «llt» dr* Jufi 



Salta, Marzo ál de 1896. 

VisiD*: «ti etjnléi© seguido l»T don lV.lr<i li, Cortázar, 
ugent.* del Banco Hipotecario Nacional, ei¡ representación del 
mismo contra don Teodora M. Lindos », demandando la escritu- 
ración de la compra- ven ta, en remate público, do una easa si- 
toada en t i pueblo del Rosario de Urina, capital de dicho 
departamento, y nulidad del acto opue-to por rl demandado. 
Ti^ulta:Qin- pnrórd-n del Ham-o los m irtil.eros públicos fia n- 
ckiz y Soltveros anunciaron el remat» del inmueble indicado 
en edicto* publicados un los diaria (I* esta ciudad el 16 de 
Knemde 1894, para <! dia 17 de Febrero iíf Miente, expresando 
que el edificio se compone de siete habitaciones, galerías y otras 
dependencias, con una superficie total de 800 ni- tres cuadra- 
dos (foja 21 ). 

(Jue el dia designada tuvo lugar «'I remate y se adjudicó el 
inmueble al s< ñor Ltnduso representad- por el doctor Damián 
M. Torin», que con poder de aquí) verificó la compra por in- 
termedio del martiliero don Gerardo V, Sánchez, en presencia 
del gacilla no público don Jesús M. Homero, quienes Groaron 
. ou el comprador, el boleto de compra de foja 3. expresando 
que la propiedad rematada cuitaba de una casa ubicóla en 
dicho pueblo con una superficie tota! de 800 me! ros cuadrados 
sin indicar las" piezas de que estaba compuesta, y sin estipu- 
larse utra condición que la de aprobarse el remate por el direc- 
torio del Banco. 

Coii este boVftto y el poder legalizado de fojaj i y % el agen- 
te de esta sucursal del Banco, dcmuud' al comprador don Teo- 
doro M. Lindoso, pidiendo se le compela A firmar la respectiva 
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escritura el t- transferencia, bajo Jas bases estipularías un la ci- 
tada boleta, y se le condene ea las costas causadas; fundado en 
que el contrato se habla perfeccionado y consumado bajo (as 
bases estipuladas en la boleta indicarla, y protestando compro* 
bar la exactitud d«- la misma si fuese nega iu por e! demandad". 

Duu .Tose Romujii en representación de usté afirma que su 
poderdante procedió c:m 1 altad, rumo lo demuestra el deposito 
que hizo iiitnediatamaiitt- deipüe> de celebrado el e.outrato de ln 
cantidad á que estaba obligado, y pide se rechace la di manda, 
fuii uo-ita-, alegando que su repre.ienta Jo compró el iuunieble 
ir yendo t-n ta exactitud di- los edicto*, publicad >* y repetid'» 
por ti martiliero cu el acto del remate, dirimido que se ufiecfa 
en venta una casa con siete habitaciones, galerías y otras de- 
pendeoci is, pero sucedió que antes del remate habí ms ■ caírlo 
tres habitaciones, de lo mal no turo conocimiento el señor Lin- 
-loso sinó puros días después de la c ompra, habiéndola manjfes- 
lado así el señor gerente, el í*0 del mismo nits d.- Febrero y 
pidió la rescisión del contrato; que la boleta di. f >ja $ es una 
A i ni pie constancia [nueces iría y de mera fórmula, que acostum- 
bra el Banco hn-er, y no porqui; se hayan omitido eu ella todas 
tas condiciones eu que se celebró el contrato ha de hacerse 
e.argar d su representado con todos los perjuicios que le aca- 
rrearía 1¡L ejecución de aquel, cuando por el artículo 1328 del 
Giidígo Civil, habiéndose destrul lo parte de la cosa, el compra- 
dor puede dejar sin efecto el contrato ó demandar la parle que 
existiese, redeciéndose ul precio en proporción de esta parte a 
la cosa entera ; disposición que se funda, dice, eu tos principios 
'»e verdadera justicia y e« sostenida por los más autorizados co- 
mentadores del Código Francés; que no puede existir venta sin 
una cosa quesea su objeto, y si esta cosa, que Vendedor y compra- 
dor rjo han tenido intención de vender y de comprar, parece, ig- 
norándolo ellos, la venta es nula, y por eso se un dejado al 
comprador la fricción de aquellos dos extremos. 
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Para prob:ir la excepción apuesta el demandado rindió las 
I ruabas siguiente» : É aviso en los diarios, corriente á foja 21 ; 
el informe del tasadar del Banco, que su presentó en copia A 
foja 22, y m «I se dice que la casa rematada débió tener cu 
sus primitivo* tiempos Uñete habitaciones, por los vestigios ane 
*e ven; que ciando sucedió el ultimu derrumbe sólo tenia cinco 
habitaciones, de las rúales han quedado tres habitables, pero 

en mal Miad-; q 1 derrumbe predio entre el 28 y 29 de 

Enero 189*, y que los vestigios -le las habitaciones anterio- 
ra, .ve * r/an aííf«/*o; la declaración «leí señor agente del 
lian-» á foja 23 vuelta, confesando qm- el remate fué precedido 
de la lectura del edicto relacionad -; las declaraciones leí doc- 
tor Damián M Tormo de foja 29 á foja 30; de lo* señores Adol- 
fo Üitin. Benjamín Suaress y Tomás Unlino de fofa 33 A luja 
35, quienes dicen rué, encontrándose rarius en la casa del se- 
ñor Lindase; :U "ir la noticia que el primero dio ¡i ést<\ des- 
aprobaron larompra.diciéndole que con qué objeto Habla, hecho 
tul compra, cuando el i dificio se había raido hacía pocos dias 
y el resto amenazaba ruina; queé-ta couvenaci m lavo lugar 
el 18 ó 19 d» ['"ebrer ¡> de 189 i, según el primero; más ó menos 
el 22 del mi-mu mes, según el testigo seuov lUeu, y antes de 
esta f-eha, s^guu el último. 

La declaración del testigo José Vázquez Freiré á foja 40 y 
del -ecretarto del juzgado á foja 42, quienes dicen que Lindoso 
l**s manifestó que compraba dicha easn creyendo que se encon- 
traba en buenas condiciones, pues se proponía hacer el *ervi- 
Cío de la deuda á la cual estaha afectada, con >ólo el importe 
del alquiler, a juzgar puf los datos dado-, en los edictos. 

V considerando ; \° Que el e mirato quedó legalmente ajusta- 
do cutí el hecho solo del remate, porque, tratándose de bienes 
i ti muebles, este acto constituye en sí mismo un contrato per- 
feeto de compra* ven ta, sin que, para su validez dependa de la 
formalidad -te la escritura pública, la cual no es sinA la antea- 
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ticacicm *>xpo$t fado, «leí contrato preexistente según expresa 
disposición riel artículo 1184 del Código Civil, y ]q declarado, 
con sujeción al mismo, por Ja Suprema Corle en sus fallos, se- 
rie 2\ toinu 7°, página 2¿8; t.uno 8 o , página 325; tomo 9\ pá- 
gina 39ÍI. y habiéndose efectuado la Compra con la aceptación 
d« la oferta simple del inmueble, determinado con claridad en 
el boleto de remate, sin haberse estipulado ninguna condición 
suspensiva en favor del adqnireiite, de la cual se hiciera depen- 
der la perfección del contrato, el comprador quedá obligado a 
su cumplimiento sin que la enunciación de ciertas condiciones 
eu los edictos ó avisos del martiliero que no formaron parte 
dd t-nn trato puedan darle posteriormente derecho á p* Jir so 
rescisión ó nulidad, siuó, en su caso, la correspondiente acción 
contra éste, siuó expuso el negocio con la exactitud, claridad y 
precisión que debiera « amo lo ha declarado también la Suprema 
ron-' "n do* di* los tallos citados. 

3" Que aún suponiendo que los anuncios del martiliero, ani- 
mando que la casa t<mfa más pieza* que las existentes en el 
acto del remate, hubieran f -mundo part*- del »ontralo, al cutí 

le fuera aplicable el ¡irtíe 1328 del GMfgti '-¡vil, tampoco 

estaría probad* la condición requerida par í obtener ia nulidad 
del contrato; porque los testigos presentados por el demandado 
no declaran que el señor Lindoso ignorar :i, ó que hubiere mn- 
nifesta lo ignorar, los deteriores sucesivos que desde años an- 
t -riores, venía sufriendo aquel inmueble, según lo constata "| 
informe que él misino presitttú como prueba, y aunque de Lis 
declaraciones de aquello* se deprende ia suposición .le tal he- 
dho, é>U no tiene el carácter de una presunción necesaria é tne- 
quívora; lo primero porque apenas es creíble que lo ignorara, 
estando la casa en un pueblo, distante siete leguas de ésta ciudad, 
cu la cu it m antiene diaria y constante comunicación, y lo segun- 
da porque el señor Lindoso podía haber comprado el inmueble, 
en ese estado, proponiéndose cualquier género de especulación. 
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3 o Que si el comprador no inspeccionó el inmueble que rum- 
oraba, no obstante ta facilidad de haceilo, su omisión no puede 
perjudicar los intereses ile! Tendedor, que, como lo remnoec 
aquel, no ha tenido culpa alguna y ha procedido con lealtad y 
buena fe, pajq»e«I único responsable de aquello falta es el se- 
ñor Lindos.» que, tíii guarda de los suyo* estaba en el deber de 
ser diligente en id conocimiento pleno de la integridad del ob- 
jeto comprado. 

Por e*tu< fundamentos fallo ; declarando que el demandado 
don Teodoro M. Linduso esta obligado A cumplir el contrato 
df compraventa celebrado en el acto del remate, constante en 
el boleto de foja 3, y, en consecuencia, mando que otorgue la 
escritura pública demandada, sin costas, por no encontrar mi- 
rifo para tdlo. Repónganse y notifíquese original. 

ihmki /.umhrtm». 



Fniio *W la ttuprrmft trori* 

Buiiios Air**, Julio W de 1889. 

fistos y considerando : Que según consta d.d instrumento 
de foja trece con que el actor ¡nstrtiye la demanda, el deman- 
dado compró al Banco Hipotecario Nacional una casa ubicada 
cu t i pueblo del Rosario de Lcrma, departamento del mismo 
nombre (provincia de Saltu) con una superlicie total de ocho- 
cientos metros cuadrados, siendo así la citada casa habitación 
la cosa objeto "le la renta. 

Que esa ca-a, en la* condiciones en que fué ofrecida en re- 
mate, debía enmpimerse en sus edificios de siete habitaciones, 
gal.-rtaa y otras dependencias, lo que ae acredita por el respe - 
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tílí 



tiro aviso qnü eorre .1 foja v< iutiiino; p r la confesión dri de- 
ittiuitLi un- íi** foja veintitrés vuelta, u¡ responder afirmativa- 
mente :í las posiciones de foja veintitrés, ó sea, reconocieudu 
que en el actodel remato» y con calidad do previa, so hizo lec- 
tura riel expresado aviso, y se continua por las declaraciones 
'le foja^ veintinueve v vuelta. 

Que además del mérito resultante de las declaraciones do 
los testigos don Adulfo Diez (toja ir. inta y tres), dun Ií*>nju- 
itun Suarez (foja treinta y tres vuelta , y don Tomiis líulirio 
tfoj i treinta y cuatr-O, «l infurm- de foja veintidós que ambas 
partes pelen su tt-nga .-.mío prueba del hecho .1 que se refiere 
ese informe, pro lucido por empleado del Unico y llenando la 
■ omisión que éste le dió, 110 deja du la de que en el dia del re- 
mate la casa que. se remataba teuU sítlo tres friegas hahitnidcs, 
muy mal estado, estando ya dos»* .das las demás que, seuuu 
vestigios ¡legaban hasta nueve va >us primitivos tiempos, con- 
servándose cinco hasta días antes del del expresado reñíate 
en que se produjo la destrucción de dos deesas cinco, 

Que resulta, en consecuencia, proeado que < 1 liaiico «-frecio 
en venta una casa con siele habitaciones, galerías y utras de 
pendencias, y cuando el remate -e verificó, la casa sóln tenía 
en estado ruinoso tres habitan-iones por huliLT.se destruida las 
demás, parteen época próxima y parte en tiempos más remotos. 

Que con tales antecedentes, nu puKÍe. dudarse que el deruan- 
i;ido no se ha oldig eh> ¡i •■uinprir por <| precio .dWi í« una 
casa de tres habitaciones aunque no estuvieran en estado rui- 
noso, det.de que la cosa qfle se le ofreció debió constar de siete 
habitaciones, galerías y otras dependencias, porque no existe 
con ese alcance, el concurso dr voluntades necesario para la 
formación de un contrato que requiere esencialmente consen- 
timiento en qi.e coincidan las ofertas ó propuestas de una de 
las partes con la aceptación de la otra (artículo mil liento cua- 
renta y cintro del Código Civil), 
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Que conreen inte con la doctrina de ese artículo, y yaque en 
el eoutr.it» de compra-venta es esencial el consentimiento de 
las partes respecto X cosa y precio, el arlí. uio mil trescientos 
veintiocho del misino código dispone expresamente que si ta 
vam hubiese dejado de existir al formase el contrato queda 
éste sin efecto alguno, y que, cuando sólo una parte de la cosa 
hubiese perecido, id comprador ¡me.de dejar sin efecto el ron- 
trato ó demandar la parte que existiese deduciéndose el precio 
en proporción de esa parte con la cosa entera. 

Que en virtud de esa disposición legal, dentro de la que se 
halla comprendido claramente el caso, Hay que ret oñece* 1 que el 
demandado ha usado de su derecho, optando por dejar sin 
efecto la compr i, y que no lo tiene el demandante para requerir 
de aquel la escritura? i- >n de la venta y pago del precio total 
prometido por razón de la cosa que* ofrecida, no existió ó dejo 
de existir en parte, con el agregado, ¡í mayor abundamiento de 
ser esa part'- muy importante con relación al todo. 

Que ta devolución de la Mima dada en seña por el compra- 
dor, que el demandado pide, suma que el Ka non reconoce haber 
recibido, es una consecuencia de U in-iisteucia de la venta en 
los términos considerados, porque . I pago resulta hecho sin 
causa y da, por tanto, tugar ;'t rej-tiejon (artículo >etecientos 
noventa y dos del Código Civil L 

Que, no puede hacerse valer cuntía el demandado, que este 
hubiera tenido onoeiraiento del e*tadoen que se encontraba la 
cosa al tiempo del remate, tanto parque de la prueba por él 
producida w induce que biao la puntura de buena fé, creyendo 
comprar lo que se le ofrecía, como porque lii si quiera *e ha 
afirmado en la demanda que tal eonocimiento existiera, siendo, 
en lodo caso, cierto que, si el hecho se hubiere aseverado t.9n- 
tradiclorianunte por las parles, no *ería sobre el demandado, 
que niega, sino sobre el demandante qu e alirma, que hubiese 
pesado el deber de producir la correspondiente prueba {ley dos. 
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título catorce, partida tercera), loque es aun n-ás de tener en 
consideración, cuundo, comí» en el presente caso, el enaje- 
nante ha debido saber cuál era la cosa cuya venta ofrecía. 

Que los fallos de esta Suprema Corle que h sentoncia de 
primera instancia cita en su apoyo, no sólo no contradicen. 
síjió que confirman las conclusiones á que llega esta sentencia, 
porque tanto ésí a como n quilla conducen Bimplemente á d¡u á 
las convenciones de las partes In* efecto* que las leyes les 
acuerdan. 

I'or estos fundamentas : se revoca la sentencia apelada de 
foja cincuenta y cuntro, absol riéndose de la demanda de tuja 
eim o ú don Teodoro 31. Lindoso. con declara ion de jue el uY- 
mandante debe di-volrer á aquel la suma que de él recibió, por 
seña de la venta a que se refiere A documento de fija tres, y 
que ha hecho la materia principal de éste juicio. Notiffquese 
original y repuesto I03 sellas,, devuélvase. 

DtNJAMIN PAZ. — AllKL BAZAN . — 
OCTAVIO DISCB. — II. MAH- 
T1SEZ. 



CAUSA «MSVI 

Loma y compañía contra don Enrique L. titeen, por cobro 
de pesos: sobre apelación dentada 

Sumario,— La demanda por la que se pide una suma que pasa 
de 200 pesos, por causas ya existentes al tiempo de promoverla, 
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ya un es de menor cuantía, y debe otorgarse la apelación uV la 
!* iitencia que la rechaza. 



t aso. — Lo explica el 



Itu^iir» Aires. Julio 20 de 1WJ9. 

Vistos en el ¡icn^rdo y teniendo eii consideración que e) actor 
pide en la demanda contra el demandado una suma que pasa de 
dosen utos pesos por causa va existente A la época de la pro- 
moción del juii Ío. 

Foresto se declara mal dentado el recurso y se lo concede 
en relación y habiendo venido los autos á ésta Suprema Corte 
agregúense estas actuaciones ú los autos principales rej.onien- 
doae el papel. 

ILENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS. 
— OCTAVIO BCNr.E. — II. 
MARTINEZ. 



* 
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Dan Éusíoonw ¡haz Vflrz n,„trn dan J»s¿ Abasólo 
f/»r reivindicacwti ; sofnc apelarían dünetjada 

Sumario* — So e-¡ apelable el mito que abra le oausa ¡l 
prueba. 



Caso. - Res ni tu del 

i 

Wmíim d*t Jmi Federal 

¡.a Piala. Abril ¿0 de \WZ. 

\,xma señor : Evacuando el informe qii" V. K. se ha servido 
ordenar «>ii el recurso de hecho deducido pur don Aurelio M . 
Guuialez, en representación de don José" Abásolu, en los autos 
que contra éste síijuc ant ■ este juzgado don Kiistoqnio \)kiz 
Velez, sobre reivindicación, debo decir <i V. K.: 

Que la parte de Abásalo, contestando la demanda, presentó 
ei escrito que en copia legalizada acompaño bajo el número 1, 
recibiéndosela aá ¡ru-tu en sn consecuencia, fijándose 
como punto-i pura la testimonial á rendirse los hechos afirma- 
dos en la demanda y mgados de contrario. 

Notificada la parte del mismo AUásoio, presentó el escrito 
que en Uütimouio también acompaño fcajp el número 2, del 
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cual es como tlMádo al aetor, quien contestñ rebatiendo l«s 
fundamentos en que sí apoya la conlrap,rte para su «ptttfM 
e! auto de prueba, pidiendo su rech:i«o con costas. 

Llamad» autos, el juzgado resotrió el incidente en la forma 
que sigue : 

. La rbta. Mar/o 13 de 

« V vistos : hiendo potestativo en el juzgado ieóSbít la causa á 
prueba, cuando se estime conveniente s.gun Ú «"(culo 91 del 
Cidígo de Procedimientos y »0 siendo apeUble el auto respe»* 
tivo Btentoloeatauidupor.lartículoíÜ? de la misma no se 
hace lugar m.***** * '* reposición sulidlada. nial recurso 
,je apelación inUTp.n-sto en subsidio en et escrito de foja 109. 
Repóngase la foja v notifiquese por cédula. 

. Mariana $. uV ,iurrec<n*dt< , tí.> 



En cuanto á lo que se eiuresa en el recurso de hecho ; el in- 
frascripto se limita á lo que queda referido en este informe y 
lo que resulta de los peritos testimoniados en lo que cree dejar 
cumplido el mandato de V. K., á quien saludo con mi mayor 
consideración y respeto. 

.V. S, Aurreroechca. 



VmHm dr la S«|pr*m» Carie 



Inicuo* Aires, Julio 22 de 1*19- 

Vistos eo el acuerdo' En mérito del precedente informa y de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo doscientos siete de la ley 
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de procedimientos, eu que él iníVriur ha fundado la providencia 
ile í[\i:- el recurrt nt" se queja, se declara bi< n dentando el recur- 
so. Hágase saber original j papúes tos los sellos di Ttiélvansp 
la?, actiuci:mis al juez de la can» a. para que sen ti pregadas á 
lo- auto* principáis. 

ItlXJAHIP) PAZ — AUEI.BAZAK.— 
OCTAVIO llUMW. — JUAN E. 
I0HUENT — II. 



• AUNA C4LXYIII 

¡toña Justina H. lie AtváriZ contra don Hércules Anlonietit Y ptr 
embarga preventiva y rancian ofrecida por et embarcado ; 
saitre apelación deneyuda. 

Sumario. - Kn los »tn.birgo$ preventivo* que el embar- 
gado puede sustituir por una caución, el auto qu< admite ésta 
como bastante no es apelable. 

■i 

Cano. — Resulta del 

IK FORME DEL JUEZ FEDEItAI. 

Rosario. Julia 5 1890. 

Suprema Corte : 

En el recurso de queja interpuesto unte esa Suprema Corte 
por denegación de apelación por la señora Justina Rodríguez de 



Alvart-z cu el juicio que sigue ante este juzgado contra don Hér- 
cules Aiitoiiietti, & V. E. í n Tormo: 

Que cu 15 de Diciembre del año 1808, presentóse la recurrente 
deduticrid < demanda po; cobro de pesos contra i 1 señor Hércules 
Antonietvi y en un otrosí del emérito 'le demanda >*orrie!]fe >í 
foja*, -l y 5 s ¡licitó "'mi) ligo pre rentivo en liienes fiel demandado 
en virtud de! donimeiiti» que acompaña obrante á Toja 3, que 
di'-c: < Añi» 1X08. líepublíea Argentina, provincia de Santa h'é, 
I8li8,tt pesos, número 000,410... por pesos 5700. VA -lía 30 di 
Setiembre de 1808, pagaré á don Angel Alvarez en reprn- 

- ■ .i 1 ,i< i"ti de la señora Justina R, de Aiíftre? la cantidad de 5700 
;>esns de curso legal, por ie;ua! valor r libido á mi s itisfaceion, 

— U osario, Juni" f7 de 1808. ~ //. Ititouü'tti. 

YA otrosí de lu referencia Üiea: c ntrosi digo: Qneeonside^ 
r uido necesario y urente obtener un embirgn preventivo que 
asegure el resultado - 1 . ■ este juicio de acuerdo con el artículo 
413, inciso 2"*, del Código de Procedimientos de la Capital Fe- 
deral, ofreciendo la lianza de d>»u Bartolomé Si vori y acreditar 
surauriainent«- con d-»s testigos que La liriua del .locu mentó del 
crédito acompañado m la del señor Hércules Antoni' tti, V. K. 
se sirva decretarlo rarificadas estas deligein-ias. 

L J ara él caso que « i deudor no abanare ese eré lito y sus ¡tite- 
re.M's y costas ó no diere ¡nenes á embarco, denuncio al rícelo un 
cuiliru de tO cuadras de lino en la estación « Alvarez » en la 
chacra arrendada, para cuya eficacia r.orn-sp-'ndc el nombra - 
mieíito di* un deposit iriü interventor que vigile su cuidado y 
cobecha ». 

K!28de Diciembre del mismo nñ-j el repres.. otante présenla 
un escrito ufrurienlu a- re litar la solvencia de la tianza ofreci- 
da con un título de propiedad que acompaña en cuyo escrito se 
proveyó, 

Rosario, Diciembre 28 de 1898, A mérito del título de propie- 
dad que se acompaña, das<* por acreditada la solvencia del lia- 
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ilnr señor Tristan Gircilazo, y tórnese razón de él en los 
untos. Habiéndose abonado la firma del demandante de foja 
3, trábese el embargo que se solicita por intermedio del 
juzgado de paz de Carmen del Sauce, ¡í donde delibrará oficio, 
y nombrase interventor depositario al geno? I^uis Cnrniero quien 
jurará y aeeptafii el carg • unte aquella autoridad » . 

Posteriormente presentóse un es rito solicitando ampliación 
dt4 embargo cuya parte pertinente dice: * vm¡i» t pues, a nui- 
p'iar la demanda por la suma le 1515 pesos m- metí a iiacíunal 
y 'ii s intereses alí ipo r ferido, y los que resalten basta la efec- 
tiva, desocupación la chacra, aunque tíl arrendamiento ter- 
minó en I o del corriente. pidiendu se emplace ai xeñor ittlo- 
nivtli fiara aat* declare m carácter arrendatario en las con- 
diciones mencionadas, prenotando I c»s último» recibos di- pago, 
bajo apercibimiento de procede rsy ojeCutiramente •m caso deno 
veríliearlo »; recayendo el siguiente airto : 

• Rosario, May.» 10 de 1899. Habiéndose ampliadu la responsa- 
bilidad dH !¡ador t don TrMan Oaivilazo, efl el escrito y ratiii- 
cacioit de foja 20, ttntplíase el embargo solicitado por la suma 
de 1515 pesos y sus intereses, debiendo efectuarse esta dili- 
gencia por intermedio del juzgado de ¡taz de Cármen del Sauce 
y nombrándose interventor depositario á la persona designada 
en el decreto de loja 11 vuelta. Repónganse.» 

En 29 de Mayo del corriente año se presenta un nuevo escrito 
expresando haberle sufrido un error de hecho al consignar que 
el pagaré de 5700 p"S- s presentado con el escrito inicial, ven- 
cía mi 30 de Setiembre de dicho uño, mientras que dicha canti- 
dad era pagada en ¡JO di* Abril del irii-ui", modificando por tal 
concepto la demanda pidiendo m* tenga por corrgida y amplia- 
da, en los términos que refiere, por la suma de 8107 pesos 75 
Centavos moneda nacional, importe de los arrendamientos é in- 
tereses adeudados desde el 30 de Abril de 1898, á 30 de Abril 
de 1899, solicitando á la vez que el embargo pendiente se trabe 
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por dicha cantidad, shi intereses y costas, recayendo la si- 
guiente providencia: 

f Rosario, Mayo 13 do 1899. Por subsanado el mor quesees- 
presa en cuanto hubiere lugar poi derecho y á mérito de la confor- 
midad del fiador amplíase el embargo solicitado por la suma de 
8107 pesos y 5 centavos moneda nacional legal, librándose oficio 
al juez de paz de Carmen del Sam e, que deberá hacer efectivo 
el embarco solire los bienes que denuncia el actor, y nómbrase 
depositario á flon Juan Bautista Sobrero el que aceptará en 
forma el carg» ante la mencionada autoridad. 

* Bn cuanto a la petición deque mI nrr« ndatarin eihiba losú)- 
tunus recibos oportunamente. Repónganle. ■ 

Kn 26 de Mayo del corriente año se presenta un escrito q*j ■■ 
diré : < Que no me explico, á mentía de una omisión involuntaria, 
por qué mi se lia señalado aun audiencia, como estaba pedido, 
para reconocer la linna del pagaré, presentado eou mi primer 
escrito, j-or parte del deudor. Tampoco comprado por qué se 
reserva pira otra oportunidad, segun dice el decreto último de 
23 leí corriente, la eiliiliicion de los recibos de pago de lo* 
arrendatario"; \ or parte del demandante, etc., cuando acredita- 
dn como e>tá el fuero de la cansa. é>ta debió seguir de inmedia- 
to con el decreto pedido de. emplazamiento para que aquel decla- 
rara su carácter de arrendatario en las condiciones mencionadas 
en la demanda, que la constituyen los escritos presentado». 

* Huego, pue»,á V. K, que sin mas trámite se sirva proveer á 
los puntos referidos. » 

Kn dicho escrito se proveyó: * Rosario. Mayo 29 de 1830. Al 
primer punln ¡ a los mismos lines del decreto de foja 8, desí^- 
nase la audiencia del 9 del mes enlraote; al segundo, iipao 
proveyó, porque el pedido no está de acuerdo con lo resuelto en 
el fallo ile la Suprema Corte que se registra en el tomo 17, p4- 
g i na253. Repóngase *. 

La parte demandada al tener conocimiento del juicio presen- 
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tóse opoit LfJt ■!*> uíCPpi'ÍQii de d l'cI i uatori u de j urisdiecion , f un - 
dada en que hi cantidad que se le robra ha sido depositada en el 
juzgado de primera jusiniieia iftteji de l¡i traba del embargo, y 
de la cual se notificó al a poder. id o de la señora de Alvarez. in- 
eidente que está pendiente de resolución. 

A foj.i 60 se presentó i»i demandado señor Aiitonu-lti pidien- 
do sustitución dei embarco, ofreciendo en «'amblo el de nías 
propiedades en esta eimt; d t uyos títulos acompaño, y catan- 
do conformidad ai t- niltar^i» la suciedad Antnnieüi, Clerice y 
compañía, á cuyo pedido se dictó el siguiente auto: * Rosario, 
-Junio 8de189í). Auto- y Tintos: Kn atención \ las razones ex- 
puestas enel presente e-eritu y siendo -sulieiciite Los título-; de pro- 
piedades que se acotup inan para culirir el importe ú\d embaí- 
an trabado, déjase éste sin efi-eto, de .icuerdo con l.> se un mi a 
parte del articulo 45H iel l 'ñ-li^o d»- Pp-eedimientos, yáesoslí- 
lífitj (i iríjusi' u Licio al juez de paz de Cánieu del Sanr • p.ua el 
levantamiento de dicho <-mb;irgo, debiendo previa milite anotarse 
en la oficina de einhargns é inhibición -s la sustitución dfl ofre- 
cido, a cuyo **ft*H - t«* sp librará otício ». 

De este auto pidió la parte recurrente revocación ó se le cotice- 
tlier.iel recurso de apelación, recayi-u fo al respoctoel siguiente 
Hito : * Rosario. *í uuio <lr I8DSÍ. Vistos :est"S auto* p;tr;i i ■< su - 
v- r el recurso de reposición de foja 64 contra el auto de foja 6t ». 

Y considerando ; |* Que el embargo preventivo, decretado a 
f-ij i 1 1 vuelta, ha sido en mérito del documento de foja 3, que 
contiene una obligación civil de pagar una suma do ditero reci- 
bida, sin referirse en manera alguna á deuda proveniente de 
¡irreud amiento. 

2° Que las ampliaciones dfl embargo >e han decretado, míen 
mérito de las alirmaciones del actor, que por ni «olas no son 
prueba suficiente eu juicio, sinó en virtud de la ampliación de 
la lianza otorgada para responder A los interese*, eostas, daños 
y perjuicios, si el embargo se hubiera .solicitado sin derecho. 
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3 o tjue el reconocimiento de t contrato ríe arrendamiento ve- 
rificado por Aotonietti en el juicio de desalojo, es posterior al 
decreto «le foja 61 , razón por la cual no puede tener efecto re- 
troactivo, y además no se lia justificado en eso audiencia, ni en 
otro caso, que el pagaré de foja 3 tiene por misa la 4m¡Í* del 
precio -leí arriendo, 

4 o ijueel artículo 454 facilita al jueí calificar la lianza que se 
ofreiea en sustitución d*- lo-i bienes embargados, que como su- 
rede en el presente caso no están afectados á privilegio especial 
loa mencionados bienes ; y encontrando el pro\ ■ rente sulieieut* - 
mt-nte garantida la sustitución, por el ralor real «leí inmueble 
ofrecido, el 'pie no está en i jen vilo, y se encuentra libre d< gra- 
vamen, según «*1 informe de ta uiicimt -le registro, 

Por estás consideraciones, no se bace logar, con costas, A la 
revocatoria solicitada, im se concede el recur-o de apelación 
parque lo-santo- dictados en consecuencia "le facultades di-cre- 
« ¡finales que la ley ■ imliere al juez (artículo 45i de la ley nú- 
mero :13H'>) no son apelable», quedando terminado el incidente 
con esta resolución. Ele póngale* 

Efl resumen, el embargo pr-venlivo se ba acordado en mérit" 
del pagaré transcripto anteriormente, pues el contrato de ai ren* 
d iraiento se lia exhibido con posterioridad en utro juicio d» de- 
salojo ; que el bien raíz ofrecido r ueeptado en sustitución del 
primer embargo, responde sulicientemonie, a juicio del infor- 
mante, porque son 3500 metros mis ú menos del terreno en esta 
ciudad. Si no hubiera ofrecido como bastante el valor del te- 
rreno, no tubría aceptado la sustitución 

No U» i-oncedido apelación al recurrente en mínto -le lo dis- 
puesto en la última parte del artículo t55 de la ley número 
3375. 

Dejando cumplido lo resucito por V. E. T tengo el honor 'le rei- 
terar mi atenta consideración. 

Daniel fioyita. 
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Vallo 4* I» I uprca» i mwtm 

Bueno* Aires. Juti« 22 de IWh 

Vist'i^ tu «I acuerdo; en mérito resultante del precedente 
informe y «íe acuerdo coa lo dispuesto en el art fcuUt cuutrucien- 
toa cincuenta y cuatro de la ley tris mil tres* ietitas setenta y 
l ineo que sirve de fundamento tí la resolución recurrida remí- 
tause al jue* de la rauau puraque agregíndoae á sus anteceden- 
tes la< precedentes actuaciones lleve adelante sus procedimien- 
tos. Repóngase el papel. 

Hí > JAMI> PAZ. — ABEL BAZAlS. 
— OCTAVIO ftüCICE. 
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/.« provincia de Buenos Aires, contra don Francisco Mas 
por reirivindif-acion; ¡mitre personería 

Huma rí o, — Li promesa de raiilicacion que liará el repre- 
sen tai o nu basta para subsanar la falta de poiler y dar persone- 
rió al re presenta ule. 



Caso, — lo explica el 
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Itueiins Aires, Julio i'T *!*• ltiíw*. 

Vistos > considerando : Que según se expresa en el escrito di' 
loj.i duee t y ntí eonteat i en el di- foj.i quince, y resulta dvl 
instrumento Ae puder de foja once, don Pedro N. Padilla no es- 
i i investido de la renreaentaciuu (te don Fian- isco Mas en lo 
que á la materia de este juicio se retierc. 

í¿ue '-oh arreglo al artículo quinto <Jr la iey di* precedí mien- 
tos, los apoderailoá y procuraron':» deben acreditar mi petsone- 
ría deade la primara gestión que liagan cu nombre de <us po- 
derdantes C'iti la competen t'- escritura de poder. 

Que la promesa de Padilla de que Man ratificara lo heolm por 
él en el tntnaeursode ¡ilgumis meses, no llena la -i exigencias de 
la citada dispo^iciun en *u texto, hj los linea que la informan 
en el sentido de evitar que los pleito* resulten ilusorios. 

¿ue el caso no se encuentra comprendido en la disposición de 
la ley veintiuna, título cinc-i. partid» <|ii iiáta. 

Por cato no se hace lugar á la personería que don Pedro N. 
l'adilla ofrece ejercer, y en su virtud pida el demandante lo 
que considere conveniente a su dereclio. Repóngase l;t foja. 

Vhl. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO ttUMGE, — JUaM 
|¿. ToRHfiYT. — II. MAKT1- 
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CHUMA 



1:1 fjohiemo nacional contra ¡a viuda de don Luis tlartnh. par 
expropiación, Wj>v recasar ion sin raum y r.vcusmtm 

Sumario. — Kl juez federa! no puede ser recusado, ui puede 
excusarse sin cansa. 



Caso. — Kl representante, del gobierno, futí lado en el artículo 
31 de Id ley de 14 de Setiembre de t883 f que üispotie que los 
jueces de «noción son recusables con las mismas formalidadea 
qüfi los Milu i -tros -lela Supiera» Corte, y como el i" de la ley 
3266 dispone que un ministro de la Suprema Corte es recusable 
sin causa, recuas sin cansa ui juez dése cioti. y pide se dé por 
recusado. 




Li Plata, Mayo 17 d* ltíiío. 

No obstante lo preceptuólo por el artíeulu 1" de l.i lev 8 de 
Julio de 18ÍJ6 y nin entrar á considerar, ni siquiera el 0410 'te 
personería macada, por culi uto, también la parte podría en- 
contrar en esto una inten< ion tonuda: se inhibe de enno -er eti 
i- lio e] que estatuye y pase al juez sapiente en «timo, do-it.or Ju- 
lio K. Rojas, á quien se le pasará !a causa para que provea \u 
que corresponda. 

Áur recoce/tea. 



78 



FALLOS ÜE LA SUPREMA CORTE 



I Ateo del Jaén Federal (ud ho?) 

La Plata, Abril 3 di» 1869. 

Autos y riscos : Üonáiderandocl infrascripto que ¿.¿lo puede 
ejercer la pofostu t) de juzgar de que esti investido, en Jos casos 
de impedimento ó recusación legal del juez titular, según lo 
dispone el artículo l J «le lu ley 24 de Setiembre de 1878, y que 
la recusad m de lucida no su ajusta .i lo qu+» previenen los ar- 
tículos^, 47 j 31 de la ley de procedimientos, oi resulta de au- 
to* impedimenta alguno que inhiba al s«*ñ»r juez titular de in- 
tervenir vu el pleito; kto siendo fa ulUtira l.i oxcu&acion sinó 
cuando proiii'.'dian causas légale» de recusación. 

Por esio, no se ucept* la e y cu sari.. : , -jue ,tr.vede y vuelvan 
Hueramente tus autos al señor fttes titular. 

Julio A. 1 tojas. 



Buenos Ain-s, Julio i'T tie 1899. 

Visto-;: Por su* i un -lamen tus, >e epafiruia ei auto j pelado do 
foja ■ -ua renta y d-5, cu ti castas. Devuélvanse, uotifíquese ori- 
ginal, 

BtSJAMIS l*A¡t, ■ — 1 ABEL 8A£AN. 
— OCTAVIO BlíSGfc. — JUAN 
£. TonilEM. — H. MARTI- 
NEZ. 
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€ AUNA € J,\\1 



Criminal ron t ra Aon Afjustin Ut¡mente t hijo: sobre falsificación 
y atmlaciuti ttr vxlampitlas nanionaies 

Sumario. — Debe absolver*- 'le culpa y curgo al procesado 
por falsificación y circulación de estampillas, si de los ante- 
cedentes ile la causa resulta |o haber procedido en las negocia- 
ciones sobre su venta con voluntad intuiría!, si nú m d concep- 
to de que debían ser estam [tillas legíllmas. 



Caso. — Resulta <ld 



r*l|« de» lun r«4rr«l 

Bubdot A¡reí> t Diciembre 3] tic 

Y vistos» : estos autos seguido* entra Agustín Lap uenté (hi» 
argentino, de 28 años, soltero, escribano, y domiciliado en la 
calle de Tncitman número 3:227 dt* loa que resolta : 

<¿ue por denuncia hecha ante el comisario de la Sección t" 
de Policía, por don Pedro X. Blanco, Administrador (leueial 
de sellos de Ja Nación de que te balitan comunicado que eu la 
Contaduría se habían presentado A tomar informes respecto du 
una estampilla que parecía falsa dos persuuas descoaocidas ¡ 



r*u.iw ll« i.* >ui'HfcMA con ra 



que cutí cor r i6 á la ü Fio i n.i indicada donde A" encontró cüii los 
se ñ tires indicados quienes le manifestaron ll.un.irse Manuel 
Rfgaly Federico M-irtinez Rojo y que babl ut concurridos!!* con 
objeto de súber ai era bueaa un í estainfii^lü de un peso que le 
exhibieron, pues les habían sido ofrecida* en reiitn 4000 por la 
-unía (fe 2500 pepos por el señor Lapuente y otro señor amigo ó 
compañero de éste. 

Que el denunciante les manifest i que la estampilla era falsa 
y tinto Riga) orno Rojo diji ron que estaban dispuestos á 
prestar su concurso ú tfee,to de descubrir los autores de la fal- 
siBcaeitm. Que habiendo quedado Rojo y Rígal en couie-tar ¡í 
Lapuente á la 1 p. in. si veriticabaa ó no la comjira, convino 
Con dichos señores en que concurrirían á la cita pura m ¡miles* 
tur a Lapuente que estaban conformes en hacer el negocio y 
que para el efecto debían \olverse á ver ¿ las 4 de la tarde 
para recibir las ÍOO0 esta mpil ta» y entregar «I dinero; que la 
estampilla que le fué exhibida, por Rojo no Ja entrega en este 
acto porque fué guardada por este. 

A foja 3 declaró Federico Martínez Rojo que habiendo entrado 
á la escribanía de don Agustín Lapuente om el objeto de con- 
versar un rato éste le propuso la venta de 4000 estampillas de 
un peso por las que querían 3000 pesos; que el declarante le 
pidió dos huras para buscarle comprador, á lo que Lapuente 
aci-edió, diciéndole que se i parara, pina la persona interesad. i 
deseaba realizar la operación lo más pronto posible ; que ha- 
biendo encontrado á don Manuel Rigal a quien le propuso el 
negocio manifestándole aquel que siendo legales las estampillas 
daría por ellas 2500 pesos moneda nnéiotial ; que despuéa de 
arreglado el negocio por la suma ofrecida, Lapuente entregó á 
Rigal una estampilla como muestra quedando en avisarle al 
primero la hora y lugar donde debían t erse para cerrar el trato ; 
que el declarante en compañía de Rigal se trasladó á la Casa 
de Moneda en la que fueron atendidos p r el Administrador Ge- 
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neral d» sellos, señor Blanco, quien les manifestó que I¡i estam- 
pilla er» Talan ¡ qU( . después de explicar al señor Blaucosu inter- 
vención en el asunto, éste les aconsejó contestaran á Lapnente 
que estaban dispuestos á hacer la compra y que para el efecto lo 
citaran para la, cuatro de la larde en la confitería de Solari, Jo 
que efectuaron, diciéndoles Lapnente que no quería negocios'™ 
confitería y que los esperaba á his 4 en su escribanía para ter- 
minar la operación ; que el declarante fué áln confitería A espe- 
rar « Blanco y como éste no concurriera, se retiraba para su casa 
candóse le aproiimó un empleado invitándolo á comparecer á 
la comisaria donde hizo entrega do la estampilla que Ki-al reci- 
bió de Lapnente. 

A íojaS vuelta d. claró don Manuel Rigal corroborando lo 
declarado por Rojo y reconociendo en Lapnente á la misma 
persona que le ofreció en venta las estampillas, quien iba acom- 
pañado de otro sujeto cuya filiación es al parecer italiano, como 
de 36 años, de cabello, bigote y barba negra, más bien alto 
regular grueso, viste traje de saco oscuro y sombrero cham- 
berga que después ha sabido se llama Cirio L-iis Cordero. 

A foja 14 declaró el detenido Agu,tin Lapnente, que habién- 
dose presentado en su escribanía don Federico Martines Rojo 
pidiéndole como servicio le buscara entre sus relaciones quién 
compiara unas 4000 estampillas, más ó menos, pues él fas te- 
nía de otra personaque no tenia inconveniente en presentársela 
y que é>u era la verdadera iuteresuda y que le había ofrecido 
nn» comisión de la cual le participaría ; que al efecto le dejó 
dos estampillas, manifestáosle el declarante po ne le parecía 
factible la operación aunque haría lo posible por servirlo. Que 
le encargó la operación al señor Alejandro Lucantis, á quien 
entregó una estampilla, y q„¡ C n | trajo á los señores Modesto 
Meniers y Santa Maria, con quienes no pudo reatiiar el negocio 
por no tener las estampillas, quedando dichos señores en volver 
al dia siguiente. 

t. ¿XXX 

tí 
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Que el señor Martines Rojo le dió como precio ti era en ven- 
ta 4000 peso» y si era como préstamo de dinero para darlas 
como garantía 4500 pesos á 3000 peso*. Que al aceptar la co- 
misión de la venta de las estampillas ha tenido siempre en 
cnenta que éstas fueran legítimas, que le ofrecieron de gratifi- 
cación si vendía la* 4000, 1500 pesos y si se vendían 3000, 
1000 pesos. 

A foja 21 declaro don José Manuel Santa María : Que se pre- 
sentó en su escritorio don Modesto MenierB quien le manifesté 
que le habían propuesto venderle 4000 estampillas nacionales de 
un peso por la suma de 3000, que el corredor era un señor Lu- 
cantis. Que Meniers le propuso al declarante que entrara en el 
negocio. Que el «ponente tomó una estampilla que le dió Me- 
niers j con ella se trasladó á la oüeina de sellos donde le infor- 
maron que la estampilla era falsificada. Que de regreso á su 
domicilio encontró en el patio á Meniers en compañía de Lucan- 
tia que le íué presentado. Que hablando del negocio de las 
estampillas, mnnif estándose el declarante dispuesto á comprar- 
las, estos señores lo acompañaron á la escribanía de Marina 
del señor Lapuente á quien le dijeron que era el comprador. 
Que Lapuente y otro señor que allí había le dijeron que en 
ese momento no tenían las estampillas pero que al día siguiente 
se las llevarían al escritorio para concluir la operación ; que 
por indicación del admiuistrador general de sellos, de que 
diera cuenta á la Policía, compareció a la comisaría con la es- 
tampilla que recibiera de Íleo ¡era y otra que le fué dada por 
Lucantis. 

A foja 25 declaró don Modesto Meniers que encontrándose 
en la puerta de la Bolsa de Comercio se le acercó el señor Lu- 
cantis y le manifestó que tenía una cantidad de estampillas 
para vender, llevándolo con ese motivo el declarante al escrito- 
rio del señor Gotapoi. Que poco después Lucantis acompañado 
del señor Santa María se dirigió á la escribanía de! señor 
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Upuente j hablaron con éste ' au<? á 1», nn,„ 

ron v viá oníAn™ . I ' q P ° COíi «^entoi flalie- 

m J fifi Pnt6nwi tít de( . Jarantü L 

"ooa enese mouieuluy 41M; ñolas huhíu i|, íVafío ftllA . . 
esemome.no el oVclarant, deió d, t l ! r ! Q de-de 

«0-0 estado en l. e .cr¡b a „ía M , eB „ L , plleiltf étto ta oldiA 

rS " dMl "»» t « ««'¡torio d.Cotapo* 
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oflo.o. d. L.p«.. t .í e , per „ , Me „ ier| ' 
« presto coa ,1 „ Bor 8anto ^£*£T 

con Cord.ro aparte y , D «guid. ta» dijo , u . ri d ia atauiJte i 
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nte le parecí *, dudoso el negocio y concurrió al di» 
siguiente par.» así manifestado A Lapnentc, pero no lo encon- 
tró ni lo ha vuelto á ver hasta ahora. 

A foja 31 vuelta, el procesado Lapuente amplía su declara- 
ción manifestando que en la operación á que se reliere en su 
anterior ainpliacíun. don Federico Martines Rojo aceptó la 
retribución de los 1000 p«'sos que hizo referencia, con la con- 
dición «le que á 61 se le diera la mitad de lo que al exponente 
le correspondía. 

A foja 35 vuelta, declaro el detenido Cirio Luis Cordero: Que 
conoce á Lapuente desdi' una semana atrás, y que le ha en- 
cardado .'e la venta de un contrato de una casa que el decla- 
rante tiene alquilada, cuya cesión le dió órden á Lapuente de 
traspasarla por la suma de 6000 pes->s, ganando como comisión 
500 pesos ; que reconoce en el señor LucantU que se le presenta, 
como á una persona que Lapuenie la presentó como su parien- 
te para la mediación de la compra del contrato de la casa ; que 
no tiene conocimiento del negocio de las estampillas. 

Recibido el sumario en este juzgado, los detenidos y testigos 
ratificaron y ampliaron sus declaraciones. 

Cerrado el sumario, el procurador fiscal presenta su acusa- 
ción á foja 110 pidiendo para el procesado Agustín Lapuente 
hijo, la pena de un año de trabajos forjados y sobreseimiento 
provisional con respecto a Cirio Luis Cordero y Dante Landini 
Ligure, 

Que sobreseído con respecto á Cordero y Landini Ligure, se 
corrió traslado al defensor de Lapuonte quien se expidió A foja 
128, pidiendo la absolución de culpa y cargo de su defendido, 
en mérito de las razones y fundamentos aducidos en su defensa, 
y renunciando al término de prueba, por lo que el juzgado lla- 
mó autos. 

Y considerando : 1" Que el delito que so persigne en este pro- 
ceso de expender falsas estampillas de la Nación, se encuentra 
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probado por la existencia del cuerpo del detito constatada á 
foja... y por las declaraciones de Ing testigos Bojo t Rigal, 
Santa Muría, Meuiers, Lucantis y por la del sindicado como 
autor de dicho expendio Agustín Lapuente. 

2° Que i studiadüs detenidamente los antecedentes que ofrece 
este juicio para conocer el autor del hecho que nos ocupa, ellos 
indican de una manera indudable al nombrado Lapuente. 

En efecto todos los testigos que se enumeran en el primer 
considerando Jo señalan en ese Carácter y U manifestación del 
encausado declarándose intermediario en la venta de las estam- 
pillas falsificadas, robustecen j a f üerM probatoria de esos tes- 
timonios. 

3° Que la defensa no pudiendo desconocer estos hechos, ale- 
ga en descargo de su defendido que éste ignoraba que interve- 
nía en nna negociación de estampillas falsas, y que comprueba 
su aserio el hecho de no haberse opuesto á que los compradores 
hicieran reconocer sn legitimidad. 

4° Que esta circunstancia no se ha demostrado, y la con- 
ducta observada por el encausado atribuyendo á distintas per- 
sonas la propiedad de las estampillas sin alcunsar a dar una 
explicación satisfactoria sobre la procedencia de las que debfa 
negociar, lo denuncian como conocedor de su falsedad, y en- 
tonces en la manifestación de que hace mérito la defensa, no 
ve el juzgado sinó el propósito del acusado de llevar adelante 
su negociación, la que indudablemente habría quedado sin efecto 
si se hubiese opuesto á que las estampillas fuesen reconocidas. 

5* Que en presencia de estos antecedentes, este Tribunal no 
puede menos que considerar .1 Lapuente como autor del delito 
que ha dado origen A este proceso, y por lo tanto comprendido 
en la disposición del urtfculo 62 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863. 

r> Que estando demostrado en autos, la resolución del en- 
causado de cometer el delito que nos ocupa, el que no se con- 
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sumó por motivos cíf ranos a su voluntad, el hechn que ejecutó 
debe ser clasificad» de tentativa, y disminuida la pena que 
determínala ley anteriormente citada, en la forma que estable- 
ce el inciso t del urtfctil.p i% Código Penal. 

Por estes fundamentos, fallo condenando á Agustín Lapuente 
hijo, á la pena de dos años y ocho meses de trabajos forzados, 
multa de 1375 pesos fuertes y coatas del juicio, debiendo des- 
contarse de esta pena el tiempo de prisión preventiva que lleva 
sufrida, en la forma que establece el artículo 92 de la ley ci- 
tada. Hágas-j Haber al señor gefe de Policía, notifíquese con el 
original, y en oportunidad archívese. 

tiervmio F. firanel. 



VISTA WEL SKflOK PROCURADOR GENERAL 

Dueños Aires, Mayo 1" de 1899. 

Suprema Corte: 

£1 delito de. expendio de falsas estampillas de la Nación, se 
encuentra comprobado por las constancias de autos y por la de- 
claración del procesad^ Lapuente. 

Como resulta de autos que el negocio de la venta de estam- 
pillas á pesar de haberse iniciado no se realitó por causas aje- 
nas á la voluntad del autor, procede clasificarlo como tentativa, 
según lo proscripto en el artículo 8° del Código Penal. 

La excusa opuesta en favor del procesado, en el sentido de 
que éste ignoraba la falsedad de las estampillas euya venta 
propuso, resalta inadmisible. 

No se ha justificado ni intentado justificarla, ni resulta pre- 
sumible de las t unstancias de autos. 
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Al contrario, nu habiendo • 1 agente demostrado el modo de 
adquisición de los titulo* faUiücados, loque únicamente podría 
conducir A apreciar la buena fé de su adquisición, la Toluntad 
criminal surge del he 'lio mismo, según se desprende del artí- 
culo 62 de la h>y de ISti.'í , la disposición del artículo 6 o del Có- 
digo Penal, y la jurisprudencia declarada en el tomo 44» p.igina 
4l7.de los fallos de V. E. 

La actividad del procesado ¡il dar álos presuntos compradores 
una de las estampillas ouyn venta proponía, no puede traducirse 
como una prueba necesaria de su buena fé, cuando las constan* 
cías de autos muestran su empeño decidido en realizar la 
operación de venta, y cuando él no ha dado rawn satisfactorio 
del origen de las estampillas falsas que Oumeri iaba como lo sos- 
tiene la sentencia del inferior en su considerando 4°. 

En mérito de las consideraciones expuestas y tratándose de 
un delito especial regido por la lev de 1863, creo que la culpa- 
bilidad del procesado como autor del delito de tentativa de 
ciroulacion de falsas estampillas de la Nación, resulta demos- 
trado, v debe ser penada en laform» que prescribe el inciso 2 a 
del artículo 12 del Código Penal, de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo 02 de la lev sobre crímenes de la nación, 
de 14 de Setiembre de 1863. 

Por ello, pido á V. K. la continuación por sus fundamentos 
de la sentencia recurrida de foja 143. 

Sabiniana AVer. 

Buenos Aires, Julio 39 de 1899 

Vistos y considerando ¡ Primero : Que á mérito de las decla- 
raciones de algunos de los testigos de la cansa se practicaron 




diligencias con el fin de averiguar si Cirio Luis Cordero era el 
dueño ó poseedor de las estampillas que el procesado Agustín 
La puente había ofrecido en renta, resultando de ellas que ese 
individuo no tenía participación alguna en el negocio, por lo 
que He dictó el auto de sobreseimiento de foja ciento veintidós, 
que manda ponerlo en libertad. 

Segundo: Que también fueron puestos en libertad por dispo- 
sición del juzgado federal José Manuel Santa Muría, Modesto 
Meniers y Alejandro Lucantis, que babían sido detenidos por 
la Policía, ul instruirse las primeras diligencias del sumario 
(foja cuarentu y dos . 

Tercero: Que á pesar de las notables contradicciones en que 
inourrieron Federico Martínez Rojo y Manuel Rigal no se pro- 
cedió contra ellos, ni se dió importancia á lo expuesto por el 
procesado Agustín Lapuente, en cuanto i ello se refiere, pues 
no se practicó ninguna diligencia para indagar si como éste lo 
decía, fué realmente Murtinez quien le pidió buscara un com- 
prador para las estampillas y si éstas pertenecían á Rigal. 

Cuarto: Que según lo expresado por Martínez Rojo, él pene- 
tró en la escribanía el diez y siete de Agosto, á tas dos y media 
de la tarde, proponiéndole Lapuente la venta de las estampillas 
y un momento después encontró á Rigal en el café de la Ave- 
nida de Mayo y Cbacabuco y le ofreció el negocio : allí se sepa- 
raron, quedando en volverse á ver á las trinco y media de la 
tarde, lo que no se efectuó, y al dia siguiente, el diez y ocho, 
á eso de las diez de la mañana, después de haber hablado 
con Riyal en su domicilio, se reunieron en la confitería de Bo- 
lán esquina Avenida de Mayo y Perú, el exponente, Rigal, La- 
puente y el pretendido dueño de las estampillas, que más tarde 
resultó llamarse Cirio Luis Cordero (foja tres). 

(Hanlo : Que Rigal declara que Martínez se presentó en su 
casa ei diez y ocho de Agosto, como á las nueve y media de la 
mañana, cuando él se estaba vistiendo, á ofrecerle en venta las 
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cuatro mil estampillas, y que más tarda 1 Ins diez y inedia como 
lo hablan convenido, se reunieron en la confitaría de Solari, con 
Lapuente y otro sujeto, que se averiguó ser Cordero (foja ocho 
vuelta). 

Sexto : Que sonde notar en estas declaración es las divergen- 
cias respecto al día y lu hora en que se hizo la oferta de! ne- 
gocio» por Martínez Rojo á Rigal, las que excluyen toda idea 
de confusión; porque sí puede admitirse que los testigos han 
confundido el día diex y siete con el diez y ocho, no debe creerse 
que han olvidado igualmente la hora, siendo esta tan marcada, 
la mañana ó la tarde, y el sitio en que se hizo la proposición 
de venta, el café de la Avenida de Mayo y Cbaeabuco 6 la 
casa donde vivía Rigal, cuando se trata de hechos personales 
de los < x ponentes y ha mediado tan corto lapso de tiempo entre 
el momento en que iniciaron el negocio y aquel en que presta* 
ron su declaración, pues Martínez depone el diez y ocho do 
Agosto y Rigal el diez y nueve del mismo mes. 

Séptimo: Que según lo expuesto por Martínez, Rigal le en- 
cargó que fuese á [o de La puente y le manifestara que lo espe- 
raba en la confitería Je Solari ; estando allí, dijo Rigal que 
tenía el dinero disponible, el «ponente Martínez hizo notar al 
procesado que la estampilla que entregó á Rigal nu tenía goma, 
y por último, antes de separarse» convinieron en que él debía 
avisar á Lapuente la hora y lugar en que volverían á verse para 
cerrar trato. 

Octavo: Que por la declaración de Rigal f é Martínez quien 
lo citó para la confitería de Solari, el mismo le dijo á Lapuente 
que él, Rigal, Uemba el dinero en el bolsillo ; el declarante (Ri- 
gal) hizo notar á Lapuente que la estampilla que le entregó no 
tenía goma t y antes de separarse quedaron convenidos en que 
se volverían á reunir en lo de Solari, á las doce, para realizar 
el negocio. 

Noveno: Que tantas contradicciones sobre hechos personales. 
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que acaban de realizarse, hacen dudar de la veracidad de los 
testigos, y aun cuando no bastan para demostrar que Rigal era 
el dueño de las estampillas y Martínez quien pidió i Lapuente 
que le buscara un comprador, fortalecen la exposición del reo, 
luciendo creer que ha sido sincera, tanto mas cuanto que no 
dieron resultado las diligencias practicadas para averiguar, si 
Cordero era el dueño de las estampillas. 

Décimo S Qne es de sentir que no se huya tratado de indagar 
lo que hubiere de verdad sobre la participación atribuida a 
Martille» y Rigal, porque cualquiera que hubiese sido el resul- 
tado de la averiguación, propendería á la mayor claridad del 
proceso, pues en el caso de comprobarse la inexactitud de lo 
declarado sobre este particular, se habría destruido por completo 
esta defensa, y de lo contrario, habría quedado, quiza, demos- 
trada la irresponsabilidad de Lapuente por esta sola cireuiis- 
tancia. 

Undécimo ; Que el procesado declara que el diez y ocho 
estufo en la confitería de Solari, por llamad» de Martínez 
liojo, para presentarle la persona poseedora de las estampi- 
llas, que era Rigal, y que fué acompañado de Cordero, quien 
se encontraba en la escribanía cuando Rojo lo buscó (foja 
catorce). 

Duodécimo : Que Lapuente no ha atribuido la propiedad de 
las estampillas á distintas personas, como se dice en el cuarto 
considerando déla sentencia apelada, sino que ha persistido en 
todas sus declaraciones en que su dueño era Manuel Rígal 
(tojas catorce, treinta y una vuelta y cuarenta y seis). 

Décimo tercero: Que Santa María, Menieray Lueantia con- 
firman la manifestación de Lapuente de haber comisionado á 
este ultimo, y no á Martines Rojo, para la venta de las estam- 
pillas, debiendo tener presento que da mayor valor 4 estas de- 
claraciones la circunstancia de hallarse detenidos los testigos 
cuando las prestaron, bajo el recelo, por consiguiente, de 
1 1 i 
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aparecer complicados en la causa (fojas veinticinco j veinti- 
nueve). 

Décimo cuarto ; Que lo expuesto por el procesado de haber 
sido Martínez Rojo quien le propuso ta negociación de las es- 
tampillas esta corroborado por lo que declara el testigo Mar- 
t imano Silva, de habérselo manifestado así el mismo Lapucnte 
(foja 90 vuelta). 

Décimo quinto: Que la presencia de Cordero en la escribanía 
y el hecho de acompañar al procesado presentándose con él en 
la confitería se explica por el interés de que se realizara el en- 
cargo que le había hecho de venderle el contrato de una casa 
sobre lo cual expresa haber insistido en diferentes ocasiones y 
para tuya operación debía intervenir el corredor Alejandro Lu- 
cantia (foja treinta j seis), 

Decimosexto; Que el dicho de Santa María de que Lapoente 
entregó en la escribanía en su presencia una estampilla á Me- 
niers, está destruid" por la afirmación de este último de no ha- 
ber penetrado en la escribanía habiéndose quedado en el pasillo 
y de no haber vist" otra estampilla que la que vino por conducto 
deLucantii; cuya entrega á Santa María presenció en el escri- 
torio cié Citapos (fojas veinticuatro vuelta, veinticinco y cua- 
renta y una). 

Décima sétimo : Que Lueantis declara ¡i foja veintinueve que el 
diadiezy siete recibió deLapuente la estampilla queluego entregó 
a Mentersen la calle, porque éste le comunicó que iba i ver 
á Cotapos para ofrecerle el negocio» que Heniers llevó después 
á la escribanía á Santa Haría como presunto comprador y que 
en la declaración de foja ochenta y siete dice el mismo testigo 
que entregó la estampilla I Heniers, quien á su vei la dió á 
Santa Haría. 

Décimo octavo : Que i pesar de la contradicción de Meniers 
y Lucantis sobre quien entregó la estampilla i Santa Muría 
resulta evidente de lo que ellos exponen que se trata sólo de 
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un» estampilla que Lucantis reconoce haber recibido de Lo- 
puente y que por to tanto Santa María no pudo obtener una 
estampilla de Menters y otra de Lucantis. 

Decimonoveno: Que aún cuando en la declaración de foja 
veintiuna dice Santa María que compareció A la oticina con la 
estampilla que recibió de Merniers y otia que le dió Lucantis, 
queda demostrado que únicamente ha tenido en su poder una 
estampilla, entregada por uno de eso» dos testigos, de modo 
que no es creíble que baya llevado á In oficina las dos estam- 
pillas que menciona. 

Vicésimo : Que por la nota dr foja ciento ochenta y dos se 
informa que la* estampillas entregadas en la o misaría de la 
sección segunda, se agregaron al sumario que fué elevado al 
juzgado federal, y no apareciendo en los autos otra estampilla 
que la de foja primera, la que entregó Martínez, según consta 
á foja ocho, no está probado que Santa María llevara á la ofi- 
cina las dos estampillas á que se Teliere, pues tal hecho sólo re- 
sulta de su declaración. 

Vigésimo primero: Que de todo lo eipuestoen los consideran- 
dos anteriores se dtsprvude una fuerte presunción de que La- 
puente no ba tenido en su poder sino las dos estampillas que 
asegura le dejó Martínez Rojo y- de las cuales dice haber 
entregado una A Lucantis y devuelto la otra al mismo Mar- 
tines. 

Vigésimo segundo: Que Marti nei Rojo y Rigal pretenden que 
fué en la confitería de Solari donde el procesado entregó la estam- 
pilla que debía servir de muestra, para ver si eran buenas las 
que ofrecía en venta, hallándose allí presente el sujeto descono- 
cido á quien de relieren en sus declaraciones, ó sea Cirio Luis 
Cordero. 

Vigésimo tercero: Queeldichode Lapuentedenohaber recibido 
más que dos estampillas, de las cuales entregó una á Lucantis, 
en su oficina,*^ devolvió otra á Martínez Rojo, se corrobora 
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por la declaración d« Lucantis, que dice que Lapuente le dió 
una estampilla que él entregó después a Meniers ¡ por la de 
Cordero que á foja treinta y cinco vuelta, al ser interrogado 
ta primera ves, nada manifiesta sobre la entrega de estampillas, 
y que á foja cincuenta y míete, al ser preguntado sobre el par- 
ticular, responde que no ha visto que Lapuente exhibiera es- 
tampillas: y también porque expone Bartolomé Rivera de 
haber visto que Lapuente entregó una estampilla de un peso á 
Martines Rojo, dieiendote : Ahf tiene su estampilla, amigo {foja 
ochenta y nueve vuelta). 

Vigésimo cuarto : Que Lapuente lia explicado de qué manera 
se hizo cargo del negocio refiriendo que Martínez Rojo le pidió 
bascara una persona que le facilitase al dueño de las estampi- 
llas dos mil quinientos >> tres mil pesos, para cubrir un compro- 
miso de dinero que tenía, dejándola* en caución ó vendiéndolas, 
y que esta nlirmacio» está apoyada por lo que exponen los tes- 
tigos Rivera y Silva de haber presenciado, el primero, la devo- 
lución de la estampilla á Martínez y de haberle prometido La- 
puente al segundo prestarle dinero si Eo recibía por una comisión 
de un asunto de estampillas que le había traído Federico Mar- 
tínez Rojo (fojas ochenta y nueve vuelta y noventa vuelta). 

Vigésimo (¡uinto ; Que si fuere cierto que Lapuente entregó 
una estampilla de muestra á Martínez, para que haciéndola 
examinar por persona competente, se cerciorase de que hs que 
le proponía en venta eran legítimas, este hecho demostraría que 
aquel ignoraba que las estampillas eran falsas, pues conociendo 
esta circunstancia no habría consentido el examen prévio que de- 
bía dar un resultado desfavorable y entorpecer ó imposibilitar 
por lo tanto, lo operación que deseaba efectuar. 

Vigésimo sexto. Que el testigo Alejandro Lncantis declara 
también que Lapuente le encargó hiciera revisarlas estampillas, 
con el fin de indagar «i eran legítimas ó falsas, á enyo efecto se 
hizo la pregunta respectiva al señor Blanco, administrador 
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general de sellos por intermedio de Santa María (foja ochenta 
y ocho). 

Vigésimo séptimo. Que debe aimitirse loexpuosto por el pro- 
cesado porque concuerda, en todas sus referencias, con lo que 
declaran Lucantis, Meniers, Santa María, Cordero, Silva y 
Rivera, los que atento su mayor número, deben prevalecer 
sobre el dicho contradictorio de Martínez y de Higa), qur son 
los únicos testigos que se oponen á lo que aquél sostiene. 

Vigésimo octavo; Que tos antecedentes referidos no demues- 
tran que el procesado haya procedido con voluntad criminal al 
tomar participación en el negocio ríe las estampillas, y que, por 
v t contrario, el hecho (le tratar con varias personas, sin reserva de 
ningún género, para realizar la venta, facilitando una muestra 
para que se averiguara si las estampilles eran legítimas hace 
comprender que creía practicar una operación lícita» debiéndose 
agregar en el mismo sentido la presunción que surge de las cir- 
cunstancias personales del procesado (artículo sexto, Código 
Penal). 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento cuarenta y tres, absolviéndose de culpa y cargo al 
procesado Agustín Lapuente, remítase la estampilla de foja 
primera á la rasa de moneda paras» inutilización, j devuélvanse. 
Xotifíquese con el original. 

BENJAMIN PAK. — ABEL BATAN 
— OCTAVIO BUHGE — JUAN 
E . TOMIEKT, 
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¡ion tiabriet Iteus Perello contra don Mariano y don Myuel Nadal 
Mon l t por cumplimiento de contrato; sobre apelación de sen- 
tencia de los tribunales ordinarios. 

Sumario. — De la sentencia de Los tribunales ordinarios que 
se ha limitado A fallar interpretando y aplicando los códigos 
cómanos, no procede recurso para ante la Suprema Corte. 



Caso. — Resulta do la 



VISTA DEL SEtiOK PROCURADO K GENEI1AL 

Dueños Aires, Febrero 16 de 1698. 

Suprema Corte: 

Ni Id sentencia de primera instancia de foja 142 ni la de la 
Eitaa . Cámara a quo de foja i 83 vuelta, han tratado ni resuel- 
to punto alga no constitucional. 

Sólo se ba discutido la existencia y alcance de un contrato 
entre partea, que la última sentencia ha declarado existente y 
obligatorio con sujeción á las disposiciones de los artículos 1197 
y siguientes del Código Civil. 

T no siendo materia del recorso para ante Y. £., ni las de- 
claraciones de hecho ni la aplicación de los códigos de derecho 
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comu n, el de queja traído para ante Y. £, en' esta causa, no 
procede con>ujecion á lo dispuesta eo el artículo 14 de Iti ley 
de jurisdicción nacional. 
Pido á V. E,, se sirva así declararlo. 

Sabimano Kicr. 



Buenos Airus. Julio ¿fl da 184!*. 

Autos y vistos: Y considerando: Que el recurrente nohapues- 
to en cuestionen el pleito derecho alguno que haya pretendido 
como derivado ¡t su favor de tas disposiciones de la Constitu- 
ción, de moda que un lia recaído, pñ consecuencia, resolución 
alguna sobre el particular pronunciada por los tribunales de la 
Capital. 

Que la causa se ha ventilado y fallado interpretando y apil- 
ando los códigos comunes. 

Que en virtud de los antecedentes recordados, la improce- 
dencia del recurso resulta de los términos claros de los artfca- 
lo> catorce y quince de la ley de jurisdicción y competencia y 
noventa de la ley de organización de los tribunales de la Ca- 
pital. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se declara bien denegado el recurso inter- 
puesto a foja ciento noventa del expediente principal. Repues- 
tos los sellos, agregúense los autos principales y notificado que 
sea con el original, devuélvanse estas actuaciones. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAEAN. 
— OCTAVIO BURGE. — JUAN K. 
TOHHENT. — II. MARTINEZ, 
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Don Francisco Francioni ron Torres, Sturiza y compañía 
por f:obro de pesos » ; incompetencia ; sobre costas 

.i 

Sumario. — En la <mu*h di* un extranjero contra una socie- 
dad, do hay mérito para condenar a* actor en las costas del 111- 
cidt-nte de incompetencia, cuando ésla se declara por ruzonde 
haberse ventilado loa antecedentes ante la justicia ordinaria, y 
de ser extranjero un miembro de la sociedad demandada, cuyo 
nombre, no figura en la ratón social. 



Caso. — Resulta del 



Falle* ftel Jiwk Federal 

Muchos Ainw, Agosto 17 de 1398, 

Autos y vistos : Para resolver sobr«- la excepción de declina- 
toria de jurisdicción interpuesta por loa señores Torres, Sturi- 
za y compañía, en el juicio que por cobro de pesos les lia pro- 
movido don Francisco Francioni, resulta del eiámen de autos: 

Que don Francisco Francioni, demandó á los señores Torres, 
Sturiza y compañía ante el juzgado de primera instancia en lo 
civil de la Capital, ;í cargo del d " tor Luis F. Posse, dictando 

T. LUX T 
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de nulidad de los autos de la referida sociedad, cuya causa ter- 
minó por la transacción que corre á fojíi — 

Que más tarde, úl mismo don Francisco Fraocioui, demandó 
ante el juagado de primera insta neia en lo civil de la Capital, 
á los mismos señores Torres, Sturiza y compañía, por ejecu- 
ción de la referida transacción por la vía ejecutiva, declarándo- 
se ésta improcedente, según consta á foja*.. 

Y considerando: Que las razones en que fundan la excepción 
de incompetencia los demandados, son dos: la primera la que 
Mirge de )u disposición del articulo 12, inciso 4°, de Liley de ju- 
risdicción y competencia de los tribunales federales de 14 de 
Setiembre de 1863, por cuanto en entender de los demandados 
se trata de un juicio radicad" ante la justicia ordinaria, y co- 
mo tal, no puede venir ú la jurisdicción federal, si no en la for- 
ma prevista por el referido artículo y el 14 de la misma ley de 
competencia ; y la segunda, en la aplicación del articulo 10 de 
la misma ley de jurisdicción y competencia de 14 de Setiembre 
de 1863, por cuanto ulegan los mismo» demandados, ui.o de 
ellos, don Eduardo Xerzeru, no es de nacionalidad argentina, 
sino oriental, y siendo esto así, y atenta la nacionalidad del ac- 
tor señor Franciwii, francesa, no es caso que surta fuero fe- 
deral. 

Que en cuanto ú la primera razón aducida, resultando exacto 
que el actor en el presente juicio, don Francisco Fraucioni, si- 
guió juicio ante la justicia ordinaria «lela Capital, contra los 
mismos demandados en el presente juicio, por dos veces, una 
antee) juez doctor Posse, que concluyó con la transacción do 
foja... y otra ant<- el señor juez doctor Centeno, por ejecución 
d» 1 ia misma transacción, es, en concepto del infrascripto, di 1 
aplicación al cuso sub-judice, la prescripción mencionada del 
inciso 4 o , artículo 12 de la ley de jurisdicción y competencia de 
loa tribunales federales de 14 de Setiembre de 1863, porque, 
en efecto, se trata de un juicio radicado ante los tribunales or- 
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dinarios, que debe fenecer en todas sus consecuencias» ante los 
miamos. 

Que el texto mismo del citado incidí i* del artículo 12 
de la ley referida así lo estatuye, cuando dice; • Siempre que 
en pleito civil, un extranjero demande á una Provincia Hnn 
ciudadano... ante un juez ó tribunal de provincia... se enten- 
derá que la jurisdicción ha sido prorrogada... y (la causa) no 
podrá ser traída á la jurisdicción nacional, por recurso alguno, 
salvo en los casos especificados en el artículo I i». 

Que asi, siendo los misinos en el casn .sub^judife^ el actor y 
los demandados, y Jo mismo la causa y la demanda, el juicio 
radicado ante la justicia ordinaria de la Capital ^equiparada A 
la de provincia), no puede venir ¿ Ja jurisdicción naciuual sino 
en virtud de encontrarse en alguno de los casos previstos por el 
referido artículo 14 de la ley de jurisdicción y competencia de 
14 de Setiembre de 1863. 

Que respecto del segundo argumento en que se funda la de- 
clinatoria de jurisdicción, la nacionalidad de don Eduardo Ner- 
zero de la razón social Torres, Sturiz¡i y compañía, resultando 
do la féde bautismo de foja... y de las declaraciones concor- 
dantes de foja,., que es oriental, basta este hecho, para que 
sea aplicable al caso sub-jmtice !o dispuesto por el artículo 10 
de la citada Iry de jurisdicción y competencia ya mencionada; 
porque, en efecto, tratándose de comprobar la nacionalidad, el 
lugar del nacimiento, hay que dar fe á la partida de bautismo, 
como lo prescribe el Coligo Civil, y mucho mis cuando ésta se 
halle corroborada por la* declaraciones de testigos mayores de 
toda excepción, como debe conceptuarse á los presentados por 
los demandados desde que ninguno de ellos ha sido tachado, 
eoiuo pudiera serlo, por la contraparte. 

Que así se ve claramente que es también de aplicación al 
presente caso, la disposición del l itado artículo 10 que se invoca 
p¿r la parte demand.ida. 
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Por estos fundamentos, y los concordantes del escrito «le in- 
terposición de la excepción de í neo in potencia de foja.., j los 
aducidos en el informe in ooceqitu tuvo lugar en esta causa, 
este juzgado, declarando procedente la excepción dilatoria in- 
terpuesta por lo- demandados, su declara incompetente para 
conocer en osta cansa ; ordenando, en su mérito, que el actor 
ocurra donde corresponda, todo sin especial condenación en las 
costas, por no encontrar mérito para ello. 

Repónganse las fojas. 

P. Qlawhm y (JHfflf . 



VnUm 4« !• Suprema € *rt* 

UinMios Aire*, Julio '!«■ W%), 

Y vistos : No ene .nt raudo mérito para la condenación en cos- 
tas que pretende el apelante, se continua el auto apelado áv fo- 
ja ciento sesenta y nueve, eo la parte apelad». 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

1IENJAMIN PAZ. — ABE BAZAR. 
— OCTAVIO Bt'MÜK. — JOAN E. 
TOKNENT. — II. MAkTIKBl. 
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íton Antonio Souef contra Chouet y compañía, por daños 
tf perjuicios ; sobre personería 

i 

Sumario. — - VA poiter conferido paru los asuntos que tengan 
relación cotí las marcas de fábrica, demandando 6 defendiendo, 
es suficiente para que el apoderado conteste la demanda por 
daños y perjuicio.-) procedentes de un juicio seguido por él so- 
bre falsificación de marca de fábrica. 



Caso. — El señor Ernesto G. Borré se presentó exponiendo: 
Que v n un domicilio que no es el suj », aun cuando anterior- 
mente lo baya constituido como legal, en algunos asuntos, leba 
sido dejada una cédula de notificación, con unas copia!» que de- 
vuelve en secretaría. 

Que el señor Souef le atribuye una representación que á su 
juicio no tiene, y por lo mismo, se cree inhibido para tomar en 
este asunto una intervención que no le corresponde. 

Que c% cierto que defendió á los señores Antonio Cbouot j 
compañía en la causa contra Sonef á que se refiere el testimonio 
de sentencias exhibido, pero tul intervención fué asumida en 
virtud de un poder especial que todavía ?stí agregado a la cau- 
sa respectiva, cu la secretaría del doctor Tedin. Ese poder sólo 
le autorizaba para tratar de descubrir y perseguir en esta Re- 
pública, las falsificaciones de las marcas do fábrica de los otor- 
gantes ; pero ese mandato no le faculta para representar á los 
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señores Choue t y compañía en todos sus asuntos judiciales de 
cualquier naturaleza, y menos para entender en causas eu que 
ellos vienen á ser demandados. 

Que aiirraa Souef en su escrito, que hit hecho proposiciones 
de arreglo á los señores Chouet y compañía y como para tal cosa 
no se bu entendido con él es porque ha debido comprender que 
carecía de personería. 

Que, por atraparte, ¿ es admisible, ni siquiera lógico y equi- 
tativo que se le quiera obligai á contestar ana demanda care- 
riendo tle instrucciones de sus supuestos poderdantes y sin per- 
sonería bastante para hacerlo? 

Que sostiene la negativa, y fácilmente se comprenda que un 
un asunto tan importante como éste, en que Souef se atreved 
pretender la friolera de trescientos setenta mil smeiéntoí 
ochenta pesos moneda nacional partidas por la mitad, no de- 
sea cardar con las responsabilidades, por más que crea queBoucf 
no obtendrá, en deiiuitiva, un soto peso. 

Que los señores D. Chouet y compañía, dueños de la perfu- 
mería conocid a por del doctor Pierre tienen su domicilio y resi- 
dencia en París, como bien lo sabía Souef sí lea ha escrito co- 
mo l<i afirma. 

Que, por consiguiente, corresponde se ordene que la presente 
demanda s« entienda con los señores Chouet y compañía, noti- 
ficándoos directamente por medio de exhorto á tin de que asu- 
man ellos la intervención debida, enviando poder en fo.ma, á 
persona de su confianza, con las instrucciones y expensas ne- 
cesarias. 
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Falla del J«cs red mi 

Unenos Aires, Noviembre 17 de 189t>. 

Y vistos: Pura resolver sobre el incidente formulado por don 
Ernesto Borré sobre la falta de poder para contestar la deman- 
da interpuesta contra Ü. Chouet y compañía, su mandante. 

T considerando: Que la fórmula de especial que se le atri- 
buye al poder sustituido ú Borre por Nicoiesco, mandatario á bu 
vei de Chonet y compañía, según consta del certificado que an- 
tecede, se refiere únicamente páralos asuntos relacionado* con 
las marcas de fábrica ó de los que con ellos tengan atingencia. 

Que entre otras facultades que el poderdante confiere, se en- 
cuentra expresamente indicada la de proceder «tanto deman- 
dando como defendiendo amistosamente ante los tribunales», lo 
que importa autorizar al mandatario á proseguir o defender los 
pleitos que contra su mandante se inicien Ó aquellos que algu- 
na relación tengan con la marca de fábrica de U misma. 

Que siendo la presente demanda el resultado de una acción 
qnenacede los hechos relacionados con la marca de fabrica del 
poderdante y con motivo de una sentencia dictada en juicio de 
esa naturalesa seguida por Chouet y compañía contra Souef, el 
apoderado de aquellos, 6 sea Borré, debe representarlos al pre- 
sente caso, á estar á los términos y texto eipreso del poder re- 
ferido. 

Que en igual sentido se acaba de resolver en la causa que el 
mismo Souef sigue contra Vietor KIoU confirmando la de este 
juagado quediapoufa la contestación de la demanda interpuesta 
por ser bastante el poder conferido, y siendo este incidente de 
la misma o atu raleas que aquél, debe ser resuelto en igual forma. 

Por estos fundamentos y los del escrito de foja 12, que el 
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juzgado encuentra «justados v acepta, se resuelve: quedan 
Ernesto Borré tiene poder suficiente para entender en la de- 
manda entablada contra Chouet y compañía ¡ intimándosele, en 
consecuencia, lo haga derechamente dentro del término legal, 
con costas a su cargo. Notifiquen original y repóngase el 
papel. 



Vistos y considerando: Que como 1» establece el auto apela- 
do, el poder de foja quince acuerda expresamente la facultad de 
estaren juicio como actor ó demandado, en tratándose de lus 
materias á qtie dicho poder se refiere. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto apelado de fo- 
jo veintiuna, se confirma éste, con costas. 

Notifiquese original y repuestos tos sel ios, disuélvanse. 



. i ffustin Ordina rrain . 



• mHm 4* I» 
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Bueno* Aires, Julio ¿Ü de 189íí. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA* . 
— OCTAVIO BUNCE — JUAN E . 
TOHRKNT. — U. MAHTIBEE. 



(1) Igual resolución se dkló en |¡i misma fecha, en asunto mnílogo de 
don Antonio Souef contra Prot y compañía, representados con poder de ta 
niismn clase por don Krncslo C. Horre. 
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i)on J.nís Sessarego contra ta provincia de Entre Ufas 
por cobro de ¡tesos 

Sumario. — Ejecutada y eni regada la obra, es deber del loca- 
tario pagar los saldos <M precio que resulten ¡í favor del locador, 
con más el interés legal desde la presentación de sus cuentas, 
debiendo dichos saldos deducirse do los antecedentes exhibidos 
para apreciarlos. 

t aso. — ha «plica él 



r*ll« de la *ti*i*m* Corte 

Buenos Aires, Julio 29 de 1899. 

Vistos estos autos inicía l os por don Luis Sessarego, contra 
la provincia de Entre Bius, por eol.ro de pesos, de los que resul- 
ta t Que el citado Sessarego, representado por el doctor Antonio 
Robtrosa, expone : que el once de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y cuatro contrató con el Poder Ejecutivo de la provin- 
cia de Kntr Rios, la construcción del palacio de gobierno, en la 
ciudad del Paraná por la suma de doscientos cincuenta y dos mil 
seiscientos cuarenta y siete pesos ochenta y cinco centavos oro ; 
que empezó inraédiatann-nte la obra y, que habiendo sido ésta 
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concluida, hizo entrega del palacio después de baber cumplido 
todas las obligaciones ;i su cargo, entrega orificada seis años 
antes de] día de I» demanda, más ó rnenos; que lío solo habí* eje* 
outado los trabajos proyectados, sinó diversas obras fuera do pre- 
supuesto, porque para ello había sido requerido de conformidad 
con las estipulaciones del contrato, efectuando en su virtud, el 
cambio de los tirantes de madera convenidos, por tirantes de 
hierro puestos en el primar piso y en el techo ; importantes mo- 
dificaciones en el interior de la tone; modificaciones también 
eu el salmi de la Legislatura ; el desmonte ? nivelación de la 
pinza, y mil detalles más que le era imposible enumerar; qoe 
el importe de los trabajos extraordinarios ascendía ú la suma 
de noventa y oHin mil ochocientos cincuenta y seis pesos moneda 
nacional y doce mí) seiscientos cincuenta pesos oro sellado, 
tomando por base los precias corrientes jí la fecha de la conclu- 
sión y entrega de la obra : que por el cambio de lo* tirantes, ya 
meneirinadna, se convino expresamente que se le alionaría ocho 
míl ciento cincuenta pesos oro por los del primer piso y cuatro 
mil ciento cinco pesos (quiso decir cuatro mil quinientos pesos) 
también oro por tos del techo, conviniéndose en el precio de 
seis mil quinientos papel, por el desmonte de la plata, y en el 
de quinientos pesos de la misma moneda por su nivelación, y 
que no hubo precio préviamente ajustado respecto ¡i los demás 
trabajos; que después de entregada la nbra y estando ya, por 
consiguiente el gobierno de la provincia en posesión del palacio, 
ocurrió un gran huracán que produjo considerables perjuicios, 
cuya reparación realizó, previa órden del Poder Ejecutivo, ha- 
hiéndese estimado esos trabajos, de coi» un acuerdo, en seis mil 
pesos moneda nacional ; que convertido á papel el crédito de 
doce mil seiscientos cincuenta pesos oro al tipo del cambio del 
día, y hecha la suma comprensiva del valor de las obras extras 
y del precio lijado en el contrato, resulta un total de trescien- 
tos noventa y un mil doscientos noventa y tris pesos ochenta 
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y cinco centavos moneda nacional; que había recibido i cuen- 
ta la suma de trescientos mi) novecientos cincuenta y nueve 
pesos moneda nacional, y que había dejado de ejecutar obras 
comprendidas en el emirato por valor de catorce mil ciento 
once pesos con setenta centavos por haberlo así dispuesto el 
arquitecto director, sumas que deben descontarse del impor- 
te total de las obras realizadas; que practicada esa reducción 
queda un saldo de setenta y seis mil ciento veinte y tres pesos 
con quince centavos moneda nacional á su favor que con los 
respectivos intereses, ab-anza á ciento diecisiete mil seiscientos 
cuarenta y tres pesos con quince rentaros, por los que deduce 
formal demanda, que, aunque tiene acción contra el gobierno 
de la provincia demandada, fundada en habérsele hecho los pa- 
gos en moneda nacional, cuando sostienen que los precios esti- 
pulados en el contrato eran á oro, nada pide á ese respecto, 
reservándose esa acción para otro juicio; que inmediatamente 
de entregado el palacio, había reclamado del gobierno el pago 
de las cantidades que se le adeudaban, no habiendo cesado de 
gestión:) r, en ese sentido, dorante los seis años próximamente 
transcurridos desde la conclusión de la obra sin haber podido lo- 
grar que sus derechos le fueran reconocidos y satisfechos, y 
pide, en consecuencia, que se condene oportunamente al deman- 
dado al pago de ta cantidad reclamada, A á lo que resolte de la 
apreciación de los peritos que deben nombrarse, según lo esti- 
pulado, con más sus interesas y costas del jnioio. 

El actor, exponiendo en el segundo otrosí, del escrito de de- 
manda, que no acompaña el contrato primitivo y los otro¡¡ que 
invoca, por no tenerlos en su poder, y que necesita además so- 
licitar la agregación de varios documentos qne se hallan en e) 
expediente administrativo seguido por él ante el Poder Ejecu- 
tivo y la Legislatura de Entre Ríos, sobre la construcción del 

ir 

palacio,, pide se libre el correspondiente oficio, á fin de que 
sean traídos esos expedientes. 
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Que citada la Provincia demandada, no se presentó a) juicio 
dentro del término del emplazamiento, en cuya virtud se la 
declaró rebelde por el auto de fojas doce, en el que, á instancia 
del demandante, reiterando el pedido del otrosí de la demanda 
Á que se ha hecho referencia, se mandó librar los oficios solici- 
tados, habiéndose traído en sn mérito, el expediente adminis- 
trativo que «-orre de fojas treinta y feis á ciento treinta y cuatro 
in<lusive, mandado ugregar por la providencia de foja ciento 
treinta y cinco. 

Que por el autu de foja ciento cuarenta, y con la calidad de 
par.i inejor proveer, la causase recibió í prueba por el término de 
diez días, por vía de justificación resultando de la nota de foja 
ciento cuarenta y dos, que no se ha producido prueba durante 
ese término. 

Que ci demandante en su escrito de foja ciento cuarenta y tres, 
manifestando los inconvenientes que obstan á busear elemento 
de juicio en ti ri dictámen pericial, pide se tenga como prueba 
todas y cada una de las constancias del expediente administra- 
tivo acumulado á estos autos, cuanto le favorecen y que se 
falle, sin más trámite, con lo que, por estar vencido el término 
de prueba, se dictó á foja ciento cuarenta y dos el decreto de 
autos. 

Y considerando : Que procede la jurisdicción originaria de 
esta Suprema Corte con arreglo al articulo ciento uno de la 
Constitución, y primero, inciso primero de la ley de jurisdicción 
y competencia, por ser la Provincia de Entre Ríos una de las 
partes, y un vecino de la provincia de Sania Fé la otra, como 
el hecho de haberse entregado ese palacio, hallándose en pose- 
sión de él el gobierno de la provincia ya desde fines del año 
de mil ochocientos ochenta y nueve, porree así consta del con- 
trato de foja setenta y del conjunto de las demás piezas que 
con ese contrato se registran en las actuaciones administrati- 
vas traídas, en las quu ambos hechos están reconocidos por los 
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dos interesa'! os, versando las divergencias tan sólo sobre los 
saldos resalta otea de las obligaeijne* contraídas. 

Que está también fnera de discusión que se estipuló por la 
obra el precio de doscientos cincuenta y dos mil seiscientos 
cuarenta y siete pesos con ochenta y cinco centavos y que se 
hicieron aumentos y reducciones en el trubujo, que debieron 
motivar y motivaron aumentos y disminuciones en relación a! 
precio convenido para la construcción, por hallarse así acredi- 
tado en los mencionados expedientes administrativos y previs- 
to en el artículo veinte y tres del contrato (Toja cuarenta y 
tres). 

Que los interesados, no concordaron en la apreciación de las 
obras extras y do la* que t entrando en las convenidas, se deja- 
ron de ejecutar, consistiendo ta principal divergencia en la 
clase de lüone la con que su había estipulado et pagu de la dife- 
rencia de valor entre los tirantes de madera que debían colo- 
carse en el primer piso, y los de íierro que realmente se colo- 
caron, y aunque hubo también divergencia respecto á las 
cantidades entregadas á cuenta al constructor, esa divergencia 
ha dejado de t-xitir, porque la di-manda reconoce que el actor 
recibió á ese título la suma de trescientos mil novecientos pin - 
cueutay nueve pesos moneda nacional ; suma igual á la que re- 
sulta del informe do la contaduría de la Provincia de foja 
cuarenta y seis, confirmado por el de foja sesenta, y nueve 
vuelta, producido éste, después de haberse hecho en presencia 
dr l constructor, minuciosa revisaeion de los antecedentes. 

Que antes de hacer en detalle, en cnanto sea necesario, la 
apreciación de las partidas que constituyen ul cargo y descargo 
del locador y locatario, en lo que á la obra contratada se refie- 
re, conviene desde ya hacer constar que, cuando se dice en la 
demanda que los trabajos extraordinario» ascienden á la suma 
de noventa y ocho mil ochocientos cincuenta y seis pesos mo- 
neda nacional y doce mi) seiscientos cincuenta pesos oro sella- 
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do, si - aürnia un hecho desautorizado por el mismo actor en sus 
gestione» administrativas, puesto que, en su cuenta de foja 
treinta y seis da la cantidad de noventa y ocho mil novecien- 
tos sesenta pesos con cincuenta centavos moneda de curso legal 
como valor total de ta* obras adicionales, y en la de foja cua- 
renta y una, salvo el precio de ocho mil ciento cincuenta pesos 
por la sustitución de los tirantes del primer piso del palacio, 
consigna (segunda partida) la suma de ochenta y cuatro mil 
cientos setenta pesos moneda nacional, como valor también 
total en razón de las demás obras extra; cuentas que revelan 
• xcetto en la petición de la demanda. 

Que como ya ae ha expresado, la divergencia principal entre 
las partes, demostradas por las actuaciones administrativas con- 
sistía en que mientras Sessarego entendía que la diferencia de 
valor por la sustitución de tirantes de madera por de hierro en 
el primer piso, se había estipulado en el precio de ocho mil 
i-iento Cincuenta pesos fuertes oro sellado, no se reconocía 
>in ó igual suma nominal, pero en concepto de estar convenida 
moneda i¡acion<il ; punto sobre el que aun está pendiente la re- 
. solución del gobierno de ta provincia. 

(¿ue la prueba qtté con suficiente fuerza y claridad s? despren- 
de de los expedientes administrativos, abona la pretensión de 
Sessarego, porque la* declaraciones caracterizadas de tos testi- 
gos de foja ciento nueve, ciento diez vuelta y ciento diez y seis 
vuelta afirman que la sustitución de los tirantes para el pri- 
nteí piso se presupuestó á oro; porque el informe de foja cien- 
to diez y ocho dice expresamente que • el importe del extra 
autorizado pnr el cambio de tirantes en fierro en vez de los de 
madera para iodos los piso» y techos, es más 6 menos de vein- 
ticinco mil pesos », lo que demuestra hasta la evidencia que no 
pudo ser en moneda nacional que se estipularon los ocho mil 
cíenlo ciu - tienta pesos por el cambio de tirantes, en el pri- 
mer piso, cuando sólo se estipulo el resto por cuatro mil qui- 
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mentos peso», lo que darla una suma eonsidurablemente infa- 
rior á la declarada en dicho informe. 

Que, aunque loa testigos mencionados no suministran datos 
para precisar la suma numérica ú que subí» el presupuesto 
para el cambio recordado, do puede dudarse que esa Buma es la 
determinada por el actor, porque consta de Ion expedientes ad- 
ministrativos que no ha habido divergencia sobre la cifra, en lo 
que han estado con formes Us dos partes, si nú sobre la clase de 
moneda estipulada, debiendo desdi- ya hacerse valer en el sen- 
tido de estas consideraciones, las que se hacen en seguida sobre 
el valor que representa á favor del empresario el cambio de los 
tirante* en el techo. 

Que este último cambio, que la demanda pretende haberse 
estipulado ü oro, se convino realmente a papel, porque ei actor 
así lo comprueba de modo indulable en sti citada cuenta de 
foja cuarenta y una, eu la que, con excepción de la partida de 
ocho mil ciento sesent a pssos fuertes oro sellado, referente a la 
¡sustitución de los tirantes en el primer piso del palacio, se en- 
globan las demás obras extra eu la partida á moneda nacional 
de ochenta y cuatro mil trescientos setenta pesos, porque en las 
gestiones administrativas solo ha sostenido que se le deba eu 
oro la mencionada sumu con prescindenoia de la colocación d.- ti- 
rantes de fierro en el primer piso; y porque el mismo dice á foja 
sesenta y siete, que el berro empleado en el segundo piso y arma- 
dura no alcanza á representar ni la sexta parte de la empleada 
eu el primer piso, loque uu permite dudar que, si para el primer 
piso se h'ihia convenido en ocho mil ciento cincuenta pesos oro, 
por el cambio de los tirantes de tíerro, no puede ser cierto que 
se hubiera estipulado el de cuatro mil quinientos pesos de la 
misma moneda por el de los techos, constando (decreto de foja 
ciento treinta y tres) cóttw consta, que, para la liquidación di' 
la diferencia del costo de los materiales requeridos para el últi- 
mo de esos cambios, debería tomarse eumo base la diferencia 
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convenida ene] cambio autorizado ¡«ara los techos del primer 
pi^o, de modo que, el precio de cuatro mil quinientos pesos por 
el cambio de los tirantes de los techos, revela por sí mismo que 
se trata de moñuda nacional, revelando u la vez que fué en oro 
la diferencia convenida para el cambio ríe loa tirantes en el pri- 
mer piso, pues que soto así ia suma de esas partidas lia podido 
st-rvir de base prupnrcional para la liquidación de ta otra. 

Que hay que concluir en consecuencia quede los dooe mil 
seiscientos cincuenta posos oro sellado en que la demanda dice 
se estipuló el cambio de tos tirantes de madera por de fierro, 
sólo hubo esa estipulación en rcluciuii a los ocho mil ciento oíli- 
cnenta pesos, correspondientes al cambio del primer piso, sien- 
do 1» demás a moneda nacional. 

Que no sólo la demanda no ha podido hacer de! valor del 
cambio dé tirantes en el techo un capítulo especial de cobro i 
uro. sino que ese valor debe considerarse comprendido en la su- 
ma que en globo se consigna en la segunda partida de foja cua- 
renta y una, puesto que esta partido, según ya se ha dieh», 
comprende toda* las obras extra á gue la demanda se reílere, 
ron la sola excepción de la relativa al cambio de tirantes en 
el primer piso. 

Que viniendo al e rámea de las demás partidas (or obras y 
trabajos* extra ejecutados durante la construcción del palacio, 
que el demandante no detalla siu6 muy parcialmente, pero que 
se detallan en la planilla de foja cincuenta y tres, complemen- 
taria del informe de foja cuarenta y siete vuelta» se observa, 
desde luego, que hay conformidad de partes en lo que se r Itere 
al co^to del desmonte y nivelación de la plaza, que el actor dice 
haberse convenido en seis mil quinientos pesos papel y quinien- 
tos pesos oro respectivamente, y que aparecen en dicha planilla 
(parti la tercera) representados por suma igual de hiele mil pe- 
sos, que es de creer comprende las dos ñoras ó trabajos aunque 
sólo menciona el desmonte. 
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Que deduciendo de la suma de setenta y seis mil setenta y 
seis pesos, total de k planilla de foja cimenta y tres, la can- 
tidad de ocho mil ciento cincuenta p, SO s de la primera partida 
deuda a oro, queda un saldo de sesenta y siete mil novccientot 
diei y 8tíia p, aoa TO0 „ eíla )ega| m ^ s(! wWmM ^ 

Departamento Topográfico el valor de las obras y trabajos 
extra. 

Que habiendo igual operación en lo que respecta á I» eueuta 
presentada por Sessarego y que corre á foja treinta y S0 ¡ S( e , 
decr, rebajando de los noventa y ocho mil novecientos sesenta 
pesos cincuenta centavos, q l)e esa cuenta arroja como importe 
total de las obras extra la sumado veintiocho mil quinientos 
veinticinco pesos, equivalente de ¡os ocho mil ciento cincuenta 
pesos oro, según el mismo actor (cuenta de foja cuarenta y 
uno), resulta una diferencia de setenta mil cuatrocientos trein- 
ta y cinco pesos cincuenta centavos. 

Que loa resultados de las precedentes operaciones dan entre 
la citada cuenta ,íe foja treinta y seis y p | an i]| a de fojft m 
cuenta y dos, una diferencia que sólo olean™ * dos mil quinien- 
tos die* j nueve pe.os cincuenta centavos lo que eiplica que 
^sarego haya manifestado en los expedientes administrativos 
su conformidad en que se haga la liquidación con arreglo á los 
precios de las obras extra determinadas en la mencionada pla- 
nilla de foja cincuenta y tres, siempre que se lo reconozca que 
es a oro el crédito por ocho mil ciento cincuenta pesos por cam- 
bio de tirantes en el primer piso, y S e le reconeca igualmente 
el derecho á la suma de seis mil pesos por obras ejecutadas 
después de la entrega del palacio (fojas ciento veintiuno y cien- 
to veintidós). * 

Que la misma cuenta de foja cuarenta y una, en la que se- 
gún ya se ha hecho constar, el demandante engloba en la se 
ganda partida todas las obras extra, menos ta del cambio de 
tirantes en el primer pi fl0 , arguye contra las cifras a que llega 

H 
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la demanda a ese respecto, porque además de no dar aquella 
■inó ochenta y cuatro mil trescientos setenta peses moneda 
nacional, por use concepto, mientras que Ja demanda pretende 
por el mismo concepto noventa y och o mil ochocientos cínenen - 
ta y seis pesos, hay que agregar, que en esta suma no se indu- 
je el valor del cambio de los tirantes en los techos que está 
incluido en aquella, debiéndose llamar la atención también, en 
que la cantidad que la demanda dice corresponder á trabajo* 
extraordinarios en moneda nacional, apenas si se distancia en 
ciento cuatro pesos cincuenta centavo^, déla que la citada cuenta 
de foja treinta y seis, presentada por el actor en diez y seis de 
Setiembre de mil ochocientos noventa y dos, arroja como valor 
total de esos trabajos. 

Que por el mérito resultan Le de los datos comparativos ex- 
presados, por la actitud de Sessarego en los expedientes admi- 
nistrativos, mostrándole dispuesto á no hacer cuestión respecto 
a la apreciación de las obras extras y su detalle, en loa térmi- 
nos en queso contienen en la planilla de foja cincuenta y tres, 
siempre que se le reconozca que es á oro el precio estipulado 
para e! cambio de los tirantes en el primer piso y se le abone 
la cantidad de seis mil pesos por obras posteriores á la entrega 
del palacio, por no haber el demandante contestado en concreto 
la exactitud de la expresada planilla en loque se relaciona con 
el número y clases de las obras ejecutadas, limitándose á decir 
á ese propósito, á foja sesenta y siete vuelta, que una buena 
parte de l»s trabajos resultan sin estimación aigr.ua como si no 
se hubieran hecho, y teniendo también en -iuenia, que el mis- 
ino actor en su escrito de fuja ciento cuarenta y tres, abandona 
el medio déla investigación pericial, que clasifica de dispen- 
diosa y difícil, pnedeu aceptarse en justicia las conclusiones i 
que conduce La referida planilla do foja cincuenta y seis en lo 
referente á tos trabajas extraordinarios ejecutados durante la 
construcción del palacio, excepción hecha de la partida concer- 



DK JUSTICIA M ACION AL ff& 

uiente ¿ Ib sustitución de timotes en «1 primer piso (primer» 
Partida), pura lo que vale Además, con fuerza concurrente, las 
conclusiones de esta sentencia sobre las dos partidas que cons- 
tituyeron propiamente la divergen^a entre los interesados du- 
rante la secuela de Jas actuaciones administrativas. 

Que, por iguales razones j porque ni siguiera se ha contesta- 
do formalmente la planilla de foja cincuenta y siete en que se 
Jetallau y aprecian por el Departamento Topográfico, los tra- 
bajos que, entrando en los convenidos en el contrato dejaron 
de ejecutarse, según se ve á foja sienta y cuatro y vuelta, 
debe aceptarse igualmente que el valor representado por esas 
reducciones sube á la cantidad de diez j ocho mil trescientos 
pesos moneda nacional que arruja esa planilla. 

Que está acreditado que el demandante eje.-utó después de 
la entrega del palacio las obras de reparación que demandó y 
por Í4s que cobra Ja suma de seis mil pesos moneda nacional, 
porque así resulta de las dt'd acciones de foja ciento diei vuel- 
ta y foja ciento catorce, á las que debe agregarse, en miad de 
la fuerza concurrente que comporta, la declaración de foja cien- 
to diez, en que se afirma el hecho de los deterioros ó destruios 
alegados por el demandante atribuyéndoles (a misma causa ge- 
neradora. 

Que el valor jurídico de esa prueba, en cuanto conduce á 
acreditar la realización de un hedió cumplido constitutivo de 
una prestación verificada por Sessarego á favor de la provincia 
se baila bajo el amparo del artículo mil ciento noventa y uno 
del Código Civil. 

Que aunque en el dictamen fiscal de foja ciento veintitrés, 
se dice (foja ciento veinticuatro vuelta) que * l»s trabajos por 
reparaciones, becbos después de entregada la obra, están calcu- 
lados en tres mil quinientos pesos veintiocho centavos, de los 
que manifiesta haber recibido cuatro mil pesos el constructor», 
es indudable que ese funcionario ha sido inducido en error oon 
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U lectura de la quinta partida de la planilla de foja cincuenta 
y tres, porque según se dice expresamente en el informe de foja 
cuarenta v siete vuelta, á que se acompaña esa planilla, en 
esta no l.av partida alguna que se retida á trabajos de Sessa- 
rego posteriores á la entrega, y se afirma que el informante no 
tien* conocimiento de la reparación que Sessarego dice habér- 
sele ordenado; siendo también indudable que la suma de cuatro 
mil pi'AOS mencionada en el precitado dictamen, abonada á cuen- 
ta por trabajos de reparación según Sessarego (foja cuarenta y 
tres vuelta), ó abonada por trabajo* anfcomados no comprendi- 
dos en el contrato, según ei Departamento Topográfico (foja 
cuarenta y nueve vuella), está incluida en la suma total de 
trescientos mil novecientos cincuenta y nueve pesos que recibió 
el demandante, de la provincia, y que aquel reconoce á favor 
fie ésta en la demanda (informe de foja cuarenta y seis). 

Que el méritu de autos, la reMdía del demudad», y hasta 
la circunstancia de la aceptación de los precios y cálculos del 
Departamento Topográfico en lo que se refiere á las obras adi- 
cionales pagaderas ú papel y al valor de los trabajos que deja- 
ron de liaeerse, son eUmentos que autorizan para declarar á 
fuvor del demandante el derecho á la suma de seis mil pesos, 
por el valor de las obras que ejecutó despaes de la entrega de! 
palacio. 

Que las declaraciones de testigos va r- cordadas sirven a de- 
mostrar qu>; los deterioros Ú destroios que sufrió el plació se 
deben á una gran tormenta que los causó, sin que se haya pro- 
ducido comprobación alguna dirigida á demostrar que procedie- 
ran de defectos en la Cpn|itn©eioii¿ 

Que loa autos no contienen prueba de interpelación para el 
pago del saldo á favor del constructor, resultante del conjunto 
de las relaciones que se discuten en esta caiiaa, sinó desde La 
fecha de la presentación de la cuenta de íoja cuarenta y ono, 
porque la cuenta de foja treinta j seis, no comprende sino el 
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valor de los trabajo» adicionales en la suma estimada por el 
dem undante; lo que rale decir que ella no importa un requeri- 
miento contra el locador para el cumplimiento de las obligacio- 
nes contraídas para con el locatario en lo que afecta aJ precio 
aun debido, prévio descuento de los valores recibidos á ese 
título. 

Que desde la expresa interpelación para ••] pago, que tuvo 
lugar en Abril de mil ochocientos reventa y cuatro; y puerto 
que ra estaba A esa lecha vencido el termino en que debió ve- 
rificarse, conforme al contrato, el deudor ha incurrido en mora 
jes por tanto, responsable de los danos y perjuicios que su 
morosidad ha causado al acreedor, daños y perjuicios que se 
traducen vn los intereses corridos correspondientes al saldo 
adeudado (artículos quinientos ocho, quinientos nueve, seis- 
cientos veintidós y seheíenfc»s veintitrés del Código Civil), lo 
que es tanto más justo cuanto quo la provincia está gozando 
de los frutos del trabajo y del capital del empresario y que se 
han dilatado durante años las gestiones de éste, al extremo de 
no haberse pronunciado siquiera la resolución administrativa 
correspondiente. 

Que en virtud de lo pedido en el segundo otrosí del escrito 
de demanda, ésta ha quedado instruida con los expedientes ad- 
ministrativos traídos, cuyas constancias deben apreciarse en 
tul concepto para la decisión del litigio. 

Que además de que, como lo ha observado e¡ demandante en 
su escrito de foja ciento cuarenta y tres, es dispendiosa y difí- 
cil la intervención pericial, a causa del estado de las cosas y 
por razón del tiempo, la cuestión sobre el precio debido por tra- 
bajos posteriores á la entrega de la cosa, no surge del contrato 
pura la construcción del palacio, y la cuestión sobre la clase de 
tnomdti en que se estipuló la diferencia del precio por el cam- 
bio de tirantes en el primer piso ha sido tratada en el concepto 
de estar reglados los derechos de 'as partes por una conven- 
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cion especial, todo lo qoe autor iia para que ésta Suprema Cor- 
to difiera al padido del actor, fallando en definitiva la causa. 

Que fundada la acción sólo en parte, é infundada en lo que 
al exceso de lo cobrado se refiere, no precede la condenación en 
costas. 

Por esto y de conformidad a lua urtículos quinientos cinco y 
mil ciento noventa y siete del Código Civil, se dentara, que la 
provincia demandada debe por saldo al actor don Luis Sesga 
Teg» siete mil trecientos cuatro pesos ochenta y cinco centavos 
monedn nacional jocho mil ciento cinouenta pesos oro, á cuyo 
pago se le condena en el término de die* días, con más los in- 
tereses corridos que deberá abonar altipo del que cobra el Ban- 
co de la Xadon Argentina* A contar desde el diez y seis de 
Abril de mil ochocientos noventa y cuatro. Repuestos los sellos 
archívese, pudiendo notificarle con el original. 

BtNJAWN PAZ. — ABEL EAZAH. 
— OCTAVIO BUHCE. —JUAN E. 
TORHEKT. — 8. MARTINEZ. 
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Don Tristan Á. Malbmn contra la provincia de Córdoba 
sobre daños tj perjuicios 

Sumario. — Es improcedente la acción de daños y perjuicios 
por razón de ericcion, cuando no existe sentencia de autoridad 
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competente que baja declarado perdidos en todo ó en parte, toa 
derechos de propiedad del adquirente, ni menoscabo de loi mia- 
mos por una turbncion de derecho, ni se ba alegado ó invocado 
que era inútil toda defensa por no haber oposición justa que 
formular á la demanda de un tercero, 



Vaso, — Resulta del 

rail* de la Bufwewa (1) 

Uueuos Aires, Marzo 16 de 1999. 

' Vistos : Los seguidor originariamente ante esta Suprema 
Corte por don Marcelo T. Bosch, en representación de don 
Tristun A. Malbran t entra la provincia de Córdoba, sobre in- 
demnización de daños é intereses, <í* los cuales resulta: 

Que don Tristan A. Malbran demunda, á fuja veintisiete, á la 
provincia de Córdoba, para que sea condenada con Jas costas 
de) juicio á indemnizarle los daños é intereses, cuyo monto se 
reserva fijar en un juicio especial, indemnización que dice le 
adeuda á virtud de las obligaciones de eviecion y saneamiento 
que contrajo dicha provincia, al transferir á don Santiago 
Temple los inmuebles ú que se refiere en su escrito de demanda, 
por haberse subrogado el demandante en tas acciones y dere- 
chos del primer adquirente. 

Después de exponer el actor, que no ha podido evitar este 
pleito a pesar de haber tentado todos los temperamento» amis- 
tosos, entra a fundar su demanda, diciendo : Que el gobierno 

11) Por haberse omitido cu su lugar correspondiente, se insería aqui 
rstn causa. 
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de 1» provincia de Córdoba en ejecución de la ley de Koriembre 
de mil ochocientos ochenta y cinco transfirió a don Santiago 
Temple una eiteusion de tierra, que dijo ser de propiedad de 
la provincia, y que constaba de ciento ochenta y nueve mil cua- 
trocientos cuarenta y cinco hectáreas y seis mil doscientos 
ochenta metros cuadrados con la ubicación y deslinde que se 
expresan en el título de foja diez y siete que es una escritura 
otorgada á favor del referido Temple por 1» Mesa de Hacienda. 
Hace notar que en esa escritura el gobierno declara, que se 
obliga ú las responsabilidades legales por causa de ericcion, 
como declara también que dichas tierras le pertenecen en pro- 
piedad* 

Que según el título de compra que acompaña el demandante 
adquirió una parte aproximada á ta mitad de dichas tierTas ó 
sea una superficie de noventa y cuatro mil quinientos quince 
hectáreas con tres mil seiscientos ochenta y ocho metros cua- 
drados, eon la designación de lotes y linderos que en dicho 
titulo se expresan, abonando por el todo á Temple el precio de 
cuatrocientos treinta y tres mil seiscientosi setenta y tres pesos 
setenta y siete centavos moneda nacional. En dicha escritura 
declina Templo de las responsabilidades que pueden proceder 
iie las evicciony transfiere ¡ti udquirenteel derecho de reclamar 
lai indemnizaciones legales que de ella proceden contra su cau- 
sante anterior lo mismo que todas las acciones y derechos que 
por el titulo expresado corresponden al enajenante. 

Agrega, que en uso de los derechos que le confiere el título 
ha procurado en distintas ocasiones tomar posesión de las refe- 
ridas tierras, tropezando invariablemente con otros poseedores; 
que aegnn sus declaración) s derivan sus títulos y derechos de 
dominio «ubre una fracción de ellas del gobierno de Santiago, á 
cuya jurisdicción se dice pertenecen estos territorios. Que los 
lotes sobre los cuales se halla cohibido Malbran de tomar pose- 
sión, componen una superficie de treinta y seis mil cien hecti- 
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reas con siete mit novecientos veintiséis metros cuadrados, y se 
compone de los lotes treinta y cinco, treinta j nueve, treinta j 
uno, treinta j uno (bis) y veinto, série A, del departamento del 
Rio Seco. 

Que los documentos autenticados que acompaña bajóla le- 
tra C acreditan quu ha pedido la mensura judicial de dichos 
Jotes á un juagado de Córdoba y se nombró un agrimensor que 
no bu cumplido su cometido, porque al hacerlo fué tomado 
preso por autoridades de Santiago y unnducido á la Capital de 
esa provincia en calidad de detenido, manifestando los repre* 
* mentantes de su autoridad que tas tierras, de la referencia no 
pertenecían á Córdoba sinó a Santiago. 

Que probado el impedimento material v legal para tomar 
posesión de aquellas tierras, la provincia de Córdoba debe á 
Malbran las indemnizaciones que proceden de la turbación de 
sus derecho», turbación que no podía ser más categórica y ex- 
plícita. 

Que la transferencia de las tierras no fué á título gratuito» 
sinó oneroso, como lo probaba el artículo diez de la ley que 
te dió origen y que fué sancionada por la legislatura de Cór- 
doba el tres de Diciembre del ochenta y cinco, diciendo así: 
« l.a provincia dará al proponente setenta leguas de campo de 
las que existan de propiedad fiscal, como prima y única com- 
pensación de la vía férrea proyectada »» 

Que con respecto á la personería de Malbran y á la proce- 
dencia de su acción contra el gobierno de Córdoba no podían 
ser contestadas porque ha subrogado al primer adquirente se- 
ñor Temple y el caso estaba regido por el artículo dos mil no- 
venta y seis del Código Civil. 

Que corrido traslado de esta demanda á la provincia de Cór- 
doba, su apoderado evacuándolo directamente á rojas cuarenta 
y una, pidió el rechazo de ella con costas, exponiendo que era 
cierto que antes de ocurrir ante la Suprema Corte el señor 
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Maíbran habla hecho gestiones administrativas ante el gobier- 
no de Córdoba para obtener lo que pide en su demanda y ellas 
babfan sido resbaladas, porque los hechos en que las fundaba 
carecían de eficacia legal y estaban cu contradicción abierta 
con muchos documentos públicos existentes en las archivos de 
la provin* :ia. 

Que los informes de las oficinas públicas del gobierno de 
Córdoba eran concluyentes. Que lás tierras riel demandante 
estaban ubicadas dentro de) territorio de la proTincia, y el go- 
bierno había ejercido desde tiempo inmemorial, y ejercía ac- 
túa imente actos de dominio y posesión, sin contradicción 
alguna, como era notorio, según constaba de la mensura practi- 
cada por el señor Garzón. 

Que estas eran las razones que tuvo ei gobierno para recha- 
zar la reclamación administrativa y desde entonces no había 
cambiado hasta hoy la situación de derecho del señor Mal- 
bran. 

Que la acción de uviccíon en que funda éste los daños y per- 
juicios que demanda, i>ra improcedente en el enso traído á ta 
Suprema Corte, pues el artículo dos mil novecientos y uno del 
Código era expreso en cumto requería para que haya eviccion 
que exista una sentencia judicial que prive al adquirente de 
parte del derecbjque adquirió, ó del todo, oque sufra una 
turbación de derecho en ta propiedad, goce ó no posesión de la 
cosa. 

Pregunta en seguida cuál era la turbación de derecho, cuál 
la sentencia en que se funda el reclamo por ericcion; y agrega, 
que entre los documentos con que se ha instruido la demanda, 
figura una copia de diligencias de mensura que se iniciaron 
ante un juez de primera instancia en Córdoba, mensura que no 
se practicó por el agrimensor, por haber sido interrumpido por 
uno que se titulaba comisario de la provincia de Santiago, se- 
gún lo afirmaba el agrimensor. Que se veía por ello que no ha- 
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bía turbación de derecho, tal rtz al un atropello de lus autori- 
dades limítrofes de )a provincia de Santiago del Estero, cuyo 
remedio barí debido buscar los interesados antelaa autoridades 
competentes de Córdoba, 

Que e*ta tentativa de juicio de mensura no podía trame 
ante la justicia nacional mientras uo se naga contencioso como 
lo tenía resuelto la Suprema Corte en varios fallos. 

Que loa antecedentes de la mensura que no se realizó eran 
completamente extraños al gobierno de Córdoba y la relación 
de aventuras de un agrimensor, llevado por delante ó atrope- 
llado por un titulado comisario de provincia, no podía fundar 
nunca una acción como la entablada. 

Eipuso también el representante día ta provincia que tenía 
instrucciones del gobierno de negar la ufírmacíon hecba por el 
aeudc-comiaurio de Santiago, de que esas tierras no pertene- 
cen á Córdoba sino á Santiago del Estero, y de que ellas estén 
ocupadas por particulares con títulos originarios de esta última 
provincia. 

Que habiéndose por contestada la demanda» esta Suprema 
Corte llamó autos. 

Y considerando : Que para ser procedente la acción de da- 
nos é intereses por raion deevicoioa, es necesario acreditar no 
solamente qufi aquel contra quien ella se dirige se ha obligado 
i la eviccion y saneamiento, en virtud del título traslativo de 
la propiedad otorgado por su parte, siuó también que se ha 
producido el caso de la eviccion previsto por la ley para decla- 
rarlo obligado á la indemnización correspondiente de danos é 
intereses, que se le d > manda por dicha causa. 

Que en el caso sub-judiee va indudable qoe se ha acreditado 
por el actor el primero de loseitremos con la presentación de las 
escrituras públicas de que ha brebo mérito en la demanda; 
pero no es menos oierto también, que no ha demostrado el se- 
gando ettremo ó sea que se liara producido el caso de eviccion, 
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en f ¡rtud <l«l cual ie aoa dado pedir que se declare en stt favor 
y en contra de ta provincia de Córdoba la obligación de indem- 
disarle los daños é intereses que ae reserva fijar en otro 
juicio. 

Que fuera del caso del artículo dos rail ciento ocho, que no 
es ciertamente e) de Ja demanda de foja veintisiete, para que 
haja eviccion, en e! sentido de que el obligado por ella sea 
desde luego responsable de. daños é intereses, debe existir sen- 
tencia que declare privado al actor del todoó parte del derecho 
que hubiese adquirido por título oneroso, ó bien que sufra una 
turbación de derecho, en la propiedad y goce ó posesión de la 
cosa, según la expresa disposición del artículo dos mil novecien- 
tos uno del Código Civil, y para el caso en que no hubiese sen- 
tencia, cuando el adquirente del derecho erincido, demostrase 
que era inútil toda defensa por no haber oposición justa que 
hacer a la demanda del tercero que hubiese reclamad-i el dere- 
cho de que aquel se ve privado, según se desprende del artículo 
dos mil etento once del altado Código. 

Que resultando de los propios términos de la demanda de fo- 
ja veintisiete, que no existe sentencia dictada por autoridad 
competente que haya declarado perdidos en todo ni en parte para 
don Tnstan A. Malbran los derechos de propiedad que le ha 
trasmitido don Santiago Temple, á los lotes de terrena, cuya 
mensura solicitó de nn juzgado de Córdoba, ni menoscabados 
esos mismos derechos por una turbación de derecho, desde que 
no puede calificarse de tal las vías de hecho de) comisario de 
Santiago del Estero impidiendo la mensura ordenada por un 
juzgado de Córdoba, y no habiendo alegado tampoco la parte 
de Malbran, que no tuviese oposición justa que hacer á los de- 
rechos qui- A las mismas tierras pretendían Eos que dicen la po- 
seían ron títulos expedidos por las autoridades de Santiago, es 
desde luego por todo ello endenté que no puede prosperar la 
demanda ue indemnización de daños é intereses promovida por 
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dicho Halbran contra la provincia de Córdoba, siendo igual- 
mente innecesario abrir la causa a prueba para justificar he- 
chos qne aún probados, en nada aprovecharían para el ¿lito de 
dicha demanda. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar, con costas á la 
demanda de foja veintisiete, di* ta que se absuelve en conse- 
cuencia á la provincia de Córdoba. Xotirfquese con el original 
y repuestos los sellos archívese. 

ABEL BASAN. — OCTAVIO BUKGE. 
— JUAN i. TOIMENT. 



«JA USA i 4 1,%.* % II 

Oon Federico Sick contra la provincia de Santa F¿ 
por cabro ejecutivo de pesos 

Sumario. — No habiéndose opuesto excepción, debí» llevarse 
adelante la ejecución. 



Caso,— Resulta del 

Pilis «le te Nrwa w Vmrtm 

Buenos Aires, Agosto 1' de 1889. 

Vistos : Considerando : Que los documentos de fojas cuatro y 
cinco con que se ba instruido la demanda ejecutiva de foja nue- 
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ve contra la provincia de Santa Fé, traen aparejada ejecución á 
mérito del protesto de foja seis, con arreglo a ios artículos seis- 
cientos seteita y cinco del Código de Comerci ■ y doscientos 
cuarenta y nueve de ta lev de enjuiciamiento de catón;» de Se- 
tiembre de mi) ochocientos sesenta y tres. 

Que notificado el gobierno de Santa Fé del decreto de sol- 
vendo de foja dieciocho, y declarada rebelde la provincia por 
no haberse presentado A seguir el juicio el apoderado nombra- 
do para representarla, se expidió el mandamiento de ejecución y 
embargo de foja treinta y nueve procediándose al embargo de los 
inmuebles de que instruyen las diligencias de fojas cuarenta y 
l incoy cincuenta y seis, por no haber aquélla pagado el prin- 
cipal adeudado, sus interósea y costas. 

Que citada, después de esto, de remate la provincia, no ha 
opuesto excepción alguna contra la ejecución. 

Por estos fundamentos, llévese adelante la ejecución, con 
i ostas, dfbiendo haberse trance y remate de los bienes embar- 
gados para pagar con su producto la cantidad demandada, sus 
intereses y costas de la coliranza. Hágale saber y repónganse 
los sellos. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS. 
— OCTAVIO BUNGE. — iVAti 
E. TOHRBKT. — II, M Alt TINES. 
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CAUSA C4XXXVIII 



Hoña Elisa Amalia y doña Florindu Coronel, por tercería de 
dominio en el juicio de don Cor los Castarjno contra don Tori- 
bio Coronel, por cobro de pesos; sobre adhesión d la apela- 
ción. 



Sumario, — La adhesión al recurso de apelación no puede 
tomarse en consideración, si éste lia sido declarado desierto, y 
sin efecto. 



Caso. — Lo ei plica el 



Cwle 



Buenos Aires, Agosto l* ti-. 1 - 18ÍI9. 

Aut-is y vistos: Con ln expuesto por el defensor de menores, 
atenta U rebeldía acusada é informando en este acto el secreta- 
rio encontrarse vencido el término dentro de) cual el apelante 
debió presentarse y expresar agrarios sin que lo haya hecho, 
de conformidad con lo día puesto en el artículo c uatro de la ley 
número tres mil trescientos setenta y cinco y doscientos cator- 
ce di' la luy de procedimientos, declárase desierto el recurso de 
apelación interpuesto a foja doscientas cinco. V habiéndose de- 
ducido la apelación á foja doscientas seis como accesoria dan- 
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dolé «1 carácter de adhesión X la interpuesta ¿foja doscientas 
cinco j declarándose ésta sin efecto por el presente auto, no ha 
lugar á lo solicitado en la ultima parto del escrito de foja dos- 
cientas catorce ; en consecuencia, devuélvanse los autos al juez 
de mi origen, reponiéndose los sellos. 

BEKJAXIS PAC. — A DEL CAIAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E, TORHENT.— II. MARTINEZ. 



í'.ll'HA C tXXXII 



Doña Getnidis Cebeiro y Parada, contra laempresa del Ferro- 
carril de Buenos Aires y Rosario ; sobre perjuicios y costas 

Sumario. — I o Reconociéndose por el demandado ei deber de 
indemnizar, y versando la controversia solamente jbre el mon- 
to de la indemnización, ésta debe lijarse teniendo en cuenta los 
antecedentes que sirvan ú establecerla con equidad. 

2 ! No hü 1 ' mérito para condenar en cestas á ninguno de los 
litigantes, si el monto de la indemnización fijada por la senten- 
cia es tnféfiot al exigido por la demanda y superior al ofrecido 
ñor el demandado. 



Caso. — Resulta del 

y 
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r»it# del J»b r#«i«r»i 

«líenos Aires. Marzo 7 de lt¿9. 

Autos y vistos : Los seguidos por doña Gertrudis Cebeiro y 
Parada, con trael Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, sobre in- 
demnización de daños y perjuicios, «le su estudio resulta: 

i 13 Que la eipresada doña Gertrudis Ceb^iro y Parada por 
intermedio de su apoderado don Manuel Sinde y Sinde, de- 
mand.i ni Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario para que se le 
condene al pago de ta sumada 15.000 pesos moneda nacional 
en que estima los daños y perjuicios que le ocasionó la muerte 
de su Lijo Juan Martínez, acaecida el día 5 de Diciembre de 1897, 
ú consecuencia de un choque que sufrió el carruaje que guiaba, 
con un tren déla empresa demandada, al cruzar el paso á nifel 
que existe en la avenida Alvear. 

' »ne basa la demanda, en qüé el accidente ocurrió por culpa 
de los empleados de la misma, por no haber bajado la barrera 
del paso a nivel cuando pasó el tren, en un punto donde la vía 
bace una curva» que impide que se le distinga á lo lejos, y sf 
sólo cuando se halla próximo, aduciendo como fundamento de 
derecho las disposiciones do los artículos 902, 903, 904 y 1068 
del Código Civil. 

Que cree colocarse en estricta justicia, pidiendo como indem- 
nización ta suma antes expresada, dadas Jas condiciones perso- 

■ 

ualesdc instrucción, laboriosidad y aspiraciones de la víctima, 
así como la situación penosa en que queda ta demandante, pri- 
vada del cariño y sosten de so hijo. 

2' Que corrido el correspondiente traslado, don Manuel Te- 
din, en representación de la compañía demandada, maní fiesta 
que el ferrocarril acepta la responsabilidad del accidente que 
t, ii ix n 
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motiva este juicio, en el Jes- o y coa el objeto de evitar uti I i t i - - 
giu enojoso, pero que rechaza el monto ib la indeinniiacion eli- 
gida porconsiderarJa exagerada, pues que dadas las condiciones 
personales de la víctima, lo que ganaba con su trabajo y la avan- 
zada edad de )a actor», que poco tiempo hubiera disfrutado del 
sosten de su hijo muerto, está sulioteutemeiite indemnizada en 
sus perjuicios, con la suma de 1000 pesos moneda nacional, que 
sii representada se halla dispuesta á abonar por toda indemni- 
zación. 

Que en mérito de lo dispuesto en los artículos 4084, 1060 y 
1060, pide al júzga lo se sirva resolver, con custas, que sólo está 
obliga lo el ferrocarril, á pagar por concepto de daños y per- 
juicios, la expresada cantidad de 1000 pesos moneda nacional. 

Ü« Que abierta la causa ¡i prueba se lia producido lo que re- 
sulta del eertilicado del actuario, iorrient«. á foja 92, y las po- 
siciones def"ja 106 y siguientes. 

Y considerando : l 41 Que habiendo aceptado el ferrocarril de- 
maiuholo la Eesponaabilidad del accidente de que fué víctima 
Juan Martínez. sólo queda al tribunal como materia de r.-solii- 
cion el i¡uantum de la ittdemiu&u ion. 

% Que de la prueba producida por la demanda, m> resulta 
mérito bastante para conceptuar, justa en su monto, la indem- 
nización exigida, si se considera que, dadas Las condiciones per- 
sonales de La víctima sus m-dios de trabajo en el momento del 
accidente, la rla a e de ocupación quet nía y lo que con ella ga- 
naba, no es ni siquiera probable ¡oe en un eorto número de años 
hubiera conseguid" ahorr.ir una suma lao considerable comí» 
la que exige. 

3* Que las reflexiones y consideraciones que la parte actora 
lince sobre la victima y su porvenir, fundadas en simples hipó- 
tesis v en meras esperanzas, nu pueden tomarse cuido realida- 
des sobre las cuales el Tribunal base una resolución fav¡i roble 
en uu todo á las pretensiones de la demanda, pues que, según 
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el artículo 1068 de) Código Civil, s¿lo deben indemnizarse lus 
perjuicios reales, y por lo tanto aetíial mente sufridos y la 
ganancia de que ha sido privado e\ damuilicado» conceptos den- 
tro do los cuales no caben las pretcnsiones de la partí* actora. 

4* Que si bien esto es así, también lo es qoe el ferrocarril de- 
mandado, no se coloca en términos eqattatiTox ti ofrecer la suma 
de inil peso* moneda nacional por toda indemnización, pues el 
i-lLIcuIo que hace al respecto, falla por su base al suponer invaria- 
blemente lijo ™l producto que habría podido obtener la victima 
ron su trabajo, cuando 4o lógicj espoii el contrario, admitir que 
el desenvolvimiento y desarrollo natural de sus medios de acción, 
le habrían proporcionado un aumento en el producto de su 
trabajo. 

Por estas consideraciones y dada la posición social y los me- 
dios de vida de la víctima, definitivamente juzgando fallo, que 
debo condenar cuino en efecto condenan la empresa del Ferruca- 
rril de Buenos Aires y Rosario á pagar dent ro del término de diez 
días a la demandante do fu Gertrudis Cebeiro y Parada, la suma 
de cinco wi\ pesos moneda nacional, oon más las costas de) jui- 
cio. Hágase saber original y repuesto* los sellos archívese el 
expediente, si no fuese apelada esta resolución. 

Así lo pronuncio y mundo en Buenos Aires, capital de la 
República Argentina, fecha ut supra. 




VmUm 4* la Mwprei 



Buenos Aire», Agosto 1* de 1880. 



Vistos y considerando : Que el fer i ucarúl demandado rt-cono- 
eu el deber de indemnizar á la adora de los daños y perjuicios 
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ocasionados por la muerte del hijo de la misma, el cochero Juan 
Martínez, acaecida por efecto del accidente ferroviario de que 
fué victima, versando la controversia sobre el monto de esa iu- 
dt'.Jiniz ■ iuii que I» demanda eleva á la cantidad de cuarenta 
y cinco mil peses moneda nacional y que t i demandado reduce en 
bu oferta ú mil pesos de la miBnia moneda. 

Que dudo los fines di> la demanda, que se dirigen ú pedir al 
demandado los elementos ile -.ubsistencia para el actor, corres- 
ponde i la prudencia de lo» jueces fijar el monto de la indern- 
niiacíon y el modo de satisfacerla con arreglo al articulo mil 
uirlienta y cuatro del Código Civil que se invoca en la sentencia 
a pelad ii. 

Que como antecedentes informativos del criterio judicial, 
debe tenerse en cuenta que el expresad» Juan Martínez que 
principio por prestar sus servicios en clase de portero durante un 
año y llueve meses próximamente (documento de fojas quince y 
diez y seis) los prestaba de cochería la época de su fallecimiento, 
el que se produjo mientras guiaba ó conducía un coche de don 
liniH-Tiiio Hitív.'r (documento de t oía cuarenta -j nueve). 

Que está última ocupación debía pn lucirle á Martínez de 
cien á ciento cincuenta pesos, según cátenlo de los testigos pre- 
sentólos por ul actor (declaraciones de fojas setenta y una, se- 
tenta y tres y setenta y cuatro). 

Que lu actora absolviendo posiciones á foja ciento ocho vuel- 
ta, declara que durante los dos años y roed i» escasos transcurri- 
dos desde que su bijo Juan se ausentó de España hasta que 
falleció, su expresado hijo le envió por medio de letras de 
cambio la cantidad de quinientas veinticinco pesi-tas (véase 
documento de fojas veinte y veintiuna), sean ciento cinco pesos 
oro, le remitió además, por conducto de varios convecinos más de 
mil peseta* y bastantes prendas de ropa y le anunció en su 
ultima carta que le enviaría luego que bajaseu los cambios 
una letra de mil y pico de pesetas para comprar una finca. 
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Que aceptando como ciertos tos hechos afirmados por )« 
presente, resultaría que para la alimentación ríe ella, su hijo Juan 
le había enviad» alrededor de mil quinientas veinticinco pene- 
tas, lo que dn un prnmcdin mensual ríe cincuenta y una pesetas 
paru cada uno de los tn-ínta meses correspondientes á Iris ríos 
a iios y medio «te la ausencia. 

.Que no habría justicia cu tomar el término medio expresado 
para , .aduar la indemnización debida ú la aetora porque el 
finado Martines, en los últimos meses ganaba mucho más 
cun el fruto de su trabajo. 

Que debe admitirse que, en proporción cmi dicha ganancia y 
con las necesidades ríe la demandante, el hijo atendía éstas, 
siendo cierto que la madre tenía derucho á ser alimentada, en 
la proporción mencionada, quedando para el hijo sus propios 
medios ríe subsistencia; lo que demuestra que sólo debía en- 
fiar á la madre una parte del producto ríe su trabajo. 

Que con tales antecedentes, hay r.tzoo para reputar equita- 
tiva la cantidad de cinco mil pesos monería nacional, que la 
sentencia manda pagar á la uctora. 

Que no se ha contestado por et ferrocarril el derecho ríe la 
actoru á ser indemnizada, limitándose el pleito, como ya se ha 
dicho, á la fijación del tfüantum de la indemnización . 

Que la demanda ha incurrido en exceso al pedir cuarenta 
y cinco mil pesos, y el ferrocarril en defecto, al ofrecer mil 
pesos. 

Que el pleito en estas condieiones no da mérito para condenar 
en c ostas á ninguno de bu litigantes, con arreglo á los princi- 
pios de derecho y jurisprudencia. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento treinta y dos, en cuanto determina la cantidad ríe 
cinco mil pesos moneda nacional, como monto de la indemniza- 
ción, la que deberá abonarse en el término que ella indica y se 
revoca en cuanto á la condenación en costas que contiene, á 
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cuyo respecto se declara que ellas deben abonarse en el úrdeu 
causado. Notifique-e con el original, y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 



VA fisco nacional contra don D. S. Vatjola, por cobro 
de impuestos internos ; sobre apelación denegada 

Sumario. — En los juicios por ví i de apremio, no es apela- 
ble la sentencia que manda llevar adelante el procedimiento. 



Caso, — Lo explica el 



Suprema forte : 

lío (íiimplimiento de lo ordenado por V, E. paso á informar 
lo sigiiii nte: 




E. TOIMEÜT. — B. MABTMEZ, 



INFORME DEL JUEZ FEDEHAL 



Üueiioi Aire*. Julio ¿8 de 189^. 
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En el juicio seguiio por el fisco de la Nación contra donD. S. 
Pagóla, sobre cobro fie peso* provenientes de impuestos inter- 
nos «obre el tabaco, el demandado señor Pagóla, fué citado de 
remate con fecha 7 de Junio del corriente año y con fecha 10 
del mismo mes y año, se presentó al juzgado, oponiendo la 
excepción de nulidad de todo lo actuado. 

Que con traslado al señor procurador fiscal, el juzgado pro- 
veyó la siguiente sentencia : 

■ liueons Aires, Junio ¿2 de 1899. 

■ Autos y vistos : para pronunciarse sobre la excepción de nu- 
lidad opuesta por don D. S. PagoU, en lo ejecución que le signe 
el procura tor fiscal, por cobro de impuestos internos. 

< Considerando: Que con sujeción al artículo 25 de la ley 
vigente sobre la materia, numen 3761, el cobro de estos im- 
puesto*, deberá hacerse por vfa de apremio y sólo serán acep- 
tables las excepciones de payo y prescripción. 

< Que dados los términos expresnsde esa disposición legal es 
evidente que este Tribunal no puede aceptar la procedencia de 
la interposición de otras excepciones que las de pago y pres- 
cripción. 

« Que tratándose en el presente caso de una excepción de nu- 
lidad, puede surgir la rinda de su procedencia atenta au natura- 
leía especial y en este supuesto, corresponde interrogarse, 
¿puede un Tribunal (aceptar) dentro de la fegítima esfera de su 
acción, aceptar, por vfa de interpretación, otras excepciones 
que las expresas y taxativamente determinadas por la ley? 

«Que resolver <-sta cuestión afirmativamente, importaría nada 
menos que introducir en el funcionamiento de los tribunales, 
una verdadera revolución que echarla por tierra el principio 
fundamental sol» re que descansa toda nuestra organización po- 
lítica, • nal es el de la división é independencia de los tres po- 
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deres públicos que ere»: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Por 
que, en efecto, ai este juzgado estimara propio de sua atribu- 
ciones, aceptar otras excepciones, á más de Jas ja indicadas, 
sería atribuirse el ejercicio de funciones legislativas, lo que 
basta enunciar, para comprender su ¡n admisibilidad é inefica- 
cia jurídica y conslitueionai. 

f Que siendo eatii así, corresponde declarar la improcedencia de 
Ja nulidad opuesta por Pápula, sin que sea dado al Tribunal 
t-ntrat al análisis de Jas raíoues que la fundan, atentos los argu- 
mentas arriba apuntados. 

<Por esto y de acuerdo con lu pedido por el procurador fiscal, 
se declara improcedente esa excepción, debiendo en su mérito 
llevarse adelante la ejecución, quedando á salvo las acciones 
que creyere tener el ejecutado, para hacerlas valer donde, 
cuándo y contra quienes correspondiere en derecho. Así lo re- 
suelvo en Buenos Aires, Capital de lu República Argentina, 
lecha ut mtfira. Repónganse lus sellos >. 

Que con fecha 5 de Julio corriente interpuso el demandado 
señor Pag.da, los recursos de ape'idon y nulidad de dicha sen- 
tentia, á lo que ei juzgado proveyó lo siguiente ; que es lo que 
motiva ej presente recurso : 

• Buenos Aires, Julio ti de 1KM9. 

* Autos y vistos: loa recurso* de apelación y nulidad inter- 
puestos por el ejecutado de) auto de foja 28 que desechó la 
excepción de nulidad interpuesta. 

« Y considerando: Que en h.s ejecuciones que se siguen por 
la vía de apremio, nn se autoriza el recurso de apelación, 
ni por tanto el de nulidad, que sólo corresponde, como es sa- 
bido, en los casus que procede el de apelación y tratándose de 
sentencias definitivas. 

* Que, por otra parte, debe tenerse presente Ja naturaleza del 
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procedimiento de apremio, que excluye el uso de los reculaos 
de la referencia, quedando á salvo al interesado la vía del jui- 
cio ordinario para repetir lo que conceptúe indebidamente 
pagado. Por tanto y de conformidad oon Ja jurisprudencia sen- 
tada por la Suprema Corte, en casos análogos, se declara que 
no proceden lo* recursos interpuestos; debiendo en su mérito, 
seguir el juicio según su estado». 

Es cuanto tengo que informar A V, K., i quien Dios guarde. 

K Otaechea y Aicorta. 



MI» 4* la ftwpm» Csrte 

Bueno» Aires. Agosto l* di 1899. 

Vistos en el acuerdo v considerando: Que según resulta de) 
procedente informe se trata de un juicio por la vía de apremio 
autorizad" por la ley número tres mi) setecientos sesenta y 
cuatro lo que hace que la sentencia mandando llerai adelante el 
procedimiento sea inapelable atentus los términos expresos del 
artículo trescientos Teinte de la ley de Procedimientos. 

Por estu y de acuerdo con el artículo doscientos treinta y 
cuatro de la citada l*\v se d. claran bien denegados loi recursos 
interpuestos. N ut i fíquese original y repuestos los sellos remí- 
tanse al juei de la causa para su agregan, n á los autos princi- 
pales. 

BEHJAMM PA1. — ABEL BACAS!. 
'— OCTAVIO BDWI, — JUAN 
E, TORBENT, — H. MARTINES* 




El doctor don Manuel iiorostiaga contra don Bautista Bainotti. 
por cobro de honorarios: sobre recusación y apelación dene- 
gada. 

Sumario. — No es apelable el autn que abn- á prueba sobre 
una causal de recusación, y desecha otra por no ser de las enu- 
meradas en la foj de procedimiento-. 



Caso. — Resulta del 



INFORME UEI. JUEZ FEDEILAL (ad hoc) 

KoíflHo. Julio ¿ó de 189». 

* 

A S. I!, el Presidente di' la Suprema Corte Fedérat : 

El infrascripto, tomo juez especial, pasa A evacuar el informe 
ordenado por V.E. en el recurso djreclu interpuesto por don 
Casimiro Ferri apoderado fie don Bautista Bainutti en el inci- 
dente seguido Contra éste por don Manuel G»rostiaga sobre 
cobro d<- honorario*. 

Excusado el señor jitei titular doctor Gortiu y admitid ■; por 
el doctor San Reinan la recusación que contra él se interpuso 
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por la parte de ¡íamatti, toaanios de la ejecución pasaron & 
conocimieato del suscripto en virtud de ser al que le corres- 
pvñM* po? turno según anotación del secretario doctor Bertu- 
totto y auto del st ñor ]uei titular. 

En el mismo díi en que la parte de Bainotti tuvo conoci- 
miento de la intervención del suscripto presentó un escrito «le. 
recusación por las anísales que se expresan en el párrafo siguien- 
te : • A mis de ser público y notorio que V. 8, ha fijado su 
domicilio en U Capital Federal ge encuentra V. S. también en 
el número de los amigos íntimos de los que dieron un banquete 
de despedida al doctor Gorostiaga . Media, pues, idéntica causal 
de recusación que la que motivóla del doctor Ran Román. 

Con fecha 3 de Mayo último se proveyó al referido escrito en 
los siguientes términos : 

i Autos y vistos: La recusación del proveyóte interpuesta 
por don Casimir» Ferri en el escrito que antecede. Ella se funda 
en los dos hechos inexactos : I a de haber e! suscripto trasladado 
su domicilio á la Capital Federal ; y 2 o de ser 01 mismo amigo 
intimo del doctor Gorostiaga . La primera causal se desecha de 
plano con arreglo al articulo 32 de la ley de procedimientos, tanto 
por no encontrarse enumerada entre tas que específica el artí- 
culo 43 cuanto por ser inexacto el hecho de la traslación de 
domicilio desde que el provey ente mantiene en esta ciudad su 
estudio profesional y el centro de sus intereses y negocios, sin 
que alcance a cumhiar ese domicilio el hecho accidental de ha* 
ber trasladado su tamilia, sólo temporariamente A otro punto, 
como es de publna notoriedad. 

< Por lo que respecta á la segunda causal aunque «din es de 
todo punto inexacta, puesto que el proveyente sólo cuatro ó 
« i neo veces en su vida ha tenido ocasión de tratar al doctor 
Gorostiaga, circunstancia que aleja toda posibilidad de la gran 
familiaridad A que se refiere el articulo 43 en su inciso i\ y 
aunque el hecho de haber el proveyente tomado parte en la 
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manifestación de aplauso que por su nombramiento se hizo al 
hombre público tampoco induce este hecho la intimidad á que 
se reliere la ley. Como esta segunda causal se encuentra com- 
prendida entre las establecidas por ella, ábrese el incidente á 
prueba con todos cargos por el térinin i de diez días con arreglo 
al artículo 33 de la precitada ley de procedimientos nacionales. 
Repóngase en el acto de la notificación. 

* /*. iXotasco Arias*. 

« 

Fué es ie a u tu el Ujielado por la parte de Bainottí, recurso á 
que no se hizo lugar con arreglo n lo dispuesto por el articulo 
32 de la lev de procedimientos por lo que respecta a la alegada 
causal de • cambio de domicilio » y en ulpd- i .n ¡t que la de « ín- 
tima amistad * huuía sido ai-eptada y dadosde Ja tramitación 
que por derecho correspondí'. 

Lo relacionado hasta aquí bastaría para dar por evacuado i*l 
informe ord cundo, pero creo oportuno agregar que pnr auto fe- 
cha 30 de Junto últinM fué también rechazada la recusación que 
se fundaba i-u la causal de * íntima amistad, por cuanto la 
parte d- Hainotti ninguna prueba produjo ni intentó producir 
para justilicarta durante el término asignudo para el efecto. 

Dios guardu al señor V res id unte, 

/'. ft'olasco Aria*. 

s 

Wmtf de la Uuprvm» «ton* 

Hueuos Airea, Agosto 1" lie 1899, 

Vistos ni el acuerdo y resultando del precedente informe qu<- 
el juzgado no hito lugar á la recusación fundada en el cambio 
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de domicilio del juez ad hoc abriendo á prueba el incidente res- 
pecto á la otra causal de amistad íntima, siendo este auto el 
recurrido de hecho para ante esta Suprema Corte por habérsele 
denegado la apelación que interpuso. 

Qne atento U.á términos de ios artículos treuita y dos y dos- 
cientos siete de la ley de procedimientos, el auto referido es 
inapelable. 

Por ésto se declara bien denegado el recurso. Repuestos tos 
sellos remítanse al juez de la causa para su agregación á los 
autos principales. Notifiques* original, 

UEltlAMIN PAZ. — ABEL BAlAfl* 
— OCTAVIO 6VHGE. — B. 
■ART1HVS. 



Contra A. W¿ Del fino hermanos; tabre comiso 

Sumario. — Cae en comiso el exceso de rancho no manifes- 
tado, aunque la falta de manifestación se atribuya i un error, 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 
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RESOI VCIOH DE LA ADUANA 

Bueno» Aires, Üayo 9 dt> 1899. 

Vistos : Reconocido por i'l agente el exceso en el rancho ha- 
llado por el Resguardo en la visita practicada al vapor * Vnita > 
y tratándose de un caso expresamente previsto por los ártico- 
los 905 y 1000 de Las Ordenanzas y 52 de la ley de Aduana 

vigente: 

Fallo : declarando cuidos en comiso los 70 kilos aceite en 
latas, 110 kilos fideos y 1000 boUas vacías á beneficio del 
apníbenSQF. 

Exíjase del agente manifieste si está conforme en abonar 
el importe de la mercadería ú si buce abandono de ella. 
Hágase saber y repónganse los sellos por el agente. 

Fortunato Cosía. 



VISTA DEL PHOCUHADOft KISGlL 

Jim-nos Airt'*, Julio de lfcSKi, 

Señor Juez : 

El parle de foja 1 tiene por bise el certificado que acompaña 
del \apur * Anita > y ¡>e halla perfectamente justificado por la 
declaración del agente á foja 5 en que se reconoce la falta de 
manifestación del exceso de rancln» ¡í que aquel se refiere y da 
gólú como descargo que ello ha sido debido á un error. 

Tal d - ■■ argo es inaceptable ; en materia aduanera los errores 
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por inocentes que puedan ser son sncepltbles de pena sako el 
caso en que fuera imposible que pudieran pasar desapercibidos, 
CQ cuja excepción no se halla el presente caso. 

Ahora bien, la falta de manifestación de artículos de rancho 
se halla prevista por las Ordenunias de Aduana y actualmente 
y de una manera especial por la ley de aduana rigente. 

En eferto el artículo 54 de la ley de aduana rigente impone 
la obligación de iiunif— tar el rauoho en las condiciones del ar- 
tículo 31 de la* Or i<uan?,as de A luana. 

Kn o] presentí; caso y <*n el manifiesto respectivo no se han 
incluido los artículos á que se reitere el parte de foja I ni ese 
manifiesto ha sido ni corregido ni adicionado en el término de 
la ley (art. 905, Ord. de Aduana). Luego os lógico decir que 
las mencionadas mercaderías se barí encontrado á lior lo sin 
permiso y sin conocimiento df la a luana, las que con arrt- 
glu al nrtfcu'n 1000 de las Ordenanzas están ahí en violación de 
ellas. 

En tal situación y no siendo excusante el error de que se hizo 
mérito por el agente ante la aduana para justificar la falta de 
manifestación de que se trata j considerando que las merca- 
derías que refiere el parle de foja 1, no fueron manifestadas 
por quien lo debía, con arreglo al artículo 54 de la ley de 
aduana, estando indudablemente á bordo, es justo aplicarles 
ia pena de comiaoeu las condiciones de la rosoluciou aduanera 
lie foja 0, cuya continuación solicito en todas su¡» partes. 



J. Boiet. 
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Iludios Aire*, Oí ubre IT de 189H. 

Y vistos ; el recurro de apelación traído ante rute juzgado, 
por los st'iiores A M. Del ti no hermanos de La resolución adua- 
aera de foja 6, por ia que declara cuido» en comiso los 70 kilos 
de aceite en luías, 210 kilos fideos y 10O0 kilos bolsas facías, 
«le propiedad ó consignados á b>- apelantes. 

Y considerando : que los recurrentes se encuentran confornn -s 
ni reconocer la Taita de manifestación del exceso de rancho 
notólo por el Resguardo en tu visita efectuada al vapor italiano 
< Anita • consignado i dichos señores, consistente en las mer- 
cadería expresadas en el parte de foja % j cura falta de ma- 
nifestación lo atribuyen á simple mor. 

Que dicho error por inocente que aparezca serlo, es pasible 
de pena, salvo la excepción legal de que pudiera él pasar desa- 
percibido, extremo inaceptable en el c¡iso ocurrente por no 
comprender ni liuber sido comprobado por los recurrentes. 

Que, d»sde tungo, el caso encuadra en la disposición de la ley 
eapeeial de Aduana, vigente pura el corriente año, artículo 54 
ven el 31 de las Ordenanzas de Aduana que imponen la «obli- 
gación á los capitanes de Soque de vela 6 de vapor,, aunque 
estos tengan privilegio de hacer la manifestación de su rancho > 
y con cuya disposición á la vez se subsana el silencio ó defi- 
ciencia notados en la» Ordenanzas, y que sirvió du base a la sen- 
tencia del juzgad" confirmada por la Suprema Corte de que se 
haeo mención en ka expresión de agravios; encuadra el cato 
igualmente en el artículo 1000 de las ordenanzas, que estable- 
ce que € los efectos de rancho que se encuentran & bordo sin 
permiso de la Aduana, serán considerados como exceso *n el toa- 
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niíiesíi. .le rancho », y cuja infracción es castigada en I» forma 
prev^ni hi por t i artículo 905 di- las mismas, esto es con la pena 
de comiso. 

Que en cuanto á lo truc se aürma, que el artículo 54 -le !a 
K-j 4e Aduana, si bu'n comprende los actos d» los apelantes 
lia no contiene sanción penal que les sea apli.-able. tal alirnia- 
ció n existe ampliamente reconocida y por tanto bajo cualquier 
faz que se le considere debo conceptuarse como manifestada, j 
dicho exceso de rancho en tal caso siempre cabría bajo la 
sanción do los artículos 905 de laa Ordenanza» de Aduana. 

Que, por consiguiente, el juzgado no encontrando mérito para 
la revocatoria solicitada, d.-be onürmai 1 la «enuncia apelada 
en todas sus partes. 

I'or ello, y Jo aconsejado p.ir p| Ministerio Público, fallo con- 
tinuando con co4;ts la «enteneia aduanera d»- ioia fi, tjne de- 
clara tiaídas en comiso las mercaderías de que instruye el parte de 
foja 2 cuyo producido deberá ser distribuid,. en Ja forma preve- 
nida por los artículos 1029 y 1030 de las Ordenanzas de Aduana 
y por la ley vigente de la mi-una, pri? ia deducción de los dere- 
chos liscales. Notifiques* original y en oportunidad remítase 
el expediente A la Aduana para su cumplimiento. Repóngase 
el papel. 

igustin Vnlinarrain. 



VISTA DEL SKflun PROCUItADOH GBHERAl 

v ■ Bueoos Aire,, Julio l8deJH97 

Lis fundamentos de la s-nleiicia recurrida lian quedado in- 
tactos no obstante los esfuerzos de la expresión de agravios. 

Reconocida la existencia de artículos de runcho sin manilVs- 
r. un l6 
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tar; demostrad a~que el artículo 54 de la ley de Aduuna vigente 
prescribía el deber de manifestarlos, no es lógico desconocer la 
aplicación del uHÍculo 905 de las Ordenanzas de Aduana que 
impone pena de comiso á lo manifestado de menos ni la de los 
artículos 1025 y 1 026 de las mismas, que declaran materia de 
pena toda falta de requisito ó todo hedió que tienda á dismi- 
nuir la renta aunque no tenga en las Ordenanzas una sanción 
especial, 

Se ha deservir V. E. confirmar p»r mis fundamentos el fallo 
recurrido de foja 19. 

Sabiniaw AVer. 



rail» 4# I» Btiprm* Cfert* 

Doenos .Vires, Agobio 1* de 189ÍL 

Vistos : Por sus fundamentos, de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador general y con lo resuelto por 
esta Suprema Corte en caso an.itogo, se confirma el auto api - 
lado de foja diez y nueve con cusías. Notifíquose original y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

DKNMHIN PAZ. — ABEL BAZAÍ1. 
— OCTAVIO BUSGE. — «JAN E. 

TDHRENT. 
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«'AUM.% l'I L V XX III 



Ifoii Pedro Soumastre contra don Mateo DÚrañona 
fior cobro de pesos 

Sumario. — No habiendo sido ^r:i tuito ei mandato, ni ha- 
biéndose courenido que la retribución tic las servicios depen- 
diese de la conclusión de la operación encorné udad». el manda- 
tario tiene derecho tanto ni reembolso de gastus, com» A ta 
retribución de lo* servicios prestados durante el mandilo; todo 
lo que puede el tribunal fij¡ir la Mima que reputa justa y 
equitativa. 

t uso. — Lo explica el 



r«ll« M Juca t>4rr«l 

Hiii'im?. Airos. Julio a (te Mfih 

Y vistos: estos autos seguidus por don Pedro Sunmastn, 
extranjero, contra don Maten Üurañou¡i t argentino, por cobro de 
pesos. 

Resulta: 1 ü Que don Pedro Soumastre demanda al doctor 
Mateo Durañona para que se le declare deudor de una suma de 
dinero que el juzgado determinará y que se niega A abonar al 
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di mandante debiendo obligársele al pago de ella con más los 
ruteras y las costas del juicio. 

Que el ¡iño 1887 residiendo el doctor Dnrañona en esta ciu- 
dad y el señor Sonmastre en la de Mercedes (República Orien- 
tal) fué comisionado este último por aquel para que le buscase 
comprador y le vendiese un campo ríe su propiedad de 2851 
cuadras cuadril das que aquel poseía en el distrito de la Maula, 
V sección del departamento de Soriano de dicha república. Kl 
señor Soiimaátre aceptó la comisión que se le von liaba liacién- 
duselo saber así por carta al doctor Duran u 

Qu«- el año 1887 transcurrió sin realizar nada porque á los 
interesados en el campo no les convenía el precio, y demás 
condiciones de la venia que se les ofrecía. 

Que 0* principios de 1888 fui autorizado para Vender dicho 
campo al precio lie 16 pe<os oro sellado de aquella república. Ja 
cuadra cuadrada, pero que también en ese año como en él ante- 
rior ocurrieron di lien Hades que impidieron la realización de la 
renta. 

Que el año 1889 continuó tas gestiones y debido :i ellas con 
trató por el precio convenido y autorizado por Duraíiona con 
un s»*ñor f'aviglía, ntorgátidose ambos los boleto- respectivos, 
pero que el negocio no se consumó porque el comprador exigía 
la posesión inmediata d el campo y esto no era pn>ible por 
cnaiit<> se hallaba arrendado á un señor Martihoz, habiéndose 
por esa causa convenido de común ¡miento en rescindir el eon- 
irato iocoiidjcjonulmenlc. Qoe mientras trataba de arreglar 
con Cavigliü, buscaba nuevo comprador y lo halló en el señor 
Rudolfo para qui"n aceptó el campo si razón de 18 pesos cua- 
dra que aquel le bahía pedido por servir mejor los intereses de 
su mándalo. Que - ou este nuevo comprador surgieron des- 
pués de cerrado el trato nuevas dificultades en cuanto á la 
forma en el pago del precio, que obstaron á la escrituración. 
Que el demandante, lie) a su sistema de no perder tiempo, ape- 
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rías asomaron la> primeras dificultades, trató de entrar en ne- 
gociaeiones con otros y fué m estas circunstancias que ofreció 
el campo ¡it precio antes mencionad» de 18 pesos nacionales al 
arrendatario del mismo d.. t , Vieent- A. Martines quien aceito 
H negocio eu esas condiciones, pero que este ñor sabiendo 
que aún sé hallaba de por medio el señor Laxa pensó que el 
mejor mn.J,. de asegurar el negocio era verse con el mismo se- 
ñor Du rallona y así la hizo en efecto logrando que aquel le 
firmase boleto en los primeros días del me* de Agosto y en tas 
condi -iones convenidas con el a. ñor Souniastre habiendo en el 
mes subsiguiente firmado la escritura de rénta definitiva ant- 
el escribano publico de Montevideo don Osvaldo Amata. Que 
durante el ejereici., del mandato dice el señor Sotimastre que 
practicó una serie de trabajos de importa nci me enumera en 
<u escrito de demanda y mantuvo una laraa correspondencia 
con el señor Durañona la que sólo ha conservado en paite y es 
la que acompaña como justificativo de k> 3 hechos relacionados. 
Que byr lo expuesto y de acuerdo con los artículos H07 y 1952 
del Código Civil « orresponde se mande abonar por Durañona 
al demandante Ja suma det!G78 peausy II centavos oyó sellado 
ó su equivalente i n papel moneda el dia de pago en cuya suma 
estima tos honorarios devengados y prometidos en el asunto 
según se detalla en la cuenta adjunta, más los intereses y costas 
del juicio. 

2° Que corrido t«UMo le la demanda y su ampliación el 
doctor Durañona la contestón foja 55 negando los fundamentos 
de la acción instaurada y la distocia de la obligación que se 
le atribuye en virtud de haber caducado el mandato que ie ron- 
linó á Sounuitre antes de Ja operaci-.u de la v^nta del campo á 
los señores Martínez y Braceras, cuyo acto fué personalmente 
realizado por Durañona. 

3 o Que atento los términos en que ha sido contestada Ja de- 
manda, recibióse la causa á prueba para justificarse í Que el 




demandante inició las negociaciones con Braceras y Martínez, 
y en qué condiciones ; la forma ou que se estipuló el pago de 
su comisión. Que fué convenido que no se le abonaría retribu- 
ción alguna por el mandato si no s • realizaba la ten ta del 
campo. 

Y considerando: I" Que el reclamo del M-ñor Soumastre se 
reliere únicamente á la comisión del 2 por ciento sobro el im- 
pune de I» Te uta del campo hecha á los señores Martínez y 
Braceras. A la miud del exceso obtenido en la venta sobre el 
precio señalado p..r Durauuna y á loa honorarios por su inter- 
vención en las diligencia* para obtener apertura di' la sucesión 
de <li>n Ham-n I Mi rano na, tod» lo cual se detalla en lu cuenta 
foja 24. 

2" Que á efecto de juMi tirar el demandado i|ue inició las ne- 
gociaciones cotí Braceras y Martiio'7. v én 0OndÍCÍÓ_DSS ha 
producido la prueba testimonial, que obra t-n autos según se 
«presa en el certilicalo 1- l actuario .órnente á foja 906, y de 
la cual resulta lo siguiente: 

fil testigo Dionisio Viera al contestar á la terrera pregunta 
del interrogatorio de foja 188 aliruia que Soumastre ofreció el 
campo en venta a don Vicente A, Martines á mediados de Julio 
de ÍS89, eoiistándole por haber presenciado lus conferencias 
entre don Pedro Sonmastre y oon Vicente Martínez, El tes- 
tigo A. Marfil!- ?. alirma el mismo hecho en su declaración 
corriente á foja 19! y el te-tigo José E. Jíoubin agrega, ni dar 
tarazón de su dicho, que lo ha oído á ellos mismos, es decir, á 
Martínez y Son m astro. 

Kl te- imoni d»- estos testigos es bastante para jtislilicar que 
el demandante inició las negociaciones ron Martínez y Braceras 
para la venta del campo del doctor LMiruñona, y aún cuando la 
tacha opuesta á los testigos Vicente A. Martínez y Angel Bra- 
cera-, es bastante para desvanecer su deposición, no es teme- 
raria ta deducción de que las condiciones en que se inició la 
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negociación fueron las mismas en que se consumó ta operación 
con fl doctor Huraño na. 

3° Que no se bu probado}» forma en que se estipuló el pago de 
la comisión, ni Univoco que no se abonaría retribución alguna 
por el mandato si nj realizaba el mandatario la venta del 
campo siendo entonces de aplicabilidad quu á falta de conven- 
ción espesa la comisión qae corresponde abonar es la usual en 
las impresas de esa naturaleza. 

4* Que el demandado lia negado la personería al s* uor Squ- 
mastre para intervenir en la opera ion realizada, objetando que 
antes d<> la época en que esta tuvo lugar había caducado el 
mandato por cuya razón el muid alario no podía intervenir ni 
intervino en tos actos preparatorios de aquella, ni tampoco en et 
de la escrituración donde, de acuerdo con io dispuesto en el ar- 
tículo del Código deComer-in debía ha liarle presen U para <:erli- 
fiear que la operación se realizaba con su intervem-Jou. 

¿ Se lia demostrado que el señor Soumastre careciera d« 
la personería que se atribuye en la negociación? 

Examinemos la correspondencia presentada por id actor t cuia 
autenticidad lia sido recormuida per el demandado y es la uní a 
prueba que snbre este punto aparece en autos. 

De t i c.irta corriente i foja Í2. fechada el 2t de Julio de 
1889, resulta que el doctor Duranonu pidió a Soumastre la 
devolución de los d-euuieiitos qm- le había enviado para rea- 
tizar la escrituración del ¿ampo ponuanto por el rnomentc ha- 
bía resuelto no venderlo. 

Posteriormente, con fecha 2 «le Agosto di 1 mismo año (carta 
foja 13), el doctor Durañona manifestaba estar de nuevo dis- 
puesto A continuar la negociación con el señor Lara siempre 
que la operación fuera al contado y en caso de que este señor 
no quisiera efectuar el negocio en esas condiciones, pedía la 
devolución de los documentos a que se ha hecho antes refe- 
rencia, por hallarse dispuesto á suspender la venta del campo 
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como se lo había man i talado anteriormente al mandatario. 

Esta resolución categórica del ductor Dura nona i m portaba 
el propósito de no continuar hi negociación con otras personas, 
si no se realizaba la upe ración con Lara imi la forma iiidicnda 
por aquel ; y corno ésta fracasó también, la personería «le Smi- 
muAtre caducó desde lu fecha en que el man ti unte le comunicó su 
resolución Je no n-iidcr el campo, es decir desde la fechu de la 
carta de foja 12. La operación, pues, realizada cutí los señores 
Martínez, Braceras y Layraau y rompañía, ha sido llevada ¡l 
cabo personalmente por el doctor Dur.inon.i sin que mediase 
ningún acto de los que la ley determina pura establecer la in- 
tervención del i-orredor en esa clase de negocios, lo que hace 
más evidente la falta de personería en el demandante. 

5" Considerando respecto de la partida de 50 pesos oro ¡ qm 
se refiere la cuenta de foja 24, por honorarios de procuración 
para la apertura de a sucesión de don líamon Durañnna con el 
objeto fie pagaT los derechos liscales en la República Oriental ; 
que esos gastos han sido practicados para la escrituración del 
campo en las negoi iaciones hechas directamente por el manda- 
tario su impnrte está comprendido en la suma de tOOO pesos 
oro que éste recibió de La ra y ¡i la cual renunció el doctor Du- 
ra ñu na disponiendo fuese devuelta á éste con deducción de todos 
ios gast< sy diligencias que hubiese hecho el señor Kootnustre. 

l'or estos fundamentos fallo : absolviendo de la demanda al 
do'-tor don Mateo Durumma sin especial condena, ion en costas 
porque .i juicio del infrascripto nohay mérito pnru imponerla. 

Notifiques? con el original y repóngase las fojas. 



Juan del Campillo* 
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Uuenog Aires, Agobio L* ile ltfclU. 

Vistos y considerando: Que <1 demandudo dmi Mateo Dura- 
Ñofiu confirió mandato al demandante don Pedro Sonuiustre para 
que gesiionase y conviniese ia venta dv un campu di» la propie- 
dad del primero ubicado eu el departamento de Soriano, Repú- 
blica Oriental, lo que consta por lu correspondencia con que el 
actor instruye la demanda y pur ( I reconocimiento conforme 
de ambas partes, coiiitando que ese mandato existía ya, en nue- 
ve di* Huero de mil oehud.icos ochenta y nueve (carta dp foja 
primera), y que duró hasta mirs de Julio ó mrincipius de Agosto 
de mil ochocientos odíenla y micV" í'-artH» de foja dore y trece 
de veinticuatro de Juiio y dos de Agosto). 

Que dentro de esus feclias el dañan Unte ha obrado un el 
ejerció de las funciones del mandato suministrando datos al 
demanda*' • v recibiendo instrucciones de é-te ú que conforma- 
ba sus nulos; celebran lo fondín ii i -uav-mura Cari gl i a en 
Abril de mil ochocientos ochenta y nueve (isleto de foja cin- 
imcnta y uno), y con don Rodolfo Lira en Mayo del mi amo ano 
(boleto de toja cincuenta y dos) contratos pañi la renta que se 
le encomendó, que quedaron sucesivamente sin efecio por con- 
venio ulterior délos interesado» ; realizando visijes en servicio 
de su cometido y varios otros hechos, todos concernientes al 
mismo objeto. 

Que según lo declaran Los testigos don Pascual Ctiartino y 
■ion Eduardo Salditoiido, contestando respectivamente á foja 
ciento setenta y cinco vuelta, y foja ciento setenta y seis il la 
tercero pregunta del interrogatorio de foja ciento setenta y 
cuatro, Soumustre encontrándose en Montevideo con motivo del 



■ fintr.itu convenido con La ra, jde r|iie si' ha hecho referencia y 
eu vista de que éste ponía incoíi ven ¡entes para cumplir con lu 
estipularlo en el b Jeto de venta, ofreció el « ampo del doctor 
Dura ñoña á otras personas. 

Que de tas declaraciones de non Dionisio Viera (foja cíenlo 
noventa), de rimi Mai tin C. Martines (foja cienfci noventa y uno) 
y don José K. I ion inri (foja eíentO noventa y ocho), respon- 
diendo i la tt-recra pregunta del interrogatorio de foja eient" 
ochenta v ocha resulta : que el mundat;irio «So ninas iré ofreció 
en venta el campo á dou Vírente A. Martínez á mediados de 
Julio d* 1 mil ochocientos ochenta y nueve. 

Qneel oitadn don Vicente A. Mamm<iy Ion Angel Bracera* 
uiirman ú Toja e¡. rito noventa y tres el primero, y á foja ciento 
noventa y seis < ¡ segundo, al contestar al interrogatorio de foja 
ciento ochenta y ciñen, que .1 demandante hizo al expresado 
Martim z el ofrecimiento de que liabia el considerando anterior 
poi el precio A» diez y ocho pe^os oro orientales la cuadra de 
terreno, 

de las misma» declaraciones, es decir, de las de don Vi- 
cente A. M..irtiuez y don Angel Braceras consta que después de 
la oferta hecha por Sunmustre, id los se trasladaron .i esta ca- 
pital p.ra tratar directamente con el doctor Durañona sohre la 
compra del campo, mi la esperania de obtener mavures segn- 
ridade- y algunos véntajaa, prodatiiéndose en consecuencia la 
Convención pan la venta con la intervención directa del pro- 
pietario ductor Durañona si bi-n por el miento precio do diez y 
ocho pesos «ro que había pedirlo Sonmastrc. 

<jue la prueba de qm> s- ha hecho mérito demuestra que en 
previsión de que fricábase li negociación convenida con La ra y 
cuando aún duraba el mandato puerto que recién á liues de 
Julio de mil ochocientos ochenra y nueve el mandante mani- 
festó al m in litar .o que h iltía resnelt i no vender el campo, 
Son nía t re inició la negociación que com luyó poeos días des- 
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pues el doctor Durañooa (el veinticuatro del mismo mes de 
Julio, según éste lo dice á foja ciento sesenta y ocho), quedando 
así acreditado »l primer hecho áque se reñero el auto de recep- 
ción A prueba de foja sesenta y cim;o. 

Que, el demandante no lia acreditado que -1 demandado le 
hubiera ofrecido además du la comisión correspondiente darle 
l.i mil ..id de lo que por precióse obtuviere sobre el de pesos diez 
y siete p^r cuadra porque la confesión de Dnrañona de foja 
ochenta y cuatro, único comprobante que liace caler á ese res- 
pecto, nn condure á tal resultado, demostrando ai contras- ■ 
que no hubo I» convención de referencia. 

Que según se comprueba por la citada confesión, contestan'!-* 
el doctor Durañonu á foja ochenta y tres, á la décima de las po- 
siciones de foja ochentn, se estipuló que id mandante no paga- 
ría comisión alguna si el mandatario no realizaba la venta. 

Que, Dnrañona no anticipó a tfoumastn cantidad alguna con 
aplicación á los gastos que el mandato originara, estando pro- 
badu que ol mandatario lo* ha hecho por razón del ejercicio 
del cargo bastando para llegar ú esa conclusión tener en cuenta 
los riiijes real iiados i t il !Ín que con destino á esta capital so- 
lamente el demandante confiesa haber hecho por don 6 tres 
veces (foja o -beata y cinco vuelta)* desde que eso? viajes im- 
plican erogaciones por pasaje y estadía fuera del lugar del do- 
micilio del mandatario podiendo ser causa también de priva- 
ción de ganancia. 

Que no habiéndose convenido en que la retribución del ser- 
vicio había de depender de la conclusión y buen éxito de la 
operación encomendada, Soumastre tíeuo derecho á que le sea 
pagada la correspondiente á los servicios prestados en calidad 
de mandatario teniéndolo i, almente para que se le reembolse 
los gastos hechos en ejecución del mandato, según lo previenen 
expresamente los articulo mil novecientos cuarenta > nueve y 
mil novecientos cincuenta y dos del ('¿digo de Comercio. 
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Que esto es tanto más justo cuanto que el demandante n>< 
sólo prestó semejos y onviuoen negocios que multaron in- 
fructuosos sin culpa Miya si mi que es verdad, como ya se ha 
dicho, que é\ había iniciado ta opera. -ion de vent.t qde concluyó 
el demandado «obre las mitfmas bases de precio, lo que si no 
fuera bastante para d «ríe derecho ú ta .comisión integra en los 
términos del Código de Comercio, relutívo á ! s eunedores, lo 
sería iucontest ublemente para que se le pague la retrilimion 
que corresponda al servició lu cho (artículo mil novecientos cin- 
cm uta y ocbo del Código Civil \ desde que la revocación del 
mandato se habría operado estando el negocio ya muy :t I- lau- 
tado y sin culpa del mandatario que babrí¡i revelado al contrario 
previsión y actividad. 

Qii" aunque es cierto que don Rodolfo Lara dio en seña la 
'•orna de mil peso?, y que srgun lo iliee el demandado en su 
carta de foja quince, él consintió con reí-tru clones en que esa 
svña se devolviera, no es menos cierto que á estar á esa misma 
carta tas instrucciones no se referían sino a Los derechos y 
gastos Ocasionados en el convenio con Laru no comprendiendo 
por tanto los derechos de Souma>tre por las riVmAs servicios 
prestados en la ejerucínu de] mandato, 

< J ue la fue iza jurídica de la prueba analizada no se amengua 
con las taclias que el demandado opone en su escrito de foja 
ciéntu sesenta y siete contra don Vicente A. Marti nez y don 
Angel Braceras, porque atíu en la hipótesis de que ellas tuvie- 
ran fundamento l<*gal no per eso dejaría de -xistir la plena cun- 
víceion en el mentido de los hechos aceptados en este falto con 
tanta más razón, cuanto que se debe presumir razonablemente 
iuc Sonmastre que ofreció el campo en renta á varias personas 
incluyó entre éstas á Martínez que lo ocupaba como arrendata- 
rio y con quien por tal circunstancia habló varias veces en 
ejepupion del mandato. 

One ¡as constancias de autos y las prueba? al respecto produ- 
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cid as par Somnastrc son bastantes pura Iviber por justa y equita- 
tiva la rijaeion de la sutnade mil pesos oro moneda oriental por 
I.i retribución, reembolso de ga -tos y demás debidos al manda- 
tario Soumastr. , inclusive los cincuenta pes-<s que cobra por 
\onorarios de pro-uracioii para nblener la apertura de la suce- 
sión de dun Ramón Duraitona. 

Paréate se revoca la san tendía apelada de foja doscientos 
cincuenta y seis, y se condena en consecuencia al demandado 
á pagar al actor ta expresad» suma de mil poso-, om oriental con 
sus intereses corridos di*sde la notificación de ta demanda al 
tipo de los que. cobra el Banco de la Nación en sus descuentos, 
absolviéndose al mismo demandado de los demás capítulos de 
la demanda en loque se confirma dicha sentencia. Notifiquen 
ron el original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAE, — ABEL BAXAN. 
— OCTAVIO BfJWGE. — «JARE, 
TOnrVENT. II. MAttTnU. 



t A1TMA «<X\\\IV 



Don Adolfo Lérlora contra el Banco Hipotecario Nacional; sobre 
acción negataria y daños y perjuicios, 

Sumario. — 1° Las dispusicioneá relativas á la acción nega- 
toria no tienen aplicacíun al caso del Bautu Hipotecario Nació- 
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nal, que por haberse filudo al contrato de préstamo hipoteca- 
rio manda rematar el inmueble hipotecado, y por haber des- 
aprobadoel remate practicado, ruelre á ponerlo en Tinta. 

2* Los actos pe importan el ejer icio de un derecho no pue- 
den traer respons .bilidides. 



Caso. — Resulta del 



■ «II* del Jwt redera! 

Buenos Aires, Julio ¿3 "Je 1WÍ7. 

Y míos para sentencia lus presentes autos, de los que re- 
sulta : 

Que el 15 de Abril de 1895, don Adolfo Lértoru se presento 
judicialmente instaurando demanda contra el Banco Hipoteca- 
rio Nacional por acción negatuna, fundado en los siguientes 
hechos : que con fecha 18 de Setiembre de 1888 < omprú con 
parto de retróbenla uno» terrenos ubicados entre las calles 
Ministro Inglés, Güeniaz y Ara .», los cuales reconocían un gra- 
vamen al Banco Hipotecario Nacional por valor de 30.000 pe- 
sos en cédulas de la serie C. Que con lal titulo se presentó al 
lianeo sulicitando la división del préstamo que gravaba Ja pro- 
piedad, petición que le fué acordada, en vista de loque pidió 
que dicho establecimiento cacara á remate el bien para ser ren- 
dido en lotes, solicitud que igualmente le fué concedida ; pero 
Tendida la propiedad fué mus tarde desaprobada la renta por 
el Banco. 

tjoe posteriormente i esto ha vuelto el Banco á anunciar el 
remate del inismobten, y como estos hechos importan una usur- 
pación, pues le privan ejercitar libremente sus derechos de 
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dominio, t icnc en uso de las facultades que le acuerdan los ar- 
tículos 9800, 280 í y 2803 del Código Civil, á entablar acción 
ucgatoria y á la vez responsabilizar ni Banco por los perjuicios 
é intereses que pueda causarle por Ja anulación de la venta. 

Corrido traslado de ta demanda, fué evacuado á foja 91, 
sosteniendo el Banco qne el actor no sólo carece de título para 
dt-dueir la acción de que h v »<«, stnó que el establecimiento 
ejer- itd «u perfecto derecho rírrvudo por sos mismos esratutos 
para no aproJ»ar las ventas qne « elebra, cuando así fuera con- 
veniente ; razón por la que solicitó su rechazo con coalas. 

Que abierta la caus» á prueba por auto de foja SO ruelia, 
se buu producido Jas probanzas que expresa el certilicado de 
foja 43. habiéndose agregado los alegatos presentado - por los 
interesados, y llamad ose ¡intos pava sentencia, con todo lo que 
este expediente ha quedado ? n estado de poderse dictar este 
pronunciamiento definitivo. 

Y considerando : I o Que lesde que la acción uegatoria que 
acuerda el artículo 2800 del Código Ci>il sólo compete ejerci- 
tarla a los poseedores de inmuebles contra los que les impiden 
la libertad en el ejercicio de sus derechos reales, i lin de que 
esa libertad sea restablecida ampliamente, incumbe al juigado, 
como paso prério, inquirir, si tal 4itremo ó requisito reúne la 
acción deducida, mayormente que en la contestación de Ja de- 
manda se ba negado que el d mdanto sea poseedor del bien 

que gestiona. 

2 o El derecho de propiedad qué invoca Lértora, se halla acre- 
ditado por la escritura pública de adquisición que efectuó de 
don Manuel Garay con fecha 18 de Setiembre d.- 1888, por an- 
te el escribano Fernando del Rio, y que se encuentra agregada 
al expediente que como prueba ha sido presentado y remitido 
por el Banco Hipotecario Nacional, cuya venta se le hilo con 
pacto de retroveitta* 

Pero no obstante ta existencia del título mencionad» j que 



•. ' • " > 

160 ka i.i os tie la supitbMA ¿oftfff 

tridentemente acredita el dominio ríe Lértura, cuando és¡ >• 
compró no tomó la posesión del bien, cuyo hecho se encuentra 
comprobado por su propia ma ti i fes taci un hecha enel expediente 
agregado y caratulado <Lcrtora, Adolfo, contra Manuel Garay y 
Octavio S. Bellini solicitando posesión de un lote de terreno», 
iniciado precisamente para gestionar esa misma posesión. 

Desdo lu<"R . su título .sólo le daba un derecho ;í la cosa y no 
la cesa misma, pipi s que H dominio ■ n los inmuebles sólo so 
adquiere por ta enajenación de la cosa después di- lirmudo el 
instrumento público de enajenación -eguido de la tradición 
(artículo 2609 del Código Civil). 

Por consiguiente, no teuiendn Lértura la posesión del bien 
■ omprado, no ha podido liacer uso A servirse dé la acción in- 
terpuesta por ser esu posesión requisito ú r lemento necesario 
para que ella pueda prosperar, di- acuerdo con lo preceptuado 
en el artículo 2800 del citado Código. 

3° Como lo indina I» sentencia de la Kxma Cám ira pronun- 
ciada en el expediente de la referencia, agregada como prueba, 
no sólo resulta á foja 115 que Lértura prorrogó el plazo lijad n 
pará la retrovendí, sino que ürnw una nueva ron? ncion me- 
diante la < ual se crear- >u nueras relaciones de derecho, por las 
que se le autorizaba a vender en público remate y á nombre de 
Bellinj la propiedad maieria del contrato, con facultad de es- 
criturar, percibir el importe de la venta y cobrar**- Las sumas 
que se le debían, estu convención que con arreglo al artí- 
culo 1197 del Oidi«oCiYt1 es ley para las partes contratantes, 
que sin modificar, ó deshacer la primitiva compra, lo constituye 
á Lértora en complementario especial de Bollini para enajenar 
el bien, dándole, entre otras facultades, la de pagarse su cré- 
dito. Su carácter de comprador desaparecía con ella, de mane- 
ra que sólo puede hoy ejercitar sobre el bien en cuestión los de- 
rechos únicos que leda el convenio de fuja H5 t ósea poderío 
enr > nar á manera de su dueño Bellini. 
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Desde lnejío, correspondiendo la acción negutoria, de acuerdo 
con la ley civil invocada, á ios pose dores de inmuebles y á loa 
acreedores hipotecarios impedidos de ejercer tiuremente sus 
derechos, y ao reuniendo Lertora ninguno de estos requisito» ó 
caracteres, la acción por él instaurada es absolutamente impro- 
cedente, r izón por la que procede su rechazo. 

¥ Que el Banco Hipotecario Nacional ruando anuncia sus 
rentas, lo hace mediante la condición deque el Directorio se 
■ reserva la facultad de ¡iprobar ó anular el remate. Celebra desde 
luego una renta tal referendum, es decir la oferta hecha y acep- 
tada por el martiliero no equivale al acuerdo necesario de vo- 
luntadea para la fonnaeion del contrato de compraventa, sino 
que Únicamente significa una oferta, la que para poder producir 
KU9 efectos propios, el vineiilu de dereeho, requiere necesaria- 
mente la aceptación del Directorio, Al no prestar el Directorio 
su aprobación á la venta h- cha por el martiliero Bullricli de los 
terrenos que pertenecían á Bellliii y que fueron motivo de la 
retroventa hecha ú l.értoru, ha ejercitado pues una facultad 
reservada expresamente, ha puesto en uso uu perfecto derecho, 
y por tanto, nunca por tal concepto puede ser pasible de los 
daños y perjuicios recláma los, por ser elemental que el ejerci- 
cio de un derecho propio no constituye ilícito ningún acto (ar- 
tículo 1071 del Código Civil), tanto más si se tiene en cuenta 
que no obstante la amplitud de facultad del Hunco para prestar 
ó lió su aprobación á las ventas que celebra, aún en el presente 
cuso lo hiz» basado en causa fundada, esto es, ene! informe de. 
su letrado y con ocasión de la oposición que á la venta hizo Ja 
sucesión de Belliui, invo.un lo derechos de dominio sobre ese 
bien y negándoselos á Kértora. 

Pur otra parte, cuando el demandante en Diciembre de 1894, 
se presentó al Banoo pidiendo la venta del bien hipptecado en 
su carácter de propietario, según resulta de) expediente agregado 
ya había dejado de serlo, como lo tiene resuelto la Exraa Cá- 

T, LUI n 



-f.T ••• ■; ■ . --.-5.^™,-.;--- - ; ■ ■ t_ .t— v 



16Í CALLOS I1B L* 8UPr.BMA COftTC 

mará de apelaciones según fallo pronunciado en 38 de Julio 
de 1891 y que corre á foja 258 del ciismo y por consecuencia 
carecía de derecho pura proceder <-n la forma que lo hiiu. 

De lo eipucsto resulta que 110 sólo el Banco Hipotecario Na- 
cional, ejercitó uu perfecto derecho al no prestir su aprobación 
al remate practicado por Bollricb, sino que no siendo Lértora 
dueño de los derechos que invoca tener en su demanda, no ha 
podido gestionar en su propio nombre los perjuicios que reclama. 

Finalmente, es principio inconcuso de derecho y dejurispru- 
dcm-ia repetida, que no debe admitirse la demanda en que se 
pide la indemnización de Uh perjuicios que se dice recibidos si 
no se han comprobado ampliamente los hechos invocados como 
C iiusa generadora de ellos, y su monto, y c<unn ninguno de estos 
extremos bu sido acreditada por el demandante que es sobre 
quien pesa la carga de la prueba, corresponde aún por tal con- 
oepto, el rechaíodela acción. (Série2\ tomo 10, página 381 y 
serio 4 1 , tomo 12, página 426, l'alios de la Suprema Corte; y 
ley í* títüín 14 y partida 3"). 

Por estos fundomentos, delictivamente juzgando, fallo ; no 
haciendo lugar a la demanda instaurada por don Adolfo Lér- 
jtota, contra el Naneo Hipotecario Nacional, á quien absuelvo 
del présenle juici», con especial condenación * n rostas. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

Agustín t'ntiiiarrti út, 

rallo úm I» ftuprem» Corte 

Buenos Aires, Agosto 3 de 1899, 

Vistos y considerando; Que el Banco Hipotecario Nacional 
en uso de las facultades que el respectivo contrato le da y de 
acuerdo con su ley orgánica, dispuso el témate de los lotes de 
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terreno á que se refiere la resolución d foja sesenta y cuatro, del 
espediente agregado ; lotes que son pa; te del inmueble contenido 
en la constitución hipotecaria de foja i i ntinueve del expediente 
miado que llera el número tres mil ole to setenta T nueve. 

Que ejerciendo también facultades m \ 6 „„„ proni¡ls que 
s, reservó expresamente al ofrecer 1=» cosa en vent,, desaprobé 
el remate practicado, cotn» se ve á foja ochenta v cuatro del 
citado expediente. 

Que dichos actos que no importan sino el ejercicio de un 
derecho, no pueden entrañar por su uaturaleía, responsabilida- 
des á cargo del establecimiento, como lo prende el deman- 
dante, sea que la propiedad de la cosa se hubiera conservado en 
eldeudor originario. 6 que es. propiedad hubiese pasado al autor 
por trasmisiones sucesivas procedentes del mencionad,, deudor 
Que el Kanco obrando dentro de su derecho, nada ha resuelto 
porque no le correspondía resolver, que imparte privar al de- 
mandante, de ulanos de ios derechos qut ta propiedad com- 
porta, si propietario «I fuere de la cosa hipotecada, si no en 
cuanto sea conducente al pago ó servicio de la deuda hipoteca- 
ria en las condiciones legales. 

Que no teniendo aplicación alguna al caso las disposiciones 
legales relativas á la acción negatoria deducida por el doman- 
te, éste que ni por ese motivo ni por ningún otro invocado en 
autos ha podido promover el juicio sin temeridad de su parte 
en el concepto legal debe cargar con las caita» con arreglo á 
derecho y á la jurisprudencia constante en un mérito. 
. Por esto jr fundamentos concordantes, se confirma eon cos- 
tas, la sentencia apelada de foja sesenta y tres. Notifíqnese 
con el original y repuestos l os sellos, devuélvase. 

BENJAMIN P«. _ ABtl, BAZAN. - 
OCTAVIO BUNGB. — ■ JUAN B. T1- 
RHBKT. — U. HARTINII. 
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Don Luis Odenot contra dnn Mórbcrto Quinto por disolución 
de sociedad tj daños y perjuicios; sobre rebeldía 

* 

Sumario. — En los términos por horas ei término t orre desde 
el momento de la notificación. 



Caso, — Vencido el término del traslado conferido de La de 
manda el actor aouáfi rebeldía al de mandudo. 



Intímese al demandado conteste dentro de 24 horas el tras- 
lado que le fué conferido de la presente demanda, bajo aperci- 
bimiento de dársela por contestada en su rebeldía. 



El demaadado, notificado del auto anterior, pidió prórroga 
a lo que se opuso el autor, fundado en el artículo 44 de la ley 
de Procedimientos. 



tul* riel ifii*» VméewmA 



límenos Airt's, Agosto 6 de 18* ¡. 



P. Qlaechea y Álcorta. 
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BUeQús Aires, Ajtoslo 11 do 1896, 

A mérito de las consideraciones expuesta* en el precedente 
• v¡ ito y acuerdo con lo dis puesto por el artículo 12 de la 
Jey nacional de procedimientos, *e le da al demandado por de- 
caldo del derecho de contestar á la demanda que liad* jado de 
usar y ponga»!- al despacho para prureer ]o que corresponda se- 
gún su estado. 

f*. Qtaechea y Alcor ta. 

Auf 4mi lira t>**r*l 

Haznos Aires, Seliiniilire 10 de 18»¡. 

T vi-toa: en la revocatoria deducida á foja 49, y conside- 
rando: Que segu u resulta d>d cargo puerto por el actuario al 
escrito de foja 46, ¿1 fué presentado dos horas después de ven- 
cido el término acordado por et artículo 12 de la ley nacional 
de procedimientos, no lia lugar a la revocatoria y pe concede en 
relación el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto 
elevándose los autos á la Supri ma Corte en la forma de estilo. 

P, Oiáéckea y Alcorta. 

MI» 4* i* flhiprrnw Cara* 

Buenos Aire», Agosto 3 Je 1B99. 

Vistos y considerando: Que en tratándose de términos por 
horas, el término corre desde la notificación. 
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Por esto y f undnmeiitos legales del auto apelado de foja cua- 
renta y cuatro, y reiterado á foja cincuenta y ciño niel ta, se 
confirma con costas el expresado auto. Notifiques? original, y, 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEHJAVIH PAZ. — ABEi BASAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAW 
E. TORRENT. — D MARTINEZ. 



El foco nacional con Ira don Esteban Hisso, por defraudación 
de rentas de aduatta; sobre recurso de hecho de don Pedro 
C. Hamos. 

Sumatio. — Kl que n-< lia sitio parte en el juicio na tiene de- 
rei liü para interponer recursos. 



Cano. — Lo explica el 

r«ll« 4» l« Mmbwcm» C*rtc 

Buenos Aire», Agosto de 1899. 

Vistos en el acuerdo, y resultando de la propia exposición del 
recurrente» que no lia sido parte en el juicio de qoe se trata, no 
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ha lugar al recurso interpuesto. Repuesto que sea el papel ar- 
chívese 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR, — 
OCTAVIO BUKGB. — JUAN E. TO- 
HHBNT. — D. MARTINEZ, 



« AUHA €4X«IVf lI 



La sucesión de Juan X. Fernandez contra el fiana Hipote- 
cario Nacional ; sobre disminución de precio y devolución 
de pesos. 

Sumario,, — I o El derecho que el Banco Hipotecario Nacional 
tiene de Tender el inmueble de mu deudor, implica la obligación 
en el mismo de entregar la cosa vendida, y de hacer las dismi- 
nuciones correspondiente* en el precio y obligaciones del com- 
prador, si el área entregada es menor del vigésimo del área ei- 
presada en la venta, 

4' J,¡i estipulación de eviccion y saneamiento puesta á carg o 
del propietario en la escritura de venta, no exime al Banco de 
esa obligaciun. 

3° La falta do continencia en la cosa Tendida no tiene relación 
con ta obligación de garantir al adqui rente en la propiedad li- 
bre de la cosa enajenada. 



Caso. — Resulta del 



MI* del Jum P«4*r*l 

I) uciios Aires, Diciembre 5 de líiíJíj. 

Autos y vistea : Los presentes seguid 01 por la sucesión .fe don 
Juan N. Fcronndez, contra e] Banco Hipotecario Nacional, so- 
bre devolución de precio. 

De su estudio resulta : I o Que don Agustín Pasalagua, en re- 
presentación de la sucesión de Fernandez manifiesta que con 
fecha 20 de Mayo de 1896, el B:inco Hipotecario Nacional ven- 
dió a don Juan N. Fernandez, en nombre de José Crespo, por 
ante el escribano Sraredra, un terreno contiguo ni Pari|iie 3 de 
Febrero por la suma de 110.500 pesos moneda nacinnal, de la 
que H 0.000 han quedado en hipoteca, sobre el mismo inmue- 
ble, el «nal se componía, según escritura, de 138 metros y 67 
centímetros de frente al norte, por 500 metros de fondo al Sud, 
que debía arrojar ti na superficie de 69.335 metros cuadrados 
y que mensurad» por órden judicial, por el ingeniero Clerici. 
sólo arroja una existencia de 23.327 metros cuadrados, según 
aparece délas respectivas diligencias del expediente de mensura 
seguido por Fernandez ante el j uei doctor Afendez Paz, secre- 
taría del doctor tima. Que siendo la diferencia entre lo adqui- 
rido y lo existente, de casi las dos terceras partes del área ren- 
dida, el caso está previsto por el inciso 5* del artículo 1344 del 
Código Civil y cae bajo el imperio de) artículo 1346 del mismo 
Código, lo que acuerda a la sucesión de Fernandez el derecho 
de exigir en juicio del Banco Hipotecario, la disminución pro- 
porcional del precio, que éste le lia rehusado extrajudioialmenle 
por conducto di- su letrado el doctor Ernesto Pellegrini; 

Que en mérito de lo manifestado pide al juzgado se sirva 
condenar en oportunidad al Banco Hipotecario Nacional á dis- 
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minuir el precio del terreno, en relación ú la ate» existente, A 
devolver á la sucesión el exceso de lai sumas pagadas por cuenta 
del capital é intereses de la hipoteca de 110,000 pesos y á 
aatUf acerías coaUsdel juicio, cou la reserva de exigir la devo- 
lución del exceso que pugne á dicho establecimiento, cou mo- 
tivo de] servicio de la deuda hipotecaria, por el semestre que 
comienza a correr en el mes de Abril de este año, que efectuar» 
á liii de que no sea sacado á remate al inmueble de la referencia. 

2 o Que habiéndose declarado competente el juxgado para co- 
nocer de eate asuntó, de conformidad con lo dictaminado por 
el Procurador Fiscal j corrido traslado, el Banco demandado, 
por intermedio de su representante don Francisco Orti* contest a 
pidiendo el rechazo du Ja demanda, fundándole en que, como 
lo comprueba con el testimonio de la escritura de renta, el 
Banco no vendió ádon Juan N. Fernandez el inmueble u qui- 
se refiere el apoderado de la sucesión de éste, ainó que pro-edio 
áU venta del mismo en uso de las facultades que le coiiliereu 
los artículos 50 y 51 de su ley orgánica, qnu expresamente lo 
reconoció y acordó su deudor don José Crespo, en cuyo nombre 
y representación obró, en cuyo nombre trasmitió el dominio, á 
quien apartó del derecho de propiedad y posesión, á quien obli- 
gó por lu ericcion y saneamiento: todo lo cual, lisa y llana- 
mente, de su libre y espontanea voluntad aceptó don Juan X. 
Fernandez, no siendo vendedor, por consiguiente, el Banco, 
oomo lo afirma la demanda. 

Que esa escritura constituye Ja ley de las partes contratan- 
tes, artículo 1197 del Código Civil, obligatoria para los here- 
deros de Fernandez (artículo 3417 del mismo Código), siendo 
de todo punto inaplicables al caso las dispoiiciones invocadas 
de los artículos 1344 y 1346 del citado Código, pues que el 
Banco no intervino en la operación como vendedor, ni pudo 
hacerlo porque no era dueño, y sí sólo como representante del 
deudor. 



no 
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Que estas consideraciones lo determinan á tío ocuparse del 
hecho en que se funda la acción si existe ó no el área de tierra 
que vendió José Crispo á Juan X. Fernandez, pero que tam- 
poco tiene razones para aceptar la ti urinación del actor. 

S* Que declarada la causa de puro derecho, por b1 auto de 
foja 20 vuelta, se corrió un nuevo traslado por su órden, eva- 
cuando el cual dice «I actor, que aun como mandatario, el Bau- 
co estaría obligado en el caso sub-judite según lo dispuesto en 
el artículo 1886 del Código Civil, además de que Fe mandes 
manifestó conformidad en la escritura, porque ella estipula la 
continuación de la hipoteca por cusí todo el precio y sobre todo 
por que ella establece qne el terreno excedo del área indicada, 
siendo de esa escritura que contiene retención de precio y de- 
signación de área, que emerjo para e) Banco la obligación de 
integrar la superficie enajenada ó de redneir el precio convertido, 
según las disposiciones del Código Civil, invocadas en su escrito 
de demanda. 

El demandado en su escrito de súplica, invocando el folio de 
este Tribunal, recaído en el juicio que le promovió don Hermán 
Fulstron, en el que sé resolvió que aquel cuando bace rematar 
el bien hipotecado y provéele á la escrituración del mismo, in- 
terviene como mero mandar urio del deudor, reproduce sus con- 
sideraciones del escrito de contestación á la demanda agregando 
que no tiene aplic ación en el caso, lo dispuesto eu el artículo 
1886 del Código Civil, que ahora cita el actor, pues que al re- 
tener el precio de la venta del iuni'ieble lo haoe en su carácter 
de acreedor ejecutante y no en el de mandatario ademas de que 
para la exacta aplicación da esa disposición falta la coudicion 
á que ella se halla sujeta, la de que el mandante hubiera en- 
tregado la casa y en el caso nada hay que Crespo te haya entre- 
gado que no lo haya trasmitido a los herederos de Fernandei. 

Y considerando : I o Que al demandarse, en virtud de lo dis- 
puesto en los artículos 1344 y 1446 del Código Civil, la reduc- 
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cion del precio de compra y la derolucion del eirreso que resulte, 
a* ejercita en cierto modo la garantía de saneamiento de la quv 
-ea una modalidad el derecho que se reclama y so diferencia en 
que, en el caso sitb-jttdicc se reclama el eiceso de precio con 
relación al área Tendida, en Jugar «I* la plenitud del derecho 
trasmitido que autorua exigir aquella garantía. 

2" Que la acción de saneamiento, como U que ahora se ejer- 
cita, ae acuerda en e! contrato de compra venta al comprador 
contra el vendedor, siendo condiuion sin? t¡mi non, para su pro- 
cedencia en ese contrato que ella se dirija contra el contratante 
que reviste el carácter legal de Tendedor : contra el que no tiene 
la» obligaciones generales del vendedor, no procede la ¡iccion 
que se ejercita (artículos MI 4, 1344 y 1346. Codigu Civil). 

3° Que de las diversas clausulas establecidas en la escritura 
de venta del inmueble de la referencia cuyo testimonio correa 
foja 13, que es la regla á que la* partes contratantes deben so- 
meterse como á la ley misma, artículo 1 197 del Código citado 
resulta demostrado hasta la evidencia qn>t, en ese contrato, el 
vendedor fué don José Crespo, á quien el Banco expresamente 
obligó por la evicciou y saneamiento en favor del comprador 
don Juan N. Fernandea y que la materia del contrato fué un 
terreno de propiedad de Crespo. 

4* Que las consecuencias legales de ese acto jurídico, son que, 
cualquiera acción que la ley acuerde al comprador contra el 
vendedor, mi puede afeotur al Banco, que vendió en uso de fa- 
cultades privativas en nombre de su deudor sino á éste, don 
José Crespo, que aparece como vendedor, en cuyo carácter, re- 
conocido por el comprador, acepta las obligaciones de tul. 

5' Que no desconociéndose por el demandante, que ul Banco 
no intervino como Tendedor y no aduciéndose, por lo tanto, ra- 
iones que destruyan las consecuencias legales que de ello ju- 
rídicainenta surgen, el Tribunal j uzga oportuno por vía de mayor 
ilustración del punto, reproducir, en lo pertinente, las conside- 
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ruciónos eipur:»tai cu el fallo que recayó en el juicio que por 
liarlos y perjuicios siguió don Hermán Fulstron al Han 
demandado y que el rrmmo invoca en apoyo de su* preten- 
siones. 

6" Que Do siendo el Banco responsable de lo que se íe demanda 
como vendedor en virtud de (o depuesto en lo* artículos 1344 
y l¡vi*i Código Civil, tampoco lo es com>> mandatario f|iie ha 
recibido de su mandante, el di udor hipotecario, e] poder ú que 
S" retíere el artículo 1886 del misino Código, píos que las fa- 
.• Itade* que ejercita dicho establecimiento di- crédito, al otor 
gar una escritora de venta en nombre de su deudor, provienen 
rJe un mandato legal de carácter especial limitado y circuns- 
crito, al uctu déla escrituración y con el único objeto de veri- 
ficar el traspaso de la propiedad, veriÜOado lo cual, terminan 
tas relaciones de derecho con el comprador, en el supuesto, que la 
cosü vendida no quede afectada con hipoteca. Tal mandato, de 
origen legal, ron el tin partí- ular y objeto especial que quedan 
especificados, en ningun sentid.» es el que supone el artículo 
)888 citado, de carácter voluntario y contractual, y con un 
objeto de antemano determinado y distinto del que se estudia, 
pues el Banco al contratar con el dueño del inmneb'e, til hipo- 
teca del mis ni 1 ), no lia tenido la intención de aceptar semejante 
mandato, sino que se reservó el derecho, llegado el caso pre- 
visto por su ley orgánica de proceder á la venta del bien 
hipotecado, otorgando en nombre de su deudor, la corres- 
pondiente escritura de venta, lo que, en manera alguna, 
importa aceptar el mandato de vender el inmueble que se le 
hipoteca, 

Pero, aún en la hipótesis contraria; aún aceptando la exis- 
tencia de tal mandato, el Banco uo sería responsable de laque 
>e le < <.bra, en primer lugar porque él habría cumplido suman- 
dato con la entrega de la cosa, para lo cual como consecuencia 
de un acto jurídico cualquiera, celebrado entre bu mandante y 
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un tercero por lo tanto ajeno ti el y que *'ti el o isa sub-judice 
serla un contr ito de compra renta, aquel «u deudor y mandante 
le con linó poder , y en segundo lugar, parque eiti» <l itposic ion 
legal, podría dar nacimiento á acciones entre man lanie y mau- 
-Utario, por ful í .1 d« eunipUiriieittn del m nidato y entre mau- 
lante y un tercero; por Un obligaciones contraídas por 1 I 
mandatario, pero no entre este y el ternero para exigir la eje- 
cución del tuand.itr>, 

i'or otra parte el Manco hace remitir la >'i-.i hipotecada y 
otorga en nombre de su deudor la correspondióme escritura, 
pero al retener el precio de renta, no lo hac< en el carácter de 
mandatario, con fl objvto de traspasarlo á su deudor, sitió en el 
di- acreedor ejecutante, especialmente autorizado por la ley, 
para cobrarse en esa forma: el precio pues, lo retiene á título 
(!•■ acreedor con derecho á él. 

7° Ijiii' no ea atendible la observación que hace el actor de 
que Fernandez aceptó la escritura, porque ella estipula la con- 
tinuación de la hipoteca por casi todo el precio y establece que 
el terreno pasa de la área expresada, pues que, ni consta en la 
mencionada escritura la reserva que se invoca y si por e] con* 
trario la aceptación lisa y llana de sus estipulaciones y porque 
la continuación de la hipoteca, no oblándose en el acto el precio 
de compra, era una condición del contrato sin la cual el Han o 
no habría escriturado. 

Por estas consideraciones y las concordante* de loa escritos 
de foja 17 y foja 29, definitivamente juzgando Tallo, que debo 
absolver, como en efecto absuelvo de la presente demanda ni 
Hace Hipotecario Nacional, sin especial condenación en costas 
por no haber mérito para ello, dejando á salvo al actor, las 
acciones que por derecho le correspondan, para que las haga 
valer, donde, cuando y contra quien hubiere tugar. 

Notifiquen con el original, y repuestos los sellos, archívese 
el expediente, si no fuera apelada esta sentencia. 
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Asi lo pronuncio y muido ni Hiifnas Airo, capital de U 
liepública Argentina, fecha ut tupra. 

I*, tflaerhea y iirorta. 



P*ll* .ir la NuprfMi Corte 

Buenos Aires, Ago»tn :Jde 1889. 

Vjstos _v eonMiierandu : Que st-^un lo reconocen aml) is partea 
y consta, además de la escritura d»- foja trece, el Banco Hmhi- 
trcario Nacional, en ejercicio de las facultades jne mi ley orgá- 
□ica y el respectivo contrato Ir con feria, rindió á favor de don 
Juan N. Fernandez un terreno de la propiciad de «Ion José 
Crespo hipotecado rii garantía de obligaciones que el deudor 
no cumplió haciendo á ííu debido tiempo los correspondientes 
servicios, 

Qu»' el terreno vendido media ciento treinta y ocho metros 
sesenta y siete centímetros de frente al Norte, por quinientos 
metros, de fondo al Su. i, según se expresa en la citada escri- 
tura lie foja trece (fojas trece vuelta y catorce), verificándose la 
venta por un precio único. 

Que el demandante, en la exposición de hechos contenida en 
la demanda, afirma que una operación judicial de mensura que 
se ha practicado del expresado terreno, hadado por resultado 
la prueba de que éste no contiene sino veintitrés mil tresi-ien- 
tos veintisiete metros cuadrados, en vez de los sesenta y nueve 
mil trescientos treinta y cinco, que debía contener con arreglo 
a las indicaciones de la escritura, y demanda al Banco, en su 
virtud, para la reducción del precio que ofreció en proporción á 
la falta de continencia de la cosa vendida, tanto en lo que se 
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retier- A Us mima* ya pagadas á cuenta del precio, com a la* 
i' a''"'' • qn tía rontraido p.ira con el flomandjKlt». iivrie- 
gando .11 *M-riios uttfrioi qu»* el Banc. hu tenido intervención 
yii .'1 juicio de mensura ya expresad». 

Que el il «ni migado no bi negado ni el citado hecho de la 
mentira judicial, di nu* resultados, ai ha desconocido lampólo 
la intervención r¡ue el demandante le atribuye en Ble juicio, 
tod» l.i que sirve p>u a haber consentido que hay realmente en 
la cusa vendida el defecto di- .ontinencia alegado por el ador, 
en mí rito de lo dispuesto en el artículo ochenta y seis de la ley 
de Procedimientos. 

Que, partiendo de esa base, debe establecerse desde luego 
que, romo se dice en la sentencia de esta Suprema Corte que 
se registra i n el lum» sesenta y cuatro, pagina doscientos se- 
senta y tres de sus fallus, el dereoho de vender que el Banco 
tiene implica en el mismo la obligación de entregar la cosa que 
vende, porque no es t)inó á esa condición que puede exigir del 
comprador el cumplimiento de las obligaciones correlativas. 

Qut¿ pesando sobre el Raneo que enajena en bu interés las 
propiedades que le están afectadas, el deber de hacer entrega 
de la cosa, no cabe duda de que no cumple con esa obligación, 
iio sólo cuando no hay tradición en absoluto, sino cuando no la 
hay comprensiva de la totalidad de Ja deuda, surtiendo en este 
último caso sólo los efectos de un pago parcial (artículos se- 
tecientos veinticinco j setecientos cuarenta del Código Civil). 

Que por consiguiente el Banco Hipotecario Nacioual que ha 
enajenado á favor de don Juan N, Fernandez una propiedad 
como pertenec iente á su deudor, don José Crespo con uoa su- 
perlície de sesenta y nueve mil trescientos treinta y cinco me- 
tros cuadrados cuando sólo existen veintitrés mil, trescientos 
veintisiete metros no puede pretender que llena sus obligacio- 
nes para con el comprador y que tiene contra éste derecho á la 
totalidad de un precio que no debía pagaTse sinó en considera- 
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cien A la continencia ilel inmueble malcría ik'l contrato tío cnm- 
pra-veiUn celebrado, 

Qut* si Iiíh eí-clo* il<- djohn i-iinlr.ito liuhicrau de sor juzga- 
dos en el si .11 ido qup pretende i l demandado, nu se llegaría á 
encontrar tu causa de ta obligación de Fernandez, porque en 
los contratos sinul jgiiiütious, la causa de ellos es la ventaja 
recíproca que los contratante* persiguen, Hiendo, por lo dermis, 
indudable que si Fernandez ofreció y se obligó a pagar un pre- 
cio por tina superficie dada, un ha man i fes lado voluntad de 
pagar ese mismo precio en absoluto por una sopcrlicie tan con- 
siderablemente menor que n penas» si pasa de ta tercera parte de 
la continencia total expresarla en la convención (artículos mil 
cíente treinta y siete, mil ciento cuarenta y cuatro, mil dos- 
cíenlos uno y mil trescientos cuarenta y seis, Códig.» Civil). 

Que pagándose ó rcoonociéudosi* deuda por el precio total de 
la venta, tanto el Banc» coninH comprador han óbralo bajo la 
iiilhiencía de una falsa causa, estundo en un error de hecho que 
conocieron t'il ti mámente, de modo que la situación del compra- 
dor que hizo el pago en parte y reconoció la deuda en otra* no 
puede sino hallarse amparado por las disposiciones do los artí- 
culos setecientos ochenta y cuatro y setecientos noventa y seis 
del Código Civil. 

Que aunque üegun la escritura de venta otorgada por el 
Bañen, éste obligaba á don José Crespo a tas responsabilidades 
de la evieoion y saneamiento á favor del comprador Fernandez, 
aceptándose por el comprador lu enajenación en esos términos 
lo que hace que lo estipulado tenga la fuerza que le da las con- 
venciones de las partes, no puede aceptarse que la falta de 
continencia en la cosa vendida que afecta ti la existencia do lu 
cosa misma en sus dimensiones y A la precisa determinación del 
precio de venta, ■ lomen tos esenciales del contrato y contem- 
poráneos con él, tenga relación con la obligación de garantir al 
adqutrente en lu propiedad libre de la cosa enajenada. 
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Que, el Banco que ofreció en renta una üiiperGcie -Jada, no 
puede á costa del tercero que confió en la eiaotitud de su ofre- 
cimiento enriquecerse mejorando la aituacien que ae liabfa 
oreado en las operaciones de préstamos que dieron causa ¡i la 
enajenación en tela de juicio. 

Que habiéndose hecho la venta en cuestión con indicación del 
Area de» inmueble tendido y por un precio nnico y resultando 
Une el defecto de continencia excede del vigésimo eon relación 
al área total designada, el actor lia pedido con justicia la dis- 
minución proporcional del precio (artículo mil trescientos cua- 
renta y seis, Código Civil). 

Por esto se revoca la sentencia apelada de foja treinta y cinco 
y se condena en consecuencia al Banco Hipotecario demandado 
á devolver al demandante el precio pagado de más, y á libe- 
rarlo de la obligación que ha contraído á favor del' estableci- 
miento, todo en relación al precio que corresponde á la soper- 
licie real de la cosa vendida en proporción con el precio total 
ofrecido por la superficie indicada en la venta. NotiHqaese ori- 
ginal y reepu estos los sellos devuélvanse. 

* r 

BENJAMIN MI. - ABEL BAIAN . 
JUAN E TORRENT. 
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lAUftA 4'CLX XX VI 1 1 



Criminal contri Leanardo Martignone (a) el Cordobés, Antonio 
Coiombo (a) Testan y Luis Galli (a) el Huso, por tentativa de 
circulación de billetes decurso legal falsos. 

* 

Sumario. — Lii tentativa fie circulación de billetes de curso 
i i-gal fallos hace pasible a su autor de la pena de dos años y 
nueve meses de trabajos fomdus y multa de 1375 pesoa fuer- 
tes, y n los complires de la de dos años, de prisión. 



Cato. — Resulta del 



rali* 4*1 *ue» redera! 

Unenos Aires, Noviembre t* de 

I vistos: estos autos seguidos contra Antonio Coiombo (a) 
Testiirt, de 30 años, italiano, soltero, dependiente de almacén, 
domiciliado Rivadavia 1037; contra Luis Galli (a) el Rnso, 
italiano, de %i años, soltero, mozo de cordel, domiciliado Uru- 
guay al llegar á la de Juncal, y Leonardo Martignone (a) el 
Cordobés, italiano, de 38 años, soltero, naruicero, domiciliado 
Laprida 70, por estar acusados de circulación de billetes falsos 
de banco, de los que 



■ 
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Rea Hita : Que habiendo tenido conocimiento el emisario de 
la sección St\ de que algunos individuos se ocupaban en nego- 
ciar billetes falsos de banco, procedió ¿ instruir el correspon- 
diente sumario recibiendo ta rlenunoia que corre á foja 2 de 
Juan Bértola, quien manifestó: que un sujeto de ¡ipodo « el 
Ruso », cuyo nombre es Luis, le había ofrecido ó propuesto ha- 
oer un negocio ó él y á su amigo José Prima, ,| t . ( circu- 

lación d.- billetes falsos que f\ podía proporcionarles siempre 
que tuvieran capital suficiente para hacerlo, á cuyo efecto les 
enseñó en el sitio donde se encontraban un bi.lete de 20 y otro 
de 50 pesos, los que ofrecía enajenar al precio de 15 pesos, los 
de 50 y á 8 pesos los de 90. 

Que aceptando la propuesta, con el objeto de conocer la mag- 
nitud de la falsilicacion y los socios que « el Ruso * decía te- 
ner, á fin de comunicarlo á la policía, concurrieron á la esqui- 
na de Callao y Viamuut adonde en rex de aquel se presentó 
otro sujeto á quien conocía por haberlo visto en compañía del 
Kuso yal que se le llama * Testún j quién después de cercio- 
rarse de que Prima era la persona ,i q„i tí „ buscábanle dijo que 
te! Ruso» no podía concurrir, y lo mandaba en su representa- 
ción para que se entendiera con él, con igual confiaba por ser 
uno de los socios de la sociedad que imprimí» y circulaba los 
billetes falsos, ofreciéndole uno de 200 pesos que le dejaría por 
50 pesos. 

Que Prima después de un cambio de ideas confino con Co- 
lombo en reunirse en la esquina Junin y Paraguay donde ce- 
rrarían trato y harían el traspaso de loa billetes. 

Que arreglados en reunirse p.ir la noche en el paraje indica- 
do, el comisario referido acompañado de dos personas fueron á 
las inmediaciones á esperar el momento oportuno y allí les 
refirió Prima que al llegar 4 la cita se encontró con Colombo y 
otro sujeto llamado Martignone, los que le dijeron era necesa- 
rio ir hasta Barraca-, en busca do Jos billetes, 
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Que si. trasladaron á dicha localidad j allí se bajó Martig- 
none, penetró en au domicilio y salió en seguida, subió al carrua- 
je donde le enseñó seis billetes (le 200, tOO de 50 y 16 de 20, 
y dirigiéndose al centro al liegar á las calles Buen Orden y 
Avenirla de Muyo, se bajó éste con un pretesto que dio y siguió 
Prima junto coa Colombo, hasta Junio j Córdoba, dmide éste 
quedó esperando mientras el regresaba con el dinero, siendo 
en tunees que aprovechó para hacer esta relación. 

Que entonces se convino en qutí Prima y Bértola concurrie- 
ran juntos al domicilio de Martignone, y mientras el primero 
entraba á hacer la operación, el segundo su quedaría en la ve- 
reda sirviendo de gui¡i. 

Que trasladados á la esquina Kivadavia y Laprida les faltó 
el gtifa por no haber sido admitido en el carruaje, por cuyo 
motivóse situaron en los alrededores de la última calle hasta 
que vieron salir de la casa que lleva el número 79, dos sujetos 
reconociendo ser Prima uno de ellos, por lo que procedió á de- 
tener á Colombo entregándolo ¡i un oficial inspector, y se tf.is- 
1 nl6 á la casa indicada donde Prima le indicó que quedaba 
Martignone con los billetes falsos, y aupo que éste se había 
escapado ya, por cuyo motivo y con autorixaoiun del dueño de 
la casa se hilo un registro en la pieza de Martignone, y al ir á 
finalizarlo llegó éste, que se encontró sorprendido, y negó tener 
conocimiento de tal asunt.», como conocer á Colombo, Prima, 
Bértola ni Luis (a) el Ruso, y como indicara que podía hacerse 
una prolija revisacion en au cuarto fué aceptada, y se practicó 
en pretenda de loa testigos mencionados anteriormente en- 
contrándose entre el colchón y el catre un billete falso de 50 
pesos. 

Que al ser interrogado Martignone no supo dar explicaciones 
al respecto, en un principio, pero después de reflexionar, dijo 
haberlo encontrado en la calle y haberlo guardado en aquel 

sitio. 
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Que llamado & declarar Prima, ratificó i foja 20 la exposi- 
ción dvt comisario. 

A Toja 36, declara el conductor del coupé que había I levado 
á Prima, Colombo y M irtiginm- . diciendo que estos tres suje- 
tos lo tomaron en la calle Colon y se hicieron conducir hasta la 
calle S¡i uto Domingo en Barracan, entraron en una fonda don- 
de los dos primeros lo invitaron á tomar una copa, mientras el 
tercero salió para regresaren seguida. 

Que recibió orden de volver al centro por Buen Orden y en 
esta calle y la Avenida de Mayo se bajo Martignone siguiendo 
con los otros hasta Córdoba y Junin, 

Que un cuarto de hom después, aparecieron Prima y Colom- 
bo, subieron al coche y los llevó á Rívadavia y Anchorena don- 
de se bajaron y siguieron por la primera esperando el exponen- 
te una hora y cuarto, más ó menos, hasta que fué deten ido. 

Que á fuja 42, dechira Bér tola y ratifica la anterior exposi- 
ción del comisario referido. 

Qih' á foja 5$ vuelta, declara MarLignone, diciendo no cono- 
cer á Luis (u) el Ruso ni ¡i Prima, y sí á Colombo, desde hace 
muchos años. 

Que el 13 tomó un carruaje i on Colombo y otra persona que 
le presentó bajoel nombre de Prima, y no teniendo que hacer 
fuéronse á dar un paseo por Barracas, 

Que de regreso al l legar á BuenOrden y A ven Ha de Mayóse baj ó 
y se fué á su casa, diciendo que en ella lo encontrarían más tarde. 

Que Prima y Colombo estuvieron en su casa como una hora, 
después de haberse separado donde permanecieron breves ins- 
ta otes y salieron todos & la calle. 

Que el billete falso de 50 pesos, que se le exhibe no le per- 
tenece, pues el secuestrado de su casa era legítimo, el mismo 
que había cambiado á una persona en el Frontón Nacional . 

Que nunca estuvo preso ni procesado, y que no trabaja á 
causa de una enfermedad. 
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Que á foja 58, declara Colombo y dice, que no ha visto cun- 
ea ni conoce a Luis [a] el Rimo, ni tampoco á Hartignone. 

Que no lia ido á Barracas como sé alirma en compañía de 
Colombo y Prima, siendo incierto que con éste último turnara 
un carruaje para ir a lo de Martiguone, pues el día que fué 
detenido esperaba un trainway p ira irse ú su casa; y que no 
tfene ocupación por ■ ' momento. 

Que detenido el * Rus<i * t que resultó llamarse Luis Galli, es 
llamado á presencia de Prima y Bértola, quienes reconocen en 
él á ta misma perdona á que se ba hecho refera acia, y ú foja 63 
vuelta, presta declaración y dice no conocer á estos sujetos ni 
tampoco á Colombo v Martignoue. 

Que jamás ha marrado ;í nadie billetes falsos por haber- 
los tenido, y qu<- nunca estuvo preso. 

Que ra ti liradas las decían ojones de los procesados y eerrado 
el sumario, se pasa en vista al señor procurador fiscal quién 
so expide a foja 163, solicitando para los procesados ta pena que 
determina el artículo 62 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Que los defensores a fojas 121 125 y 131. piden que sus defen- 
didos sean ¡ihsueltos de culpa y cargo por no haberse justilicado 
el hecho que se tes imputa, y abierta ta causa á pro- ha no se 
produce ninguna, llamándose autos para definitiva á foja 134. 

Y considerando : Que el hecho dt expender billetes tal sos de 
que si; anisa .4 Leonardo Hartignone se encuentra justilicado 
por la existencia del cuerpo del delito (billete de foja 51) y por 
las declaraciones de los testigos Prima, Uértola é Irribarren 
(foj fJ s 20, 42 y 66). 

Que si alguna duda pudiera existir sobre el mérito legal de 
la prueba de cargo que menciona, bastaría para que desapa- 
rezca observar las muchüs contradicciones en que incurre el 
procesado; no haber justilicado la procedencia del billete falso 
de foja 5t, que se encontró en su poder, y sos malos antece~ 
denles. 
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Que pesada la prueba que resulta en contra del encausado 
este tribunal no la encuentra suficiente pira juzgarte como 
auttir del delito que prevee y castiga el artículo 62 tle ta ley de 
14 de Set¡eml>re de 1863, pero sí para considerarlo como aulor 
de tentativa de circular billetes falso* (art. 12, £ne, 2 o del Có- 
digo Penal). 

Que pnr lo que respecta A ios procesados Antonio Colombo y 
Luis Galli, resulta jintilicada por ta- mi -mas (feclar aciones de 
los testigos «jue se mencionan on el primer considerando que 
sirvieron de intermediarios A Martiguone para que realizase su 
negocio de venta de billetes falsos con Prima. 

Que siendo ¿sta la única intervención que los expresados han 
tomado en el delito que pretendiera ejecutar Martiguone es 
indiscutible gao no les comprende la disposición del artículo 62, 
antes citado, peni -i las prescripciones d.*l Código Penal sobre 
la complicidad (art. 33, i rus. 3\ y art. 34, i no. 4°, Código 
Penal). 

Por estos fundamentos, r no obstante lo dictaminado por el 
señor procurador Bacal, fallo: condenando á Leonardo Martig- 
uone (u> el Cordobés, á d<>s años iiuefe meses de trabajos loria- 
dos, multado 1375 pesos fuertes y costas del juicio; y á An- 
tonio Colombo (a) i Testúu * y Luis (Jalli (a) el * Ruso », A ta 
pv.ua de un ano y uU'di© de prisión y costas del juicio; debien- 
do descontársele al primero la prisión preventiva que lleva su- 
frida un la forma que determina el artículo 92 de la ley de 14 
de Setiembre de 1863; y encontrándose agotada ta pena im- 
puesta á los dos últimos, déseles por compurgada y póngaseles 
en libertad, previa conformidad del ministerio público, que pu- 
dra prestar en el acto de la notificación i cuyo efecto se libra- 
ra el oficio correspondiente Notifiquen con el «riginal y há- 
gase saber al jefe de policía. 

Gervasio fe Granel. 
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VISTA D1L WftOR PROCURADOR GEHEHAL 

Suprema Corte: ^ A ™< 1890 ' 

La prueba del hecho acosado en este proceso es comrhiyente 
á pesar de no ser directa. Las «leda raciones de los testigos que 
denuncian á los procesados como ofreciendo negociar billetes 
de banco falsificados en cantidad crecido ; la concordancia entre 
esas declaraciones y las de los procesados y el cochero que los 
condujo á los sitios recorridos con rodeos dados expresamente 
para despistar la persecusion del trato delictuoso, sus contra- 
dicciones saltantes, y las demás emergencias del proceso, todo 
conduce á la convicción de la existencia de lo» becuos ineri- 
m i uad os. 

Los indicios acumulados con las condiciones de pruuba te- 
queridas por el artículo 358 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, demuestran como lo ha establecido la sentencia 
una tentativa de circulación. 

Si es verdad, qur lu ley de justicia federal de 1863 no Ha in- 
cluido esa tentativa de una manera explícita entre los crímenes 
que prevee y castiga, no es dudoso que con sujeción á lo dis- 
puesto en el artículo 93 de aquella ley, debe ser castigado con 
arreglo ú los códigos que forman el derecho común de Jas pro- 
vincias, y 7. E* asi lo ha declarado en diversos falloj que 
constituyen una jurisprudencia inquebrantable al respecto. 

No habiéndose realizado la proyectada venta de billetes fal- 
sos, no existe el delito de circulación, pero la tentativa debe 
ser castigada con sujeción al principia general de derecho á la 
prescripción del artículo 93 de la ley penal nacional y á la 
jurisprudencia que ha establecido la procedencia de su aplica- 
bilidad. 
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Encuentro por ello justa la sentencia que asi io declara res- 
pecto del procesado Leonardo Martignone, y justa también en 
la parte que atribuye á los procesados Antonio Colombo j Luís 
O illi, el rol de cómplices, y declara comprenderles la dismi- 
nución proporcional de Ja pena presen pU por el articulo 34 del 
Código Penal, 

Pero según el inciso 4° de ese artículo, el cómplice de primer 
grado será castigado con prisión de 1 ú 3 años, si Ja pena con- 
tra el autor principal fuese la de presidio ó penitenciaria que 
no exceda de 6 años. 

T como el articulo 52 dispone que en las penas divisibles 
por raion de tiempo ó cantidad, la pena correspondiente al de- 
lito será el termino medio no mediando declaración de circuns- 
tancias agravantes ó atenuantes, el termino medio en el caso, 
sería de dos años de prisión, y es esta la pena legalmente apli- 
cable a los procesados Colombo y Galii. 

Por ello pienso que procede la confirmación de la sentencia 
recurrida de foja 137, en cuanto á la pena impuesta si autor 
principal de la tentativa de circulación de billetes falsos, y su 
revocatoria en cuanto tí los cómplices 4 quienes correspondería 
la de dos años de prisión y multa correlativa, segnn lodispues- 
to en el artículo 34 del Código Penal citado. 

Pido á V. E. se sirva asf declararlo. 

Sabimano Kicr 



Falto 4e i* ftupr#M« Carie 

Buenos Aires, Agosto 3 de 1899. 

Vistos y considerando: Que como lo observa el señor procu- 
rador general, y lo expresa la sentencia apelada bay en autos 
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elementos ti eraos trati vos de haberse en efecto cometido el delito 
de tunta i iva de eir u lucion de billetes falsos A que esta cansa 
se refiere obrando el procesada Martignunc como autor, y lo? 
también procesados Colombo y Galü, como cómplices en pri- 
mer grado. 

Que la pena impuesta por la sentencia ¡í Murtiguone es la 
que corresponde con arreglo al artículo doce, inciso segundo del 
Código Penal, y cincuenta y dos de ia ley pemil nacional de 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que i artiuiidu de es<- antecedente, los cómplices Gdonibo y 
G:illi deben ser castigados con ¡ término medio de la prisión 
de uno ii tres año.s lijada por el artículo treinta y nutro, inciso 
cuarto del mismo código, desde que no hay cuvu natalicias agra- 
vantes ó atenuante que autoricen ú modificar e-e término me- 
dio en favui ú en contra de ins encausados. 

Por estoy fundamentos concordantes de ia sentencia apelada 
de foja t iento treinta y siete, se continua con costas esa sen- 
tencia, menos en la pena de prisión impuesta á t'olombo y Ga- 
lli t la que se aumenta hasta dos años. Notiffqnesc criginal y 
devuélvanse, 

Ul.ftJAMIN 1>AK. — AREL UAZAPt. 
— OCTAVIO BLNGfc. — JUAS 
E. ToIlHEM. — II. MARTI- 
NEZ. 
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I/. Pégassanc y compañía, contra ta Cervecería Argentina 
Quilmes, por daños y perjuicios; $ü6re pruebas y apela- 
ción. 



Sumario, — |- Eü i «apela ü Je el auto une ordeua y manda 
agregar diligencia» probatorias pedidas y practicadas en ¡ieinpo. 

2 o No es admisible la prueba dr testigos ofrecida con sólo dos 
días de untici pación al vencimiento del término. 



Y vistos : Considerando ajustada á dorecho la providencia 
de foja. , . del cuaderno de prueba del demanda-Jo, no tía lugar 
¿la revocatoria solicitada á foja 131 y se concede el recurso de 
apclaeion interpuesto subsid ¡ariamente para ante el Superior, 
debiendo elevarse U>s ¡'utos en la forma de estilo. 

En cnanto á la excepción de prescripción, téngase presente 
para la debida oportunidad. 

Y en cuanto á la revocatoria pedida u foja 136, atento el 



Caso. — Lo explica el fallo de la Siipn-ma Corte. 



t «II» 4el Jttes r«4ml 




Buenos A ¡res, Hayo ilc 1H8Í». 
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certilicado del secretario que demuestra que han sido presenta, 
ríos los testigos en término, no ha lugar, concediéndose el re- 
curso interpuesto para ante la Suprema Corte, debiendo ele- 
varse los autos como está ordenado. 

fiervasia F. (iraneí, 

■ 

fr Kilo de la «■•■» rtm» Cmrt* 

Bunios Aires, Agosto :í de 1899. 

Vistos y considerando ; respecto ú la apelación deducida por 
el apoderado seño-' Alberto C. Ki varóla, á foja ciento treinta y 
una. 

Que las providencias recaídas en el cuaderno de prueba dis- 
poniendo que se pida informe á varios bancos particulares 
sobre si el juicio de referencia seguido por la Cernería «Quil- 
mes>, contra Pegassano y compañía, perjudicó el crédito de éste 
para con los mistaos establecimientos, y las providencias que 
mandan agregar los informas producidos no traen gravamen 
irreparable para la definitiva, porque es en ésta que corresponde 
apreciar su mérito y juzgar de las razones qae alega el apelante 
para negar fuerza probatoria a los mencionados informes. 

Por esto, y de acuerdo con jo dispuest» en el articulo doscien- 
tos seis de la l-y de procedimientos, se declara mal concedido 
el recurso en lo que á dieba apelación concierne. 

T considerando: en cuanto á la apelación interpuesta por el 
apoderado don Arelino Rolou, a foja ciento treinta y seis* 

Que la parte de Pegassano ofreció la prueba de testigos de 
que bablael escrito de foja sesenta y seis, cuando restaban sólo 
dos >líaB útiles del término de prueba, que venció el doce de Di- 
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ciembrede mil ochocientos noventa y ocho, según ceitiücado de 
foja ciento cuarenta vuelta, pues que el día once del mismo mes 
fué feriad o, de modo que durante ese día, la lista de los testigos 
no pudo estarde manifiesto en lu secretaría, como lo dispone 
el artículo ciento veinte de la cilada ley Je procedimientos. 

Que, en consecuencia, la p»rte no ba ofrecido en tiempo há- 
bil la prueba de testigos mencionada. 

Por esto, se revoca el auto de foja sesenta y seis vuelta. No- 
tifíquese original y, respuestos ios sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. - ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO RUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. — 11. MARTINEZ, 



« auna 



Don Andrés Descalzo: sobre exención del servicio militar 

Sumario. — No procede la eioepc¡»n concedida al hijo que 
atiende 4 la subsistencia de la madre viuda, cuando esto no 
consta y resulta que la madre cuenta con elementos propios de 



Coso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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Vmifr «el Jues r«der«l 

buenos Aires, Junio 30 de 1899. 

Autos y vistos: Considerando: 1° Que de los antecedentes 
remitidos por la junta do excepciones, resulta que Andrés Des- 
calzo ocurrió ante el señor juez de primera instancia en lo civil, 
dv la CapitrJ, produciendo información para acreditar su cali- 
dad de hijo de madre viuda y único que provee con su trabajo 
ú la subsistencia de ella. 

Que llenados lo> tramites legales, el BeñOr juez aprobó dicha 
información por auto que corre á foja 7 del espediente respec- 
tivo. 

2" Que con esos antecedentes, se presentó á la referida junta 
en Abril del coniente año, solicitando la excepción del servicio 
nu litar, recayendo en *u petición la providencia que obra á 
foja 8 vuelta, según la cual no se hace lugar á la excepción en 
virtud de tas manifestaciones hechas en el senn de la junta por 
la madre del recurrente. 

3* Que habiendo a\ juzgado, para mejor proveer, hecho rom- 
parecer á su presencia, á dicha señora lia manifestado que efec- 
tivamente declaró ante la junta que tenía mi negocio de alma* 
cen en la calle de Comercio número 2502, pero que era un bn- 
licbito que produce tan poco que ha resuelto liquidarlo para 
pagar ú sus acreedores; que tiene ú su lado trea hijos, siendo 
el mayor de estos, de diez y seis años, enfermo é imposibilitado 
para el trabajo, y que el que ha solicitado la excepción es el que 
atiende á la subsistencia de elloa y de la declarante que no 
cuenta con otros medios de subsistencia, 

A» Que desde luego, forzoso es reconocer que la información 
producida ante el juez de lo Civil, no puede ser desvirtuada por 
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las considera iones en que se funda la resolución de la Junt* 
pnestoqueUs manifestaciones h.chas ante ella por la madre 
del postulante, leju* de ser ratificadas, se hallan contradichas 
por la declaración prestada ante este juzgado. 

Por estos fundamentos y no obstante lo dictaminado por el 
señor procurador liscal en su precedente vi-ta, se revoca la re- 
solución dv lii junta de excepciones y se declara que don Andrés 
Descalzóse billa comprendido entr- los exceptuados a que se 
refiera el artículo 26 de la l. y numero 3318, 

Comuniqúese á la junta, con remisión dolos antecedentes, y 
archívese. * 

Águitin Urdi nar rain. 



VISTA DEL SGftOH PHOCUHAbOH CENEItAL 



Suprema Corte ; *™ l ° S Aires ' Juli0 11 de 18 "* 

La partida de foja i establece el matrimonio celebrado el 
año 67 por don José Descalzo con doña Anita Mario, domicilia- 
dos en el partido de Lujan, y la partida de baustismu de foja6 t 
el nacimiento de Andrea Santiago, hijo de don José Descalz..* 
y de Anita Marcona. 

La partida de defunción de foja 6 corrobora el hecho de ser 
Descalzo, ú la fecha de su fallecimiento, casado con doña Ana 
M arcona. 

O hay un error en las partidas, 6 don Andrés Santiago, hijo, 
de dona Anita Marcona, no lo es del matrimonio que consta en 
el testimonio de foja 1 . 

No resultando establecida la filiación legítima del recurrente, 
la excepción i n Tocada no sería procedente. 
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Además, don José Descalzo era propietario y comerciante» en 
Agosto de 1896. Esto corrobora 1u expuesto por la misma se- 
ñora que se dice su viuda, respecto á tener un almacén de co- 
mestibles, que no debe ser de tan mínima importancia, cuando 
el alquiler importa 120 pesos, segan la diligencia de foja 13. 

Tales antecedentes revelan medios propios de subsistencia, 
y "ii consecuencia, los 20 pesos que se dicen pasados por el liijo 
ala madre, no contituyen los medios únicos de atender á su 
subsistencia, que requiere el artículo 26 de 1» ley número 3318, 
para autoriíar en el caso la eicepcion del servicio ártico. Pido 
á V. E. se sirva así declararlo, revocando la sentencia de foja 20, 
y confirmando la resolución de la junta de excepciones corriente 
á foja 11 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



rail* «le In H«pre«M« *;*rfe 

Juienos Air^s, Agoslo o de 189U. 

Vistos y considerando; Que com^ lo observa el señor Procu- 
rador general, no sólo no hay prueba deque Andrés Descalio 
sea quien atiende á la subsistencia de ta mudre viuda, sino que 
resulta al contrario que ella cuenta con elementos propios de 
vida en condiciones de do hacer indispensable el auxilio de veinte 
pesos mensuale» con que dice que concurre el hijo ú la alimen- 
tación común, de la que participa el solicitante. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto por el señor Procurador 
genera) en 1 a sega nda parte d e su d ictamen de foj l veinti seis, y de 
conformidad á lo pedido por él, se revoca la sentencia apelada 
de foja veintiuna, declarándose subsistente la resolución de 
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foja once vuelta. Devuélvase, debiendo reponerse los sellos ante 
el inferior. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BALAN » 
— JUAN C. TORRENT. — II . 
MARTINEZ. 



4 AINA cuvci 



Don Manuel Campos contra don Félix Domimjuez y dona teabel 
Domínguez ; sobre reivindicación 

Sumario. — La sentencia que al fallar aobre la acción dedu- 
cida en la demanda resuelve puntos que no han sido materia de 
la litis contestación, debe declararse sin efecto en cuanto á 
esto último. 



Caso. — Lo explica el 



rail* del ¿Mea F*4ml 

Salín, Diciembre 6 de 1897. 



Y vistos; Don Estraton R. Feroz, en representación de don 
Manuel Campos acompañando los instrumentos relativos á la 

T. LUI 13 
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demanda que interpone, dice : Que hace cuatro años don Félix 
Domínguez y doña Isabel Domínguez de Cantón poseen sin 
título ni derecho, una parte di- la estancia c Potrero de Copo- 
Quile sobre el arroyo de este nombre en el Rosario do la 
Frontera, qne por los títulos adjuntos perteneced su represen- 
tado v de la cual se han apoderado abusivamente aquella por 
una línea que hicieron traiar en un deslinde, tomando toda la 
Angostura de Ñuño Orco» en la extensión di- media legua en 
cuadro de la enunciada propiedad; por lo cual, fundada t-u las 
disposiciones relativas entabla acciun de reivindicación contra 
los nombrados señores, pidiendo se declare mt propiedad del 
señor Campos dicho terreno, con costas a los demandados. 

Estos niegan que los títulos de Campos comprendan la pro- 
piedad del terreno demandado y que ¿I ú alguno de entre sus 
antecesores lo haya poseído ú título de dominio; por aquellos 
no adquirió, dicen, sino media legua sobre el arroyo de Copn- 
Quile, de este á oeste, por cuyo rumbo colinda esta estancia con 
la de Yntn-Yacn, de don Félix Domínguez, y una legua desde 
dicho arroyo al >»d por donde colinda con la estancia de Rio 
Blanco de Ton ton, heredad de In señora Isabel Domínguez de 
Cantón ; sostienen que así lo demuestran los títulos que adjun- 
tan é instrumentos qne ofrecen presentar en armonía con el 
título generador de la propiedad del demandante 

En vista de lo cual, por auto de foja 133, se fijó como objeto 
de la prueba, el hecho de si el actor ó sus antecesores poseye- 
ron el terreno demandado, et tiempo que to poseyeron y fecha 
en que dejaron de poseerlo. 

De los instrumentos presentados y testimonios recibidos re- 
sulta: 

Qne el señor don Jonquin Espinosa y Davalo», gobernador 
y capitán general de estas provincias del Tucuman, en Salta, á 8 
de Mayo de 1770, ante el escribano público y de Cabildo, don 
Francisco López y Zeballos, i nombre del Soberano, hizo mer- 
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eed al teniente Rumen de Figueroa de la propiedad de las 
tierras que ésto pi.tiu sobre el arroyo de Copo-Quile, bíijo los 
límites siguientes : de Poniente á Oriente, desde donde nace 
este arroyo aguas abajo á lindar con tierra* del capitán Pedro 
de Figueroa, que sen", una legua más ó menos, y de stid á norte 
una legua á cada banda de dicho arroyo; bien entendido que 
se incluye el Ojo de agua, Humado Antilta, distante una teyua 
mtís o menos del arroyo al sud, el cual sim de lindero por este 
ruuibo (fojas 96 y 97). 

Que el 26 de Julio ele 1776, ante el escribano ptiblicode 
número don Joscí Antonio Deheza y Helguero, don Ramón Fi- 
gueroa, bijodel primer túrrente, Tendió de aquella merced 
á don Pedro Romano y á dos hermanos de éste, una fra,:eion de 
media lejjua de frente por una legua de fondo, con tos límites 
siguientes : al stid las tierras de Antonio Lescano; al naciente 
las qqt> fueron de Haría Inés Figueroa, hermana del ven- 
dedor; al poniente, el carril y tierras de los Falcones y al 
norte el arroyo de Quile (foja 7); tuneando esta compra y el 
auto judicial que le declaró beredero de su padre, don Pedro 
Romano (hijo), en Salta á 7 de Junio de 1826, ante el escri- 
bano público do gobierno, don Marian,. Nicolás VaJda Tendió á 
don Mariano Boedo la misma fraceiou de tierras con el nom- 
bre de «Potrero de Copo-Quile », expresando que seeitiende al 
sud una legua basta pasar toda la Angostura de Nuuo-Orco 
y al poniente media tegna hasta el carril de Yutu-Yacu 
(foja 12). 

Que don Felii Boedo hermano y sucesor de don Mariano, en 
Buenos Aires, á 14 de Gctnbre de 1865, ante el escribano pú- 
blico don Federico ürtubey, dono i la señora Melitona Tamayo 
de Boedo la misma fracción de terreno, repitiendo la «tensión 
do media legua de frente por una legua de fondo, v designán- 
dosele por límites: al norte las tierras de ía sucesión de don 
León Antonio Padilla; por el fondo al sud, tas de latestamen- 
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taria de don Lorenzo Domínguez ; al este los terrenos de don 
Jaau Alrarez, y al oeste, terrenos fiscales {foja 16); título con 
el cual ta donatoria trasmitió al demandante don Manuel Cam- 
pos la propiedad de la referida parte de Copo-Quile expresando 
que tiene media legua de frente sobre el arroyo por una de fon- 
do al sud, y por límites ; al norte, dicho arroyo hasta el Ojo del 
Potrero; ;il sud, la propiedad de toa herederos de don Lorenzo 
Domínguez ; al naciente, lo* de la sucesión de don Toribio Ro- 
mano; y al poniente las propiedades de Gallo y Domínguez 
(foja 96). 

Que en el testimonio presentado por la demandada & fojas 43 
y 44, curren insertos una petición del capitán don Francisco 
Umeña, y auto proveído por el señor Luís de Quiñones y Oso- 
tío, gobernador y capitán general con la atestaciun de el escri- 
bano mayorde gobierno, don Gregorio Martínez Compnsano, en 
dicha ciudad el 21 de Enero de 1614, concediendo merced ¡il pe- 
ticionante en nombre del Soberano entre otras de las tierras ubi- 
cadas en la Aguada llamada Tou-Ton, con extensión de cuatro 
legua* de largo y dos de ancho en contorno; merced que fué con- 
firmada á favyr de don Francisco Sánchez de la Madrid con la 
¡intigüedad dt 1 primer título, debajo de los limites en él desig- 
nados por auto de S. S. don Esteban de 1' rizar y Arespaeo- 
chc», gobernador y - apilan general de estas provincia* de Tu- 
cuman, n Salta á 27 de Octubre de 1721, 

Que sugun las referencias det escrito original de foja 41, los 
herederos de la Madrid Tendieron la merced del Rio Blanco de 
Ton-Ton á un ascendiente de don Lorenzo Domínguez, de quien 
la hubo la demandada señora Domínguez de Cantón; el mismo 
que de estas tierras y otras que tenía adquiridas obtuvo el des- 
linde comprobado en el testimonio de fojas 908 á 999 no con- 
tradicho por el actor; practicado después de lijar día y citar á 
los colindantes (foja 211); terminado sin contradicción el 10 de 
Marzo de 1857 y aprobado sin oposición por auto de Marzo 24 
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1890, reconociéndose la propiedad de la seíiora Domínguez 
lie Cantón después de reiterar por edictos la citación de intere- 
sados (foja 2211, en cuya diligencia, á foja 211, consta haberse 
dirigido carta citadorn & don Félix Boedo, propietario de la mis- 
ma fracción d< l Ojo de Agua riel Potrero deCopo-Quile, pertene- 
ciente hoy al actor por colindar con estas tierras al Naciente y 
sin duda también al Norte las del señor Domínguez y á foja 214 
que la I ínuu recta tirada del ojo de agua Antilla al poniente, 
divide la estancia del Rio Blanco de Ton-Tou de las tierras de 
Copo-Quile. 

Que la estancia Yntu-Yanu, adjudicada al demandado don 
Félix J. Domínguez en la hijut-ia contenida en el testimonio 
de foja 145, fué concedida en merced u don Claudio de Medina 
el 21 de Enero de 1860 con la extensión de 4 leguas de po- 
niente ú naciente, medida:, un* hacia el occidente y tres al 
oriente del Ojo de Agua de aquel nombre y deslindada el 14 de 
Diciembre de 1799 por el comisionado en forma doctor dun José 
Ignacio deGorriti, cuya diligencia después de un juicio contra- 
dictorio de posesión se aprobó por sentencia de S. 8, el Inten- 
dente gobernador y capitán general don Rafael de la Luz ase- 
sorado por el doctor Medeíras, dictada en esta ciudad el 4 de 
Marzo de 180*2, amparando al señor Medina en la posesión de 
toda la extensión de tierras que le fueron concedidas según el 
tftnlo de merced, sin hacer lugar A la oposición deducida por 
don Manuel Padilla representante fie los sucesores de don Ra- 
món Figueroa, en la propiedad de Copo-Quile, sobre cuyas tie- 
rras parece se extendían las tres leguas antes concedidas i Me- 
dina desde el Ojo de Agua de Yutu-Yacu at oriente, sin que 
haya constancia de haberse concedido apelación ni menos revo- 
cado dioba sentencia. 

Que ?n lo pertinente al hecho determinado, los testigos del 
actor, de fojas 166 i 176, declaran haber visto i las haciendas 
de doña Melitona Ta mayo de Boedo, y á las del sucesor de ésta, 
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don Manuel Campos, pastar en el terreno litigado ; así como 
también que han fisto pastar en el mismo las de los señores 
Domínguez y Cantón, y repreguntados agregan que conocen las 
antiguas poblaciones de arrenderos de los demandados, una 
ai pié delcerriío Nuno-Orco y otra al Oeste en el Cebllar, des- 
de cuyo punto al Norte son campos de pastoreo; excepto el 
testigo Kamon Salinas, A foja 175, que dice haber conocido de 
dueña de los terrenos hasta el líio Seco de San Juan á Ja señora 
Tun»a\ o de Boedo, y después ul señor Campos, 

Que los testigos de parte de la señora Domínguez de Cauton, 
de fojas 155 áÍ60, explicando cómo les conta, declaran que la 
demandada y su antecesor han poseído pacíficamente y sin in- 
terrupción el terieno litigado desde hace ni&s de 30 anos hasta 
la línea demarcada en el deslinde relacionado, y que jamás los 
antecesores del uotur ni éste poseyeron más de una legua al 
sur del arroyo Üopo-Quile. 

Y considera udo: Que la acción de reivindicación deducida, co- 
mo que debe nacer del dominio del terreno demandado qae a tir- 
ina tener el actor, no procede ni se la concibe si éste no adqui- 
rió antes ese dominio, de manera que para comprobarla, en los 
términos bajo qu« lo estableoe el artículo 2758 del Co ligo Ci- 
vil, refiriéndose al 577 del mismo, el demandante debió probar 
la adquisición del dominio acreditándolos extremos que lo jus- 
tifican, á saber : la transferencia del derecho por alguno de 
los títulos traslativos de la propiedad y el hecho de la tradición 
de la cosa demandada ó de su posesión durante el tiempo fijado 
por la prescripción, pnes no se adquiría ni se adquiere boj el 
dominio por el solo acto ó contrato que transfiere el derecho gi 
no es seguido ú¿ tradición, según lo disponían, en la época de 
los instrumentos presentados, las antiguas leyes de partida» 
aceptando este principio del Derecho Romano y lo ordeuu nues- 
tro código en el precepto déla última disposición citada sabia- 
mente explicada y fundada por el codificador en la nota respec- 
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ti va ; pero el título de la fracción de Copo-Qaile perteneciente 
al Honor Campos y derivado de 1» merced de aquel nombre, li- 
mita de un lado la propiedad del actor con la minina linea que 
designa el lítalo de la demandada señora Domínguez de Cantón 
excluyendo de la primera y encerrando en la heredad de esta á 
toda la Angostura de Nuño-Orco y terrenos adyacentes, míen- 
trató demuestra del otro que el limite occidental de aquella pro- 
piedad esta subordinado á la extensión ajada por et título del 
demandado don Félix J. Domiuguei. 

Que respect o á lo primero no estando contradicho por ningu- 
na prueba ni argüido de falso 6 de nulu et deslinde acreditado 
á foja 208, complementando el título de la heredad < Rio Blan- 
co de Ton-Ton * (artículo 9753 del Co ligo Civil), prueba ple- 
namente el límite preciso hasta el cual se extienden por el Norte 
et dominio y posesión de la demandada, en armonía perfecta con 
la merced de Copo-Quile, que fijó tainbieu laaguada de Antilla 
por límite Sur de estas tierras ; es decir, cumo punto de parti- 
da para la línea que girando >1e allí, recta al occidente, debía 
limitar dicha merced al Sur en toda de oriente A occidente, lue- 
go ambos instrumentos de origen y de manera diferentes con* 
curren á demostrar con claridad inequívo a que la linea demar- 
cada en aquella operación es la que Umita y divide una de otra 
propiedad y que don Félix Boedo, en la escritura de donación, y 
la señora Tamayo de Boedo, en la de venta, reconociendo auten- 
ticidad de aquel deslinde señalaron por límites al Sur de la 
propiedad trasmitida á Campos la línea donde termina' a la 
merced de Copo-Quíle y empezaban las tierras de la testamenta- 
ría de don Lorenzo Domínguez, autor de los demandados. 

Que en cuanto á lo segundo, si bien el titulo de merced he* 
cha á don Ramón de Figueroa fija por límite occidental la fuen- 
te de donde nace el arroyo «Copo-Quite* , tal designación no pudo 
menoscabar el derecho que por igual titulo tenía adquirido ya 
don Claudio de Medina en la extensión de tres leguas» medidas 
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desde el Ojo de Agua» de Yutu*Y*cu hacia el Oriente, porque al 
concederse la merced de Copo-Quile bajo de los límites «apre- 
tado* se declara que lo es sin perjuicio de tercero que mejor de- 
recho tenga y porque aun sin tal declaración siempre habría 
subsistido implícita la misma condición, pues siendo en su 
origen unas y otras tierras de propiedad del gobierno á cuyo 
nombre se dieron en merced y por remuneración de servicios 
prestados á la causa de la conquista, una vea trasmitido á Medi- 
na por ese título el dominio de la extensión referida todo el te- 
rreno comprendido en ella por el hecho, desde el acto de la cesión 
dejé de pertenecer al soberano y con el dominio privado cebó en 
éste también la potestad dedísponer de ta propiedad de parte al- 
guna del mismo terreno, así en tanto es indiscutible que al con- 
ceder, cuatro meses después, la merced de Copo-Quiley lijar el 
limite occidental de ésta, no pudo hacerlo legalmente sino hasta 
donde se extendiese á ese rumbo ta merced de Yutu-Yacn antes 
concedida á Medina ; para sostener lo contrario, era menester 
haber probado que ésta fué revocada ó caducó por algún motivo 
justificado, pero mas bien tenemos confirmado el dominio de 
éste, reconocida y amparadas!) posesión hasta los límites desig- 
nado en el título por una sentenciu en juicio contradictorio, que 
no constando su revocatoria tiene fuerxa de cosa juxgada y fun- 
da la posesión de Medina y sucesores hasta et demandado don 
Félix J. Domínguez, imponiendo tanta mayor fé cuanto que el 
demandante no probó haberla adquirido, él o sus antecesores, por 
hecho propio ó* ministerio judicial, de donde se sigue que los 
demandados han justificado por títulos reconocidos de contra- 
rio la propiedad, y la tradición material se Ies hizo del domi- 
nio de sus respectivas heredades en la extensión y límites de- 
signados. 

Que el hecho de pastar los ganados del demandante 6 de su 
antecesora en el campo litigado, no importa un acto posesorio, 
pues que los múltiples y delicados efectos legales de la pose- 
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sion no pueden estar pendientes de un hecho aislado y eventual 
como es et de pasar los ganados de una estancia no cercada al 
campo reciño sin ser ostensiblemente apacentados en rodeos 
ó puestos, sinó que se fundan en acto voluntarios permanentes in- 
dicadores del dominio absoluto y delusivo á que el poseedor tie- 
ne sometida ú pretenden someter la cosa poseida (articulo 3384 
del Código Civil), por eso es que aquel heoho, en to general inde- 
pendiente de la voluntad de los interesados nunca puede fundar 
ninguno de los interdictos posesorios. 

Que ante los instrumentos presuntos, el demandante sólo pudo 
probar su acción demostrando que el terreno litigado se encuen- 
tra fuera do los linderos asignados & las heredades délos seño- 
rea Domínguez, y por consiguiente dentro del área que le fué 
vendida por la señora Tamayo deBoedo, prueba que ni ha soli- 
citado. 

Por estas razones, fallo absolviendo á los demandados y de- 
claro: que las estancias « Rio Blanco» de Ton-Ton y « Yuto- 
Yaeu > están divididas de la propiedad de don Manuel Campos la 
primera por la línea demarcada al Norte de aquella ec el cita- 
do deslinde de 5 de Marzo de 1857, y la segunda por la t rasa- 
da de Sur a Norte sobre el eitremo oriental de las tres leguas 
medidas desde el ojo de agua que le da nombre, con caitas al de- 
mandante. Repóngase, nutiffquese original, tómese razón y, 
ejecutoriada, déuse los testimonios que se solicitaren y devuél- 
vanse los instrumentos presentados. 

David Zambrano. 

rali» i* tapfMM Caite 

Bueno» Aires, Agosto 5 de 1899. 

Vistas y considerando: Que por la demanda de foja veinti- 
nueve el actor deduce la acción reivindicatoría relativa al cam- 
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poquealll se expresa, pidiendo que en definitiva se declare ser 
de su propiedad , 

Que loi demandados solicitaron en su escrito de contestación 
el rechazo con costas de la demanda. 

Que trabado el pleito en estos términos, el inferior no na po- 
dido resolver cumu lo hace en la segunda parte de su sentencia 
sobre el limita de los terrenos en cuestión. 

Per esto, se deja sin efecto la sentencia de foja doscientas 
cincuenta y nutrve en cnanto á los límites que designa, y por 
sus fundamentos se confirma la misma en cuanto no hace lugar 
á la demanda de reivindicación deducida á foja veintinueve j 
absuelve de ella á les demandados. Las costas del juicio se pa- 
garán en el úrden causado. Notifíquese con ti original, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN, — OCTAVIO BUNGE. 
JUAR E. TORRENT — H. HAR- 
TINKZ. 



ta 
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Ifon Eugenio De&paux contra ia Roción ; obre cobro de pesos 

Sumario. — £1 decreto que sólo aparece ser acto de un mi- 
nistro no puede conferir derechos de que surjan obligaciones 
contra la Nación, y la resolución del Poder Ejecutivo que en 
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su consecuencia manda hacer un pago, no puede tampoco con- 
ferir derechos pura obligar á la Nación á efectuar ese pago. 



Caso, - Res ni tu del 



VmUm M Smmm frifral 

Buenos Airea, Agosto 27 üe 1897. 

Y vistos estos autos iniciados por don Eugenio B. Despaux, 
enotra el Poder Ejecutivo nacional por cobro de la cantidad 
de 35.434,06 pesos moneda nacional, de su estudio resulta: 
Que el actor expone en su demanda, que don Santiago Bertelli, 
solicitó del Poder Ejecutivo nacional ta autorización necesaria 
para ocupar y edificaren ta manzana de propiedad de la Nación, 
encerrada por las caites Calino, Charcas, Rodríguez Peña y 
Paraguay, edificios destinados á etturiio de abogados, procu- 
radores y escribanos, con ocasión de haberse establecido los 
Tribunales civiles en el edificio de la Escuela «Petronila Ro- 
dríguez 

Que el señor Ministro del Interior, doctor Eduardo WÜde, 
acopló ese permiso según decreto de fechas de Enero de 1889. 

Que más tarde el Poder Ejecutivo resolvió convertir esa man- 
zana en plaza, formando la que hoy lle?a el nombre de plaza 
c Rodríguez Peña ». 

Que entonces Des pan x cesionario de Bertelli pidió al Poder 
Ejecutivo le pagara el importe de los edificios derruidos y de los 
materiales ocupados, que habían sido destruidos, lo que dio !«.- 
gar á que se diotara el decreto de fecha 90 de Marzo de i 890, 
por el presidente de la República, doctor Juárez, por cuyo de- 
creto, se mandaba abonar á Despaux la suma de 35.434,06 
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pe*o» moneda nacional, que cobrara previa tasación del Depar- 
tamento de Obras Públicas. 

Que más tarde, el Poder Ejecutivo atenta la objeción de la 
Contaduría Nacional, acordó pasar en vista el asunto ni procu- 
rador del tesoro, y este funcionario se expidió, sosteniendo, 
que debía revocarse el decreto de 20 de Marzo de 1890, por 
cnanto elPoderEjecutivo nacional no debía nada á Bertelli 

. ni á Despaui desdeqne fué una concesión precaria la que se tés 

biio del terreno de la referencia, no responsabilizándose el Po- 
der Ejecutivo por los perjuicios que pudieran sufrir más tarde 
los concesionarios. El Poder Ejecntivo por decreto de fecha 30 
de Noviembre de 1893, así lo resolvió, revocando H decreto de 
fecha... y dejando á salvo á Despauz su derecho para que re- 
tirara los materiales que existieran, • 

Que después pidió revocatoria de este decreto sin conseguir- 
lo, ratón por la que solicitó la competente autorización del 
H. Congreso para demandar al Poder Ejecutivo, concedida la 
cual se presentó como queda dicho entablando la presente de- 
manda por la que pide que el Poder Ejecutivo sea condenado 
á abonarle la sama de 35.434 pesos moneda nacional, importe 
de las conducciones derruidas j materiales destruidos. 
El procurador ñscal contestando la demanda, pidió al Juzgado 

i 

la rechazara con especial condenación en costas, por no tener 
raion de ser unte la ley, desde que era del todo nulo el decreto 
del ministro del Interior doctor Wilde, que autorizó las cons- 
trucciones de Despaux, como nulo era también el decreto de 90 
de Mar» de 1890, por reconocer por causa el decreto nulo del 
ministro doctor Wilde (5 de Enero de 1889). Que además, no 
era cierto ni que el Poder Ejecutivo hubiera asi dispuesto de 
los materiales de la referencia, ni mucho menos, lucrndo con 
ellos ó enriqnecfdose con su import», no siendo asi aplicable 
ni caso sub-judiee t el principio jurídico, según el cual : < na- 
die puede, ni debe enriquecerse á costa de otro ». 
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Que abierta la causa á prueba, no ge ha producido ninguna 
y con lo alegado por la parte di Despaux. 

I considerando : 1*Que la cuestión fundamental á resolver 
en el caso sub-jndice, es la de determinar si el Poder Ejecutivo 
nacional debe ú no abonar al señor Eugenio B Deapaux, la 
suma de treinta y cinco mil cuatrocientos treinta tj cuatro pe- 
sos con seis centavos moneda nactonal de curso legal en qne 
aprecia el valor de las construcciones y materiales destruidos en 
les ediücios que comenzó á hacer en ta manzana de terreno de 
la referencia. 

2 o Que para resolverla con cierto, es del todo indispensable 
estudiar l»s condiciones especiales en que el Poder Ejecutivo 
hizo la concesión á Bertclli, de ta autorización para edificar en 
el terreno mencionado. 

3* Que los antecedentes traídos á los autos por el procurador 
fiscal, se desprende que la primera concesión fué sólo suscrita 
por el señor ministro del Interior, cotonees, doctor Eduardo 
Wilde, según decreto de fecha 5 de Enero de 1889. 

4° Que es evidente que esa resolución carece de valor ante la 
ley, por no haber sido dada por el vitado ministerio en la esfe- 
ra de sus facultades, siendo ella del resorte del Poder Ejecutivo, 
e< decir, materia de un decreto de 1 Poder Ejecutivo, suscrito 
por el Presidente de la República y rffrendada por su ministro 
del Interior. 

5° Que el decreto de SO de marzo de 1890, que se hace valer 
por üespaux en pro do sus pretensiones, empiexa por estable- 
cer que en justíeia no tiene el Poder Ejecutwo obligación alguna 
de patear á Despaux la suma que su reclama y que sólo por 
equidad, accede á mandarle pagar lo que reclama. 

0° Que la observación hecha por la Contaduría Nacional, 
está perfectamente fundada en la ley de contabilidad de 13 de 
Octubre de 1870. 

V Que los dictámenes del procurador del Tesoro de foja... 
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y foja... son fundados en derecho, en cuanto aducen como ra- 
zón de sus conclusiones el hecho de haberse tratado de una 
mera concesión precaria hecha en favor do Bertelli, con ta ex- 
presa declaración de parte del Poder Ejecutivo de no responsa- 
bilizarse, por los perjuicios que pudiera sufrir BtrteíÜ, por 
cualquier evento (decreto de 30 de Marzo de (890). 

8 a Que Bertetli mismo se obligaba á entregar ta manzana de 
terreno de la referencia, en el mismo estado en que se la cedía 
el Poder Ejecutivo destruyendo sus construcciones, sin tener 
derei-ho a cobrar suma algún n por ello ( 

9 o Que abierta como fué la causa á prueba para que se pro- 
baran los hechos alegados por el actor y negados por el de- 
mandado, y siendo el h*cho fundamental en que se fundaba la 
demanda el de que e] Po^er Ejecutivo no tenía derecho para 
enriquecerse á costa de Despauz, quien aseveraba el Poder Eje- 
cutivo se había beneficiado y lucrado con sus obras ú materiales 
en ellas empleados, el actor, á quien incumbía el onm prQbandi, 
no ha producido ninguna como era de su deber producir, para 
demostrar que el Poder Ejecutivo se había beneficiado, lucran- 
do con los materiales que le pertenecieron. 

10" Que el mismo Poder Ejecutivo en su decreto de fecha 18 
de Harzo de 1894. al no hacer lugar & la reconsideración pedida 
por Despaux del decreto de feeha 30 de Noviembre de 1893, 
dejó á salvo á éste su derecho para retirar los materiales que 
hubieran de su pertenencia. 

11° Que si la Municipalidad dispuso de ellos al arreglar la 
plaza « Rodríguez Pena », es ante ella que debe ocurrir el in- 
teresado, entablando el reclamo del caso. 

12° Que no es aplicable al caso sub-judice el artículo 1109 
del Código Civil, que se invoca por Dcspauz, desde que el Poder 
Ejecutivo al mandar destruir los edificios no hilo sino usar del 
derechoquese reservó al acordar la concesión úBertelli, para recu- 
perar el terreno en el estado en que lo cedía y coando lo quisiera. 



DE JUSTICIA NACIONAL 207 

13 a Que por la misma razón, apuntada en el considerando que 
precede, no es tampoco de aplicación al presente ?aso, la dispo- 
sición del artículo 2588, invocado por Despaux, f/uia tfuisuo 
juri utilur néminem Imtit. 

14* Que la hipótesis misma de que el decreto de fecha 90 de 
Marzo de 1890, hubiera validado el del ministro del Interior 
doctor Wilde, de Enero 5 de 1889, los posteriores, dictados eo 
30 de Noviembre fie 1893 y 18 de Marzo de 1894, lo revocaron 
cun perfecto derecho y porque un decnto se deroga por otro 
decreto. 

15* Que, como muy bien lo dice el procurador del tesoro, en 
sus dictámenes de foja... y Toja... el Poder Ejecutivo no podría 
eunceder por equidad lo (¡tte la lo y no le permitía conceder, es 
decir, disponer de los dineros públicos sin autorización expresa 
para el efecto del Poder Público competente para acordarla. 

10° Que á este respecto, es sabido que en nuestro sistema de 
gobierno, sólo el Poder legislativo, es el facultado para auto- 
rizar gastos y crear recursos con que hacer frente á sus com- 
promisos, y no habiendo el H. Congreso autorizado semejante 
pago, no era de la esfera de atribuciones del Poder Ejecutivo 
ordenar el abono de la suma reclamada, sin que existiera ley 
alguna especial que la autorizara. 

17° Que con sobrada rutón, la Contaduría objetó ese pago 
fundado en las prescripciones expresas de la ley de contabilidad, 
como consta á foja... y foja... 

18" Que la invalidez de la concesión hecha á Bertelli por el 
decreto del ministro del Interior doctor Eduardo Wilde, de 5 
de Enero de 1889, resalta fácilmente ante la disposición expre- 
sa, tanto del arif alo 89 de la carta fundamental de ta Nación, 
que dispone que : los ministros del t'oder Ejecutiva no pueden 
por st so/os, en ningún caso, (ornar resoluciones, con excep- 
ción de lo > oncerniente al régimen económico y administrativo, 
de sub respectivos departamentos », cuanto del articulo 27 do 



SU8 PALLO» Uft LA SUMUU COHTfc 

Ja ley de Contabilidad de la Nación de 13 de Octubre de 1870, 
que dispone que las resoluciones deben ser firmadas por el Pre- 
sidente y Vice-presideute ó su ministro respectivo, e* interveni- 
das per la Contaduría genera), cuando se trata, como en la con- 
cesión de la referencia, de la « entrega de especies, efectos ú 
otras pertenencias de la Nación ». 

19° Que, además, el Poder Ejecutivo tto podfa autoriiar el 
pago de la suma reclamada por Despaux, como lo hito por su 
decreto de fecha 90 de Marzo de 1890, porque se la prohibía el 
articulo 86, inciso 13 de la Constitución de la Nación y sus ¿en- 
cordantes de la ley de Contabilidad ya citada, según tos cuales 
sólo puede hacer gastos autorizados ó por la ley general de 
presupuesto de la Nación y por leyes especiales del H. Congreso, 
que los au tenían. 

20" Que con arreglo & lo prescripto por el inciso 7 a , del ar- 
ticulo 67 de la ley fundamental del país, sólo el Congreso tiene 
la facultad de lijar anualmente el presupuesto de gastos de la 
administración de la nación y aprobar ó desaprobar las cuentas 
de inversión. 

21° Qo \ por 6n, los jueces tienen el deber de aplicar ante 
todo, la lem legum, la ley de las leyes, que con sus prescripciones 
expresas, en el cuso sub~judice t demuestran la carencia de fun- 
damento de la gestión del solicitante Despaux. 

Por estos fundamentos, y ios concordantes del escrito del 
procurador fiscal de foja... y foja,., definitivamente juzgan- 
do, fallo, que debo absolver, como en efecto absuelvo, al Poder 
Ejecutivo nacional, de la demauJa contra él entablada por don 
Eugenio B, Despam t sin especial condenación en costas, por no 
encontrar mérito para ello. 

Se dejan á salvo á Deapaux sus acciones y derechos, para 
hacerlos valer donde, cuando y ante quien corresponda. Re- 
puestos que sean los sellos, notifíqueae original y archívese el 
expediente, caso de no ser recurrí i a esta resolución. 
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Así lo mando en Buenos Aires, capital de tu República Ar- 
geutina, fecha ut supra. 

P. Oiaeeheay Alcorta. 



VISTA DEL SESüK PHOCUAADOR GENE* AL 

a €orte , Bu «»os Aires, Marzo 7 de 1888. 

La sentencia recurrida, afirma so estabilidad legal en los 
sólidos fundamentos de foja 65 vuelta, adelante. 

No es ya una cuestión que el Poder Ejecutivo pudo disponer 
libremente del terreno en que Bertelli había establecido sus 
«(instrucciones en virtud de una eoaceaion manifiestamente 
herida de nulidad por emanar no del Presidente de la Repúbli- 
ca, |inó de un secretario de Estado sin atribuciunes para ello 
según loa artículos 89 de la Constitución Nacional y 27 de la 
ley de Contabilidad. 

La nulidad emanada de la falta de aptitud legal en el minia- 
tro que acordó la concesión, bastaba á Jos efectos de desligar 
al Poder Ejecutivo de toda responsabilidad que quisiera hacer- 
se derivar de aquella conceaion. Pero había aun más : el decre- 
to de 5 de Enero de 1889, habla acordado una concesión preca- 
ria con expresa declaración del concesionario, de do poder 
responsabilizar ai Poder Ejecntivo por los perjuicios que 
pudiera sufrir Bertelli por cualquier evento, pues, el mismo 
Bertelli se comprometía á levantar sus construcciones, para 
devolver el terreno, sin derecho á cobrar suma alguna. 

El recorrente, no faa desconocido estos antecedentes, y sn 
demanda misma los acepta implícitamente, cuando limita su 
acción al cobro del valor de los materiales existentes sobre «1 
terreno, en ta ¿poca de su entrega á la Municipalidad. 

% T. LUI ' 
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Si se observa a este respecto, que el Poder Ejecutivo dejó á 
salvo en oportunidad al concesionario, según oficio de 30 de 
Noviembre de 1893, el derecho de retener los materiales que le 
pertenecieran; que el Poder Ejecutivo no ha retenido ni aprove- 
chado, los materiales; que el demandado no ha justificado ni 
intentado justificar, á pesar de recibirse la cansa á prueba al 
efecto, que el Poder Ejecutivo los adquiriera ó los aprove- 
chara, las conclusiones de Ja sentencia, s- imponen neeesaria- 
meute. 

Se invoca por la parte recurrente, la venta efectuada por 
órden del Poder Ejecutivo de parte de aquellos terrenos, y se 
agrega, que su precio, comprendió el valor de loa materiales 
ex i tente* sobre la fracción vendida. Debo recordar al respecto, 
que la venta realizada en parte, quedó sin efecto, sin que por 
ello sufriesen ninguna alteración las relaciones jurídicas pre- 
existentes. 

Si ningún derecho derivado d esa venta se hizo valer, ni 
contra el terreno público, ni contra los materiales que existie- 
ran en él ; i esos materiales pudo y debió levantarlos el propie- 
tario según la resolución rebordada y ninguna parte de su valor 
entró al Tesoro fiscal : al Poder Ejecutivo, como su legítimo 
representante, ninguna responsabilidad afecta á su respecto. 

Si la Municipalidad, concesionaria del terreno, hubiera usa- 
do y aprovechado indebidamente de aquellos materiales, la sen- 
tencia, salvando prudentemente los derechos y acciones relati- 
vas, consulta las exigencias de la justicia y equidad. 

Reproduciendo los fundamentos de la vista riscal de foja 42, 
invocando los de la sentencia recurrida de foja 63, que no han 
sido desvirtuados en la expresión de agravios, pido í V. E. se 
sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier* 
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Buenos Aires, Agosto 5 de 1899. 

Vistos y considerando : Que es verdad, como lo demuestra la 
sentencia opelada, que el decreto de foja veinte vuelta, no ha po- 
dido conferir derechos al demandante de que surjan obligaciones 
contra la Nación, coa arreglo ti artículo ochenta y nueve de la 
Constitución, puesto, que ese decreto sólo aparece haber sido 
acto del ministro del Interior. 

Que es igualmente cierto ]ue tampoco la resolución de foja 
veinticuatro, es bastante para ligar á la Nación á favor de don 
Santiago Bertelli, confiriendo á éste derechos adquiridos é 
irrevocables para ser pagado de Ja suma que esa resolución Je 
manda integrar que, como ella misma lo dice, la imputación 
correspondiente debía hacerse al acuerdo en que se tomó dicha 
resolución, y no á ley alguna que hubiese autorizado el gasto, 
lo que motivó las observaciones de la Contaduría General de 
foja veintisiete basadas en las prescripciones de la Constitución 
y ley de Contabilidad que esa repartición hizo valer, así como 
en la de treinta uno de Julio de mil ochocientos ochenta y cin- 
co, que también invoca. 

Que en virtud de 1¡ls observaciones de la Contaduría, el Po- 
der Ejecutivo dejó sin efecto el acuerdo observado, según se ve 
á foja veintinueve, lo qne pudo y debió hacer sin que se afec- 
tara con este acto derecho alguno adquirido, porque como ya se 
ha dicho, el decreto de foja veinte y ta resolución de foja veinti- 
cuatro, no podía producir tal efecto en favor de Bertelli, lo que 
vale decir que no lo han producido en favor del sucesor sin- 
gular del mismo Bertelli (artículo tres mil doscientos setenta 
del Código Civil). 
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Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja sesenta y tres, se confirma con costas. 

Notifiquen original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL 8 A XAH. 
— OCTAVIO BUNGB. — JIÍAW K. 
TOBRBAT. — B. HARTUIEl. 



lian Esteban ¡hañez ; sobre exención del servicio militar 

Sumario. —El practicante interno del laboratorio de la C:isa 
de Aislamiento está comprendido entre los exceptuados dei ser- 
vicio milit.tr. 



Caso. — Resolta del 



rail* del J«tn Federal 

i, 

Buenos Aires, Junio 30 de 1899. 

Y vistosí Considerando: Que el artículo 86 de la ley núme- 
ro 3318 exceptúa del servicio activo de las armas, entre otros, 
á loa practicantes al servicio de los hospitales, siendo en TÍstt 
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de esta disposición Segal que la JujUa de excepciones negó el pe- 
dido de excepción bocho por doo Esteban Ibañez, que alegaba 
prestar servicios en la Casa de Aislamiento como encargado üe 
la oficina bacteriológica. 

Que si bien la ley recordada, por razón de su índole j natu- 
raleza, debe ser interpretada taxativamente, también no es 
inenoj cierto queen .su aplicación los jueces no punten en jus- 
ticia prescindir de su objetivo fundamental, de su Terdadera 
raso* filosófica y práctica, siempre que quien reclame sus be- 
neficios pueda encontrarse involucrado en su texto mismo. 

Que esta consideración es tanto más aplicable al caso sub-ju- 
tlicc cuanto que la Casa de Aislamiento, cotuo lo observad mi*, 
misterio de menores, es un verdadero hospital d estirado á la 
curación délos enfermos contagiosos, resaltando además de lo 
informado por el director de dicho establecimiento que son in- 
dispensables en él los servicios que presta el recurrente Ibañez 
como encargado de la oficina bacteriológica, circunstancia que 
el juzgado debe teuer especialmente en cuenta para resolver 
esta reclamación* 

Por estos, fundamentos, fallo acordando al guardia nacional 
don Esteban Ilianez la eicepcion solicitada. Ejecutoriada que 
sea esta resolución, líbrese las órdenes del caso para su cum- 
plimiento, y fecho, archívese el expediente. 

Agustín Urdinarrain. 

VIST* DEI, SEROR PROCURADOR GENERAL 

■ 

Buenos Aires, Julio 28 de 1899. 

Suprema Corte : 

El estudiante de 5 # año dt medicina don Esteban Ibañez, es 
practícente interno, encargado del laboratorio de la Casa de 
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Aislamiento, qne es un verdadero hospital don de se tratan los 
atacados de enfermedades infecto-contngiosas. £stá compren- 
dido, entonces, en la excepción que establece el artículo 26 de 
ia ley número 3318, por loque procede la confirmación que so- 
licito de Y. E. de la sentencia que le reconoce exceptuado del 
servicio militar á f ja 18. 

Sabiniano Kier. 

Vft.ll* «• l» *mv—m* 

Buenos Aires, Agosto 5 de 1899. 

Vistos: De acuerda con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja dieciocho, se confirma ésta. Devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TOHBENT. — &. 
MAM1NEZ. 
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El Sanco Alemán Transatlántico contra Sehiffner y compañía, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia, costas y ape- 
lación denegada. 

Sumario.— Eu el juicio ejecutivo iw es apelable el auto que 
declarando la competencia del juzgado, no condene en costas. 
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Caso.— Lo explica ei 



CSFOMie UBL JUEZ FEDBKAL 

Suprema Corte: Rosario, a*o s .o 3 de !899. 

Kn el informe elevado áV. S. eunesta misma fecha á propo- 
sito del recurso directo deducido eg este mismo juicio porlos se- 
ñores Soh i ffnery compañía, hago relación de toa antecedentes 
de esta c;i usa, y creo inútil reproducirlos, salvo nueva resolu- 
ción de V. E. 

A la parte del Banco Alemán le negué ta apelación deducida 
— por la no condenación en costa* en el auto por el que decla- 
ré el caso de la competencia de estfi juagado — fundado en los 
artículos 205 y 300 de la ley nacional de enjuiciamiento 

Dio» guarde A V. E. 

Daniel Goytia, 

Bueno* Aire». Agostó 8 de 1899. 

Vistos en el acuerdo: Y atento lo dispuesto pur el artículo 
trescientos de la loy de procedimientos, no ha lugar al recurso 
interpuesto. Repóngase el papel y remítase al juea de la cauta 
para su agregación á loa autos principales. 

BENJAMIN PAX. — ABIL BAIAH. 
— OCTAVIO BVNGB — JOAN B. 
TORBBRT. — D. HARTfNBl. 
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CAUKi (.'€*€¥ 

Don S. Santa Cruz contra don JV. ij doña fíosa Duran 
por desatojo ; mbre competencia 

Sumario, — Deducida la excepción de incompetencia por la 
ría declinatoria unte los tribunales locales, no puede admitirse 
la inhibitoria interpuesta ante el joigado federal. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas ; 

VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Dueños Aires, Setiembre 19 de 1895. 

Señor juez : 

La presente querella por incompetencia traída unte V, S, 
por la parte de Doran es Ajuicio de este ministerio, improceden- 
te y V, S. no debe hacer lugar A lo que por ella se pretende. 

Si bien es cierto que se ha demostrado qne de las partes, 
una es argentina y el <>tro español, no es menos cierto que tal 
circunstancia si 1 ha hecho notar recien ¡cuantío el juicio estaba 
radicado ante la jurisdicción del juet local que ba entendido en 
éli Los 'antecedentes que preceden demuestran claramente 
esta circunstancia en las dos instancias que el jnieio ha tenido 
a ' ' los tribunales locales do la Capital. 

Radicado, pues, el juicio ante esas autoridades él debe fene- 
cer allí, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de Setiembre de 1863, asi 
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como por los diversos fallos de la Suprema Corte que aal lo ha 
declarado (serie i\ tomo %> f pagina 117, y tomo 9\ pági- 
na 439), 

J. Itotet. 

■ 

Valle del Sum* Federal 

i 

Buenos Aires, Setiembre 21 de 1895. 

Autos y vistos: Por los fundamentos aducidos por el seuor 
Procurador fiscal en la precedente vistn, declárase este juzgado 
incompetente para entender en el presente recurso; y en con- 
secuencia devuélvanse estas actuaciones al jueide pat de la sec- 
ción trece de la Capital, con el coi respondiente oficio. 

Juan del Campillo. 



VISTA DEL SRfiOR PROCURADOR GENERAL 

„ Buenos Aires, Octubre 30 de 1895. 

Suprema Corte ; 

Consta á foja 9 vuelta que el juez de paz rechaió la eicep- 
cion de incompetencia, siendo aceptada esa providencia por el 
demandado Duran, como resulta de sn firma al pié de esa y de 
las otras diligencias del juicio. Son exactas por ello, las consi- 
deraciones invocadas en el auto del señor juei de sección co- 
rriente ó foja 26, cuya con Urinación solicito de V. E. 



Sabiniano Kier. 
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r*ll» te ta tapnwi tferf* 

Buenos Aires, Agosto 8 de 1899. 

Vistos y considerando; Qneel recurrente Duran lia deducido 
la excepción de incom potencia no sólo por la vía inhibitoria sino 
también por la tía declinatoria. 

Que resuelta esta última por el auto de foja nueve vuelta, no 
haciendo lugar á ella, el recurrente aceptó la decisión del juez 
de paz ante quien compareció en la prosee asimt del juicio, se- 
gún se Te en el acta de foja diez» habiendo además ocurrido en 
queja ante el superior, según resulta del escrito de foja doce. 

Que, en consecuencia, y habiendo Duran dado preferencia á 
la declinatoria, la inhibitoria entablada ante el juez federal no 
puede prosperar. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto v pedi- 
do por el señor Procurador general, se Confirma, con costas, el 
auto apelado dt- foja veintiséis. Notifíquese con el original y 
repuestos los sellos, deruélranse. 

BLNJAHIN — ABEL BALAN. — 

OCTAVIO BIMGB. - JUAN £. TO- 
HfttNT. — II . MARTINEZ. 
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Don Cdrlos Itossa contra ta provincia de Santiayo del Estero 
por demanda de jactancia ; sobre incompetencia 

Sumario. — Acreditada la jurisdicción de la Suprema Corte 
por ser extranjero «I demandante y una provincia la demanda- 
da, ésta no puede oponer la excepción de incompetencia fun- 
dándola en la naturaliza de loa hechos que informan la de- 
manda. 



Caso. — Presentada uña demanda de jactancia á nombre de 
don Carlos Rosao contra la provincia de Santiago del Estero, 
en la que el demandante pedía que ae señale al representante 
de esta última un término dentro del cual debía deducir las 
acciones que el gobierno d* Santiago crea tener contra él sobre 
un campo que dice ser de au propiedad y qae ha sido denun- 
ciado como bacal por el doctor Atanasio Rodrigue!, se mandó 
justificar la jurisdicción originaria de la Suprema Corte. 

Acreditada ésta por ser extranjero el actor, se corrió trasla- 
do al apoderado de la provincia el cual, sin evacuarlo y forman- 
do articulo de pré?io pronunciamiento, opuso la excepción de 
incompetencia de la Suprema Corte para conocer de dicha de- 
manda. 
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VISTA DELSBffOH FKOC0I1ADO» GtNEÜAL 

Buenos Aires, Octubre 36 de 1998. 

Suprema Corte: 

En dictamen que corred fojft 60, expuse ante V. fi. Jos fun- 
damentos <le que deducía la improcedencia de la jurisdicción 
originaria en el caso traído ante la Suprema Corte por la repre- 
sentación de don Cárlos Rosso. 

No existe euestíou alguna entre el demandante y la provin- 
cia demandada ni acto alguno de esta que modifique directa' 
mente el dominio invocado por aquél. 

Lo» procedimientos del juicio de carácter informativo auto- 
rizados por una ley de la provincia de Santiago no importan 
ni pueden importar, ni una jactancia» ni una declaración defi- 
nitiva de derechos, y ese juicio no se produce por acción de hi 
provin-ia sinó por un denunciante con carácter privado y res- 
ponsabilidades propias. 

Si de ese juicio entre partes resultara t)uc no existe dentro 
del campo poseído con títulos de dominio pnr el señor Roaso 
cobrante alguno de propiedad pública, ese juicio habría con- 
cluid" definitivamente sin producir ulterior idades que afecten 
los derechos del demandante. Si, por el contrario, se declarara 
la existencia de sobrantes y el poder ejecutivo de la provincia 
asumiera una representación directa para su apropiación y 
enajenación, es recien entonces que produciéndose la contien- 
da entre la provincia y la parte directamente procedería el 
ejercicio de la jurisdicción originaria de V. E., con sujeción á 
lo dispuesto en los artículos 101 de la Constitución nacional y 
I a , inciso 1*, de la ley de competencia federal de 1863. 

Mientras no se baya producido aotoalgono de la provincia 
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declaratorio de su dominio y atentatorio del que sostiene el de- 
mandante pertenecerle, no procede la jurisdicción de V E., ni 
por raion de aquel derecho funcUntental, ni por acción de jac- 
tancia, qne no puede eti ningún caso surgir del ejercicio de 
procedimientos ordenados por el gubierno provincial en cum- 
plimiento du una ley de su legislatura. 

Es en este concepto que reproduzco ante V. E. lo expuesto y 
pedid» en el dictamen de foja 60. 

Sabiniano Kier, 



Fall* 4* I» lipifMi Ctrle 

Buenos Aires, Agosto 8 Je 1899. 

Y vistos: Considerando: Primero; Que por el escrito de 
f^ja cincuenta y seis, la parte de Rosso ha deducido una de- 
manda de jactancia contra la provincia de Santiago del Estero 
que la actora cree apoyada en la tey cuarenta y seis, título se- 

■ 

gundo, partida tercera, según lo eipone en su escrito de foja 
sesenta y dos. 

Segundo; Que esta Corte dictó el auto de foja sesenta y dos 
ü objeto de que se acreditase que el caso era de su competencia, 
mandando correr traslado de la demanda por el auto de foja 
cincuenta y cinco, por haber resultado acreditada su jurisdic- 
ción originaria. 

i 

Tercero: Que habiendo comparecido al juicio la provincia 
citada por el oficio á que se refiere la nota de foja sesenta y 
ocho, su representante^ por el escrito de foja setenta y ocho, 
opone la eicepcion de incompetencia de jurisdicción, fundada 
no en lo pedido en la demanda de foja cincuenta y seis, sino 
en la naturaleza de los hechos que hayan podido informarla. 
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Cuarto; Que no tratándote de apreciar el mérito de la de- 
manda misma, ainó U procedencia de la excepeion o^esta los 
( heehoB eo que se apoya el oponente no son ©pórtanos, debiendo 
ser considerados al sentenciar ta demanda en definitiva. 

Quinto; Que existiendo una demanda que ba sirio aceptada 
como deducida en forma contra ana de las provincias de la Be- 
pública, la jurisdicción originaría en este caso no puede ser 
desconocida ante la eipresa disposición de los artículos primero 
y ocho de la ley sobre jurisdicción y competencia do los tribu- 
nales federales de eatorce de Setiembre de mil ochocientos se- 
senta y tres. 

Fot esto, no se Uaee lugar á la excepción opuesta por el es- 
crito de foja setenta y ocho, y el representante de la provincia 
demandada evacúe el traslado conferido á foja cincuenta y cin- 
co y vuelta, dentro del termino prefijado por el ar ticulo ochen - 
ta y cinco de la ley sobre procedimientos de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Notifiques* con el original y repóngase el papel. 

BLIUAMIN PA1. — JUAN £. TO- 
HREHT. — H. MARTINEZ. 
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< a un a c« ai vii 



Don Adolfo Guevaracontra el presbítero don Cayetano Cincinatti 
sobre daños y perjuicios 

Sumario.— Cuando de los antecedentes de autos resulta que 
en la querella de la que fué absutlto el querellado, no ha habi- 
do intención dolosa, ni culpa ó negligencia por parte del de- 
nunciante ó querellante, no puede imputarse á éste delito ó 
cuasi delito, y hacerlo responsable por daños y perjuicios. 



Caso. — Resulta del 



rail* ¿el JMireitrai 

Men 'om, Octubre Ti de 1897, 

Vistos : Don Juan del C. Barrios, en representación de don 
Adolfo Guerara, entabla demanda contra c) presbítero Cayetano 
Cincinatti por indemnización d daños y perjuicios. Expone que 
el 18 de Diciembre de 1895» se presentó el demandado ante el 
juagado de instrucción, querellándose por abuso y usurpación 
de autoridad contra su representa lo, como subdelegado del de- 
partamento de San Cirios, de esta provincia, presentando co- 
mo base de su querella un expediente fraguado por elquere- 
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liante ante el juzgado de paz del mismo departamento ; que con 
esos antecedentes el señor juez de instrucción, el 6 de Febrero 
de 1996» decreta la detención del subdelegado Guevara y á virtud 
del oficio al Poder Ejecutivo, con feclia siete del mismo mes y 
año, se le suspendió del cargo de subdelegado; que el día 21 
de Febn-r» se presentó preso ante el juez de instrucción y ob- 
tuvo su excarcelación bajo fianza ; que concluido el sumario se 
elevaron los antecedentes al juez de sentencia, y éste después 
de la tramitacioucor respondiente, pronunció su fallo absoluto- 
rio el 30 de Abril de 1896, condenando en costas, daños y per- 
juicios al acusador; que apelada la sentencia, fué confirmada 
en todas sus partes el 19 de Octubre del mismo año ; que co- 
municada la sentencia al Poder Ejecutivo, el señor Guevara fué 
repuesto en el cargo por decreto de fecha 27 de Octubre, cargo 
que renunció por haberse trasladado al departamento de San 
Rafael; que puT causa del juicio antedicho ha sufrido tos si- 
guientes perjuicios : por 8 meses y 21 dias de suspensión en el 
cargo, al sueldo de 80 pesos mensuales, seiscientos noventa y un 
pesos (691) ; viaje* ú la ciudad j gaatos de estadía, quinientos 
pesos (500); perjuicio material irrogado con la acusación, en 
sus inten ses y moralmente, dos mil quinientos pesos (2500) ; 
que la ofensa por medio de una acusación calumniosa trac con- 
sigo la obligación de repararlo con una indemnización por las 
pérdidas é intereses j por el agravio moral inferido á mi per- 
sona ; que en consecuencia, solicita se condene al demandado 
señor CineínaHi á pagar la suma de tres mil quinientos pesos 
>35O0) chio indemnización de daños y perjuicio!», con cortas. 

Corrido traslado, contesta á foja 13 don I'edro S, Aubone en 
rcprt sent.icíon del demandado, y dice que es exacto que su po- 
derdante, poi el agravia que el actor infería ú su persona y á 
sus intereses, en el ejercicio de ciertos actos ejecutados arbi- 
trariamente como subdelegado del departamento de San Carlos, 
se querelló criminalmente en su contra y produjo la informa- 
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« ion necesaria para constatar los hechos en que fundaba su que- 
ja ; que es igual mente cierto que el juez de instrucción encon- 
tró mérito en tos antecedentes del procer para decretar la pri- 
sión del señor Guevara, pero es completamente falso que la base 
de !;i querella fuera un expediente fraguado por su representa- 
do; que no es cierto que el juez del crimen haya pronnndado 
seutemüa absolutoria en favor del señor Guevara y mucho me- 
nos, que la Lima. Cámara baya confirmado tal cosa; qne el re- 
presentante del señor Cmcinattí dejó vencer el término dentro 
del cual debfü formalizar ;:<>usacion y eu mérito de este descuido 
el secretario creyó que Hobid sobreseer en la causa ; que conoce- 
dor del ibandonodc su mandatario constituyó nuevo apoderado y 
entablo los recursos de apelación y nulidad, para ante laCumara; 
que ésta creyó fundada ta resistencia qne el señor Goevaru hacía 
pura la pn.secusion de Íacau<ay no hizo lugar A los recursos 
entablados; que no es Cierto que la causa se haya sustanciado por 
los trámites ordinarios hasta el pronunciamiento de sentencia 
absolutoria ; que no habiéndose pronunciado absolución de cul- 
pa y cargo en favor del señor Guevara, es temeraria y malicio- 
sa la aseveración deque el señor Cincinnttí ha incurrido en el 
delito de calumnia al interponer su queja á la justicia criminal 
en contra del subdelegado da San Carlos; que el sobreseimien- 
to no puede tener el alcancedenna sentencia absolutoria, para 
que se determine la responsabilidad pecuniaria por acusación 
injusta y calumniosa; que, por otra parte, niégala efectividad, 
monto y valor de los perjuicios que dice haber sufrido el señor 
Guevara y desconoce en absoluto el derecho qin> se atribuye pa- 
ra cobrarlos, por la cual pite se rechac-' la acción condenando 
en (Vistas al demandado. 

Abierta la causa á prueba, sl< produce la que consta de foja 21 
¡i foja 56. 

A foja 57 y foja 60 alegan sobre su mérito ambas partes. 
A foja 74 -¡e cita para senteneia. 

t, luí i 5 
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Y considerando : 1° Que con fecha 26 >le Marzo de 1895, don 
Ruy mundo Verga ra se presentó al subdelegado <i. I departamen- 
to de San Cárlos manifestando que < 1 16 del mismo. mes y año 
habían sido sacados clandestinamente por don Desiderio Estre- 
lla, nueve Tacas y nn novillo de los potreros de la señora M* - 
Hda F. de Olivar >, que sabía estaban en propiedad del señor 
cura Cineinatti, cuyos animuh l Los tenía á guarda como apo- 
derado del señor Oistavio González, á quien pertenecían ; por lo 
que solicitaba la ínmediuia devolución (foja 28, expediente nú- 
mero 4060 ofrecido como prueba por aniñas parte-, caratulado 
* Fiscal y Cayetano Cineinatti contra Adolfo Guevara, por 
usurpación de autoridad en San Cario* i). 

2 o Que habiéndose hecho cmnpareeer á don Desiderio Estre- 
llar preguntado en la subdelegaciun con qué orden fué t¡ sacar 
los animales pertenecientes á don Octavio González que tenía á 
guarda don Raimundo Vergaro, declaró que había procedido por 
órdeo de su patrón don Cayetano Cineinatti, de quien era em- 
pleado y que lo acompañó para sacar los animales al ayudante 
del juzgad . de paz, no habiendo llevado fuerza pública para 
trabar embargo (foja 27, expediente núm. 4060 antedicho), 

3 o Que con fecha 27 de Marzo de 1895 el subdelegado de 
San Cutios entregó lo* animales referidos A don Raimundo 
Vergara (foja 28 y foja 28) y dió A Kstrella la siguiente cons- 
tancia : «Se recibieron en esta subdelegaeion nueve vacas y un 
novillo, de don Desiderio Estrella, pertenecientes á don Rai- 
mundo Yergara como apoderado de don Octavio González (fu- 
ja 7). 

4° Que don Desiderio Estrella, según la constancia de foja 
6 del expediente del juzgado de p¡iz, caratulado, don Cayetano 
Cineinatti por cubro de pes OS contra don Raimundo Vergara» 
se presentó al juzgado el mismo día 27 de Marzo, denunciando 
habérsele arrebatado por la Tuerza los animales de que era de- 
positario ieguu lus autos, loque motivólos requirimientos de 
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m*M% 98iilmb.leli.gado, por el juez de paz, ,,„ fl do le fue- 
ron contri. idus. 

5 o Que en eJ expediente mencionado eo el número anterior 
después de un auto de sokendo (foja 2 á foja 4) dejado con- 
tra d „ Kaymuirdo Vergara, con fecha 15 de Dici.>uihre de 1894 
se na levantado con fecha 16 de Marzo de 1895, uu aeta de re- 
quirimíento y embargo según la cal no habiéndose encontrado 
I.** Raymund, Ver^u, se procedió á embargar nueve vacas y 
unuov,U, qUtí se encontraban águ .rda en lo, potrero, de li 
aef.ornliél.daF. de Olivares, nombrando depositario á dan De- 
siderio Estrella (lejas 4y 5); 

6* Que con el expediente referido sin númer.j de urden y de 
que hay antecedentes en el jugado de paz de San Carlos, se 
presentú don Cayetano Cincinat ti interponiendo querella crimi- 
nal por abuso y usurpación de autoridad contra don Adulfo Gue- 
vara subdelegado del departamento; quien por esta causa fué 
suspendido eo su caryo desde el 7 de Febrero de 1896 basta el 
27 de Octubre (foja 21 y foja 60). 

7* Que por resolución de fecha tí de Febrero de 1896 (foja 19 
vuelta) en el joicio instaurado por Cineinalti, se decretó la de- 
tención de don Adolfo Guevara, y cuu fecha 36 del mismo mes 
y ano la prisión preventiva (fojaSI), habiéndose otorgado la ex- 
carcelación bajo lianza, después de ta comparecencia voluntaria 
del procesado, el 21 de Febrero (foja 23 y 25), 

8" Que por sentencia del señor juez del crimen de «ata ciu- 
dad, de fecha 30 de Abril de 1896, se declara que en la proeba 
presentada para deducir acusación contra don Adolfo Guevara 
la declaración del testigo Fortunato Silva es de oídos, no da 
ra«on de su dicho y no importa ni una simple presnnción, y la 
declaración de Desiderio Estrella carece de valor legal por ser 
empleado deCínrinatti y no dar ruzou de su dicho (artículo 176 
y 351, Código de Procedimientos Criminales de la Provincial 
Que consta la entrega por Estrella á Guevara, de los anima- 
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les reclamados por V erg Ara, y que no resulta de unios compro- 
bado el delito que moüva la acusación ; en cuya virtud se so- 
bresee delictivamente eit ]% causa con eolias al querellante ; 
señor Cíueinatti, se salva el nombrry hnn >r del procesado, y de 
la denuncia de Guevara sobre la falsedad del sumario emi que 
Cineinutti funda y eiie.íbeza su querella, se confiere vista al se- 
ñor agente liscal que hasta el presente no Be lia expedido (fojas 
47 á 49). 

9 o Que apelada esta sentencia, es confirmada con costas por 
hi Kima. Cámara Se lo criminal, en razón de sus fundamentos 
v agregándose que Ha podido decretarse el sobreseimiento de la 
cansa por no haber*- presentado acusación particular ni lUeal 
v por existir además, mérito para ello con arrvglo al artículo 
3;í5 del Código de Procedimientos Criminales de la Provincia 
{¡■■ja 58 vuidta). 

i :U° tíue id presente juicio versa sobre la indemniasacion 
civil correspondiente á ios hecho- que expresa la de inunda ©O 
cuanto han sido juzgados por sentencia firme encontrándose 
pendiente s do el dictimen Itscal respecto de la denuncia del se- 
ñor &M?ára por.fiiisedad de! jui -io seguido unte el juzgado de 
paz (agregados de foja \ á faja 9 del expediente número 4060j ; 
pues la acusación por calumnia del escrito de foja 40 >.** ante- 
rior A lo- fallos de primera y segunda instancia, pronunciados 
en la causa. 

II o Que la resolución lirmedelos tribunales del crimen, hace 
c,t. -a juzgada respecto de la consideración legal délos heelios 
que batí motivado la quír-lla, pero sólo del punto de vista del 
derecho criminal. Sobreseída la causa por abuso y usurpacjon 
de autoridad, en razón de no haberse probado delito ni pro- 
ducídose acusación \ articular ni fiscal, es impertinente tod¿i la 
prueba que tienda i acreditar los Hechos delictuosos imputa- 
dos (artículo 1103, Código Civil y su eomentario en Llorona, to- 
mo 2 a , pagina 16t). 
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i i" Que la acción civil por indemnización del daño causado 
por un hecho es independiente (le lu culificneion legal que A ese 
hecho corresponda, sí fu ese de i-arict"r criminoso. 

Cada jurisdicción procede en su esfera ríe acción propia. La 
calificación de usurpación y abuso de autoridad imputada al 
subdelegado de San ííárlus cor res pon 'le exclusivamente ¡i los 
tribunalo del crimen y su fallo al respecto hace cosa juzgada. 

No pudría por el iribunal civil renovarse por taparte acusa- 
dora la existencia del delito, en caso de absolución, mino ríe 
sobreseimiento, para f mular una demanda dril püi indenniüa- 
cion de daños causado por el delito, l'ero nada impide que !<is 
hecho-, que si no un delito, puod< n constituir un antecedente 
de carácter civil, originario de responsabilidad pecuniaria sean 
la base de una domando por indemnización de daños y perjui- 
cios. 

Es así entóncüj que no obstante la absolución ó el sobreseí - 
mientu r|e la causa seguida cuitra el señ-ir Guevara podía el ac- 
tor, hin violentar la cosa juzgada, haberlo demarid ido por in- 
demnización de perjuicio^ ocasionados por los mismos hecho-, 
considerarlos del punto dr vista puramente civil. 

La ¡i bsol u uto u en una demanda criminal contra el dueño ú 
quien ae atribuye el incfttí lio de su cusa, no impide la contesta- 
ción civil de las obligaciones del asegur ,u|or si la negligencia ú 
otra causa dependiente del dueño, le libra de <\\ responsabili- 
dad y se níe^a al pago del seguro (Aubrv y Kan, tomo 8°, pá- 
gina 411, letra 6, i' edición). 

Itecípmcamente sucede lo mismo. No es necesario la existen- 
cia de responsabilidad criminal de calumnia ó falsedad, ni una 
condena próvia al respecto para que los hechos que podían mo- 
tivarla funden una demanda civil por indemnización de daños y 
perjuicios. 

El señor Guevara acusado por abuso y usurpación de autori- 
dad, sobreseída su causa, sin necesidad de acusar criminalmente 
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por calumnia ni por falsedad, ha podido instaurar su demanda 
p >r la responsabi lid ail civil de los hechos producidos en sil con- 
tra, con una demanda criminal en cuya causa se ha sobreseído 
definitivamente declarándola no probada é inexistente* Insdeli - 
tos imputados (Aubry j Ran, Curso de derecha civil francés 4* 
edición, § 769 bis, páginas 405 á 413). 

13° Que no existiendo querella criminal pendiente sóbrelos 
hechos que motivan esta demanda civil, pues que al respecto no 
se ha expedido aún el dictámen conferido al señor agente fis- 
cal , por el juzgado del crimen nu existe tampoco motivo legul 
de ¡¡impender lu resolución de esta causa, como lo haría en caso 
contrario, con arreglo al artículo HOI Código Civil (Llüveua, 
tomo 2 1 , página 163 sobre el artículo citado). 

14° Que no se lia acreditado que el desapoderamiento de los 
animales, efectuado por .-1 subdelegado de San ( arlos, en la 
persona de don Desiderio Estrella, se hiciera con conocimiento 
de ónlen judicial contraria 6 violentando un derecho ennl- 
quiera. Cintila que el referido Bstrell* manifestó haber proce- 
dido ó sacar de fa lincn de dona Mélida F. de Olivares, tos ani- 
males de propiedad de don Octavio González á cargo de don 
Ray mundo Vergara. por órden de don Cayetano Cincinatti. 

El subdelegado al hacer la restitución sólo velaba por el res- 
peto del derecho di' propiedad, no desconocido en parte alguna 
respecto del dueño de los animales. 

Del expediente que encabéza los autos, número 1060, traídos 
ó la vista, resulta que el desapoderamiento tuvo lugar el 27 de 
M-irzu de 1895, que motivo la querella criminal instaurada por 
el señor í'iueinütti recién el 18 de Diciembre de ese año. 

Y llama la atención que ur¡ acto d«i sol vendo decretado el 
J5de Diciembre de 1894, contra don Raimundo Verga ra, en 
ejecución seguid» por el señor Cincinatti» motivara el 16 de 
Marzo ile f895, un requerimiento de pago y un embargo de 
semovientes ajenos deque no consta en ninguna partf que es- 
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tunera en p cesión de ellas el deudor ; que se en ootraba en 
poder de tercero; que no >e ha controvertido que fueran de 
propiedad de don Octavio G uníales, y respecto de loa cuales 
no se manifiesta ninguna denunnia del ejecutante para el em- 
bargo, 

15° Que la querella criminal que los tribunales de la provin- 
cia han declarado improbada, con costas ni querellante señor 
Cinciuatti, c-s el hecho originario de la suspensión del subdele- 
gado señor Guevara, decretada por vi Poder Ejecutivo al efecto 
de sn enjuiciamiento, y de consiguiente, exista 6 no calumnia 
en la acusación, el acusador es responsable civil mente de los 
efectos «le su gestión judicial, una ve que se ha declarado la 
inculpabilidad del procesado. 

16* (¿ue independíenteme ate de la grave irregularidad que 
resulta del hecho de acompañar ni querella criminal coran do- 
cumento particular, un expedienta sobre el cual no existen an- 
tecedente^ en la oficina de que procede, el acusador señor Cin- 
ciuatti no ha procedido en ejercicio de un derecho propio que 
le salve de responsabilidad. 

El derecho de acusar á un funcionario con el Ud moral i ando r 
di- provocar la represión de actos punibles, lleva consigo la 
obligación de probarlos, so pena de incurrir en calumnia. 

Las leyes no han considerado injuriosa ta acusación que se 
prueba para evitar el temor deesa responsabilidad en el de- 
nunciante. Por eso la prueba de la imputación ilá una falta aun 
funcionario público es el cumplimiento de un deber y no hay 
injuria ; pero I limado el denunciante á probar su imputación, 
es responsable criminalmente por su falsedad y civilmente por 
el daño ocasionado con los hechos originados y sus consecuen- 
cias gravosas para el encausado injustamente (La urent, Prin- 
cipios derecho civil francés , tomo 20, pág. 435 y siguien- 
tes). 

17" Que siendo legalmente improbados é inexactos lo- he- 
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chos enunciados en {a querella del señor Cincinati, ha cometí- 
Jo A sabiendas un hecho ilícito, puesto que no podía ignorar 
que la imputación no prohada, de delito ¡i un funcionario en 
ejercicio de su cargo constituye una calumnia. 

18° Que sin perjuicio de las multas ó penas que el derecho 
criminal establece, la acusación calumnia atrae sobre él de- 
lincuente la responsabilidad por la indemnización pecuniaria 
por tas pérdidas é intereses y por el agravio moral que ha be- 
cho sufrir al acusado (art, 1068, 1069, 1072, 1075, 1077, 1078, 
1085, 1082, 1090, 1096, 1109 del Cod. Civil). 

19" Que la estimación de los perjuicios, en razón del suel- 
do dejado de percibir desde la suspensión hasta la reposición 
del funcionario, en su cargo, por los gastos de permanencia 
obligada en la ciudad por uausu del juicio, y por el agravio 
moral con la acusación, suspensión y prisión del empleado pú- 
blico, se encuentran equitativamente estimados y no se ba pro- 
ducido pruebu en contrario (expediente número 4060 y prueba 
testimonial del actor en este, juicio). 

Por estos fundamentos, fallo: condenando al presbítero don 
Cayetano Cincinatti á indemnizar al señor don Adolfo Guevara 
como ei- s ubdelfgado del departamento de San Carlos de esta 
provincia, la cantidad de tres mil quinientos pesos (3500) moneda 
legal, cuino daños y perjuiri.ts ocasionólos por la querellacrimi- 
nal instaurada ante los tribunales de la proviuci.i por usurpación 
y abuso de autoridad, en que por sentencia firme, se decretó el 
sobreseimiento definitivo, por no haberse prubado la existencia 
de los delitos imputados; con las costas de esta causa. 

En definitiva así lo declaro y ordeno, en Mendoza, ¿27dt 
Octubre de 1897. 

Hágase saber con el original y en oportunidad, previa repo- 
sición de sellos, archívese. 

Severo (i. del Cantillo. 
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Fall* 4* la fttapren tfers* 

Hueoos Aires, Agosto 8 de 1899, 

Vistos y considerando: Que tanto por la» referencia» de la 
sentencia apelada, como por la prueba testimonial que en esta 
causa La producido el demandado don Cayetano Cincinati, está 
suficientemente averiguado que en el juicio por él seguido ante 
el juez de pac de Sun Carlos, provincia de Mendoza, por cubro 
de peuos contra don Raimundo Vergara, se trabó embargo por 
orden de dicho juez de nueve Tacas y uu novillo, que se pu- 
sieron en calidad de depósito en poder de don Desiderio Es- 
tulla. 

Que esta igualmente probado que á consecuencia de gestión 
del mencionado Vergara, hecha ame don Adolfo Guevara sub- 
delegado del departamento, este funcionario dispuso que los 
predícaos animales volviesen á poder del referido Vergara, lo 
que se ejecutó prévia entrega hecha á Estrella, 

Que Estrella dio inmediatamente cuenta del hecho al juez de 
paz que decretó el embargo, lo quo motivó que e!»e juej se diri- 
giera al subdelegado, á Tin de que las cosas se restituyan á su 
estado anterior, quedando sin respuesta las comunicar iones 
dirigidas y subsistente la medida que sobre los animales em- 
bargados adoptó el subdelegado. 

Que con el expediente seguido ante el joez de paz ocnrrió 
Cincinatti ante el juez de instrucción denunciando al subdele- 
gado por delito de abuso de autoridad, formalizándose, en su 
virtud, con intervención fiscal la instrucción del sumario co- 
rrespondiente hasta decretarse la detención del subdelegado 
Guevara, y su excarcelación bajo de fianza en el mismo dia de 
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la detención, todo sin darse participación al denunciante Cin- 
cinatti, á quien se llama también querellante, no habiendo en 
los untos venidos ante esta Suprema Corte elementos bastantes 
para determinar el carácter que asumió el referido Ciucinatti 
cuando ocurrió á la justicia de instrucción parala formación 
del profeso. 

Que terminarlo el sumario y estando la causa en estado de 
que dedujeran acusación, él ministerio fiscal y Cincinatti, ta 
acusación no se dedujo guardándose silencio durante el término 
fijad'» pur la lej pura hacerlo, con lo que el jufcí dictó auto de 
sobreseimiento definitivo, i on declaración de que la formación 
del sumario no perjudicaba el buen nombre y honor del proce- 
sado, auto que fué confirni idn por el .superior A cuyo conoci- 
miento llegó por apelación de Ctncinati que [uerU r instituirse 
en parte acusadora y que creía que to.iavía estaba cu tiempo 
para hacerlo. 

Que si Ion antecedentes expuestos conducen á admitir que 
Guevara <i«. hnbía cometido el delito de abuso de autoridad de- 
nunciado, por haber obrado *>n la ignorancia de existir un mu- 
Itargo decretado por el juez, habiendo á su favor las resolucio- 
nes recordadas que aM lo declan u> hay que reconocer que esos 
misinos antecedentes, demuestran que Ciucinatti, no procedió 
á impulso de una intención criminal, mando encausa propia y 
reputando lesionados sus derechos por he hos materialmente 
producidos y que podían inducirlo á cre*r de buena fé, que 
eran autoritarios y abusivos, llevó sus quejas ante los jueces 
competente» en demanda de justicia que creía merecer ven 
salvaguarda de los intereses públicos en su concepto compro- 
metidos por actos que a haberse efectuado con conocimiento é 
intención, redundaría en detrimento de la autoridad judicial. 

Qne aunque la vid ontad criminal se presume en los hechos 
calilicados de delito, )•> que vale decir que una imputación ó 
acusación contra un funcionario público cuya verdad uose prue- 
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ba, lleva en si Ja presunción de qne el autor ha obrado á sabien- 
das y con intención delictuosa, cometiendo en consecuencia el 
delito de calumnia, no es menos cierto que esa presunción deja 
oV existir cuando de tas circunstancias de la causa resulta una 
contraria (artículo sexto del Código Penal), 

Que las circunstancias que informaron la actitud de Cincina- 
ti al ocurrir á los jueces en materia criminal en demanda de 
justicia, no sólo resultan que él obró sin intención dolosa y en 
la creencia que sólo ejercitaba un derecho, si no que llegan bas- 
tí! convencer que ni siquiera se p*uede imputar al agente culpa 
ó negligencia, porque la naturaleza de lo* hechos producidos 
era susceptible de hacer caer en error aun ó las personas dili- 
gentes. 

Que **n mérito rfp l:is jirt edent"s consideraciones y ya que 
la causa debe ser apreciada con i* circunstancias que sirven 
ú caracterizar los hechos nlegadoS, no puede sinó concluirse 
que t-l demandólo no es autor del delito de calumnia ó acusa- 
ción calumniosa que sirve de fundamento al actor Guevara para 
demandar indi-mnixariones civiles, porque también ante la ley 
r ivi! (artículo mil setenta y dos, Código Civil) para que haya 
delito se requiere que. él acto sea ejecutado á sabiendas y eon 
intención de dañar la persona ú lúa derechos de otro, lo mismo 
que ante el derecho criminal que no reconoce delincuente sinó 
cuando hay la voluntad criminal, ó siquiera culpa en su caso, 
para la que concurre asimismo la doctrina de la ley veintiseis t 
título primero, partida séptima, 

t¿ue tampoco pueden reconocerse responsabilidades á cargo 
del demandado emergentes de un cuasi delito, porque como ya 
se ha dicho, no se le puede imputar culpa ó negligencia en ¿u 
recurso i Injusticia crimina], como seria necesario para que 
fuese api i aMe el articulo mil ciento nueve del Código Civil. 

Por esto, se revoca ta sentencia apelada de foja setenta y 
seis, absolviéndose en consecuencia al demandado de la deinan- 
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du de foja dos. Notifíquese eon el original, y repuestos lo» se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BISGR. — JUAN E. 
TOBKENT. — H. NAKT1NEX. 
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FJ Banco Álemn>t Transatldntiw, contra Schiffm'r y compañía, 
por cobro ejecutivo de pesos ; subre competencia 

Sumario. — VA extranjero demandado por un argentino ant- 
is justieia federal no puede declinar di- la jurisdicción de ésta. 
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INKOBME DEL JUEZ KKDfcBAL 

■ 

li uenos Aires, Agosto iúv 1899. 

En cumplimiento de lo ordenado por V, E. en el recurso di- 
recto deducido por tos leñorei Emilio O. Sobiffner y compañía» 
uon motivo de la ejecución entablada por el Banco Atemao, 
tengo el honor de informar ú V. E, 

Que ei mencionado Banco se presentó á este juzgado, y pré- • 



UK JUSTICIA NACIONAL 



237 



via justificación del fuero por distinta nacionalidad de las par- 
tes, entabló demanda ejecutiva contra los señores Sctaiffnor y 
compañía a mérito detraer aparejada ejecución la escritura pú- 
blica acompañada, y al mismo tiempo, pedía el ejecutante re- 
conociera el ejecutado la- tirinas de unas cartas que acompañara. 
En consecuencia el pro ve vente di«-tó el a ato de foja 1 <*0. 

« Rosario, M.iyo 8 de 1899. 

* A mérito de la información que antecede, liase por acreditado 
el fuero de esta causa, en cuanto hubiere lugar por derecho; 
téngasele con la representación invocada, si el mandato fuera 
bastante, y por constituido el domicilio que se indica. Dése por 
deducida la acción ejecutiva, y, en consecuencia, den y paguen 
los. demandados, dentro de tercero día. la emitid ad de 175.203 
pedos con 24 centavos mmeda nacional oru sellado, bajo apeetbi- 
mieuto deejecuciony embargo por el capital, inieresesy costas, 
debiendo estarse por el saldo restante a lo que se resuelva des- 
pués del reconocimiento de las cartas que se acompañan, para 
cuyo fin, se designa la audiencia del día 42 del corriente, ci- 
tándose á los demandados para ese comparendo. Resérvese en 
secretaría las cartas menciónalas y expídase copias de las mis- 
mas. Repóngase. 

nGoytía. » 

Antes de hacer efectivo el precedente auto, la parte deman- 
dada presentó el siguiente escrito : 

tSeñor Juez Federal : 

« Formando artículo de prévio y especial pronunciamien- 
to declina de jurisdicción José A. Casado, representante de 
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la ratón social Scb;ffner y compañía en liquidación, según 
terminantemente lo ucredita til testimonio du man laio general 
que tn .» foja ac Jtupjua eonstituyenJu por su domicilio la 
casa caile Córdoba número 1710, ú V, E. en la mejor forma 
do derecho se presenta y expone : 

« Que conoce perfectamente los documentos que sirven de fun- 
damentos y que el ftanco Je mandan te presento en apoyo de su 
acción y por el mérito de las consideraciones legales que paso á 
exponer, vengo á pedirá V. E. declare la incompetencia do su 
jurisdicción para conocer en este asunto, con ei presa imposi- 
ción de costas, ordenando que vi demandante ocurra donde co- 
rresponda. 

« No es mí ánimo entrar en el momento á contestar la de- 
inan la que se interpone á mis mand untes, cualquiera que sea 
el carácter que quiera darle de contrario, porque ello será ma- 
teria en su oportunidad, cuando se haya resuelto la contienda de 
competencia, pues el caso que estas obligaciones porque de- 
manda el banco Alemán Trasatlántico han sido realizadas por 
la razón social de Sehiffuer y compañía, de la que forma parte 
el señor Adolfo Mantel* y que aquella hoy se encuentra en li- 
quidación. Tanto el uno como el otro de los eipresados miem- 
bros de la razón social Scbiffner y compañía, hoy en liquida- 
ción, son ciudadanos extranjeros, «tuno justamente lo reconoce 
el demandante, en tanto que el Banco Aloman Trasatlántico, 
siendo una sociedad anónima está equiparada por nuestras leyes 
á l»s ciudadanos argentinos, y por tanto no surte el fuero fede- 
ral si el demandado extranjero no acepta la expresada jurisdic- 
ción en el acto de contestar la demanda ó en la primera dili- 
geneia que sea llamado a verificar. 

* A>í lo tierna resucito en reiterados cabos la Suprema Corte de 
Justicia nacional, y entre otros citaré el fallo contenido en la 
H'i ie primera, tumo 7", página 401, del ocurrido ante este mismo 
juzgado federal, entre don Jesús M. del Campo y don Luis B. 
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Rueda contra don Antonio Gnrbea en el uño 1883. En todos 
v tíos be ha resuelto que siebdo el fuero en beneficio del ciuda- 
dano extranjero, es éste quien puede optar por ¿1 y no el ciu- 
dadana, siendo iiijustilh sida la negativa á inhibirse et juei del 
conocimiento de una nansa, cuando el demandado extranjero se 
niega á aceptar la jurisdicción federal. Ivstos mismos princi- 
pios esijiii por otra parte expresamente consignados en fas ar- 
tículo^ 1' y 2 o de ];i ley >oote jurisdicción y ( empetencia «le 
los tribunales nacionales de 14 de Setiembre de 1863, y al res- 
pecto de esto toda duda es imposible cuando se trata de prin- 
cipios invariablemente resueltos por nuestra jurisdicción. Pero 
uun cudiid" los demandantes alegaran la "lección del fuero, fun- 
dándose para ello en La garantía subsidiaria de Las obligaciones 
porque se demanda á la razón social en la liquidación de Schiff- 
nery compañía «|ue os argentina do origen, es notorio que por 
el Lecho del matrimonio vi la lia desaparecido para seguir la del 
esposo tu que implica, agregado á las observaciones va consig- 
nadas que el juzgado do V. K. es incompetente para entender 
en este asunto desde que las partes se niegan á aceptar el fuero 
federal (serie 2\ tomo 11, página 726 : tomo página 419 ; 
tomo 10, página 426). 

*Por tanto, de lo expuesto se dodo.ee que siendo V. E, no com- 
petente para entender en la demanda propuesta, se sirva tener 
por deducid:i en carácter de prévio y especial pronunciamiento 
Ja excepción de incompetencia di- jurisdicción, y en su conse- 
cuencia inhibirse de su conocimiento, con costas al actor, que 
deberá ocurrir á donde corresponda. 

• Será justicia. 

« Martín Frayuciro. — José ,4. Casado. » 
En consecuencia, ha recaído el siguiente auto: 
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i Rocino. Mny<*a:í de 1h«». 

«En mérito de la declinatoria de jurisdicción deducida eael 
escrito precedente y » n atención tí las constancia* de auto*, li> 
dispuesto por la ley de enjuiciamiento en su artículo 'A* y lu ju- 
risprudencia uniforme de la Suprema Corle, declárase Incom- 
petente este juigarto para ooiitinimr entendiendo en la presente 

causo, • 

* En consecuencia, ocurran i»ar>e.-i donde corrrcsponda. 
Sin costas, por lio encontrar mérito para filo, pues la acción se 
ba ejercitado ante el jaer que correaponde por la Constitución 
Nacional, 

t iMiiiel fivytia », 



El ejecutante interpuso el recurso de reposición contra la 
precedente resolución. Tramitólo el recurso eq la forma de 
ley, se dictó el siguiente auto; 

- Rosario, .lidio 10 .le lHüii 

« Vistos : los autos llamada* ¡i foja 127 vuelta pura resolver 
la revocatoria deducida á foja lli- untr i el auto de foja 109 
mella. 

c Y considerando : I" Que procede el recurso de reposición, C - 
conformidad al articulo 203 de la ley nacional de enjuiciamien- 
to porque el autti recurrido no decide ningún artículo ó con- 
tención, sí nó que ae hi dictado al sólo podido de declinatoria 
del ejecutado sin audiencia de la parte contraria, 

i^^ue el auto recurrido ha sido dictad «.teniendo en vista el 
fallo de la Corte ene! tomo 7\ página tíH, y en el del tomo 39. 
página 24.i, pero habiendo variado la jurisprudencia de la Su- 
prema Corte en el sentido de que el extranjero no puede renun- 
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ciar al fuero federal, ante el cual h i sido demandado por uq 
argentino, como to demuestran cun toda evidencia los fallo* 
citados por el actor y el señor fiscal, proceda ía revocación del 
decreto referido. 

«3* Que « la jurisprudencia uniforme « i que alude el prove- 
yóte en él auto de foja 109 vuelta, no es la mencionada en la 
primera parte del considerando precedente, sitió tí la que iluyc: 
del artículos* 1 de la Uy nacional de enjuiciamiento. 

« Por estas consideraciones, revócase por contrario imperio el 
auto de Ma> 23 del corriente utm en cuanto hizo lugar á la de- 
clinatoria de jurisdicción y sigan los autos ante este juzgado. 
Ilgán el procedimiento que corresponda á su estado. Repón- 
gase. — Daniel Goytta. » 

La parte de Schiffner entabló el recurau de apelación por lo 
principal del unto, y el líanco Alemán por la no condenación 
en costas. A ambas partea u.gué ios recursos en virtud de las 
disposiciones contenidas en los artículos 20* y 300 de la ley na- 
cional de enjuiciamiento. 

Ks loque tengo que informar i V. K. en .■uuipümíeiitode su 
reaolncion. 

Uios finar deá V. K. 

Daniel (ioytttt. 



Hílenos Aires, Agosto 8 de Jf$9. 

Vistos en el acuerda y teniendo en consid, ración la naturaleza 
del juicio, lo dispuesto en el ¡.rtículo trescientos de la ley de 
ponimientos, y . .irndo también presente q„ e tí | -xtranjer,. 
demandado pur un argentino unte la justicia federal no puede 
d -clmar de ía jurisdicción qne la ley de lo materia, de acuerdo 

te 
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con la Constitución, h;i establecido para el conocimiento de la 
cansa, no tratándose como no se trata de los casos en que está 
autorizada la prórroga de jurisdicción. 

Por esto, no ha lugai al recurso interpuesto. Votifíquese ori- 
ginal, y, repítenoslos sellos, remítanse estas actuaciones al juez 
de la causa pura su agregación á ¡os autos principales. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAÍA«. 
— OCTAVIO BÚNUE. — ÍUAW 
E. TOttnENT. - H. MABTISE1. 
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¡Htti Zí'iiott López por si y por su esposa doña Zenaida Cabrera 
y don Francisco .1. Cabrera, contra i a empresa del Ferroca- 
rril Central Argentino ; sobre danos y perjuicios. 

Sumario. — £a empresa de ferrocarril es responsable de los 
perjuicios procede ntes de incendio producido por chispas del 
fui go de sus locomotoras en roo* i míe ato. 

Caso. — Resulta del 
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Córdoba. Hayo 18 de 18í*i. 

V vistos: El juicio seguido por don Ju-iiniano Ruix Lazart, 
en representación de los señores Z*-xion López, por bí y su cspo>a, 
Zenaida Cabrera y «Ion Fram-Ucu J. Cabrera, omira la empre- 
sa del Ferrocarril Central Argentino. La parte nctora, fundando 
la demanda, dice que en los días \ de Julk y 5 de Septiembre 
de I8»á lus señoras arriba nombrados han recibido considera- 
bles perjuicios en su establecimiento de campo llamad» < El 
Pilar», ubicado en el departamento Rio Segundo de esta pro- 
vincia, por los fuegos que arrojan en su tr¿ isito las múr| ulnas 
locomotoras del Ferrocarril Central Argentino. Que el primer 
incendio fué cansado por el iren que Tenía de Villa María á 
Córdoba, conducido p r la máquina < Pedro de Alvarado >. Que 
el ¡Al endio se inició de 9 á 10 ante meridiano, comenzando en 
el terreno que media entre la Tía férrea y la propiedad de los 
demandantes)' que pertenece á la empresa, propagándose lucia 
tos cercos y potreros con una velocidad considerable favorecida 
por un fuerie Tiento; quemándose, en consecuencia, dos cua- 
dras de alambrado raiíand,de t inco hilos, con postes de algarro- 
bo y una supertii ie de campo de ochocientas cuarenta y cinco 
hectáreas y trescicnios cincuenta metros poblados de postes y 
bosques espesos y tanibl n gran cantidad de madera labrada 
que habla en el mismo Lugar, cuyos perjuicios los estima eu 
cuarenta y nueve mil trescientos cuarenta pesos nacionales, sin 
perjuicio de que ellos sean tusados eu furnia. Que la magnitud 
del incendio fué disminuida debido á la solicitud del señor Ló- 
pez, que concurrió, luego que fué avisado, con gran numero de 
gente que fué aumentándose, entre los que anduvieron peones 
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de la misma empresa, con conocimiento del jefe de la estación 
« Pilar », Que la empresa no había tomado las precauciones que 
aconsejael buen sentido y que. prescribe la ley (art. 902, C6d. 
Cít.)» í™*» en él dtí la Hnm habíli charqui y al- 

gunos árboles, y por olra parte, las máquinas arrojaban fuego á 
discreción por la chimenea y por el hogar y que habitualmente 
los maquinistas arrojaban brasas y tizones ardiendo sobre la 
\la y terrenos adyacentes para desahogar los hornillos, sin te- 
ner las precauciones necesarias. 

Que el segundo incendio tuvo lugar «le 9 á 10 unte- meridia- 
no y obedeció á las mUmas cavias que el anterior: fué produ- 
cido puf el tren que iba al Rosario, condmído por la má quina 
numen 10, quemándo>e una cuadra de ce reo lie c lio de trosado 
cu rama y 219 hectáreas V 8G9 m-tros, mas ó rueños) de pastos 
y bosques ; n más, 10 cuadras de alambrado de postes de que- 
bracho coluradoy ciih o hilos, cuyos perjuicios y daños estima 
mi 10.G00 pesos moneda nacional. 

>..Qu* ffe fetos hechos tiene conocimiento el administrador de 
la i-nipri-sa Mr. James Traick, ú quien dirigió lO señor López la 
carta quaen copia se acompaña y aquel mandó una comisión 
compuesta de tres señores para inspeccionar los estragos V me- 
dir el campo. 

Que en Tirttui de lo exprn-sia venía en demandar á la mencio- 
nada empre-n para que en di linitiva fue>e con leñada á pagar 
los daños y perjuirius, que estima en tJO.ÜOO peso-; nuci-nalr-s, 
pide costos. 

Corrido que fué el correspondiente traslado, dice el repre- 
sentante de la empresa: Que niega hayan sido las máqui- 
nas del Central Argentino. Que cuando el señor López escribió 
al administrador general eoumnirándnlc lo ocurrido en el pri- 
mer incendio, «e man faro» hacerlas averiguaciones del ca*o y 
entónces se constató que era inéfaotoi no sól» que las muquí - 
ñas del ferrocarril hubieran sido ta* oausantes de aquél sinó 
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que también se constató que A fuego había principiado eu te- 
rreno» tiel s^ñor López, como igualmente que er;i inexacta la 
extensión «le campo quemado, según el demandante, porque fi- 
lo había ciento trece y cuarta ai adras cuadradas en lis que se 
nuuba vestigios de incendio; que, por oirá parte, no se encon- 
traron rastros de vigas que hubieran sido reducidas á cenizas y 
sí pequeños montoncitus de éstas, por lo que deduce que aque- 
llas noexistiemn. 

(¿ue igual cosa manifiesta respecto del segundo y tercer in- 
cendio, es decir, que níei;a sea la empresa la autora de ellos. 

Que es á más enteramente faUo que los maquinistas arrojen 
brasas para causar incendio y desainar humillas, y que en oi 
supuesto de que ello fm-ra cierto, en manera alguna prueba que 
esas brasas arrojadas cnusarati el incendio de que habla el de- 
mandante. 

Queeu cuanto á la falta de aparato de las máquinas, tam- 
bién es falso, porque á todas se las provee de los útiles y apa- 
ratos que las leyes prescriben, antes de ponerlas en mor i mié li- 
to. Que respecto á la tercera cansa invocada, además de ser fal- 
sa, nada probaria en faror de los actores, pues que del hecho de 
haber pajas, árboles, ete.., en Inseostados de la TÍa, no se de- 
duce que las ináqiiiinia quemartin el campo referido. 

Qu 3 ap.irte de no aer responsable la empresa, el monto de los 
daños y perjuicios que se cubra los hace resultar irrisorios, 
porque en < El Pilar > do se tiene noticia de que una legua de 
campo se haya rendido ni siquiera por 20.000 pesos, siendo que 
los demand antea sólo reclaman de 500 A tiOO cuadra**, 

Qne suponiendo f u<>ra cierto que las maquinas causáronlos 
incendios, tampoco sería respunsable la empresa de daíw algu- 
no, porque sólo habría uu easo fortuito que en rírtud de los 
artículos 513 y 514 del Código Civil, no liaría pesar responsa- 
bilidad alguna sobre la empresa. 

Que en la época á que lu demanda se refiere, los pastos y las 
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pajas de tos campos están secas, par tu que bastu una peqm fu 
chispa para originar incendios consiierables, con nnyor matón 
si el tiento los favorece. 

Que por tanto, pide se fpobace la demanda, con costas. 

Abierta la causa á prueba, se produce In qde corre de fojas 
±2 á 10, !a de fojas 77 i 88, de fojas 98 á 101 y de fojas U» 
á 160. 

Y conaid«rando : I" Que no está negado por la empresa y si 
comprobado con toda la prueba, que cu los Oleses de Julio y 
Septiembre de 1892 se produjeron incendios en los campos de 
€ Iil Pilar », de propiedad de los demandantes señore> Lope?, y 
Cabrera. 

Kl punió de beClio á averiguar "s sólo si fueron las niáqui- 
ñas 6 personal del Ferrocarril Central Argentino, los que pro- 
dujeron étoís incendios. Cualesquiera que sean las dudas, dis- 
crepancias o vaguedades que eu los detalles de la prueba se 
encuentren en los dichos de lo- diversos t-'-tigo-;, es endenté, 
indiscutible, que fueron las máquinas del tren quienes los pro- 
d uj'vnn. 

Siguiendo el curso urdinariu de las cní,as, im es creible que 
niV conjunto de testigos qne el juzgado presume intachables, 
desde que son iutachndos, se equivoquen tudos respecto de las 
cansas productoras de un incendio; mas aun, sí ge considera 
que ellos lian tenido presente estas caucas posibles y las lian 
eliminado. 

Kl fatigo .Tosé Mayor, dice que com » ádos ó tres cuadras "le 
áistatteia, vi» que fué la máquina laque quemó, que echó bra- 
sas y el fuego se in ció fiera de la vía, es decir, fuera de *os 
postes del telégrafo (véase preguntas y 3\ y respuestas foja 
110); Carlos Torres vió dedosótres Citad ras que se levantaba el 
fuet;*). Lis brasas que él no vió caer, cayeron ^egun vestigios 
entre los postes y lu via (debe ser el camino como se ve en se- 
guida) foja 120. Hermógenes Moyana, expresa que él vi «i 
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caer tos chupas de 10 ú 15 metro* .le distancia y que el incendio 
se produjo en dos ó tres partes, foja *20 vuelta. Miguel 
JuJian viú producirse el incen 'id de dos cuadras de distancia 
sin ver caer las brasas ; 5 sabe esto por cuanto se quemó el 
campo inmediatamente de pasar el tren. 
Ksto en cuanto al primer incendio, 

Kn cuanto ai segundo : *l testigo Cirios Torres sabe de 61 
porque se io dijo Julián, tí quien encontró apagándole. Vio 
t.imhien desde cuitro ó seis cuadras que se levantaba el humo 
lu 'go de pasar el tren (fn ja 122). Herm-í genes iloyano viú 
caer la* chupas que produjeron el incendio como á 30 ó 40 me- 
tros de distancia {¡oja 131). Migue! .Julián estuvo como á 
cuadra y media, tmando se pro lujo el incendio; vió las brasas 
que lo produjeron perú no las vió caer (foja 140). 

Sobre estas declaraciones que, como se ha dicho, comprue- 
ban plenamente los ine-iidios, debí- tenerse en cuenta que las 
discrepancias que se observan son sobre detalles; que no es 
extraño que un testigo calculé, en cuadras unís ó menos id pun- 
to donde se produjo el incendio, respecto á la estación ó res- 
pecto al punto en que él se encontraba; y que varíe en el nú- 
mero de metros de' distancia de los rieles el punto inicial del 
incendio, etc. Debe por último recordarse que loa testigua de- 
claran después de dos anos de producidos los hechos . 

(Jtwi p robad n que fué el tren ó las chispas de las máquinas 
lo qu(jj produjo los incendios, debe estudiarse si la empresa es 
responsable por ellos. 

2 o ¡Si está constatad» que la empresa ha producido el dan o, 
es ella quien debe repararlo A menos que probase que de su 
parte no hubo culpa, ó sea, que el he ho es el resultado de un 
oaio fortuito" fuerza mayoi (artículos 1 1 ;i3 y 51 4 del Código 
Civil). 

La empresa no ha suministrado esta prueba; ni ha probado 
un hecho imprevisto é imposible de preveer, y al contrario tos 
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testigos presentados dicen runos de filos que las máquinas con 
su» chispas siempre queman campos, y tratándose de una má- 
quina que despide fuego muy presumible es que queme, pres- 
cindiendo de la experiencia adquirida. El hecho, pues, no ba 
sido imposible fíe proveer. 

Tampoco no ha probado lu empresa que el hecho no haya 
podido evitarse, ó sea lu fuerza mayor. No hay aquí ningún he- 
cho de la naturaleza, desbordamiento de rio, tempestad, incen- 
dio, etc., que haya t stado sobre las tuerzas del hombre. No 
está tampoco e:i el lucho de príncipe, Como dice Ja nota del 
ductor Velez al articulo 514, Puede haber la imposibilidad de 
evitar la salida de chispas, según dice la Dirección de Ferroca- 
rriles, pero no hay la de evitar que se queme la propiedad par- 
ticular. Kilo podría obtenerse non combustible a prupiadoó te- 
niendo limpia la vía, ó eu fin, pagando equitativamente Jo que 
ineendie. 

Es imposible evitar la «ilida de Lis chispas incendiarias, ^e 
dice; es un error: existen chisparos tan perfeccii-nado-; que 
pueden evitar las chispas, no sólo las capaces de incendiar 
bosques Sitia también las muy i u 11 ama bles como el algodón. 
Los ferrocarriles de San Irraueisco de California, destinados al 
transporte de esta mercadería están provistos de esa rejilla que 
no incendia nunca. 

Amparadas las empresas en la facilidad espec ial que ofrece 
nuestro exjen. jy despoblado país, olvidan frecuentemente cum- 
plir eon los deberes que tienen respec to del público, al extremo 
deomitir la adaptación á sus máquinas delo*aparatos necesarios 
para . vitar ¡os daños; y en sus defensas ant" los jueces se am- 
paran con suma frecuencia, diciendo no podemos evitarlo, como 
si tuvieran derecho de hacer una explotación que destruya la 
propiedad ajena, sólo porque es de interés público, y como si 
las empresas estuvieran no silo fuera sino sobre el derecho 
comun . 
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Del informe de la Direcck i de Ferrocarriles resulta, al con- 
tnirio de loque dice la ptirtt ¡ que á la techa de estofe incen- 
dios la empresa no tenía chis] atOS rapaces de evitar las chispas 
incendiarias de campos. 

La rejilla adicional juzgad:* necesaria para las máquinas que 
queman cualquier clase de leña y que en Febrero de 1892 les 
invitó á poner en sus máquina* la Dirección de Ferrocarriles, 
se ha puesto reoíeu después de Octubre del mismo año, luego , en 
Julio j Setiemliri- del mismo n o tenían esta rejilla necesaria. 

La empresa dice, que las máquinas <le convoy de pasajeros no 
usan este comhustibl-, pero ello no está probado, y ante la 
prueba Contraría de este incendio debe concluirse, ó que no lle- 
vaban litas rejillas óqne m> llevan tii aun la necesaria para el 
carbón. 

No habiendo probado la empresa ni fueria mayor ni caso for- 
tuito, es ella civilmente responsable de estos incendios. 

3" Pero se arguye, con especial insistencia del contrario, que 
no basta la pruebu de que la empresa ha causado el Incendio, 
que para que surja su responsabilidad eivil se requiere que ha- 
ya habido de su parte culpa ú negligencia, y que aquí un se ha 
probado ni una ni otra. 

Pero la culpa ó imprudencia consiste en explotar una indus- 
tria que sin precauciones es por su naturaleza susceptible le 
producir daños. La imprudencia consiste en no tomar las me- 
didas necesarias (no precisamente aconsejadas por los poderes 
públicos) para evitar el heclM, como dar contra-fuegos en forma, 
que se usan mal, según Jos autos, no usar combustible inapro- 
piado, etc. Es asi que existiendo esta culpa está obligada la 
empresa á la reparación del daño. 

Más aún, las empresas de ferrocarriles están dentro del de- 
recho común. Por consiguiente, es equivocado sostener que sólo 
son responsables cuando no cumplen con algún mandato de la 
ley especial y disposición de la dirección de ferrocarriles. 




Si la autoridad especial nuda ordenó .sobre desmonte* y con- 
tra-fuegos, subte combustibles, sobre rejillas, etc., ella no «- 
cusa la respudsabilidad de las empresas por violación de las le- 
yes ¡Gpjunes, p >r culpa ó negligencia (artículo 1 109, Código 
Civil). 

4" Resta s ilo averiguar qué es lo quemado «leí eatabléoiaric ti- 
to * Kl Pilar », 

En el primer ín<:«>n-J lo aparece suficí-nte. comprobación «le 
las siguientes partidas: dos rúa Iras ó sean 260 metros de ata (li- 
brado dé 5 hilos y pastes dé aigfirrobo, los que et juagado ava- 
lúa en la suma 1.-40 peso<, teniendo presente otras avaluad >- 
nes análogas, 300 o u aura ¡> ó sean 500 hectáreas, más ó menos, 
de bosques y pastos quemados. 

Kl juzgado l>< lija en e«ta Miperlicie, porque el único testigo 
que parece haberse J ido cuenta deestn -íitrmsion, el testigo To- 
rres, lu lija .-u30 iOeuadr.is de fundo por 8 de (rente. Los 
testigos que deponen nürinalivann'nto en esta pregunta no dan 
razón de su dicho, y <*s creíble que proe< dan por cálculo iná< ■'■ 
menos errado. 

Kl precio de lüu pesos por cuadra cuadrada de bosque es alU ; 
en div-rsos juicios el jugado ha avaluado el bosque .según la 
clase j lugares, en precio* que oscilan entre H y 35 pesos la 
hectárea orno precio de venta. Ki juzgado avalúa la hectárea 
en la suma de 30 pe-os en * Kl Pilar », y Calculando que se que- 
maran las dos terceras partea del campo, tendríamos la suma 
<U \ 0.000 pesos como pagable. 

Pastaje. — Km 300 -uatras sean 500 hectáreas, más ú 
menos, pueden sostenerse en > El Pilar * los 300 animales por 
que se cubra pastaje; pero no estando probado que esa canti- 
dad se hubiera tenido ñ pastos, es extremado cobrar el mfiximum. 
El juzgado lija prudentemente en 200 animales que se han <)$- 
jado detener, y en 35 centavos la sumí mensual del pastaje 
d umite cuatro meses, de donde r< -juíta la suma de 280 pesos. 
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La gratificación á 70 peones apagadores, la lija el Juzgado en 
la suma total de 70 pesos. 

Queda la partida madera labrada quemada en el campo, 
A falta de prueba sobre la cantidad de esta madera, y tstando 
comprobado que ella existía, el Juzgado tija la suma de un mil 
pesos para que el interesado fij>< su cuantía por jurflmento « j sti- 
matorio dentro de ella. 

Estas partidas apañara comprobadas con las declaración*** 
de los testigos José Muy ano (foja 1 10), Cárlos Turres (foja 12), 
Heruiógenes Muvann (foja 126), J. Ortiz (foja 133), Miguel 
Julián (foja 137). Joaquín Montuya (foja Mi) y Rogelio 
Luquet (faja 126), 

5" En el segunilu incendio se han comprobado los siguient- a 
perjuicios : 10 cuadras ó 13 batómetros de alambrado de 
cinco hilos y p 03 tes de quebracho que el Juzgado avalúa en la 
-urna df 350 p- sos moneda nacional, 100 cuadras osean 169 
hectáreas pastos y monte* quemados, que estimados como el 
anterior en la auin* de treinta pesos nectarea y calculada la 
quemazón de las dos terceras partes del campo, rusulta la suma 
•ie 3380 pesos moneda nacional. Gratificación a los pe mes apa* 
gadores 60 ¡tesos; una cuadra 6 sean 130 metros lineales de 
cerco trozado, q-ie el juzgado aprecia su totalidad en 80 pesos 
moneda nacional. 

Elias partidas, correspondientes al segundo incendio, estín 
justificadas por Jas declaraciones de los testigos José Moyano 
(foja 111 vuelta), Joaquín Montoyá (foja 116), Carlos Torres 
(foja 122 vuelta), Hermógeues Moyano (feja 129), Genaro Or- 
tiz (foja 134), Miguel Julián (foja 138 ruelta). Damián lloja- 
no (foja 144 , Manuel Beredia (foja 149). 

En su mérito y de otras coasiderat:ion"s que se omiten, deli- 
niti#auit nte juzgando, falto : que la empresa del Ferrocarril 
Central Agentíno debe abonar á loa señores Zenon Lopes, 
Zenaida Cabrera de Lopex y Francisco Cabrera, |ior perjuicios 
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mugados por sus trenes en la estancia • El Pilar », ),i suma de 
14300 pesos moneda nacional de curso legal, con más loque 
se estime la (te la« maderas quemadas. 

Ctm costas- , hágase saber con el original, transcríbase, re- 
pónganse los sello-; y, en su caso, archívese. 

C, Moyano tiacitúa. 



r«ll* de la SupreM» L'vrto 

Buenoa Aires, Agosto 10 de 

Vistos: Considerando ríeapecto del recurso de nulidad, l'un- 
dado en haberse recibido prueba de testigos despaei d? venci- 
ilo el término probatorio: Que el recurrente en el incidente pío- 
movido por él en primera instancia ¿obre ta misma materia, 
fué Víi vencido, de ¡uanera que el punió quedó decidido por re- 
solucion ejecutoriada; siendo, por olra narte» conforme á dere- 
cho que peoefeá ofrecida en oportunidad puede ser producida 
después del plazo legal cuando así lo permiten las ''ircunitan- 
rías del caso, cuya apreciación es del resorte judicial. Que á la 
procedente consideración se agrega que el recurrente reprt- 
guni i también a lus testigos <*x aun nados á petición del actor. 
Por esto, no ae lince lugar á dicho recurso, 

Y considerando en cuanto ti de apelación; Que la prueb.i 
producida por el actor es bastante para convencer que por 
chispas o brasas arrojadas por oniquinas de treni's en mo- 
vimiento perteuec i entes a la empresa demandada, es que se pro- 
dujeron en la propiedad de aquíl Jos incendios de cuatro de Ju- 
lio y cinco de Septiembre de mil ochocientos noventa y dos,á 
que est«> juicio se refiere, estando probado igualmente que esos 



HE JUSTICIA NACIONAL 253 

incendios capearon dafmal demandante con la destrucción par- 
cíal de bosques, cercos existentes en el terreno, maderas ya cor- 
tadas y destinadas A la venta, pastos de campo quemados, y 
gastos para apagar el fuego, evitando cu lo posible que tomara 
mayores proporciones en su acción devastadora. 

Que esos incendios no lian procedido de fuerza mayor, como 
lo demuestra la sentencia apelada, ni tampoco de un caso for- 
tuito, porque no sólo no son la obra de lo imprevisto, sino que, 
al contrario, han debido preverse «ti razón del orden natural de 
las cosas y han podido evitarse tomando la empresa las medidas 
de precaución necesarias para eviUr que sus muquirías arrojen 
fuego sobre materias inHantables (artículo quinientos catorce 
del Código Civil); precauciones tanto más indispeosables cuan- 
to msijor era el deber dé obrar con prudencia y pleno conocí- 
miento de los elementos que la empresa emplea para hacer el 
servicio de transportes [artículos novecientos uno y novecien- 
tos dos del citado código). 

Que conforme al artículo mil ciento (rece del mismo código, 
la obligación del qu- ha causado un daño se extiende á los daño- 
que cansaren los que eitán b i jo su dependencia, ó por las c isas 
de que 8fl .sirven, lo que basta ¡i demostrar esta en el deber de 
indemnizar al actor de los daños y perjuicios causados por los 
expresados incendios (artículo mil se>euta y DUeTe). 

Que para apreciar esos danos debe hacerse constar que, ante 
la d fi ciencia de la prueba producida por el actor; respecto á la 
superficie que abarcó el primer incendio, hay razón para limi- 
tar esa superficie á las proporciones que resultaron de la medi- 
ción practicada por orden del Ferrocarril luego de producido el 
accidente \ que fué motivada |mr reclamación de los propieta- 
rios damniücados ; medición que coi sus conelusiones se deta- 
llan en las posiciones doce de foja cuarenta y dos y once 
de foja cuarenta y cinco, cuya verdad no ha si lo explícita- 
mente negada por la parte contraria, no obstante reconocer és- 
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ta que **l tai mlio é investigación subre el terreno p;ira dar*!* 
cnvttta de la causa y electos del incendio* se efeetuo realmente 
por emplead o-< del Ferrocai ríl y en virtud de Ion antecedente 
expresados. 

Que habiendo < omprendidu menor superiiCie el segunda q ui 
el primer incendio, «e^un resulta de la exposición del mismo 
demandante, se puede iceptar en equidad que el daño < misado 
por «1 incendio del cinco de Setiembre comprendió más ó me- 
noj lu suptTlicie qneudmite el inferior para lijar la i n'Umn ila- 
ción debida |ior busques quemados, ya que por la parte del 
lerr.jcarrii no se ha producido prueba alguna en contraposición 
al mérito que ¡irrigan tos autos en el senti lo expresado. 

Que sobre las bisel consignadas en los precedentes conside- 
randos, resulta que la superficie total abarcada un loa dos in- 
cen*. 9 llega aproximadamente á trescientas bectií reas ; super- 
ficie que esta Suprema Corte resuelve lijará lo» efectos de la 
indemnización. Que de los dos testigos que ¡i pedido de) deman- 
dante ban declarado sobre el precio de la tierra en el lugar, don 
Joaquin Mmitoya (f*>ja ciento diez y siete), contentando á la 
pregunta nueve del interrogatorio de Tuja rttntíseis, en que se 
dice que el ferrocarril vende la tierra al precio de treinta pesos 
oro la cuadra, declara que cree que es cierto, y don HermÓgenes 
Moya no (foja ciento treinta vuelta) ¡turma que él había com- 
prado e! año de mil ochocientos noventa y uno al ¡necio de diez 
pesos oro la cuadra, y que ba oído decir que desde mil ocho- 
cientos noventa y tres se vende á treinta pesos oro, de suerte 
que el solo testigo que afirma un hecho ai respecto y eu cuanto 
lo afirma de ciencia propia da el valor de diez pesos oro á ia- 
su per licies de diez y seis mil ochocientos setenta y cuatro me- 
tros coadrados en relación al año inmediato anterior al de los 
incendios. 

Que con este antecedente, que constituye la prueba del de- 
mandante, respecto al precio venal de la tierra sin bosques, el 



Hfc JDSIU U !>A4 lt)*iAI fe 

difi pp*o 9 m-'o.-da nacional por becUre*, comprensivo del 
d;iño causado en los bosques -y en loi pastos por tus incendios 
que Ira motivaiio este pleito natisface bastantemenl. a) dere- 
olio de] demandante para recibir del demandado non ratón a ble 
indemnización del daño, que por destrucción de baques J pri- 
vación temporal de los be ne (icios del pastaje se le baa oca- 
sionado. 

Que el valor que asigna la sentencia ¡i tos cercos destruidos 
y «astea pura apagar lo» incendios puede reputarse equitativo, 
siéndolo igualmente estimar en la cantidad de mil pesos lasu- 
ma de esos valores con el que corresponde asignar por la ma- 
dera ya preparada que tos incendios destruyeron, fijando de 
UUa manera deiinitiva y por tales conceptos dicha cantidad. 

Por esto, de acuerdo con los arlícti)o> mil ochenta y tres y 
segunda parte del mil ciento nueve del Cúdigo Civil, y funda- 
mentos concordantes de la sentencia apelada, se confirma ésta 
en cnanto declara la responsabilidad de la empresa, y se la re- 
forma en lo que se reliere al monto de la indemnización, el 
que se fija en la suma total de cuatro mil pesos moneda nacio- 
nal, A cuyo pago se condena al demandado en el término dt 
diez días, con declaración de que las costas del juicio son á car- 
go del mismo demandado. Notifíquese con el original y, repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN FAI. — AHEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNCE. — JUAN E* 
TOKliENT. — H. MARTINEZ. 



256 V AIXOS IIK LA suprema coutk 



.rr-. -rrr y -»-« 



€ ti «t ni 



Doria liosa C, de Alfaro contra dm\ Juan V. Lacattva. 
por desatojo ; sobre apelación denegada 



Sumario. — No es apelable el aut>> ordenando el desalojo 
contra el locatario. 



Caso. — Resulta del 
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Kueno* Aires, Agoslo 12 a> lSUií. 

Suprema Corte: 

Como ya tiene conocimiento V. E., pnr el recurso de hecho 
ititerimesto en ntru oportuuid ni pnr el recurrente, rióse le hizo 
lugar á la apelación deducida contra el auio denegutorio de la 
nulidad pedida pur el mismo de la información sumaria produ- 
cida por la parte aitora para acreditar el Tuero federal. 

Sustanciado el juicio de desalojo, en un principio de re»oi- 
sion de un contrato de arrendamiento, se dictó el correspon- 
diente auto, acordando al demandado Juan V, Lacativa, el 
término de ocho días para el desalojo de la finca ocupada por 
él, de propiedad de la demandante ítala fíos» Castro de Al- 



■ 



Xütílh a.ia personalmente vi recurrente de este auto, dedujo 
los r^nrwi de .vp.*ici,m | apelación en subsidio, y habiéndo- 

se pedid " " tr « t!l,lt0 J ,or ' il W* «I lanzamiento inme- 

diato, por hill.ree vencido el término de ocho días acordado 
para el desalojo, el Juzgado pnwjró , si(fU ¡ entfl . a «¿¿¿j 
Aires, Agoato 4 de 189». Aiitmj j natos; Proveyendo pri- 
meramente at escrito de foja 58. presentado por la parte de- 
mandada ; no ha lugar á lo» recursos de reposición y apelación 
interpuestos, de acuerdo con el artículo 592 del Código do Pro- 
cedimientos para la Capital, incorporado á la ley nacional de 
la materia ¡ y estando venado . e i 0t . so e l término acordad., 
para el desalojo, en ei auto de fuja 42 vuelta, del que a, notificó 
en persona el demandado, precédase, por medio de la fuerza 
pública, al lanzamiento de éste, de todas las dependen* iasde la 
casa ocúpa la por el mismo, para cuyo afecto se librará oíioio 
al señor Jefe de Policía de ía Capital, para que preste el auxi- 
lio que U ejecución de esta medida haga necesario; dejándose 
a salvo á la parte actora las acciones y derechos que Je co- 
rrespondan contra el desalojado, para que los haga val. r, dónde 
y cuándo Jo conviniere. Repungas* la foja. » 

Es cuanto tengo que informar á V. E„ a quien Dios guarde. 

/', Oiacrhea y Aborta. 



F»ll* lataprtMa C«rte 



Buenos Aire*, ¿goslo i¿ <j B 1899, 

Vistor en el acuerdo : Por lo que resulta del precedente in- 
formo, atento lo dispuesto por el articulo quinientos noventa y 
dos del Código de Procedimientos de la Capital, incorporado al 

r. liki 

17 
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procedimiento federal por U ley numero tres mil trescientos 
setenta y cinco, y tío siendo el caso del artículo quinientos no- 
venta del mismo, se declara bien denegado el recurso. Re- 
puestos los sellos, remítanse alJuez de la causa para su agrega- 
cíod á los autos principales. 

BENJAMIN PAJE. — ABEL BAJAN. 
— OCTAVIO BUHGB. — JUAN 
E , 'fOKRENT. 
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Don francisco Franciom contra Torres, Sturiza y compañía, 
por cobro de ¡¡esos ; sobre apelación denegada de providencia 
de la (timara de Apelaciones en lo Civil déla Capital. 

Sumario. — 1° No procede el recurso á la Suprema Corte de 
providencias de los trt b únales locales interpretando y aplican- 
do las leyes comunes. 

2" No basta para fundar ei recurso decir de inconstituciona- 
iida*! en el momenlo de deducirlo, -i noque es necesario que en 
el pJeito se haya puesto en cuestión el derecho que se pretenda 
ampuíade por la Constitución, y desconocido por el tribunal. 



hK JUSTICIA NACIONAL 



259 



r«ll» de Im Supremw Corle 

Buenos Aír* s, Agosto |¿ ge 18ÍÍÍ). 

Vi ¿tos en td acuerdo y considerando : Que según rustilta del 
escrito de Toja seiscientas ¡Jeten tu y siete, eti el que el recurreu- 
t<- detalla las cuestiones que lleva al conocimiento de la Exma. 
Cámara de lo Civil preteQ<l ¡enrío que ésta debe resolverlas, esas 
cuestiones se refieren en su totalidad o a la interpretación y 
aplicación del Código CítíI ó á la interpretación y aplicación de 
las leyes de procedimientos para lus tribunales de la Capital. 

Que ninguna de rsas cuestiones, cualquiera que fuere la re- 
solución con que se decidan, puede fundar el recurso autorizado 
por el artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia, y 
noventa ríe la ley de organiza» ion de los tribunales de la Capi- 
tal, porque así lo dice expresamente el artículo quince de la pri- 
mera de esas leyes en lo que a los códigos comunes se refiere, y 
por las reglas para la sustanciado» de los juicios ante los tri- 
bunales de la Capital, dictadas por el Congreso en su carácter 
de legislatura local, se interpretan y aplican puramente por los 
jueces <?e la misma, como es de derecho y lo tiene establecido 
la jurisprudencia constante de esta Suprema Corte. 

Que las precedentes consideraciones bucen innecesario estu- 
diar y apreciar si en el caso ocurrente se trata de sentencia de- 
finitiva pronunciaría en última instancia por los tribunales déla 
Capital. 

Que no basta para fundar el recurso del artículo catorce de- 
cir de inconstitncioaalidad en el momento de deducir el ncur- 
ao, sinó que es necesario que en el pleito se haya puesto en cues- 
tión el derecho que se pretende amparado por la Constitución, 
de manera que haya sirío posible que la cuestión así planteada 
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sea resuelta con desconocimiento AeJ derecho invocado, seguu 
ln previene el citado artículo catorce. 

Por esto se declara bien denegado el recorsn ínter puerto á 
foja seiscientas setenta y siete. Repuestos lo» sellos, remítansn 
estas actuaciones con loa antns principales ¡i la Ex ma. Cámara 
d.- lo Civil. 

BENJAMIN PAl. - AIIBL HAZAS. 
— OCTAVIO «URGE. — iüAW 
E, TORHEM 1 . D, MARTINEZ. 



«'AI;KA 4 * CU 

Criminal contra Manuel Lovisito, por falsificación de moneda 

de mhei de curso teyal 

Swnario. — No procede atenuación dé pena por razón de me- 
nor edad, si resulta de la confesión del procesudu que tenía ya 
18 años en la época en que cometió el delito. 

Caso. — Resulta del 

Buenos Aires, Abril 14 de 1899. 



Y vistos estos autos seguirlos contra Manuel LoTisito, de 18 
años, soltero, italiano, hnjaUteru, y domiciliado en la calle de 
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Ohile número 1 709, acusado de falsificación de monedas de ni- 
kel, di' loa que resulta ; Que habiéndose denunciado por un em- 
pleado de la compañía do tramways Ciudad de Buenos Aires, 
de qne tenía conocimiento que un sujeto cujo nombre ignoraba, 
andaba circulando monedas falsas de nikel valor de 10 y 20 
centavos, haciendo entrega de 5 moneda» de cada valor, la po- 
licía mandó instruir el siim irio respectivo, siendo interrogado 
JoséGangenio, quien declaró que, haciendo su servicio como ma- 
yoral en la empresa Ciudad de Buenos Aires, en uno de los via- 
jes subió ásu coche un desconocido, quien después de abonar 
su pasaje te propuso al declarante entregarle para que hiciera 
circular una cantidad de monedas falsas de rutel, ofreciéndole 
un 40 por ciento délas utilidades, dándole como muestra 5 mo- 
nedas de 10 j 5 de 20, ydi< iéndole que al día siguiente le en- 
tregaría una cantidad de las mismas con el lio propuesto. 

Que el declarante guardó las monedas entregándolas ¿su su- 
perior, á quien dió eueita de lo ocurrid. i. 

Puéstole de m&ni Tiesto las niomdas entregadas por el emplea- 
do denunciante reconoció ser las mismas que le entregara el des- 
conocido. 

Deten ido Manuel Lnmitu le fueron secuestradas en presencia 
del oficial Facundo Berton y escribientes Martiniano Migoya y 
Jacinto Coria, y meritorio y cabo primero Normando Castro y 
Domingo Cortorarin, 100 monedas falsas de 10 centavos y 25 do 
20 centavos, 

Interrogado de dónde había obtenido las monedas que le fue- 
ron secuestradas, dijo q*ie son de su propiciad, las que ha acu- 
ñado personalmente en mi domicilio, donde tiene los moldes y 
demás ingredientes para el efect». 

Que esto lo haeía por carecer de trabajo, no teniendo cómpli- 
ces en la falsificación. 

Que registrada la piesa donde habitaba el encausado Lovisi- 
to, fueron encontrados 11 pares y medio moldes de yeso, 6 de 




10 centavos y 5 y medio de 20, 16 monedas sin pulir y demás 
aparatos é ingredientes usados para 1* fnsificaciou. 

Que habiéndose denunciado posteriormente por don Eduardo 
Sott y agente de policía Trotto, de que un mayoral del tramway 
Ciudad de Buenos Aires les había dado de vuelto moneda» fal- 
sas de 20 centaTos se procedió por la Policía ú detener al 
mayoral José Gangsmo, que multa ser el denunciado, quien 
interrogado declaró que efectivamente había circulado dos 
monedas de 20 d-ntavos y una de 10 de las recibirlas de un 
sujeto que le propuso el 40 por ciento de las que circulase. 

Que eso lo hizo en presencia del expresado sujeto para inspi- 
rarle confianza, pues pensaba denunciarlo, como efectivamente 
lo hizo, comunicándolo á su superior, cun quien se presentó á 
la comisaría, laque tiene conocimiento del hecho. 

Cerrado el sumario fué pasado al Procurador Fiscal, quien 
presentó su acusación contra M¡iuuel Lovisito pidiendo le sea 
aplicada la pena que establece el artículo 60 déla ley sobre 
crímenes y delitos contra ta Nación, de 14 de Setiembre de 
1863, por estar confeso y conficto del delito de la falsificación 
de moneda* de nickel de la Nación; pidiendo sobreseimiento on 
la causa con respecto al procesado José Gangemo. 

Que sobreseído con respecto a) procesado Gaugemo, se corrió 
traslado de la acusación al defensor del enea usado, que se expidió 
pidiendo la absolución de su defendido por no existir ley que 
castigue la falsificación de monedas de nickel atribuida á Lo- 
visito, 

Y considerando : 1'Que el delito de falsificación de monedas 
de nickel, con curso íegoj, atribuido ú Manuel Loiisito, se en- 
cuentra plenamente comprobado por la propia confesión del 
encausado y demás constancias del proceso que se mencionan 
eu la relación. 

2° Que el delito así comprobado, cae bajo la sanción penal 
del artículo 60 de la ley de 14 de Seüembre de 1863, para los 
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que cometen usté delito en monedas de cobre p de acuerdo á la 
jurisprudencia establecida por )a Suprema Curta en la causa 
seguida contra Rigoli Helotti y José Robetti, por circular 
monedas falsas de 20 centavos. 

Por Listos fundamentos y da acuerdo con lo pedido por la 
acusación fiiscal, fallo oonden indo á il mued Lofisito a la pena 
de tres años de trabajos forzados y á una mulla do 235 pesos 
fuertes y costas del juicio, debiendo descont arse de está peu i 
el tiempo de prisión que llera sufrida el encausado. Hágase 
salier al señor Jefe de Poltcí i, notifiques 1 con el original y ar- 
chívese la causa. 

Gervasio F. (iranel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

_ Buenos Aires, Junio 27 Je 1899. 

Suprema Corte ; 

El recurrente, según su propia coufesiun de foja 9 vuelta 
ratificada áfoj:i 14, corroborada por todas las constancia* de 
autos, se reconoce autor del delito de falsificación de moneda 
de nickel. 

Con el propósito de realixar esta delictuosa operara m f el pro- 
cesado estableció en su propio domicilio el taller de fabrica- 
ción, cuyos elementos se constatan en el acta de foja 7. 

No es procedente la defensa fundada en que el delito de 
falsificación de monedas de nickel no i stfi comprendido entre 
los previstos y penados por ta ley de crímenes contra la Na- 
ción, de 14 de Setiembre de 1863; pues ante los términos am- 
plios de la prime'! parte del artículo 60 de ta mencionada ley, 
claramente se comprende que lo que ella castiga es la filsiii- 
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oacion ó circulación de moneda falsa que tenga legal curso en 
ta nación, como ocurre en el caso sub- judie* y como lo han es- 
tablecido loa fallón de V. E. opoTtwnamonte citados en los 
considerandos de la sentencia recurrida. 

Tampoco resulta comprobado en autos que el recurrente sea 
menor de 18 año», circunstancia invocada por Ja defensa como 
atenuando ln responsabilidad, de acuerdo con lo prescripto en el 
inciso 2 del artículo 83 del Código Penal. 

Por lo que, atendiendo i que la pena impuesta por el artícu- 
lo 60 de la citada 1er de 1863 á los que falsifiquen ó eipendau 
frisa moneda de cobre, es la de dos á cimtro años de trabajos 
forzados y inulta de 50 á 500 pesos fuertes, aplicable en su tér- 
mino medio, cuando no hay causas atenuantes : pido á V. E. la 
rotilirmacion, por sus fundamentos, de la sentencia recurrida 
de foja 80. 

Sabiniano Kier. 



4e I a Suplen» «*•*•> 

Bueooi Aires, Agosio 18 de 1899 

Visto-* y considerando : Que según lo expresa el mismo pro- 
cesado en sus declaraciones de foja siete vuelta y foja catorce, 
¿1 tenía ya diez y ocho años en la época en que cometió el delito 
de falsificación y circulación ríe moneda que ha motivado esta 
cansa. 

Que con tal antecedente no se puede admitir que huya ¡i fa- 
vor del proce ado circunstancia atenuante por razón de edad, 
con arreglo al artículo ochenta y tres, inciso segundu, del Có- 
digo Penal. 

Por esto, y de acuerdo con lo ezpuesto y pedido por el señor 
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Procuaradur general y por sus fu ncJ amentos se confirma con 
eostai la sentencia apelada de foja o.henti. Notifíquese original 
v, repuestos lu« sellos, devuélvante. 

BKMAHM IMS. — ABEl.BAlAN. 

— octavio iuncE. — y. 

MARTI NU. 



«AUNA «i €111 



Criminal contra Segundo Castro ,/wr ctrewíacto» de fri'Heff* 

'¿e curso fe</«/ /¿i/.so.v 

Sumario. — La prisión prevé n ti tu debe descontarse de la 
pena, impuesta á razón dedos días de la misma por uno de tra- 
bajo* foriados. 



Caso. — Lo Pipi i i :a el 



Y vistos: Jos de esta causa criminal seguida de oficio contra 
Segundo Castro, español, de 39 años de edad, soltero, comer- 
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ciante, sin domicilio fijo, por circulación de billetes do banco 
falsos, resulta: 

La policía de esta Capital teniendo connciuiientu ríe hallarse 
en circulación billetes falsos de banco, procede á foja I, ¡i for- 
mar el sumario de pre?encion para el isclareciiniento del he- 
cho, llegando ú detener, como presunto autor del mismo, at 
sujeto Segundo Castro, quien es puerto a disposición de este 
juzgado junto con dos billetes de 50 pesos y ocho de 20 puso» 
que corr-n agregadus á estos autos como cuerpo del delito. 

Llamado a prestar su indagatoria, confíela el procesado el 
delito que se le imputa, manifestando que cu la Capital Fede- 
ral, en una esquina de las calles Entre Rios y Garay compró á 
dus sujetos desconocidos 20 billetes de 20 pesos, y 4 de 50 pe- 
sos, tudo< falsos, una purte de los cuales ha hecho cir- ular en 
la provincia de Buenos Aires y en este territorio, y el resto le 
ha sido SfCBestratio por la policía. 

A foja 17 vuelta se eleva la cansa á pleuario y se pasa al Jis- 
ca) para la acusación» en laque dicho funcionario pide para el 
reo la aplicación del miximuin de la pea \ establecida en él ar- 
tículo 62 de la ley de 14 de Setiembre del año 1863, sobre crí- 
menes cuyo juzgamiento compete á l<>s tribunales nacionales. 

Corrido traslado al defensor, éste solicita la libertad de su 
defendido por haber éste compnrgad". con la prisión sufrida, 
la pena que puede corresponderé. 

A foja 22 se abre la causa á prueba con el resultado de que 
insiru\e el certificado de foja 22 fuella, llamándose los aatoa 
l>ara sentencia á foja 23. 

Considerando: Que la confesión del procesado, corroborada 
por el informe pericial de foja 5 y demás constancias de autos, 
prueban plenamente la «'linterioia del delito, determinando 
romo autor del mismo al reo Segundo Castro, por cuanto de di- 
chas pruebas resulta que éste, con conocimiento de su falsedad, 
compró y expendió billetes de banco falsos, hecho previsto y 
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penado en el artículo 62 de la lev de i 4 de Setiembre sobre 
crímenes de jurisdicción federa!. 

Que en con secuencia y de acuerdo eon la jurisprudencia cons- 
tante de la Suprema Corte, no es admisible lo sostenido por la 
defensa, en tanto afirma que el caso suh-judiee debí* ser cali- 
tkado como comprendido en el artículo 385 del Código Penal. 

Que la misma defensa trata de atenuar la responsabilidad del 
procesado Casi ro, por haber éste comprado los billetes en esta- 
do de ebriedad, según lo afirma en su indagatoria. El juzgado 
no baila en tul circunstanci i una atenuación al hecho que mo- 
tiva este proceso, porque entiende que para qm- la ebriedad 
pueda apreciarse en tal sentido, es necesario que ella sea, no 
sólo completa, sinó también iiivclunlaria v lo que Jio se ha 
probado en el presente casn. 

Por estas consideraciones y de conformidad con la disposi- 
ción legal citada, fallo: condenando á Segundo Castro por ex- 
pender bilh'tes de banco fabos, á la pena de ciiKoaitos y medio 
de trabajos forzados y un mil pegos de multa y pago de costas. 
El penado cumplirá su condena en el lagar que el Poder Ejecu- 
tivo indique, por no existir en el territorio el establecimiento 
apropiado para dicha pena corporal, ú cuyo efecto se le comuni- 
cará esta sentencia después de quedar ejecutoriada. Elévese i*n 
consulta il la Excelentísima Suprema Corte, si no fuese apelada 
esta cansa, regístrete y archívese en oportunidad. Definitiva- 
mente juzgando, así lo pronuncio, muido y firmo, en General 
-\cha, eopital de la Pampa Central, á I o de Mayo del año 1809 

ít. S. liettran. 

Ante mí : 

& H. Navarro. 



*Ü8 FALLOS DE LA SDFKtNA CORTE 

VISTA UEL SCftott MOCIMADOIl uEHERAL 

Hílenos Aires, Junio 21 de J899. 

Suprema Corte : 

La sentencia de foja 24 bu enumerado con estricta sujeción 
al las constancias de autos, los hechos de circulación da billetes 
de banco falsificados que ha perpetrado el procesado Segundo 
Castro. 

Ninguna duda queda respecto de la perpetración de ese delito 
ante las declaraciones del procesado, corrientes á fojas 4 y 10. 

El delito so ha - -ousuniado coiicicnteitiL-ntc en repetidas oca- 
siones, demostrándola así, no sólo tos testigos examinados y 
las confesiones concordantes del procesado, sinó también el se- 
cuestro do los billetes falsos agregados» y de la suma en mone- 
da lega!, pru i neto de la especulación delictuosa. 

La pena impuesta en la sentencia es justa, con sujeción á lo 
dispuesto en el artículo 62 de la ley sobre crímenes contraía 
nación, pero pienso do conformidad con lo pedido por el defen- 
sor, 4 foja 34 vuelta, que debe descontarse de aquella pena « I 
tiempo de prisión que llera ¡>urrida el procesado, con sujeción 
lo dispuesto en el artículo 49 del Código Penal. Pido áV.K. 
se sii va asi declararlo. 

Sabmiano Kier. 



Valle 4* I» ■aprt»M r*rte 

Buenos Aires, Agoslo 12 de 1899. 

Vistos y considerando: Que aunque es verdad que la senten- 
ciado foja veinticuatro aprecia y resuelve el caso <*on arreglo al 
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mérito de ¡tutus, por estar probado el delito y su autor, y apli- 
ca la ley pertinente, do es menos cierta que, de conformidad 
con el artículo cuarenta J nueve del Código Penal, el tiempo de 
prisión que el procesado ha sufrido debe serle computado en 
la pena impuesta, en la proporción que corresponde por de- 
recho. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, con la defensa en e>ta instancia, y con los 
fundamentos de Ja sentencia apelada 'le foja veinticuatro, se 
confirma dicha sentencia, con <-ostaa> computándose la pritiioii 
preventiva qae ba sufrido á i'azon de dos dias por uno de tra- 
bajos foríados, con arreglo ;í la doctrina que surge del artículo 
noTenta y dos de la ley penal federal. Notifiquen original y 
devuélvanse. 

BEltiAMin Paz, — abbl baza*. 

— OCTAVIO BCWGE. — JUAN 
Z. TOUdENT. — H, MARTINEZ. 



4 AUNA C'I'CIV 



Criminal contra Presentación Vivas de García, por apropiación 
fraudulenta de dineros públicos 

Sumario. — La cobranza fraudulenta de una pensión del 
Estado, importa el delito previsto y penado por el artículo 82 
de la ley nacional penal. 




FALLOS Ufc LA SUPHBJIA i.Oñtt 



Caso. — Res ttltii del 



Fall» del Jim» r*der«l 

Huenoü Aire*, Mayo 19 d* 1899. 

I visto*: estos autos seguidos contra Presentación Vivas de 
Gircía, argentina, viuda, de 46 años, cocino™, domiciliada 
I.miers 166, acubada de estafa y ti sur pación de. estado civil de 
los que resulta : 

Que con focha 24 de Enero del corriente ano se presen tú al 
comisario de la sección 6 a de policía, doña Justiuiana González 
haciendo la siguiente denuncia : Que una bija suya que había 
fallecido le dijo que la mujer Presentación Vivas de García ba- 
cía como cuatro años Tenía obrando una pensión de 50 pesos 
mensuales pertenecientes á la ¡señora Hilaria L. do Rodríguez, 
que le correspondía cumo esposa del ex-agente José Rodrí- 
guez. 

Que llamada á declarar la encausada, muni fiesta ¡i foja 17 
vuelta, que hacía como dos unos conoció á la mujer Hilaria L. 
de Rodríguez, y habiéndose enfermado gravemente ella se ofre- 
ció á prestarle sus cuidados gratuitamente, pues le inspiraba 
lástima el estado do la enferma á cuyo efecto se trasladó ú su 
la lo y por espacio de un mes estuvo asistiéndola; que días an- 
tes de su fallecimiento Hilaria le manifestó que cobraba una 
pensión del gobierno de 50 pesos moneda nacional mensuales y 
que no teniendo otra manera cómo compensar sus servicios le 
bacía entregado la libreta, para que ella, la [[aclarante, conti- 
nuara cobrándolos, como ha venido haciéndolo desde el fallecí* 
miento de aquella ; agregando que si en los recibos ponía el 
nombre de Hilaría lo hacía porque así se lo indicó la referida 
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y porque creía que con ello no cometía delito, pues sinó no lo 
hubiera hecho. 

Que el señor Procurador fiscil se expide á foja 38, y solicita 
se aplique A la procesada la pena que determina el artículo 82 
de ta ley 14 de Setiembre de 1863. * 

Que el defensor, contestando el traslado conferido se adhiere 
á lo solicitado por el ministerio público, pero pidiendo se le 
apüqueasu defen dida el mínimum de la pena, por cuanto ba 
obrado por ignorar que era an ftofco Üícit» el que efectuaba. 

Que abierta la causa á prueba no se produce ninguna, lla- 
mándose autos para definitiva á foja... 

Y considerando: Que es un hecha completamente demoatra- 
do en csteproceso, por laconfesion de la encausada, y la decla- 
ración de los testigos que han depuesto en e*l sumario, que la 
señora Presentación Viras de García ha cobrado ta pensión 
que á doña Hilaria L. de Rodrigues le cr respondía como viu- 
da del agente José Ro l riguea, después de su fallecimiento y 
por espacio de dos años. 

Que el hecho consumado encuadr.i necesariamente dentro de 
los términos de la disposición del articulo 82 do la lej 14 de 
Setiembre de i 863. 

Que las circunstancias atenuantes que invoca tanto la acusa- 
ción, como la defensa.de Ja edad avanzada de la procesada y de 
su ignorancia, no pueden tornara* en consideración por este 
juzgado. La primera por no estar comprendida dentro de los 
términos del inciso 2 o del artículo 83 del Código Penal, y la 
segunda, por no estar consignada entre las « ircunstTinoias que 
enumera el título 4 o del citado código, y a más, porque, según 
el principio de derecho universal mente aceptado, la ignorancia 
de la ley no escusa de la responsabilidad que ella establece. 

Por estos fundamentos, y no habiendo circunstancias agra- 
vantes ni atenuantes, en contra de la procesada, fallo: conde- 
nando á Presentación Vivos de García al pago del triple déla 
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suma que hubiese defraudado, á cuyo efecto, y en su oportuni- 
dad se practicará por la Contaduría nacional la liquidación co- 
rrespondiente, pena de dos años de trabajos forzados y costas 
del juicio, de la que se le descontará e| tiempo de prisión pre- 
ventiva que lleva sufrida en la forma que determina el articulo 
92 de- la ley de 14 de Setiembre de 1863. Notiffquese con el 
original, hágase saber a) jefe de policía y ú la directora di* la 
cárcel correccional, 

* - 

Gervasio F. Granel. 

* 

VISTA DEL SEÍtGK MlOi.UnAUOH GENERAL 



ñiicnoí Aires, Jimio ¿0 Je 1899. 

Suprema Corte: 

!)■■ la confesión d>- la procesada* corriente á foja 17 vuelta y 
ratificada & foja 23, resulta, que ella ha defraudado dineros pú- 
blicos mediante el cobro indebido durante cuatro años de la 
Pensión correspondiente á la extinta doña Hilaría L. de Ro- 
dríguez, viuda del agente de policía de este apellido, muerto 
en una acción del servicio de su cargo. 

. La recurrente alega en su favor ln completa ignorancia que 
tenía del cararttr delictuoso de la acción que cometí», y agre- 
ga, que al tomarse el nombre y la libreta de la eitinta, líbrela 
agregada á foja 1, ha dado cumplimiento ;í la última voluntad 
de ésta, manifestada en el acto de su muerte A la procesada, 
como un legado que la eitinta le dejaba en compensación de la 
solicitud con que ta recurrente la atendiera en la enfermedad 
'le que falleció. 

Pero uí ■ st í probado en autos esta escusa invorada por la 
recurrente Ai eiiste circunstancia alguna <;ue la haga legal- 
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mente preMimihlf, siendo evidente por otra parte, que la igno- 
rancia ile l;;s leyes no puede eso usar de la responsabilidad que 
imponen sus mandatos. 

D- lo expuesto, se deduce |u> la situación di- la n-aurrtmle 
uo puede ái-r otra que la prevista y penad i por el artículo 82 de 
U ley sobre rrímene* nontra la nación, di» ti de Setiembre de 
i8ti3, cuy* pena soli- ito se le apltpiíeu el término medio del 
tiempo de trabajos for/.adus qoe cítala dielia prescripción íégal 
oo encontrando causa* atenuantes ni agravantes d la respon- 
sabilidad en que lia incurrido l¡i proresadu. 

Por ello pido á V. M. la eouiirnu-don, por sos fundam-ntos 
4e k sentencia recurrida de foja 4H. 

Sahintano Kier, 



Fallo ri> t» »ii|irrina L'orle 

Hji-'iioí Airi-s, pósito lí de ItfiW. 

Vistos y considerando : *¿ue ia procesad;) Presentación Vi- 
ras de García lunfa la edad de cuarenta y seis años á la época 
de su declaración def ¡a veintiséis, según ella lo alirm¡i, di* lo 
que resulta qu« ia acusación liscal \l> primera instancia no lia 
podido decir que etista circunstancia atenuante por razón -le 
edad de la citada Presentación (artículo ochenta y tres inciso 
>eguudo, Código Penal). 

Que adamas el keiño en sí raíamn revela la voluntad cri- 
minal del autor, las precaucionen y m.-dios empleados por la 
procesada para hacer creer un !a existencia de ia pensionista 
doña Hilaria L. de Rodrigues, así nomo que era ésta quien con- 
tinuaba cobrandn la pendón que percibía en vida, y que des- 
pués de su mu. rte continuó percibiendo aquella, demuestra que 
ha cobrado con conocimiento de lo reprobado de la ocei.m. 
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Por esto, de acuerdo eos lo expuento y pedido por el señor 
Procurador general, y fundamentos de la sentencia de foja cua- 
renta y «cho, se confirma ésta, con costas. N\ttifíi|iiese original 
y devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

BEMJAM1CV PAZ. —ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUKGE. — JVAH E. 
TOHBENT. — 11. MABTMEZ. 



Don Jorge ttclt contra la provincia de Santa Fe 

sobre cobro de pesos procedentes de eviccion 

Sumario. — i° El enajenante originario d*> una área de ram- 
P", citado y vencido en el juicio 'le reivindicación seguido con- 
tra el adqu ¡rente mediato de ana ¡.arte de i lia, responde de la 
eviccion que éste sufra del todo ó parte de) área adquirida, sin 
que pueda alegar que á su respecto se trata sólo de la conti- 
nencia de la cosa por él vendida, y que lo eticcionado no alcan- 
za al vigésimo de la misma. 

2 o No es el oaso "le defecto de continencia de la cosa vendi- 
da, ni de juígar las relaciones que de él surjan entre vendedor 
y comprador, mando la parte del área eviccionada no lo ha sido 
á consecuencia de una cuestión de límites entre colindantes, 
sinó en virtud de mejor derecho del reivindicante sobre la 
misma. 
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3 o Si la cosa friccionada ha aumentado de valor siu causas 
extraordinarias, el enajenante debe ni adquirente ei valor que 
ella tenía el día de la ericciou, y en esto queda comprendido el 
precio que déte restituir sin interés, r la indemnización de los 
perjuicios sufridos por la eviccion (arr. 2H8, 2H9 V 2121 del 
Cód. Civil). 

4* No debe los frutos, si el adquirente no prueba haberlos 
restituido al reir indicante (art. 21 19). 

5 o Debe las coatas del contrato, entrando en ellas los gastos 
causídicos que hizo el adquirente para hacerlo citar deevicoíon 
(art. SI 19). 

6 4 La obligación de abonarlos gistoi hechos en reparaciones 
6 mejoras que no sean necesarias es subsidiaria, y no procede si 
no consta que el comprador haya gestionado su indemnización 
del reivindicante (art. 21 ¿0 del CÓd. Civil). 

7* No debe los perjuicios procedentes de la privación de las 
unidades que el comprador esperaba del establecimiento de 
campo formado después de la venta, pwr no ser consecuencia in- 
mediata y ne. esaria de la obligación del enhenante de trasmi- 
tir 1» propiedad y garantir la trasmisión (urt. 520, Cód. Ciril). 



Coso. — Lo explica el 



Buenos Aires, Agosto 12 de 1899. 

Vi»tos estos auW seguidus por don Jorge Bell contra la pro- 
vincia de Santa Fé, por cobro de pesos, de los que resulta: 
Que Bell, deduciendo áfoja sesenta y cinco la accionen liti- 



gio, representado al efecto por don Ignacio Palacios Sastre, ex- 
pone ; que en los autos Ñauídos contra él por don Pedro Gar- 
cía Poasey los señores Bartolomé y Antonio Devota, respecti- 
vamente, fué condenado á la entrega de nna fracción de campo 
situado en Venado Tuerto, departamento Caseros, provincia de 
Santa Fé ; qu» e*ta pmvincia, citada de eviecion, había inter- 
venido en arabos juicios en virtud de proce leí l is títulos de 
Bell de actos de e najen a»- ion realizados por el gobierno de aque- 
lla, en calidad de enajenante oriinoarin : que los terrenos á que 
se referían los pleitos mencionados, qu" eran p irte de ¡os qne, 
en mayor extensión, la pioviucia vendió & don Kduardn Cassey, 
fueron vendidos puréste en remite público, en cinco de Mar*o 
de mil oóuocieiitos ochenta y uno ú los señores Juan Yely y Ale- 
jandro Mae- Lean, quienes trasmitieron sus derechos á tíell, COtl 
techa seis de Diciembre de mil ochocientos ochenta y dos, y doce 
de Enero de mil ochocientos ochenta y tres; que la referida 
compra hecha por Hell romprendía dure mil seiscientos catorce 
hectáreas, veinte ¿mas y ochenta y ntiété centiáreas con sesen- 
ta y dos centésimos, habiendo quedado privado, en virtud délos 
juicios recordados, de una su peí íicie total de odio mil ochocientas 
veinte y siete hectárea:-, ochenta y dos áreasy cincuenta y cinco 
centiáreas, compuesta de dos mi! setecientas sesenta centiáreas 
y noventa y una centiáreus á favor de Jnau Poss<- y de seis 
mil sesenta y siete hectáreas sesenta y cuatro áreasy sesenta y 
cuatro centiáreas declaradas á lavor de Devoto Hermanos, y que 
se designan la primera en el lote letra C ,v la segunda en el 
lote letra ü del plana da foja treinta y dos, aunque con risible 
error de hecho el demaiH.mle dice á foja sesenta y ocho vuel- 
ta que tiene la letra D el lote reivindicado por los expresados 
señores Devoto he míanos; que hizo medir judicialmente et 
campo, lo dedicó en toda su extensión á la ganadería y agri- 
cultura, fundando en él un gran establecimiento, á cuyo efecto 
compró animales vacunos, lanares y caballares puros, alambró 
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el campo por completo, lo subdivi lió en potreros y chacras, 
construyó edilicio para habitación, caballeriza, galpones, corra- 
les, piletas, bebidas, agua tas, etc., y q ie después de haber 
inverlido fuertes h urnas y cuando debía principiar á recoger 
lo> beneficios consiguientes que aún no.se babían producido por 
tratarse de un establecimiento i n formación, habían recaí lo 
las sentencias de fecha *ets de Dicn-nibie de mil ochocientos 
noventa y primero de Octubre de mil ochocientos noventa y uno 
que decidieron í favor de (i.ircía Pusm- la primeva y de Devoto 
Herniinos la segunda, los pleitos ya mencionados, los que, 
como ya se ha dich » también, se siguieron con intervención de 
la provincia *lv Santa Fé, cíta la de CTÍOi-toU por Bell; 4111; esas 
sentencias se cumplí ron y fué, m consecuencia, desalojado 
Beli de la porción de campo á que aquellas se referían, su- 
friendo los perjuicios ocasionados por la desapropiación de las 
tierras, por la pérdida de lus mejoras qii" llegaban á una suma 
mayor de doscientos mil pesos, por los trastornos y daños efec- 
tivos y cuantiosos á que dió lugar la desocupación d>l e¡ .. inpo, 
pues se fió obligado á trasladar una parte d- las haciendas ¡i 
Buenos Aires, á sus establecimientos lejanos, y malbaratar el 
reato en la premura det desalojo, y por la privación de las uti- 
li ladea que debía rendirle el establecimiento, que después de 
tomar por base para el precio de los terrenos di que, ha sido 
privado el de pesos ocie-uta por hectárea y de ■ 1 poner en de- 
talle los gastos en impuestos, mejoras mensuras en los plei- 
tos con Posse y Devoto y valor de los perjuicios, lija en pesos 
un millón cíen mil el monto de la indemnización á qae u con- 
sidera con derecho, suma restil t inte de las parciales de pe- 
sos seiscientos sesenta y seis mil á favor de García Posse y 
Devoto hermanos, de pesos ciento dies y nueve mil por mejoras, 
etc., de pesos veinticinco mil por gaslos causídicos en los jui- 
cios ya expresados, y do pesos trescientos mil por daños y per- 
juicios (foja setenta y una vuelta); y haciendo valer las reanon- 
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sabilidades que, en caso de eviccion, pesan sobre el vendedor a 
favor det comprador, demanda a ta Provincia para et pago de 
la suma ya expresada, ó de la que resulte de la apreciación 
que se baga del valor del campo, si la Provincia demandada 
estuviera ilisionforme con el que fija el actor, 

Esle Knropaña con su demanda el instrumento de foja cua- 
tro á doce, y lus de foja trece y quince, destinados á acreditar 
el título de comprador que evoca Bell, el testimonio de foja 
veintiuna, que registra la sentencia prenunciada por la Supre- 
ma *,'urte en el pleito entre Bell y Devoto Hermanos, el de 
toja veintiséis, que contiene ta recaída en el caso con García 
l'osse, el plano ya expresado de foja treinta y dos, y los do* 
comen tos de foja treinta y tres adelante, parte de los que, ' 
desglosados a lo* fines déla prueba, seencuentran e» tas actua- 
ciones uluríore» correspondientes. 

Que contestando la demanda, la provincia demandada reco- 
noce el hecho de la enajenación originaria que le atribuye el 
actor, so intervención en los pleitos sustentados cun García 
Posse y Devoto Hermanos por efecto de la citación de eviccion 
que se le liiao, así como que esos pleitos fueron resueltas por 
y de conformidad con las sentencias que en testimonio corren 
s foja veintiuna y veintiséis, y expone : que la venta de tierras 
que hizo la provincia y de que procede el título de Bell, fué de 
una área unida de setenta y una leguas seiscientos cincuenta y 
cinco milésimos de otra, equivalente á un tnil novecientos trein- 
ta y cuatro millones quinientos cincuenta y nueve mit tres- 
cientos dos metms cuadrados, por la cantidad de pesos ciento 
veintiocho mil novecientos setenti y nuevo fuertes de curso 
legal, ó sea ;i razón de pesos mil ochocientos cada legua cuadra- 
da, según escritura otorgada por don Carlos Casado, en repre- 
sentación del Gobierno de Santa I*é, ante el escribano don Ja- 
vier Munusse, en la ciudad del Rosario el primero de Febrero de 
mil ochocientos ochenta y uno, á favor de don Eduardo Caasey 
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y de don Robcr' i I. Runciman ; que los adquirentes originarios 
Tendieron la tierra comprada dividiéndola en fracciones, siendo 
Bell el comprador de una de esas fracciones ; que la superficie 
di; que ést*' ha sido privado, en virtud de las sentencias referi- 
das, dada ia extensión que le atribuye la misma demanda no 
alcanza al vigésimo de la área tutal que la Provínola vendió; 
que Bell, que en relaciona la provincia no tiene derechos deque 
carecerían los adquirentes originarios, no los tiene para de- 
mandar la indemnización que pretende, aunque los tenga res- 
pecto á sus causantes inmediatos, porque n<> se trata de un caso 
de evicciou regido por las disposiciones legales relativas, sinó 
del caso en que exista en el inmueble vendido, defecto de la 
continencia declarada en el contra! - de venta; tjue ni siquiera 
Bell tiene acción para pedir la disminución proporcional del 
precio contra la provincia, porque sostiene que la venta áCassey 
y Runciman se hizo, aunque do -.tu a superficie d ida. por un 
precio único y no á tanto la medida, correspondiendo así aplicar 
el artículo mil trescientos cuarenta y seis del Cúdigo Civil, que 
no prescribe la diminución del precio por defecto de continencia 
sino ruando la diferencia entre el área real y la expresada en el 
contrato fuese de un vigésimo, con relación á la área tutal de la 
cosa vendida; que aún admitiendo que se hu hiera tratado en di- 
cho contrato de la venta de un inmueble con indicación de la 
superficie que contiene, fijándose el precio por la medida, los 
compradores á quienes ha sucedido Bell no tendrían derecho si- 
no á que se les devuelva la parte proporcional del precio, dado 
qne el defecto de continencia no alcanza á un vigésimo, en con- 
formidad a! artículo mil trescientos cuarenta y cinco del citado 
código ; que en lo que se refiere á las cifras que arrojan la suma 
de un millón ciento diez mil peso^ que el actor demanda, las re- 
chaza tu tvnh.e y manifiesta que en el inesperado caso de ser ta 
provincia de Santa Fé condenada á pagar, habría llegado la 
oportunidad de fijar el monto de la indemnización y termina 



380 FJUXOS l>« LA SUPKfcHA CMltlK 

pidiendo el rechazo rJe la demanda, con costar á cargo del de- 
mandante. 

Recibida ia causa ú prueba por auto de t oja ciento tres, l is 
partes han producido las que corred de foja quince adelante 
(certificado de foja doscientos treinta y ocho). 

Y considerando: Qut la siguiente cuntíase sigue entre don 
Jorge Bell, extranjero y vecino de esta capital, por una parte, y 
por la provincia de Santa Fé T d> la otra, lo que funda ];■ juris- 
dicción originaria de esta Suprema Corte, de conformidad cnn 
lo dispuesto en el artículo ciento uno de la Constitución y ar- 
tículo primero, inciso primero, de la Ley de jurisdicción y com- 
petencia. 

Que es -un lii-cho fuera ¡Je cuestión, reconocido por auiba^ 
partes y comprobado por los instrumentos públicos traídos por 
ellas á los autos, que el terreno que compró el demandante según 
las escrituras con que se instruye la demanda, es parte del qui- 
la provincia demandada tendió á favor de don Eduardo Cassey 
y don Kobertolnglis Utini-imun, el r limero de febrero de mil 
ochocientos oehenia y uno, según la escritura de foja ciento 
cincuenta. 

Que está igualmente fuera de controversia, que en lus pleitos 
seguidos entre don Antonio y d«m Bartolomé Devoto contra don 
Jorge Bell y entre don Pedro García Posse y el mismo BHI, so- 
bre parte del terreno por éste comprado, la piovim iii de Santa 
Fé Tino á esos juirjos en virtud de la citación de eviccíon hecha 
p t BeH, tomó en ellos intervención en defensa de los derechos 
di udquirentey fué definitivamente vencida, todo loque se re- 
conoce por las partes y Be comprueba con las sentencias que en 
testimonio corren a fojas veinte y una y veinte y seis, recaída la 
primera en el litigio con los señores Devoto y la segunda en el 
concerniente á García Posse. 

Que no obstante de que la provincia de Santa Fé no era e! 
cansante inmediato de Bell, éste pudo hacer la citación de evic- 
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cion que hizo y aquella añedirla en reconocí miento de los di" 
berus que la I y impone al v endedor, porque» c>vmo Jo dice el ar- 
tículo dos mil cieuU nacv e del Código Civit, el adquin-nte fie lu 
cosa no está obligad. i i citar de eviceion y saneamiento a! enaje- 
nante que se ta trasmitió, puliendo llegar Insta t i enajenante 
originario en el ejercicio de su derecho. 

Que vencida la provincia de Santa te en los pleitos men- 
cionados, surge bidente su responsabilidad por las consecuen- 
cias de la eviceion realizada, de acuerdo con el texto expreso del 
artículo mil cuatrocientos catorce del Código Civil y articula 
dos mil ochenta y nueve y alguien tes del mismo código. 

Que. lo responsabilidad por >viccion tiene inoontéatablemente 
lugar tanto cuando et adquirióte por tftnlo onoroso es privado 
en el todo ilel derecho que adquirió, com í cuando esa privación 
ex sólo parcial, pues que así Uj instilan los principios generales y 
así lo mandan especialmente los artí< u los dos mil noventa y uno t 
dow mil niív oita f tres y dos mil i'initn veinte del citado código. 

<¿u ' aunque es verdad que si la provincia d<í Santa Vé n * 
hubiera estado obligad i á la eviceion y saneamiento á favor de 
sus adqu i rentes inmediatos, si la privación del derecho enajena- 
do se hubiera limítadu d las porciones de tierra de que bu sido 
privada Bell, no es menos cierto que esa obligación existía en 
virtud dulas disposiciones legales ya invocadas, quede una 
m inera gene; al y sin limitación de ningún género, sancionan la 
responsabilidad del enajenante aunque ta evicoi<>n sea parcial, 
]o que vale decir que esa responsabilidad procede toda ves qui- 
h i ya privación de un derecho trasmitido sin consideración 
á la intensidad del daño y aunque él sea de una importancia mí- 
nima, lo que á la verdad tampoco puede decirse que sucede eu 
el presente caso. 

Que lu Provincia demandada no ha podido hacer ni ha hechn 
cuestión al respecto, basando su defensa eu cuantoentiende que, 
en relación aelln no hay en controversia las responsabilidades que 
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surgen de la ericcion, sino las consecuencias de la falta de con- 
tinencia en el inmueble vendida, de lo que deduce que, no lle- 
gando la superficie de que h;i sido privado Bell al vigésimo del 
área t «tai <|iie I ; provincia vendió á Oússey y Runcintan, tendrfa 
á lo sumo el deber de devolver la parte proporcional del precio, 
si es que lio se tratara di 1 la venta de una su per Ocie dada por 
n n precio único, como lo sostiene, en cuyo caso no debería de- 
volver nada, Binfi de I» venta de un cierto número de medidas á 
razo» de un pr.cio por la medida. 

Que en mérito de las sentencias ya recordadas, recaídas en 
los litigios con don Antonio r don Uartolorné Devoto y con don 
Pedro García Pos se, no hay dud¡i de que en esos pleitos no se 
trató de una cuestión de límites entre chindantes, sinó de una 
controversia destinada á lijar losderflchos que derivados los de . 
unos de la provincia de Córdoba y los del otro de la provincia de 
Santa Fe, se sistemaban respectivamente á consecuencia de 
que los títulos también respectivos se referían ¿ja misma tierra, 
quedando asi éstsi superpuesta en estos títulos. 

Que no existía, pues, defecto de continencia, más ó menos 
gran% en los terrenos enajenados por la provincia de Santa 
Fé á favi.r de Cassey y Runcimau, trasmitidos en parte á Hell, 
en virtud de enajenaciones sucesivas, existiendo íntegramente 
la superficie declarada en el i-ontnto; superficie reducida más 
tarde, no por motivos que afectasen la int-gridad material de la 
cosa, ni per error de 1a*¡ partes respecto ú su extensión, sínú por 
razones sobre mayor derecho que se declararon bien fundadas 
en favor de los ndquiienlos de la provincia de Córdoba, 

Que las sentencias pronunciadas resolvieron, en consecuen- 
cia, un pleito en que so discutió el mejor derecho do las partes 
que !o sustentaban en virtud de títulos de adquisición de la mis- 
ma cosa que cada uno de ellos había hecho de diferentes perso- 
nas, sea el uno eí vencido de la provincia de Santa Fé y los 
otros los vencedores de la provincia de Córdoba. 
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Que las sentencias de fojas veintiún* y veintiséis, plantean; 
resuelven loa pleitos en esos términos y lo hacen de una manera 
elara y precisa, no permitiendo por tanto, que se 1 -s interprete 
en el sentido de haber decidido cuestión de límites confundidos 
entre propiedades vecinas, como lo pretende el demandado. 

Que en esa virtud, no es oportuno juzgar de los efectos en 
las relaciones de comprador y vendedor que surjan de los resul- 
tado! de una operación de deslinde efectuada para trazar la li- 
nea divisoria entre propiedades colindantes, euyo dominio no 
se discute, aunen la hipótesis de. ser legales las doctrinas que 
al respecto sustenta el demandado. 

Que éste ha podido tatito menos desconocer el deber de su- 
frir las consecuencias di- laevicnon qm" ha cansado la privación 
parcial del derecho de Bell, cuanto que hizo acto de reconoci- 
miento de su deber aceptando La citación de eviccion y siguien- 
do los pleitos hasta ser ellos definitivamente fallados. 

Que establecida la responsabilidad del de: n andado, hay la 
necesidad de apreciar en concreto el alcance de esa responsabili- 
dad en relación i los varios capítulos de cargos que contiene la 
demanda. 

Que desde luego debe haberse por incontestable que la pro- 
vincia de Santa Fé obró de buena fé en el arto de la enajenación á 
favor deCassey y Runcimun, porque así se presume legalmente, 
no lo contradice el actor y se desprende del mérito de autoH. 

Que con arreglo á los principios generales, el obligado por 
contrato cu las condiciones de buena fé expresadas, sólo está 
sometido, en lo que al resarcimiento de los daños é intereses se 
refiere, á loa que sean consecuencia inmediata y necea aria de la 
falta de cumplimiento de la obligación, como lo dispone tex- 
tualmente el articulo quinientos veinte del Código Civil. 

Que según las disposiciones especiales destinadas á reglar las 
consecuencias de la eviccion entre comprador y vendedor, ésta está 
obligado á devolverá aquel el precio que recibió sin interés, aunque 
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la casa haya disminuido de valor, sufrido deterioros ó pérdidas 
en luirte pnrcaso fortuito ó por culpa del comprador, á pagarle 
además las costas del contrato, valor de los frutos cuando el 
comprador tiene que retribuirles ul Verdadero dueño y á los da- 
ños y perjuicios que la eviecbm le causan-, debiendo finalmente 
abonarle los gastos hei:hos en reparación 6 mejoras que no sean 
necesarias, cuando él no recibiese del que lohir v mudo ningu- 
na indemnización, ó afilo obtuvies-- una indemnización incom- 
pleta (irtfctilns dos mi! ciento diez y ocho, dos mil ciento diez 
y ninve y dos mil ciento veinte ue dicho código). 

Que el artículo dos mil ciento veintiuno, que vi^ne «-orno se 
vé inmediatamente después de los últimamente citados, dispon, 
que el importe de los dono* y perjuicios sufridas por la eviccinn 
±i> determinará por la diferencia del precio fie la venta con el 
valor d<- la ros* el d ía de laeviccion, si su a rímente un nació 
de Cansai extraordinarias. 

Que el demandante res uní" y concreta los capítulos de cargo 
que hace al demandado en pesos s< iscicntos setenta y seis mil 
por el valor actual del i-ampo ; en pesos ciento diez y nueve mil 
por mejoras, contribuciones directas pagadas y otros gastos qu<> 
reputa < oinprendidos en aquellas (roja setenta), pesos veinti- 
cinco mil por gastos causfdieos y pesos trescientos mil por da- 
ños y perjuicios. 

Que teniendo el terreno reivindicado un valor superioren mu- 
cIjo al ¡precio que recibió tu provincia, en el cobro di.» ese valor 
resulta comprendido, tanto la devolución del precio pugado, 
como la diferencia entre ese precio y el valor de la cosa ni tiempo 
de la e vice ion, y puesto que nada bay que revplequeel aumento 
i!*? valor, por Considerable que él sea, proceda de causa extraor- 
dinaria, hay que reconocer lo fundado de dicho cobro, por ba- 
sarse en los preceptos de los artículos dos mil ciento dieciocho 
y «los mil ciento diecinueve con su complementario el dos mil 
ciento veintiuno del Código Civil que se han citado. 
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Que respecto ;il segundo capítulo de cargo ó sea el relativo á 
las mejoras y contribuciones directas pagadas que gravan A la 
cosa misma, el actor ni siquiera ha dicho que haya practicado 
gestiones en forma alguna puraque los vendedores don Pedro 
García Posse, don Antonio j don Bartolomé Devoto le indem- 
nizasen df esos gastos y mejoras y mucho menos, por tanto, 
qm- no haya podido obtener indemnización alguna «Vque sólo h i 
alcanzado á obtenerla insuficiente. 

Que entie tanto, el artículo dos mil ciento reí Ote del Código 
Civil ya ineii'-iniiado, hace de la obligación del vendedor de pa- 
gar los gastos en reparaciones y mejoras que no sean necesa- 
rias, una obligación subsidiaria para el pago total ó parcial, se- 
gún que el vendedor nada pague ó juague menos de loque pagar 
del<a el vendedor, lo t¿ue implica, ron arreglo á la naturaleza 
general de la oblig.iciun en garantía, que éata no viene a ha- 
cerse efectiva, si nú en defecto de la principal á que accede. 

Que por tal motivo L a acción dedncHa debe reputarse extem- 
poránea ( nlo que al capítulo de mejoras y contribuciones, etcé- 
tera, concierne, por no haber, por el momento, bases para fijar 
á es» propósito las responsabilidades efectivas del demandado. 

Que los gastos causídicos qm- constituyen el tercer capitulo 
de cargos de la demanda, son seguramente de legítimo cobro en 
euanto se reüere á los hechos por Bell para la citación de la 
provincia de Santa Fe á jo* juicios con los hermano? Devoto y 
García Posse, porque esos gastos se relacionan con las coatas 
del contrato eme el artículo dos mil ciento diez y nueve declara 
á cargo del vendedor. 

Que no hay elementos suficientes de juicio ni para determi- 
nar el cuanto de esos gastos, oí cuáles de tus que se contienen 
en La suma de pesos veinticinco mil, que en globo cobra el ac- 
tor, otan de los que deban imputarse en las costas del contrato, 
ú que por otro motivo entren en las responsabilidades del de- 
mandado, registrándose á e*e respecto tan sólo la regulación de 
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honorarios de los peritos Rujas y Warner, por la suma de tres 
mil pesos, que se contiene á foja veinticuatro vuelta, en el testi- 
monia de foja veintiuna, reputación en que no se encuentran los 
d;itus necesarios para resolver ni siquiera sobre ella, con apli- 
oaoion á las pretensiones del demandante. 

Que el cuarto y último capítulo en el que se cobra U suma de 
pesos trescientos m¡] por daños y perjuicios, tiene por funda- 
mento las ganancias de que el demandante ha sido privado y 
que esperaba obtener del establecimiento agrícola y pastoril 
que formó como fruto de los capitales invertidos en el precio del 
terreno, im joras realizadas en él y otros gastos para la insta* 
Lucíoq completa de un establecimiento de primer orden {fojas 
setenta vuelta y setenta y una) aunque en la exposición de he- 
chos ba hablado también de otros daños. 

Que la simple exposición de los fundamentos del cargo, es 
bastante á demostrar que el perjuicio que se demanda no es, ni 
minie ser reputado romo resultado inmediato y necesario del 
acto ejecutado por la provincia de Santa Fe enajenando tierras 
áCassey y liunciinau, porque procede de hechos ulteriores, reali- 
zados por un sucesor de tos primitivos adq ni rentes, sin cuya 
counir renda los perjuicios no se hubieran producido en rela- 
cíoujá bis rendimientos de un negocio que no existía ni en 
comienzos en la época di la enajenación. 

i¿ue por tanto, aun aplicando Jos principios generales sobre 
Id responsabilidad por daños y perjuicios, do puede sino con- 
cluirse 'i»" )u pi >tfincia de Santa Fe no es responsable de loh 
que se les demandan á título de utilidades de un establecimien- 
to de campo formado des| lies de la venta, porqueta privación de 
esas utilidades no es un perjuicio que surge inmediata y nece- 
sariamente de la falta en el cumplimiento de la obligación de 
trasmitir la propiedad y garantirla trasmisión que la provincia 
asumió, podiendo así invocarse contra el actor el principio con 
sus derivados de que la cosa perece para su dueño. 



nu ji sucia ¡vacio» ai. 2H7 

Que aplicando las regias especiales en las relaciones de com- 
prador y vendedur ya se ba visto que los daños y perjuicios su- 
fridos por laevicci"n se determinan por la difidencia del precio 
de venta con el valor de la cosa el día de )a evia ion, de modo 
que, dentro de es* 1 artículo, el demandante lia debidn buscar, ha 
buscado y debe eucuntrar, en el caso, una amplia indemnización 
de los perjuicios que por raí-m de la cosa misma snfre á conse- 
oui ncia de l.t privación parcial del inmueble que adquirió, en la 
notable diferencia de valor de la cosa en más sobrad monto 
del precio, proporcional á la superlicie deque fue vencido, que 
p¡igú. 

Que aunque el actor estima en Ja demanda que cada hectá- 
rea de terreno raid pesos oohenta, y aunque el perito por él 
nombrado reduce esa estimación á pesos cincuenta (foja ciento 
cuarenta y una), la operaciun pericial en mayoría, que corre á 
fojacientu cuarenta y dos, aprecia dicha medida en pesos treinta 
y cinco moneda nacional . 

Que esta Corte reputa aceptable la última de esas estimacio- 
nes, ja p«tr tener en su fivor la uiayitríade pareceres periciales, 
y ya también por ¡a importancia de los antecedentes que lucen 
valer lus peritos comodato ilustrativo del acierto con que han 
procedido. 

Que no hay constancia suficiente que sirva á determinar de 
una manera precisa til superficie de terreno deque Bell fué pri- 
vado ú consecuencia de los pleitos enn ilon Antonio y Jun Bar- 
tolomé Devoto y don Pedro O ircia Pinse, observando**- que la 
sentencia recaída en el primero de esos pleitos no contiene de- 
claración alguna al respecto, y que la segunda (foja veintisiete 
vuelta) refiere una eitension menor que la designada por el de- 
mandante. 

Que el demandado, á foja cien vuelta» ha expresado aun 
más que su conformidad, su pretensión y deseo deque en jui- 
cio ulterior se fije el monto de la indemnización por las respon- 
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habilidades que se declaren A cargo de la provincia, lo que, ade- 
mán de las consideraiinnes enunciadas concurre ú dejar ¡tura 
u 11 "tro juicio la precisa determinación en lo relativo al t¡uttn- 
tum de la suma que debe pagar ta provincia «l demandante. 

Que nada hay á resolver sobre restitución di' frutos, de lo 
que no habla la sentencia recaída en el caso de don Antonio y 
don Bartolomé Devoto, y que se ordena por la dictada en el caso 
di García Posse. á iiontur del día siguiente de la notificación rite 
la demanda (foja treinta) porque el actor- jftj iu alÍrm:ido h;t- 
b* ríos pagado, ni lia formado petición alguna á ese respecto. 

Por est"s fundamentos, la Supreim forte, juzgando en defini- 
tiva, resuelve : hacer lugar á a demanda en los c» pitillos relati- 
vos al f aloi anual del c;uupu y !< gasto* r, insidíeos oras ion *i- 
dos con motivo de la citación di- eumuu - u los juicios de Gar- 
cía Posse y Devoto hermanos, y rechazarla en cuanto á Lis par- 
tidas de ciento diez y nuev mil pes -s y trescientos mil pesos 
pur mejnra>.. eontribueione* directas pagadas y otros gastos que 
reputan Comprendidas en aquellas y por daños y perjuicios 
inidicndo el actor u*ai-de*ii derecho, m h« que se refiere A la 
eitíida partida de nenio diei'y nueve mil pesos contra quien 
corresponda. Kn consecuencia, se declara qu>i la provincia di- 
Santa Fe ti. be abonar al demandante el valor del terreno de 
que é-te lia sido privado, a razón de treinta y cinco pesos ni' - 
neda nacional la hectárea y los gastos hecho» por el actor p;tra 
la citación de dicha provincia en los juicios con los hermanos 
Devoto y (}ai cí;i Posse. todo lo cual se lijará en el juicio corres- 
pondiente, en ejecución de <*sta aanteneia. Las costas del pre- 
sente juicio «¿e paga fin en el orden causado. Molifiqúese c \Q 
el original y, repuestos los sellos, archívense. 



lOMAMLX — AREL BAZAN. 

— JIUS E. TOHUENT. 
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* Hockey Compañía, contra don A. Quamnta 

por marca de fábrica ; sobre excusación 



Caso. — liesulta del 



Buenos Aires, j un io lí de 1899. 

*2l IÍ atM 1 CO0SÍd,!tí """' : «- P — ... esta M „- 
w .o Im n.. a o. M P<.r.o.a» i ntminierol) e „ „ ... 

*M Z.no!,»,. y .„ sig(lt , n contra ^ ^ 
Cn.esa y compañía. i«««oni, 

Q.=e h.b¡é„d 0si! „ 011M1|U el suscrjt0 
por no ra e M cer | lo. señor,, Wil n„ m3 P„ t ^ R„I , 2-' 
dio. así lo «.anifie.t.,,, toda |4 ¿' y 

ta* iwp ffl . g u trilU0 ,. n01irg . do de .¿SSpf» 

ron l«U<l « «oflWéiW J par lo Unto se encuentr. LSuul 
r«n .egolr conocie,^ „ d,mand. ¡nstooradl " lbMlt " , ° 
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Por esto resuelvo pasea estos autos al juez de lo civil en 
turno conla nota de estilo. Repóngase el papel. 

Uertmio F, Granel. 



Bueno* Aires, Agosto 13 de 1899. 

Vistos y considerando: Que en la excusación formulada en 
el auto de foja ciento setentay dos, no se hace valer causalalguna 
de las prevenidas en el artículo quince del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, no estando ella, por tanto, autoriiada 
por el artículo setenta y siete del mismo Código. 

Por esto, y de acuerdo con las resoluciones de esta Suprema 
Corte de fecha primero y trece de Julio pasado recaídas en los 
juicios de Pauts, Rocbe y compañía con Testoni, Chiesay com- 
pañía, se revoca el auto apelado de foja ciento setenta y d«s. 
T estimándose justo, rfudoslos términos del escrito He fuja ciento 
ochenta y siete, el apercibimiento contenido en el auto de foja 
ciento noventa, se confirma éste en esa parte. Notifiquen con 
el original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. —ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUKGE. — JUAN 
E. TURRKNT. — &. II A BU- 
HEZ. 
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Criminal contra Gwcondo Hstoia y Virgilio H. liom t 
por falsificación de estampillas nacionales 

Sumario.- La fabricación de estampillas falsa* importa el 
delito prensto y penado por el artículo 62 de la ley nacional 
penal, y hace pasible á su autor de la pena de cuatro an,s de 
trabajos forzados y 500 peso, de rm.lt,, y al cómplice de la d- 
un ano de prisión. 



Caso. - Resulta de) 



Buídos Aires, Diciembre 1* de lft», 

I fistos: estos autos segó idos contra Jacinto Pistoia ita 
baño eajado, de 45 años de edad, grabador, denuedo 
Cb, le 9500, y eonUa Virgilio H. Kossi, italiano, aoltero, de 
XI años de edad, aprendii rotara bador, domiciliado Gumchaj» 
1298. acusado de falsificación de valores nacionales de los qoe 
resulta : H 

Qae habiendo un uncial inspector de ta Comisaría 2* pro- 
cedido á la detención de au sujeto cuy. filiación coinci- 
día con la de otro cuya captura estaba recomendada y el cual 
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ib;i acompañado de! procesado Pistola, la policía de investiga- 
ciones procedió á efectuar un registro en el domicilio de los su- 
sodichos sujetos, dando por resultado el que instruyen los autos 
de fojas 8, 10, y f$ y como en esta última se encontrara un 
pliego con estampillas nacionales valor de un peso falso, y algu- 
nos títulos <lel impuesto eitraordinario de la República Oriental 
del Uruguay, se ordenó la detención de ellos así como U del peón 
del taller de Pistoia, Virgilio H. Bossi, se recabaron órdenes de 
allanamiento de este juzgado y con ella se procedió á efectuar 
un nueve registro qué dió el resultado que consta a foja 16 

Que instruido el correspondiente sumario de prevención es 
llamado á declarar el procesado Pistoia á faja 17 y manifiesta 
que la hoja con estampillas de un peso que se le ha secuestrado 
le fueron dejadas por un individuo cuya filiación indicó, el que 
los llevó para proponerle ! a confección que él rechazó, siendo 
inexacto que él las haya eonfeccionndo ; habiendo sucedido otro 
tanto con los títulos del empréstito extraordinario de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, que un sujeto se tas dejó; siendo 
lo demás ingredientes de su taller. 

Que á foja 28 declara el procesado Virgilio H.Rossi y mani- 
fiesta que las estampillas secuestradas forman partr de una par- 
tida may <r que su patrón Pistoia había hecho y que el Pipo 
nenie, por bu orden, habla destruid», así aomó las planchas y 
demás elemento» que habían servido para sn confección, no 
habiendo tenido él ninguna participación en ese hecho por set 
un simple peno aprendí» que recién habla entrado a) taller- 
Ampliado el allanamiento de foja 16 dió el resaltado que se 
expresa ¡i foja 32, y ratificadas y ampliadas las declaraciones 
de los procesados en la forma que se expresa de fojas 45 ó 47 y 
de fnjasSOA 52 vuelta y el careo de foja 60 se clausura el sumario 
y se pasa al procurador fiscal, quien sí* expide á foja 63 vuelta, 
solicitándose aplique á Pistoia y Roasi la pena establecida en el 
artículo 62 iíe la ley de 14 de Setiembie de 1863, reducida en 
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las condicione» del artículo 12, inciso 2 o , del Código Penal por 
tratarse de una tentativa, sirviendo de circunstancia agravante 
la impresiun de los títulos uruguayos, por tratarle de una es- 
tafa. 

Que>¡j f-ja 96 el defensor de los procesados, contestando el 
traslado de la acusación fiscal, ,-olicitaque sus defendidos sean 
absueítos de culpa y eargo, por cuanto no se ka comprobado 
que ellos hayan cometido el delito que se |.-s imputa. 

Que abierta la causa aprueba á foja 89 vuelta, no se produce 
ninguna, llamándole auto,-, para definitiva, á foja 8S vuelta. 

T considerando: Que he encuentra demostrado en este pro- 
ceso que en el taller de Pistuia se hallaron los titules del em- 
préstito extraordinario de la República Oriental del Uruguay, 
y las estampillas de un peso de la Nación, falsificadas, delito 
previsto y penado por la ley Je 14 de Setiembre de t863, no 
sulo por La declaración de los encausados, sino también por las 
diligencias policiales que obran en autos. 

Que si bien Piatoia niega haber falsificado tas estampillas 
de foja 96, la declaración de su ip rendí!, las circunstancias 
gignilicativas de haberse encontrada en su poder esas estampi- 
llas, todos los elementos necesarios para su falsificación y los 
rastros de los trabajos que se habían pra< ticado á ese lin fun- 
dan presunciones previas, vehementes y conco.d untes, de que 
él es el autor principal del delito que se persigue en este 
juicio. 

Que i-I juez adquiere mayor convencimiento de estar en la 
verdad, cuando afirma lo que anteriormente dice, al observar 
las contradicciones en que incurre el referido procesado y lo 
inverosímil desús i-scusas. En efecto; no es posible creer que 
Pistoia recibiese en depósito las estampillas de la referencia 
sin connoer la persona de quien las recibía ; y menos creíble ei 
aún que pudiera ser el falsifieador su aprendiz, dados sos esca- 
sos conocimientos en el arte y lu falta de recursos para llevar 
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a cabo la falsificación, pues no es razonable admitir que una 
persona que ganaba de salario dos 6 oatro pesos semanales 
pudiera hacer frente á los gastos de la falsificación, cuando 
esa suma apenas podía permitirle satisfacer las necesidades 
más apremiantes de la vida estrictamente. 

Queestas consideracisues llevan también el convencimiento al 
ánimo del juez de que Kos. i no ha sido un inst rumento de Pis- 
téis, cuya participación es secundaria en el delito. 

Que en cuanto al delito de falsilicacion de los títulos del em- 
préstito estraorl i iiario de lu República Oriental del Uruguay, de 
que acuna el Ministerio Público, el juzgado carece de jurisdic- 
ción para conocer le él, á estará los táriniuos claros y precisos 
de lu ley, que sólo prevoe y castiga la falsificación de documen- 
tos de la naturaleza del que nos ocupa cuando pertenecen á la 
Nación, ó á un Banco erigido con autorización del gobierno 
Nacional, lo qaeno ocurre en ei presente caso. 

Que si bier el hecho de eipender al público lo* títulos de la 
referencia constituye un delito que nuestro Código Pena) clasi- 
fica de estafa y que debe ser castigado con arreglo á sus dispo- 
siciones, los antecedentes que obran eti autos demuestion que 
el expendio no se efectuó, es decir no se consumó el delito, por 
lo que no puede tomarse en cuenta como una circunstancia 
agravante en contra de los procesados, como lo pretende la icú- 
sacion. 

Que por lo que respecta al delito de falsificación, no puede 
aceptarse la clasificación de tentativa que hace la acusación, 
porque se encuentran reunidas todas las circunstancias que 
exige la ley para considerarlo enteramente consumado. Se han 
llenado los menores detalles de la falsilicacion, y como puede 
observarse por el pliego de foja 90* se encuentran en con- 
diciones de er expendidas al público y de causar el daño con- 
siguiente con su circulación. 

Que en vista de los antecedentes relacióna los le comprende 
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á Gíocondo Pistoia, coin-> autor principal, la disposición del 
artículo 6i de la ley de 14 de Setiembre de 1883, debiendo 
aplicársele la pena que él establece, en su mí ni mu n, en ruion 
de baber destruido parte de las estampillas falsificadas y los 
elementos de que se sirvió para cometer el delito ; y á Virgilio 
H. Rossi, como cómplice en primer grado, el inciso 4» del artí- 
culo 34 del Código Peiuil, teniendo presentí la misma circuns- 
tancia atenuante Ojíese invoca en íavor de Pistoiu. 

Forestes fundamentos, fallo condenando í Gíocondo Pistoia ' 
á cuatro años de trabajos forzólos, 501 pe*os de multa y 
costas del juicio, de la que se te descontará el tiempo de pri- 
sión preventiva que lleva sufrida eu la forma í { ue indica el ar- 
tículo 92 de la ley de 14 de Setiembre de 1863; y 4 Virgilio 
H. Rossi á un año de prisión y costa* del juicio, de la que se 
le descontará el tiempo de prisión que lleva sufrida eu la for- 
ma que anteriormente determina el articulo 79 del Código 
Penal. 

Notítiquese con el original y en oportunidad hAgase saber 
al Jefe de Policía y al Director de la Cárcel Penitenciaría. 

Gervasio F. Granel, 
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e „ Buenos Aires, Julio H de 1899. 

Suprema Corte ; 

La explicación queda el recurrente á fija 19 vuelta para 
justificar el origen del p[iego de 15 estampillas falsas de valor 
de nn peso, que la policía secuestró en su taller de fotograba- 
dos, es inverosímil. 
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No puede acepta re el hecho de que un individuo completa- 
mente dencooocidu del procesado, sin tener con éste vincula- 
ción alguna, se presentase en su taller, para proponerle franca 
y categóricamente la falsificación de estampillas, ni menos pue- 
de aceptarle la actitud que, según el procesado refiere, adoptó 
el desconocido, en presencia de su negativa, dejándole en el 
taller, contra su voluntad, bis estampillas cuya falsificación ha 
motivad. > este proceso. 

Tampoco hay - n auto*! probanza alguna que autorice tal afir- 
mación del recurrente, ni surge de sus constancias presunción 
dt* ninguna espe- ie que la hagi* verosímil. 

Por otra parte, el mismo procesado, en su segunda declaración 
de foja 46 r contradice en absoluto la explicación que antes die- 
ra sobre la posesión de las estampilla* falsas que fue ron secues- 
tradas de su poder, según la diligencia de foja 12. 

Tampoco es aceptable ni legalmente presumible, que siendo 
Pistola el propietario del taller en que se encontraron las re- 
feridas estampillas falsas, use como de su pertenencia todos 
los elementos ocelarios para la fal 9 1 tí rae ion, según constan- 
cia de fojas 12 y 16 ; él ignorase que ese único dependiente es- 
taba fabricando con 'os elementos á*¡ su patrón y en el taller 
de éste, las falsa* estampillas mencionadas como k* pretende 
el recurrente en la reotilicacion qne hace á foja 56, de su de- 
claración de foja til vuelta. 

La declaración contradictoria del procesado Pistoia. que re- 
conoce ser el dueño del taller de fotograbadas y de las tintas y 
demás elementos necesarios para la falsificación, secuestrada 
del referido taller, así como del cartón en el cual se nota im- 
preso, por depresión, el diseño de la parte inferior de cinco es- 
tampillas de las falsificadas, según constancia de fojas 32 y 
32 vuelta, y el cual ha servido para cuño déla falsificación, 
como se desprende de su contenido, en armonía con la declara- 
ción del dependiente Rossiá fojas 32 y 32 vuelta ; todas estas 
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circunstancias, entrañan presunciones directas, vehementes, 
concordantes éinequfíocas, tales como exige la ley procesal par í 
constituir plena prueba de que el procesado Piatoia es el autor 
'le la falsificación, se corroboro por la confesión del cómplice 
en primergndode ladetirtuos i operación en cuyo carácter ha 
sido condenado por s*'nten. |.i que tiene la autoridad íie cosí 
juzgad», srgun consta ú foja 108. 

I)e lo expuesto n-aultn que aiendo el procesado autor del de- 
lito de falsificación de estampillan nacionales de las de vilor 
de un peso, como tales pasible de la pena impuesta por el ar- 
tículo 72 de la ley sobre r rime» es contra la N'acion, de 14 do 
Setiembre rl, \ 863. 

Kn presencia del pliego de estampillas falsas agregadas á 
f"ja 16 no creo que pueda sostenerse que sólo se rata de »c - 
ros exteriores, que tengan directa rHacion con la falsificaci.jii, 
lo que constituiría la tentativa. 

Se trata en el caso suf^judim déla falsificación de estam- 
pillas f ils is, perfectamente consumada, completamente con- 
cluida, adoptando un procedimiento refinado al efecto, según 
informe de fojas 97 suelta y 08. 

No creo, pues, ante tales constancia*, que se tratcde tenta- 
tiva de circulación, para el delito cometido por el recurren!* en 
razo» de no constar su circulación ; porque la circulación de es- 
tampillas falsas, es un delito distinto al de ta falsificación, 
que puede ser ejecutado por el mismo falsificador ó por otra* 
agentes. ¿ 

10 u cuanto ¡í la destrucción del mayor número de estampi- 
llas falsificad as ; t e)< cu tada p»r órden del procesado, no resulta 
probada; pero no apareciendo en autos elementos probatorios 
que contradigan su declaración y La de su oómplice, está circuns- 
tancia sólo conduciría á reconocer que el autor dei delito ha 
disminuido con ello el daño material de la falsificación. 

Encuentro ajustadas A derecho las consideraciones de la sen- 
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tencta recurrida, en cuanto se refieren á la falsificación ríe tí- 
tuloi del Empréstito Extraordinario de la República Oriental 
del Uruguay, parque también se procesa al recurrente ; y en au 
mérito pido á V. E. la confirmación de la sentencia recurrida 
de foja 100 en cuanto aplica al recurrente Pistoía el mfnimun 
de la pena establecida por el artículo 6*2 de la ley de 14 de Se - 
tiembre de 1863. 

Saifiniano Mer, 



• de tm 



Bueno* Aires, Agosto 17 do 1899. 

Vistos v cons iüürando : Que como lo demuestra el señor Pro- 
curador general haciendo valer las constancia!* del expediente, 
hay prueba legal de haberse cometido el delito de falsificación 
de estampillas nacionales que ha motivado el proceso, habiendo 
igualmente de que el procesado Pistola es autor de ese dtdito. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el sefi.r 
Procurador General y fundamentos concordantes de la senten- 
cia de foja noventa y nueve vuelta, se confirma ésta en In parte 
apelada, con costas. 

N T otifíquese con el original y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR, — 
OCTAVIO BUNGE. — JOAR B. 
TOHHtNT. — II. HAftTlKEZ. 
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Don Alberto Fonrouge t en representación de dona Catalina G, de 
Massobrio, por sí y por sus hijos menores, y de don Juan 
Masmbrio, contra la empresa del Ferrocarril de Buenos A ires 
y Rosario, por daños tj perjuicios ; sobre falta de personería 
y arraiao. 

Sumario* — i* Procude la excepción de falta de personería, 
si el documento habilitante expedido en el extranjero y trans- 
cripto en el poder do contieneel nombre y firma del cónsul ante 
quien se expidió, y la legalización del ministerio d« Relaciones 
Exteriores. 

& La excepción de arraigo no procede, sí el apoderado del 
actor asume ta obligación de pagar las costas del juicio. 



Caso. — Lo explica el fallo dHa Suprema Corte y el 
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Buenos Aires, Octubre 5 de 1899. 

T vistos : para resolver las excepciones de falta de personali- 
dad en el procurador j la de arraigo del juicio; y consideran- 
do respecto de la primera : que e) poder otorgado a don Fran- 
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cisco Mosso y sustituido por éste en don Julio Alberto Forrouge 
ha sido debid amente autorizado por el Cónsul argentino, cuyo 
acto debe con-íderarse como auténtico sin otro requisito, de 
acuerdo ron lo establecido por el artículo I o de l.i ley sobre or- 
ganización ron su lar. 

Que de acuerdo con esta apreciación está la jurisprudencia 
de la Suprema Corte, la cual ha resuelto en el r ¡so que se en- 
cuentra en el tomo 25, página 463 de sus fallos, que el poder 
otor,; ■ lo . n Francia y legalizado por las autoridades francesas 
y el cónsul argentino, debe tenerse por auténtico. 

Que en vista de rato, y habiéndose aceptado implícitamente 
la legalidad del poder acompañado, pues no ha sido argüido de 
faUo, debe éífe ser tenido c uno bastante i lo* -fectos de com- 
probar la personalidad del apoderado. 

Considerando respecto déla excepción de arraigo : Que en 
el presente juicio, dada su naturaleza y objeto, la única conde- 
nación en que podía incurrir la parte demandante sería la de 
las costas del juicio. 

Que por esta raaon no procede dicha excepción, déaonérdo 
con la jurisprudencia de la Suprema Corte Csérie 4\ tomo 10, 
página 380 y otras), en virtud de la cuál aquel alto tribunal lia 
declarado que, no habiendo más responsabilidad que por las, 
costas y estando éstas garantidas non el nombramiento do un 
procurador no debe hacerse lagar al amigo. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dictaminado por 
el ministerio de menores, fallo : no haciendo lugar, con costas, á 
las excepciones opuestas por el representante de la empresa de- 
mandada, la cual deberá contestar derecha mente la demanda 
en el término legal. Repónganse las fojas. 

Ayustin Urduiarrain. 
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talla 4. •* »«pr«M>B Carta 

Buenos Aires, Agosto 17 tie 1899. 

V^tos y Considerando, respecto de la escepcinn de insufl- 
en- nci a del poder de foja primera : 

Que en la transcripción, deldocumento habilitante se observa 
que éste no contiene ni el nombre ni la firma de la persona á 
quien se atribuye el cargo de cónsul de la República en Turíu, 
según se vé ti fajados vuelta, lo que basta para no haber por de- 
bidamente legalizado el mencionado instrumento habilitante. 

Que por otra parte, el decreto de Mayu de mil ochocientos 
oehenta y ciato sobre autenticación de documentos público* 
procedentes de otros países ó destinados á ellos, lispono en su 
artículo segundo que desde aquella fec'ja se considerará como 
suficiente lalegalizajion hecha por el ministro de Relaciones Ex- 
teriores en los documentos relativos á artos otorgado* en otro 
país y que deben hacerse valer en la república. 

Que ese decreto no be opone a la ley de organización consu- 
lar nial decreto reglamentario de la misma, porque nada pres- 
cribir] sobre legalización de instrumentos de ó para el extran- 
jero. 

Considerando en cuanto¿ la excepción de arraigo: Que la ma- 
ní testación del apoderado Funrouge, de que el mandato á él con- 
ferido sirve á garantir al >lemundado de las eostas que el juicio 
le causare y á cuyo pago fuera condenado el demandado, im- 
porta asumir la obligación de pagar las costas en su caso. 

Que con esto husta para llenar los propósitos de la ley de 
procedimientos eu su artículo setenta y cuatro. 

l'tir estos fmil. tinentos se revoca el auto apelado de fojacu.t- 
renti y siete en cuanto no hace lugar á la primera de las ex- 
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capciones consideradas, la que se declara procedente ; y se con- 
firma en cuanto á la de arraigo en la» condiciones expresadas 
en esta resolución. Las costal del incidente se pagarán en el 
urden causado, quedando así sin efecto !a condenación contra 
el demandado, contenida en et citado auto. Notifiquese con el 
original v, repuestos loa sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL UUK. 
— OCTAVIO BUHGE. — JUAN E. 
TOhltENT. — O, HAHTINEI. 



Don Cartas .Haackwite contra ta compañía de tas Obras de 
Salubridad det /(osario, por cobrada honorarios tj arbitraje ; 
sobre los puntos d someterse á la resolución arbitral* 

Sumario. — Convenido por las partes en somete r la cues- 
tión entrv ellos suscitada al juicíu de arbitros, los puntas qui; 
deben s»-r materia de la resolución' de éstos son los expresados 
en la demanda y en la respuesta. 



Caso. — Dan Josó A. Casado, pmfel ingeniero don Cirios 
MascbwiU, se presentó al juzgado federal del Rosario deman- 
dando á la compañía Obras de Salubrid.id, por el pago de bono- 
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rarios debidos á su mandante nomo arbitro, por parte de esa 
compañía, en el aauntoeon la Municipalidad, relativo á las obras 
de cloacas y desagües. 

Después de relacionar los trabajos del señor Alaschwitz, la 
naturaleza del asunto y su importancia, pidió que si* intime al 
representante de la compañía manilieste si está ó no conforme 
con la cuenta de tíO.OOOpesus oro sellado, debiendo señalarse 
pura el caso de disconformidad una audiencia á la que deben 
comparecer las partes con A objeto de nombrar arbitro* qu<* 
fijen los honorarios devengados, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 1627 del Código Civil. 

lil representante de la compañía demandada, evacuando el 
traslado que se le 000 fi rió, expuso : que negando la importancia 
que el acior atribuye á los servicios cuyo pago *e demandan, 
y sin perjuicio de las razone* que someterá oportunamente á 
los árbitros, manifienta su absoluta disconformidad con la 
cuenta presentada, y se adhiere al pedido de ar hit raje formu- 
lado por el demandante para la lijacion de los honorarios que 
le correspondan. 

El juez convocó á las partes á audiencia rerbal para nombrar 
árbitros y formular el respectivo rompromiso. 

El día designado para la audiencia i-omparecieron las partes 
ante 8. S. representa las, el actor, por el procurador José A. 
Casado y su abogado el do t'*r d..n Nicanor de Elía, y la de- 
mandada por el señor Juan H bert Oreen y su abogado el doctor 
Juan M . Cufferata, el primero el señor Cirio* H tschw itz, re- 
ciño de la cnidid de U ienos Aires, y la segunda la compañía de 
Obras de Salubridad del Ro-ario, co ( . asiento en esta ciudad. 
Abierto el uct<> por el señor juez, tos «om parecientes, de coman 
ncuerdo, expusieron: que acordaban designar dos árbitros, puesto 
el uno por la parte actora, el otro por ]a demandad», quienes 
nna *el aceptado el cargo, designarían el tercero, dentro del 
término de 20 días. 
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La actora designó arbitra de su parte al ingeniero señor Luis 
A. Huergo, y l« demandada al ingeniero <l m William GaWey. 
el pri mero con domicilio en La capital federal, y el segundo en Ja 
oí u dad de Montevideo, República Oriental. En este estado, no 
habiéndose puesto de acuerdo las partes *<.bnlos puntos que de- 
bí m ser sometidos á la resolución arbitral proponiendo la parte 
aerora que dicbo punto no fuese otro que la fajaron de la retri- 
bnaon del demandante en lo* términos de la demanda y la con- 
testación y el demandólo que pudieren los mismos Arbitros re- 
solver en áti sentencia ¡sobre los puntos que sometieran á su fallo 
en los escritos que se habí» convenido presentar, por una yotra 
p.irte después de constituido el tribuna), dentro fe loque es el 
objeto del pleito, dando toda la amplitud posible ¡I La defensa de 
los derechos de amba., partes. U que oido por S. S. resolvió : 

Que tratándose de un juicio de arbitraje forjado y estando 
trabada la litis contestación por el escrito de foja 17, los pun- 
tos sometidos al arbitraje son los consignad os en el perito de 
foja 5 y el de la conte ta' ion indicada, de foja 17. 

La parte de la eompañía de Obras d Salubridad iJemandada 
dijo que apelaba de diuba resolución unte la Suprema Corte, la 
queoida por el señor juez la concedió en relación, mandando 
Si' elevaran Ioí> autos al superior. 

Con lo que terminó el actn y prévia lectura y ratilicaeion íir- 
mn S. S. y los rompureoientes pi»r ante mí, de que doy fé. 

®$$/m*~N. <U> hila. - Juan V. 
Ótiflkmm . - imá. Casado. - ./. 
fíerberi 
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Baettti Aire>, Agosto 17 de IM¡*. 

Vistos: Habiéndose contenido por tus partes en el someti- 
miento á arbitraje de la cuestión a que este asunto se refiera, 
expresada en la demanda de foja üinco y en la contestación de 
fú|« catorce, se confirma, con - ostas. la resolución apelada, con- 
tenida en el acta rio fnja veintiún. Notifique*.- <>on el original, 
y, repuestos Ins rhIIo*. devuélvan«-. 

Bfc,tJAHIM PAZ. — ABEL BAMN. — 
OCTAVIO BUNGE. - 1ÜAN B. TO- 
HRtWT. — H. MABTIHEK, 
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Don Hermana Fuitstrom contra el Manco Hipotecan» Nacional; 

sobre daños u perjuicios 

Sumario, — El Banco Hipotecario Nacional, que sin su cul- 
pa ee ha encontrado en la imposibilidad legal de escriturar y 
entre gar la cosa vendida mmad latamente después de la venta 

y ha cumplido con esa obligación una vez cesada la imposibi- 
t. mi i0 
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lidad, escriturando y entregando la cosa ai comprador, que la 
reoibió síu reserva de acciones, ni protesta, no está obligado á 
indemnizar á éste los perjuicios que pueda haber sufrido por la 
demora, ni á abonarle loque el mismo comprador haya pagado 
para hacer cesar la i m posibilidad. 

Caso. — Resulta del 



r»l|* «leí Ja» Federal 

Buenos Aires, Octubre 8 de 1897. 

Y vistos estos untos seguidos por don Hermann Fullstrom 
contra el lianco Hipotecario Nacional, por cobro de pesos : 

liesnlta : 1* Que á foja 5 se presenta Fullstrom exponiendo : 
que el 22 de Agosto de 1895 compro al Harto*) ilipoí ^cario Na- 
cional, un remite público, por I» sumada 405.065 pe-os con 50 
centavos moni-da nacional, el ingenio denominado < San An- 
drés * 3 situa't i eu la provincia de Tu< unían, entregando como 
seña en el ae.to del rem;ite, la cantidad de 30.353 pe¿ o* con 27 
centavos y citándola venta fué aprobada por el directorio, la can- 
tidad de 206.018 pesos con 19 centavos, saldo dé la suma que 
debía pagar en infectivo, pues la propiedad quedaba gravada 
con hipoteca a favor del Banco basta cubrir el precio de com- 
pra, lo que arredila con Jos recibos adjuntos y corrientes A fojas 
i y 3. que era obligación del Banco transferirle el dominio y po- 
sición di' la cosa que te babfa vendido en el estado y condición en 
que éstate encontraba cuando le fué vendida, según el artículo 
1408 del Código Civil, existiendo en el ingenio comprado el dfa 
del remate, caña por valor de 30.000 pesos, libre de gastos, en 



DE JUSTICIA NACIONAL 



perfecta condiciones de cosecha, « aña que, á no dudarlo, tuvo 
en cuenta al pagar el precio que ofreció en el remate, pues 
su cosecha estaba asegurada, desde que la venta se efectuó el 
22 de Agosto y ta zafra comienza en Tucuman eu Junio y con- 
duje pii Octubre, que no obstante las -est iones pe hizo corea 
del Presidenee del Buntu, transcurrió un mes antes de que el 
remate fuera aprob Jo, habiendo iniciado n nefas gestiones, 
después de aprobaba la venta y [vagado el prerio habiéndole sa- 
ber al lianco que los antiguos propietario* del ingenio extraían 
□V éste, sin derecho, enseres j útiles, que la cosecha, perdida 
ya en su mitad por el abandono y iranscurso del tiempo iba á 
perderse en su totalidad si *e dejaba correr ocho días más en la 
misma situación y para evitar en lo posible mayores perjuicios 
solicitó inútilmente que se le autoiizura á poner por su cuenta 
un cuidador de las existencias del establecimiento y eosechar la 
caña que todavía estaba eu pié, asKooioque aele escriturara la 
propiedad y se le diera la posesión sin que hasta la fecha de 
ta demanda haya obtenido ni una ni otra cosa, hallándose per- 
dida la cosecha; que p.*r los motivos expuestos eree llegado el 
caso de demandar al Banco Hipotecario Nacional pura que dé 
cumplimiento inmediatamente á las obligaciones que te com- 
peten como vendedor; A súber : entregar la cosa libre de toda 
otra posesión, eu «1 estado que tenía ruando la vendió (ar- 
tículos 1408 y 1409 del Código Civil), entendiéndose que en 
relación & la cosecha de! año del remate, ia obligación que 
demanda se refiere si valor que tenía la caña en pie el día del 
remate; ha daños y perjuicios que la demora le ha ocasionado 
y los que se le ocasionen en adelante. 

2 o Que corrido traslado de la demanda, H Banco manifiesta 
que, como lo dice el actor, es verdad qno el día 28 Agosto de ese 
año se efectuó el remate del ingenio de Ja referencia y adjudi- 
cado al demandante como mejor postor, por la suma que expre- 
sa «n el escrito de demanda, habiendo sido satisfecho el precio 
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de compra en la forma que allí se dice ; que después de ta apro- 
bación del remate, doña Antonia y duna Carmen García, inicia- 
ronle juicio unte el Jue»de sección deTucuman, por nulidad de la 
hipoteca, en razón de quu siendo ellas condominas en el ingenio, 
no habían suscrito esta obligación; que habiéndose tenido noti- 
cias de que esc juicio sería iniciado, dio conocimiento de esta cir- 
cunstancia al adjudicatario señor Fullstrom, ofreciendo le la es- 
crituración del ingenio, entendido que el comprador tomaría á 
mi cargo, ■-niño debí.i ser, Las consecuencias del pleito sobre nu- 
lidad de la obligación hipotecaria; que entretanto y desde que se 
realizó el remate, no dejó de tomar las medida?» necesarias para 
la conservación del ingenio y sus dependencias, cotón resalta 
de las copies que acompaña y que curren á fojas 14 y 17, no 
<ubi¿ndo!c responsabilidad algunas!, no obstante su diligencia, 
la propiedad se li ubieso desmejorado ó disminuido de valor por 
¡idos de terceros; que la demanda se basa en el falso concepto 
de que ha Tendido una cosa propia, cuando so rerdaderu carác - 
ter en el negocio ha sido »1 de intermediurio, el de mandatario 
délos propietarios del ingenio, pues que cuando remata un bien 
que ba sido hipotecado, procede en virtud de la facultad qne 
el deudor I ■ acuerda en el contrato hipotecario, en cumplimien- 
to del artículo 46 de su ley orgánica, que constituye un inún- 
dalo de carácter irrevocable, por ser condición de ese contrato, 
y un medio de cumplir la obligación contraída; que Vendien- 
do el ingeniaba cumplido el mandato, ejecutando un derecho 
que surge del contrato con los dueños del bien hipotecado, ha- 
biéndolo hecho en el caso, con entera corrección, enajenando 
la cosa materia del mandato en el estado y condiciones en que 
lo poseían sus mandantes, de tal mudo que, si los títulos invo- 
cados por ésti fu« ruu defectuosos y ello ocasionara perjuicios al 
comprador, la satisfacción de esos perjuicios en manera alguna le 
correspondería, pues sus poderes debían ser conocidos por aquél, 
por constar CU inslrumeuto publico, de conformidad con una 
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ley de la Nación, que nadie puede ignorar, por cuya razón al 
otorgar escrituras de ventas de inmuebles de sus deudores, lo 
nace en todos los cuso» en nombre de ésto-, nunca en el suyo, no 
contrayendo de consiguiente, otras obligaciones qm* las del 
mandatario que contrata en nombre de su mandante, y no las 
del vendedor, como lo pretende ta demanda ; que en mérito de 
lo manifestado, de que resulta que ha hecho (orlas las diligen- 
cias necesarias para la conservación de ta cesa hipotecada ven- 
dida al demandante y que al efectuar lo venta ha obrado en su 
carjcteT de representante de los deudores hipotecaríoi, sin más 
responsabilidad que la que pesa sobre los mandatarios, pide al 
Juzgado el rachazo de la demanda. 

3° Que abierta la i^atiaa á prueba, se ha producido la que 
expresa el certificado del actuario, de fojas 131 á 472, 

¥ considerando : 1° Que satisfecho el primer objeto de la de- 
manda, lo que i la escrito ración se refiere, sólo queda resolver 
la cuestión de responsabilidad por los daños y perjuicios que se 
le cobra al Banco por tu inejecución de las obligaciones que 
como á vendedor le correspondían. 

2 o Que el fundamento de la presente acción, como se ve por 
las cita- legales de h demanda y se infiere de la argumenta- 
ción que se hace en el alegato de bien probado, es que el Ban- 
co al proceder al remate del ingenio azucarero comprado por el 
actor, ha obrado como vendedor, <*on todas las obligaciones y 
responsabilidades propias del mismo y no en el carácter de 
mandatario, como sostiene el demandado. 

3* Que en presencia de los término* de la escritura pública 
de venta, corriente á foja 157 vuelta, es evidente, indudable, 
que el Banco no ha contratado esa transferencia en el carnVter 
de vendedor. En efecto, en esa escritura se establece clara y 
terminantemente que el establecimiento re matado es de propiedad 
de los deudores del Banco señores García ; que la venta la verifica 
el demandado, de acuerdo y en virtud del artículo 40 de su l»y 
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orgánica, por cuenta de su* dueños, en cuyo nombre transfiere 
ni comprador la propiedad de la cosa, ú quienes desiste y aparta 
de su dominio]? posesión y obliga n la eviccion y saneamiento 
pA* Que <'<tudiaudo separadamente eatas cláusulas de la escri- 
tura j Ja situación del Banco en el contrato de venta, se Te que 
no sólo no ha entendido éste intervenir orno Tendedor, sínú que 
le ttrt legalmente imposthle hacerlo así. El reconocimiento -le 
propinad hecho por el Banco en fW de sus deudore,, impor- 
taba (a decoración solemne da que no era propietario de! obje- 
to del contrato y su acepta. ¡..n por parte del comprador signifi- 
caba que no entendía comprar del Banro, s i„ó o> 8IJ3 
los dend 0res de éste, pues d, otro modo se llc-arfa i la .-onclu- 
síon, inadmisible en el caso su^judicv, de que tanto el vendedor 
como el comprador celebraban un contrato do eompra-venta de 
cosa ajena, con las consecuencias de -su prohibición (art. 1329 
del m Civil), o bien de que declarando el Baño que vende la 
cosa en nombre de sus dueños y entendiendo el comprador qui- 
la compra de aquél, no ha habido contrato por Tatú de acuerdo 
de voluntades. 

5" La enunciación de que la venta *e hace de acuerdo y en 
virtud del artículo 4fide la ley orgánica leí Banco, corrobora 
Ja conclusión del tercer considerando; es decir, queésteno ha 
obrado remo vendedor. Kn efecto, esa disposición autoriza al 
Banco á poner en remátela cosa hipotecada cuando el deudor 
se ha colocado en tal situaron respecto del mismo; pero esa au- 
torización sólo importa la supresión de trámites y procedimien- 
tos jiidieide*, para la mas prorrta realización d- 1* bien, sin que 
en ningún caso pueda tener el alcance de modificar las dis- 
posi iones fundamentales leíale* que rigen ta hipoteca. La ley 
mullica del Banco Hipotecario Nacional es una ley de excep- 
ción, de privilegio, y por lo tanto de aleance e interpretación 
restrictivas, que no pueden alterar las ieyes de fondo sioó en 
aquello que eipresamente así se establece ; por lo que, al permi- 
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tir al Banco que ponga - n remate una propiedad hipotecada» 
cuando so dueño, el deudor hipotecario, deja de hacer Untos 
servicios, debo entenderse que es con sujeción estricta á la» dis- 
posiciones legales sobre la hipoteca y compra-reata, desde que 
esa autorización tío ra inás allá de eximirlo de ta obligación que 
tiene indo acreedor hipotecario de s< gusr un juicio para el co- 
bro dtí su crédito, cuando eu la correspondiente escritura nada 
s<> ha establecido sobre la fonn i del « obro, ó I ■ solicitarlo délos 
jueces, cuando se lia convenido en suprimir los trámites de un 
juicio. La hipoteca en f iv-ir dtíl Banco, cotno contr ito en que se 
1h reconoc-? t-ate derecho real, tien ,j la ini>ma naturaleza jurí- 
dica y está sujeta ¡i bu mismas disposiciones legales que la hi- 
poteca entre particulare> ; ahora bien, la hipoteca es un dere- 
elia real sobre inmuebles que continúan en pudrí- del deudor; es 
decir, un derecho rea! especial, que no le quita al deudor la pro- 
piedad de la cosa sobre que se baila constituí la ; y por lo tanto, 
qut- no I» transloTe al acreedor (urt. 3108 y 3157 y comenta- 
ríos del i^odincadni). Entonces, pues, el Banco Hipotecario no 
ha po lido legalmente, al proceder al reinal e del ingenio cSau 
Andrés» vender en carácter de propietario sinóde acreedor hi- 
potecario, y como lo ha hecho en virtud d<* su ley orgánica, 
que ii<> le acuerda más facultades, fu -ra de la supresión de los 
trámites judiciales, que lis qac el Código Civil acuerda a¡ 
acreedor hipotecario en general, resulta que al rematar el inge- 
nio ha procedido y hecho uso del derechu que le acuerda la ley 
(véase comentarios del Codificador al art. 3108). 

6° Que la enunciación aceptada por el actor de que el Baneo 
desiste y aparta á sus deudores del dominio y posesión de la co- 
sa vendida, prueba acabadamente qne éste no ha procedí o co- 
mo vendedor y que así lo entendió el comprador, desde que de 
ta) desistimiento sólo son capaces jurídicamente los dueños 6 
propietarios, y el Banco m io era, según queda establecido en 
el considerando anterior. 
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7° Que Ja cláusula consignada en la escritura uV que el Ban- 
co ubliga ásus deudores, respecto del comprador, á U eviccion 
y saneamiento, confirma esta solución, pu«*<iue su consignación 
de una manera expresa revtdaá la* Waras la voluntad del Bau- 
oo de no contraer esas obligaciones y de uo cargar con las res- 
ponsabilidades consiguientes; y es r ibiúo, por m (fe derecho 
«preso, que tales obligaciones contrae el vendedor, aun cuan- 
do así uo se establezca en la escritura (art. 1411 d^l Cód. Ci- 
vil). Ahora bien, entre los daños y perjuicios que se le recla- 
man al Banco, provenientes de la falta ó demora en la ejecución 
de las obligaciones que se le atribuye por la demanda, está la 
devolución de 30,000 peses del precio de cumpra, por dismi- 
nución de valor en la cosa comprada, ó lo que es lo mismo, el 
ejercicio de la acción de saneamiento que corresponde al com- 
prador contrae! vendedor, cuando uo entrega la cosa rendida ó 
toda la cosa vendida, pues que en el caso mb-judice se dice en 
la demanda que ae rompni el ingenio con caña en pie y quu no 
se ha entregado ésta. 

8 Ü Que si bien es verda l que esa escritura publica no es el 
contrato, sino su forma y la prueba de su celebración, también 
lo es que enunciaciones úe la naturaleza de las que se conside- 
ran, afectan ú la eiisteiieiu misma de aquel, pues que se refie- 
ren directamente al consentimiento de las partes contratantes. 
Así aun en el supuesto de que el Banco hubiese firmado un 
boleto de u nta á su nombre, sin referirse absolutamente á los 
propietarios del ingenio, sus deudores, la escritura pública de 
loja.,., dados los términos en que se baila concebida, ñjaría y 
i stoblecería de una manera definitiva y concluyente el carácter 
en que intervino en el contrato : primero, porque en ella, de un 
modo expreso y categórico, se deslindan responsabilidad, atri- 
bu Yéndose y aceptando las que legalmente corresponden á cada 
uno de los contratantes, según et rol que en él desempeñan ; 
segundo, porque la naturaleia de los hechos realizados no ad- 
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mit« el desconocimiento de sus consecuencias legales, siendo 
esos Lechos la venta y escrituración de un bien hipotecado, 
Tendido en pública subasta ii tos efectos di satisfacer un cré- 
dito, en lafortn;i j modo que por la !ey de fundo y especial del 
Banco debe hacerse, las qw> sólo autorizan al acreedor ¡i hacer 
Tender la cosa hipotecada para pagarse, sin acordarle, bu nin- 
gún momento, derechos de propietario. 

Lo mismo debe decirse de los recibos otorgados por el tí anco 
desde ano el remate se veriliea por su sola orden. Si el remate 
se hubiese verilieado por urden de la autoridad judicial, como 
acontece ruando el acreedor hipotecario no es el Banco, el reci- 
bo del precio ó producto de la operación no lo habría dado el 
deudor, como parece que debiera ser á juicio del actor, j ara 
que la venta fuese por so cuenta, ni tampoco el acreedor sinó 
que sería depositado i. la urden del juez que mandase rematar 
el bien ; sí el Banco Hipotecario Nacional otorga esos recibos 
á su nombre, es porque ¿I ordena La venta y él recibe el preeio 
pero fodo por cuenta de su deudor, pues que el objeto y tiu de 
esa venta es el de pagarse á sí mismo la deuda hipotecaria. 

9" Que por otra parte, el Banco no ha podido legitímente 
contratar en el caso romo vendedor, si se considera por un lado 
la forma en que por su ley orgánica debe proceder á los remates 
de los bienes hipotecados y las facultades que ésta le acuerda, 
y por otro, los principios sobre que descansan las obligaciones 
condicitnales en los contratos bilaterales. Por la ley orgánica 
el Banco se reserva la facultad de aprobar ó desaprobar el re- 
mate, ó lo que es lo mismo, se reserva el derecho exclusivo de 
declarar existente 6 inexistente el contrato, obligándose condi- 
cíonalmen te ¿entregar la cosa ; facultad y derecho incompati- 
bles y en pugna con el artículo 542 del Código Civil, que aia- 
tetiia y condensa los principios que rigen las obligaciones 
condicionales. En efecto, la aprobación del remate por el Di- 
rectorio del Banco es una condición que hace depender absohi- 
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ta y exclusivamente de ta voluntad ríe éste la fuena de la 
obligación de escriturar la venta y transferir la propiedad de 
la cosa, desde que á la aprokn ion del remate no hay vínculo 
de derecho que lo obligue, tumo en el caso puesta por el codifi- 
cador. El directorio aprueba el remate si ello no causa perjuicio 
al Banco, ó eu otros términos, si se ba verificado en las condi- 
ciones estable cidas por et mismo, teniendo en consideración 
so i propi 13 intereses, en una palabra, al aprobar o desaprobar 
un remate no se ve solicitado por otra consideración que la do 
sos propias conveniencias, de (al modo que la desaprobación, 
presuntivamente perjudicial eu todos los casos para el compra- 
dor en remate, nu le obliga actualmente en sentido alguno. 
Una venta, pues, en tales condiciones no tendría efecto, por ser 
nula la obligación que entraña. 

10 u Que los elementos de convicción que ofrecen estos autos, 
como la escritura pública de la referencia y la ley orgánica del 
Banco inducen á resolver que éste lia intervenido en el contrato 
dé venta del ingenio « San Andrés », de propiedad de sus deu- 
dores, en alidad de representante del mandatario de éstos. 
Así, en aqUel instrumento público e! Banco se manifiesta en 
todo obrando á nombre dé los dueños del ingenio, en virtud de 
la facultad que le acuerda su ley orgánica de vender la cosa 
hipotecada á mimbre He su dueño, lo que viene á constituir ¡in 
mandato legal , con cuya conclusión está de acuerdo la juris- 
prudencia al respecto. 

f 1 Que teniendo por fundamento esta demanda las respon- 
sabilidades en que incurre el vendedor que no ha cumplido en* 
loramente sus obligaciones de tal y estableciéndose que el Ban- 
co un lia contratado .■<m d actor como vendedor, aquella falla 
por su ba^e. 

12? Que la presente acción es igualmente improcedente con- 
tra el Banc<», considerado como mandatario, pues que al desem- 
peñar el mandato tácito que su ley orgánica le confiere al 
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facultarle par» Tender la cosa hipotecada, declara expresamen- 
te que lo hace á nombre y por cuenta de sus deudores, lo que 
le coloca en las condiciones del mandatario que contrata á nom- 
bre de mi mandante, libre por lo tanto de obligaciones oon re- 
lación á terceros el comprador, e:> el caso sub-judia* (artículo 
1930 f Código Civil). 

Por estnB consideraciones y las coocord antes del escrito le 
toja 40, definid vam-nte juzgandu, fallo : que debo absolver 
como en efecto absuelvo al Banco Hipotecario Nacional de la 
presente demanda, fin especial coadunación en costas, por no 
haber mérito para ello ; dejándose activo ni demandante las 
acciones que puedan cor responderle* contra los deudores del 
Banco como mandantes de éste, en la venta d<d ingenio « San 
And rés *. 

llágale saber original, y, repuestos los sellos archívese el 
••xpediente, si no fuere anidada esta resolución, 

Así lo pronuncio y muido, en Buenos Aires, Cupitül de la 
República Argentina, fecha ut sitpru. 



Vistos: Kesulta: Que según lo reconocen ambas partes d»n 
Hennann FulUtrom compró en remate pi'blico, con fecha vein- 
tidós de Agosto de mil ochocieut»s setenta y cinco, al Banco Hi- 
potecario Nacional el ingenio azucarero denominado « San An- 
drés», situadoen la provincia de Tucuman, y puesto en venta 
por dicho Banco para el pago de un crédito hipotecario que to 
afectaba. 



/'. i Marchen y Álúorta, 




Du.-H0f= Aires, Agosto 17 de 1899. 
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^ue es también un bocho reconocido por ambas partes, que. 
aprobada por el Di rector Lo del Banco la venta, Fullstrom entre- 
gó á éste con Techa veintitrés de Setiembre del mism> año, la 
cantidad adeudaba, correspondiente al saldo del precio ofrecido 
en el remate. 

Que Folistrom, fundado en estos hechos, dedujo Ja demanda 
de foja cinco, alegando que el precio ofrecido por su parte, al 
realizar la compra mencionada, fué teniendo en cuenta el valor 
di- la caña que eiistín parada en ••! establecimiento, el dia del 
remate, cuña que se avalúa en la suma di* treinta mil pesos 
moneda nacional libre de gastos, y que dice no pudo utilizar 
P'i haberse pasado el tiempo de la cuseeha, gin conseguir, ú pe- 
sar de sus reiterada^ exigenci is, que el Hunco le hiciese inme- 
diata i utreg i del establecimiento, como era de su obligación 
liaeerIo;y considerándolo responsable de los daños y perjuicios 
que por ello se le habían seguido f se Le siguiesen, pidió que 
fuese condenada: primero, ú entiegarle la cosa libre de toda 
otn posesión, en el estado que tenía cuando la vendió, aten- 
diéndose ron relación á 1¡i cosecha ile la caña que ta obligación 
que demanda se refiere al valor que tenía la caña en pie, el di a 
del remate; segundo, al pago de los daño** y perjuicios que la 
demora te había ocasionado y le ocasionase en adelante; y terce- 
ro, al pago de todas las costas. 

Quu contestando la parte del lia tu o e>ta deauudi, pidió su 
rechazo con costas, exponiendo : que después déla aprobación 
del remate, dona Antonia y doña Carmen García iniciaron, en 
calidad fie eondóininoü del ingenio «San Andrés» con lo^ que lo 
hipotecaron al Bañen, demanda de nulidad de la obligación hi- 
potecaria, por no haberla suscrito ellas y porque constituida so- 
bre todo el inmueble, por aquellos, era completamente ñuta. 

v¿ue antes de formalizada esta demanda, tuvo el tíanco noti- 
cia de ella, J entónees, como después de presentada, dió conoci- 
miento á Fullstrom, ofreciéndole la escritura de la Tenta reali- 
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zadu en remate, siendo entendido que el comprador tomaría ¡í su 
cargo ¡as consecuencias de ese juicio. 

Que mnguna responsabilidad correspondía ai Banco por los 
deterioros que ta propiedad sufriera por actos de terceros, ha- 
biendo tomado la» medidas necesarias p¡ira su eniis-rvat ion, co- 
mo las tomaron otros acreedores, uno de los cuates consiguió 
que Ja autoridad judicial nombrara depositario del ingenio al 
mismo Fullstrom. 

Que el Binco, como manda tu rio de los deudores hipotecarios 
y en cumplimiento de facultades dadas por éstos y por la ley de 
su creación, al proceder á la venta del ingenio « Sao Andrés i 
ha cumplido con entera corrección los deberes de mandatario 
vendiendo la esa materia del mandato en el estado y condicio- 
nes en que la poseían los mandantes, y que «i el título invoca- 
do p..r éstos fuese defectuoso y ello ocasionara perjuicios al 
comprador, la satisfacción de esos perjuicios en ningún caso 
corresp mderfa al Banco, M0» poderes lian debido ser conoci- 
dos por él comprador, porque constan en un contrato a lebra- 
do por instrumento público, de conformidad con disposiciones 
de una ley de la nn«ion, que nadie puede pretender ignorar. 

Que el Banco, liualmente, al otorgar las escrituran de venta 
de inmuebles de Sus deudores, lo ha hecho en todos los caso* en 
nombre de éstos, nunca en nombre propio; do consiguiente, no 
eontrae otras obligaciones qu» las del mandatario que contrata 
en nombre de SU mandante y que corresponde ai vendedor, no 
siendo, por lo mismo, responsable por los cargos hechos por el 
actor. 

Que puesta La causa á prueba, las partes produjeron la que 
CTeyerou conveniente. La de Fullstrom alegó sohre su mérito 
presentando la lista de perjuicios que se registra á foja ciento 
veintidós vuelta y ciento veintitrés, por valor de doscientos 
cuarenta y cuatro mil cuarenta y un pesos con cincuenta y tres 
centavos n'oueda nacional, y la del Bairo se limitó á propnner 
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ú la del demanfante las posiciones de foja dentó treinta y cin- 
co, que fueron absueltas nürmativameute, quedando acreditada 
por su int-dio, que FullsLroin acept6 con fecha veintitrés de 
Abril de mil ttlioBientu» noventa y seis la escritura de venta 
cuya copia se ha insertado en dichas posiciones, y que el Banco 
le otorgó de la^ propiedad^ remata-las en veintidós de Agosto 
-Han, anterior, transmitiéndole el dominio de ellas á nombre 
d« sus deudores hipotecados y ríe doña Cárrnen y doña Anto- 
nia García, que retiraron su demanda y ratearon la obliga- 
ción hipotecaria de aquéllos. 

Que habiendo ard finado el jtu», para mejor proveer, que S e 
agriara á los autos tina i¡Gpi« autorizada dt- esa escritura, dic- 
tó después de cumplido au autu, la sentencia apelada de' foja 
ciento ochenta, por la buál absuelve al Banco sin especial con- 
denación en coatas, de la demanda de Fullstrom, dejando á |ste 
ú salvo tas accione, que puedan correándole contra los «leu- 
dores del Banco, cuino mandantes de este mismo. 

Considerando ; Qoe al proceder el Banco Hipotecario Nacional 
ü la venta dt- !os inmuebles que le son hipotecados para W pago 
de los créditos que «e le ordenan, obra rio súlo en ejen i.-i,, d« 
tas facultada que al , fecto le acuerdan sus deudores, si»ó tam- 
bién en su propio interés y en uso de las facultades que le Con- 
fiere su ley orgánica. 

Qne con tul motivo, el Banco se halla directamente obligado 
a cumplir los deberes qne la ley impone al vendedor hasta dejar 
^consumado el contrato, sin que pueda eludir el cumplimientu 
d« esos deberes, alegando que ha procedido a Inventa como 
mandatario de sos deudores, según así lo ha declarado esta .Su- 
prema Curte en la sentencia que se registra en el tomo sesenta 
v cuatro, pagina doscientos sesenta y tres de sus fallo- y en la 
cau-a que recientemente se ha fallado y q U , ha 8t > g , (id(> COnt| ;l - 
i I mismo Banco la sucesión de d*m Juan X. Feri 
devolución de cantidad depesos. 
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Que si hubieran de juzgarse, en el ca^o 
ponsabilidades del Banc», de conformidad co» la jurispruden- 
cia establecida por usta Suprema Corte en tos fallos anies cita- 
dos, y .in tomar en cuanta Jai oircnnatan«¡aa especiales té) caso, 
es cierta e incoo testabh*qu.- la demanda de, FutUtrpmsería jus- 
ta y procedería en lo referente á la entrega que pidió se le In- 
fiera -Id inmueble r.-maiado, j á la indemnización de los daños 
y perjuicios que se I»» hubiesen sYguirto por t-ulpa imputable tí] 
Baitieo; pero no .-s menos cierto también, que las circunstancias 
especiales del cuso ban justificado la resistencia de dktm Ban- 
co :i realizar ta entrega . { ue se le pedía y ú reconocerse ot 
a pagar por ello indemnización de daños y pérjuioios, 

Que para demostrar la verdad de esa Lésis basta observar 
qmr! los dos dias de oblado por Kullstrom el precio de la venta 
en la tesorería del Banco, doña Carmen y doña Antonia García, 
como condomino del establecimiento San Andrés, reclamaron 
de su venta ante el juez de seccmn de Tuctiman, entablando 
contra et Banco demandada nulidad de la obligación hipoteca- 
ria, según consta del certificado de foja ochenta y énifcró vuel- 
ta que expidió el secretario por cuya oficina se inició esa de- 
manda. 

Quedado este hecho v reconocido eomo ha sido por Full>- 
trom, en estos autos, el carácter de condominos de las deman- 
dantes como también que uo suscribieron Ja obligación hipóte- 
- aria por la cual se procedió á la venta deque -e trata, hoy que 
aceptar como consecuencia necesaria y lúgiea de <>stus premisas 
la conclasion de que esa demanda colocó al Banco, >¡ n culpada 
su parte, en ta imposibilidad legal de cumplir la obligan™ de 
escriturar y entregar a! comprador el inmueble rematado; por- 
que es evidente que nO puede trasmitirse válidamente la propie- 
dad de una cosa, sin la autorización ó el coneursu de voluntades 
de todos sus condóminos, y porque no puede sur ¡nieutubte al 
Banco, como acto que es de tercera persona, tal demanda, no 
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habiéndose tampoco probado que acept ara la hipoteca de todo 
el inmueble y que lo sacara á remate, sabiendo que todo él no 
perteneciera a* sus deudores, ó que no creyese de buena fe" que 
éstos fuesen sus único* dueños, para hacerlo en su mérito res- 
ponsable im la faltií de cumplimiento ríe sus obligaciones de 
Yendedo.. 

Q»e siendo á*e es preso ricrei-.lio, con arreglo :i la disposición del 
artículo quinientos once del Código OMI, que el deudor ile la 
obligación sea responsahh- de los daños y perjuicios, cuando 
por culp:i propia ha dejado de cumplirla, rluro es que, ti contra- 
rio sensu. según la misma disposición, -d líanco Hipotecario, 
como deudor délas obligaciones anexas :í su calidad de vendedor 
por razón de la venta en remate IH ingenio de « San Andrés », 
no es responsable para - on Fullstrotn y tiene que ser absuelto 
de los dan o o y perjuicios que éste ie demanda, ruando según se 
ha demostrado dejó de cumplirlas >in culpa de <o p..ite. 

Une ;i esta nii-inn ronrl usiun bay qm* ámbar, aun teniendo 
presente el he*-ho de que, añilando este pleito y por taabrr los 
señores G-ircta retirado su demanda de nulidad de obligación 
hipotecaria que habían dedueid.i contra el líand, y ratificado 
erpresamente la que sobre el establecimiento i San Andrés » 
constituyeron sus otros ron dóminos, según se acredita por el 
contexto de la escritora publica de foja ciento cincuenta y siete 
vuelta, pudo dirbo Banco otorgar ésta n favor de Fiillstrom, 
aceptatidn este mismo la venta que m> le hizo de aquel estable- 
cimiento, en veintidós de Agosto de mil o. horirutos noventa y 
cinco, sin variar las condiciones en que se realizó el remate y 
dándose por recibido de aquél sin salvedad de acciones ni pro- 
testa alguna de su parte. 

Que en tai virtad es evidente que don Kermami Fullstrom ea- 
rece absolutamente de derecho para pedir conira el Banco la- 
indemnizaciones que le demanda, ya -e considere la petición ti - 
lativa al valor de la caña en pie. que se perdió y no pudo por lo 
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mismo cosechar, ya la que se refiere A la cantidad ae sesenta y 
siete mil pesos moneda nacional en que dice que comprV á Jjs se- 
ñoras García su desistimiento de la demanda de nulidad y que 
incluye, en su alegato -le bien probado, en la* indemnizaciones 
que reclama del Banco. 

No tiene derecho á lo primero porque el hecho de haber el 
Banco extendido recien á favor de Fullslrom, en veintitrés do 
Abril de mil ochocientos noventa y seis, la escritura de venta, 
no destruye las consideraciones antes expuestas para jusuScar 
su faltad*, responsabilidad, por haberle entregado anteriormen- 
te, cuando se le -ligia, la posesión del establecimiento; á lo que 
debe agregarse, qn<> no ha probado r'ulistrom que el precio que 
ofreció en el día del remate fnepa en concepto 'le pagar tam- 
bién con el la caña que había en pi,-, en dicho día, caña que, 
por considerarse ín.lo del establecimiento « S;.n Andrés », no 
podía pertenecería, ni adquirirlo el comprador, sitió cuando 
turnase posesión de dicho inmueble, de corfnrmidad al artículo 
quinientos ochenta y tres del Oódigy Cml, ¡í menos que hubie- 
re sido dicha caña materia de estipulación expresa en OÍ rema- 
te, lo que no se ha acreditado, ni alegado siquiera, por el de- 
mandante. 

Un cuanto al precio que Fullstrom baya pagado ¡í los señores 
García para que desistan le la demanda que tenían e ntablada 
contra el Banco, do es ci Ttamente cantidad cuya reembolso 
pueda ni tenga derecho i reclamar -fe dicho Banco, aun cuando 
la hubiese abonado á aquellos, porque si |o ha hecho, ha «ido en 
interés propio, desde qae te convenía habilitar al Banco para 
que le diese la escritura de venta, concluyendo de ese modo el 
negocio de la compra del establecimiento « San Andrés», y co- 
locándose en el lugar y caso de los señores García respecto del 
Banco, por lo que no puede reclamar de la wnta que él mismo 
ha rat.ificdo, aceptando !a escritura de foja ciento cincuenta 
y siete i Ita. 

Ti 21 
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Por estos fúndame titos, $e confirma la sentencia apelada de 
foja ciento ochenta, con declaración de qui' las costas del jui- 
cio se pagarán en el urden cansado, por loto haber méritu para 
imponerlas al veneidu. 

Notifíquese con el original v» repuesto los sellos, devuélvase. 

ABEL BAZAS — OCTAVIO RUÍIGE. 
— JUAN E. TORHENT. — B. 
MAILTINEZ. 
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íion Teodoro ¡te Hary contra ta compañía de Tierras de Sania 
Fe, sobre citación de eviccion 
competencia* 



Sumario. - Si la provincia citada de eviccion manifiesta, 
ante.-, de catar radicada la cama, que no tiene voluntad de ha- 
cerse parte formal en ella, cesa el motivo de la jurisdicción 
originaria de la Suprema Corte, y deben volver los autos al juez 
federal. 



raso. — Don Teodoro de Hary solicitó ante el juez de i' 
ÍD«tancia de la provincia de Santa Fe, la mensura de un campo 
di su propiedad situado en el departamento San Cristóbal. 
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Practicada la mensura, fué ella protestada por la compañía 
de Tierras de Santa Fe, y el s.ñor de fkry, diciendo que la 
petición de mensura no Importa prórroga de jurisdicción y ea 
que él es extranjero y argentina la eitada Sociedad; declinó de 
jurisdicción y pidió que *e remitieran los autos al juagado 
federal. 

este estado, la Compañía de Tierra* citó de evicoíon á la 
Sania Fe, la que aceptando la ritacion, se hizo 
parte en el juicio ai» deducir oposición. 

El juez provincial mandó pasar los autos al juez federal de 
«anta Fe, y ésfc\ fundado ¿n haberse hecho parte la provincia, 
los elevó ¡i la Suprema Corte. 

Ebta mandó acreditar su jurisdicción originaria, y una vez 
jttstiíieada »e emplazó á la provincia para que deduzca ¡a opo- 
sición correspondiente. 

El doctor Manuel íarlés, en representar ion de la provincia, 
sin formular oposición, pidió se declare que no está obligada á 
deducirla. Eipuso: que la citación de eviccion solicitada y ob- 
tenida, es . ontraria i derecho, pues ella no procede t-n los* jui- 
cios de mensura. 

Que además, el deber que tiene el enajenante de salir a la 
defensa del adquinnte, no importa precisamente la obligación 
de hacerse parte en el pleito en que lia sido citado de eviccion, 
í.inó la de responder al comprador en el caso de que fut ra ven- 
cido en el juicio. 

Que en consecuencia, la Compañía de Tierras no baqn< dado 
desligada de éste y debe continuarlo. 

El representante del señor «le Bary pidió no se haga lugar 
á Jo solicitado pur el representante de la provincia, porque la 
citación deeviecion ya fué aceptada por la provincia y se hizo 
parte, en consecuencia, en el juicio; que el incidente que ahora 
se promueve debió haber sido alegado antes, cuando fué citada 
por la compañía y no puede hacerlo 
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la intervención de la provincia (art. 903, Código Civil), que 
por lo demás, ta citación de eviccion ha sido pedida y obtenida 
oon arreglo á derecho {art. ¿089, Código Civil; Fallos de la Su- 
prema Corte, tomo 42, pág. 181). 
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U ututos Aires, Agosto 17 de 1899 

Vistea: Resultando que la provincia de Sania I-V, por el út- 
g;ino de su representante en el juicio, inani tiesta en el escrit» 
de foja ochenta, que no tiene voluntad de hacerse parte formal 
en la causa, desapareciendo así, cuando ella aún no está radi- 
cada, el motivo que fundaría la jurisdicción originaria de esta 
Suprema Corte, de acuerdo con lo dispuesto en ta segunda par- 
te del artículo ciento uno de la Constitución Nacional y 
artíeulu primero, inciso primar», de la ley de jurisdicción y 
competencia de loa tribunales federales, se reauelvr mandar 
devolver los autos al juez federal de la sección de Santa Fe al 
objeto de su tramitación entre las partes, don Teodoro de Bary 
y la Compañía do Tierras de Santa Fe. Notifiques© original y 
npóngase el papel. 

BEN1AMIN PAÍ. — ABLL RAZAN. — 

octavio flirt*;» . — hjaji e. to- 

RBEHT. — II. MARTINEZ. 
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Iton llaman Lobener contra Quintana, Lezca ij compañía, por 
cobro de pesos por vía de apremio; sobre apelación dene- 
gada. 

Sumario. — En el procedimiento de apremio 00 es apelable 
el auto que no hace lugar á una excepción de nulidad, y pro- 
puesta fuera de término. 



Caso. — Resulta del 



INFORME OEI. JUEZ FEDERAL 

Suprema Corte : 

ftracuando el informe ••rden ido por Y, E. en el recurso de 
hecho interpuesto por los señores Quintana» Lezea y compañía 
en el juicio de apremio seguido contra éstos por don Ramón 
Lobener. debo manifestar á V. E. lo siguiente: 

A foja ti, se presentó don Víctor Bozzoli, constituyendo do- 
micilio legal en la calle Kerunquista número 452, estudio del 
doctor Ganosa, entablando, ¿ nombru de don Ramón Lobener, 
juicio de apremio contri los señores Quintana, Lezca y compa- 
ñía, por cobro de pesos, profeniente^ de suministros para man- 
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tención de tripulantes y pasajeros riel vapor «Júpiter», del 
cual denunciaba corno armadores a dicho» señores Quintana, 
Lezca y compañía. Fundaba el juicio de apremio en lo prescrip- 
to por los artículos 308, incido 4 o , y artículos 3í0 y 311 de la 
I- y nacional de puertos y, de acuerdo con el artículo 2Í2 de la 
mi>ma ley, pedía se citara á don Francisco Quintana, socio 
gerente de la ratón social demandada, y domiciliado cuino ésta 
en la calle Balcarce número 291, para que practicara el reco- 
nocimiento <| ( > h firma de los documentos aeompañados como 
liase de La demanda. 

El juzgado proveyó de conformidad, y este auto fué nut ¡lira- 
do en <d domicilio denunciado, y no habiendo comparecido el 
día señ ilado se d'ifi por reconocida la firma en ivbeldíu, siguién- 
dole en consecuencia « I correspondiente juicio de apremia, tra- 
bunduse embargo sobre el vnp r «Júpiter », el que fué notifica- 
do sigun lo manifestado por la Prefectura á foja 32, por cédula 
¡í don Tómas Tagliarini, como represen! an'r íie lo* señores 
Quintana, Lrzca y nunpañía, rilándose en Manida ;í los de- 
mandados para la renta de lo^ bienes i m barbados. 

l,os deni ;n dado-i no propu>ieron excepción, pror* diéudnse á 
la ta-.icion del buque embargad*'. 

A foja 97 se presentaron los sepum-s Quintana, Lezea y 
compañía, constituyendo tatnbicn domicilio legal en la calle 
Ueconqnista número 452, pidiendo, entre otra* cosaa, nulidad 
de todo lo actuado, fundándole en que los señores Quintana, 
Lezca y compañía, rorntituían una suciedad que estaba domi- 
ciliada en (¿ualeguay (provincia de Entre Kios) y que por tanto 
allí di'bíau haber sido notificados de la demanda, pues si en 
Buenos Aires aparecían firmadas las cuentas exhibidas por el 
actor, se debía ¡1 que uno de los socios, el señor Quintana, venía 
a esta ciudad con frecuencia con motivo de los negocios de la 
sociedad, líe este escrito se dió traslado, evacuándolo la contra- 
parte ;i foja 103, manifestando qiu- la nulidad deducida es im- 
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procedente porque tratándose de un juicio por la vía de apre- 
mio el demandado no puede ser oído sino al ser citado de rema- 
te; que tampoco la excepción de nulidad en el procedimiento es 
admitido < n el juictodé apremio, f'* acuerdo con el artículo 31 5 
dp la ley nacional de procedimientos; que además, la notifica- 
ción ha sido perfectamente practicada en el domicilio que ta 
razón >nci;il Quintana, Lezna y compañía tenía en esta capital 
y que todavía figura en las guías impresas que se publican en 
ella. 

Que linalraeute, la a -don deducida es in rem sobre el vapor 
« Júpiter », el que está afeet'ido al pago del crédito, y de consi- 
guiente á donde quieraqncse encuentre dicho buque contra #1 
debe dirigirse la vía de apremio, bastando que del hecho tenga 
conneí miento el capitán del vapor. 

El juagado, en la puT te pertinente, proveyó lo siguiente: 

Buenos Airtfs, Julio au de J«9íi. 

• lutos y vistos: l'ir las consideraciones legales aducidas an 
el escrito que antecede» referente á la nulidad de los procedi- 
mientos alegada por la parte de Quintana, í-ezca y compañía, y 
en mérito de lo dispuesto por el artículo 315 de la ley nacio- 
nal de prucedimitíiitos, no se, hace lugar, con cortas, á dicha 
nulidad. 

A fojii i í I . los señores Quintana, Lezca y compañía pidieron 
revocatoria v apelación subsidiaria de este auto, fundándose en 
que su domicilio era en la provincia de Entre Ríos, y que la 
nulidad del procedimiento puede alegarse en cualquier estado 
del juicio, y aun de nlit-io, tan pronto que se haya conocido. 

El juzgado dio traslado, y evacuándolo, la contraparte mani- 
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fiesta que el procedimiento seguido se ajusta á derecho porque 
se traía d* "na acción ífl rem contra el vapor < Júpiter *, sobre 
el cual tiene privilegio ; que el abogado de la parta ■ ontraria. 
que boj viene alegando de nulidad, es precisamente el mismo 
que inició esta cansa á favor de Lobener; que el hecho de que 
los señores Quintana, Lezca y compañía, tengan dos domicilios, 
uno en Entre Bíos y otro en Buenos Airee, uo desvirtúa el 
principio legal que en éste, donde está el rupor * Júpiter », es 
donde debe ser notificad»; que el conocimiento que por cual- 
quier causa han tenido los demandados de este iuicio, y su in- 
tervención posterior en el mismo, boniiiea cualquier defecto de 
notificación que hubiesen notado. 
El juzgado proveyó: 

i Buenos Aires, Agüito J de lt&Ü. 

* Y vistos: Por loa fundamentos de) auto recurrido, y consi- 
deraciones concordantes aducidas en el anterior escrito, no si* 
hace lugar con costas al recurso de revocatoria, nial de apelación 
por no ser éste procedente, atenta la naturaleza sumaria del 
juicio de apremio pendiente. 

« Agustín t rtíinarraiti, * 



Este auto es el que ha originado el recurso ue hecho deducido 
ante V. E. 

Es cuanto tengo que informar á V, E., á quien Üios guarde. 
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VmUm de I» Huprtna « orle 

Bueno* Aires, Agosto 19 de 1899. 

Yistos en el acuerdo; Por |u que resulta del precedente in- 
forme, atenta la naturaleza del juicio de que se trata y di* con- 
formidad con lo dispuesto en los artículos trescientos veinte, 
trescientos y trescientos míete di ta ley de procedimientos, se 
declara bien denegado el recurso. Utunítansp- estas actuaciones 
al juei de la causa para 311 agregación á los autos principales, 
reponiéndose el papel. 

BENJAMIN FAX. — AB1SL BAZAN. 
— OCTAVIO BUnCB. — JUAll 
B, TOHHB[»T. — B. HAIITINBZ. 
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El Banco Constructor de la Itioja, contra don José M. Pezzi; 
sobre nulidad y falsedad de titulo '/fie fundó el procedimiento 
de apremio. 

Sumario. — Resultando que el actor ha sido debidamente 
representado tanto en el procedimiento de apremio, como en el 
juicio que lo precedió, debe rechazarse la demanda ordinaria 

■ 
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entablada contra la sentencia de remarque se funda en ta falta 
de representación en dichos juicios. 



Caso. — Lo explica ef 



rail* del Jwk Federal 



RiojA, Diciembre 29 tk 189-1. 

Y vistos; La demanda ordinaria entablada por ti señor don 
líicardo Gonaaiez, en representación del Bmcn Constructor de 
est* eindadi contra don José M irl* Pmi, ,,or nulidad y falsedad 
del título de fojas 13 á f 5 con qm- la instruyo, con más los da- 
fms y perjuicios, y en mérit o del cual se inició y terminó el jui- 
de apr.-mio, que lo constituyo el cuerpo de autos bajo el número 
65 con laseutencia de remate de fojas 32 vuelta á 41 de los mis- 
mos , de los Que resulta ; 

)° 'Jueel actor so fundo • í° en que el demandada señor Pezzi, 
romo accionista del Banco Constructor y por haber tomado 
parte en sus deliberaciones, conoce perfectamente sus estatutos 
y sabe que por el artículo 25 de los mismos, que el presidente 
se brilla bajóla inteodrueja di I directorio y que romo tal no 
ejerce sus funciones sioú ¡ ara las transacciones comerciales y 
no para ao representación en juicio ; 2 o en que don Domingo 
Vjgiia, abrogándose, á sabiendas del señor l'ezzi, una represen- 
tación que no tenía, contestó ¡i é *e la demanda en mimbre del 
Banco y siguió pHto con él lia>ta abtener sentencia definitiva 
que condenó al Han no ¡í pagar baberes Considerables; 3» en qu e 
en ejecución de esa sentencia y de las liquidaciones judiciales que 
lasiguieron, sin intervención ninguna de su representado el se- 
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ñor Peni, entabló juicio apremio contro el Banco Constructor 
en la persona de su presidenta, produciendo embargo de bienes de 
la sociedad : 4°ei¡ queen ese estado del juicio de apremio el pre- 
sidente actual ductor Juan de Dios Vera se presentó deducien- 
do excepción de falso dad é inhabilidad del título de apremio 
por dos razones : 1* porque se trata de ejecutar una sentencia 
di la cintra A Banco »u apunto en qu -#ate no habla intervui- 
do, pues el Señor Viglía no era ni representante legal de t i ni 
siquiera pr- sidente» pues había deja lo de serlo al principio del 
juicio; y 2' parque el directorio tenía por lus estatuios la repre- 
sentación "leí Har.co y éste no había autorizado jamás pleito 
alguno con el señor Pczzi que pudiera dar -'ansa á una sentencia 
ju lii'i il; en qii" el Banco Ooustru tur no ha tenido interven- 
ción en todos estos asuntos, pues jamás lia intervenido el di- 
rectorio en las actuaciones ni nunca se le ha declarado rebelde, 
único caso en que te podía proceder -iu uirlo; 6" en que nadie 
puede ser condenada sin ser nid o y vencido eü juicio, y aquí 
resulta que su represéntalos'* encuentra embargado \> «reí cum- 
plimiento de una sentencia dada en su contra sin haber sido 
oído ni vencido, como se comprueba p..r ios mismos autos de 
su referencia. 

"2 o <¿ue corrida tr.isl.ilo de ! i demaud » , el demandado rechaza 
loa hechos de la misma fundado en que : f a loa hechos de la 
demanda han sido ya alegados por el actor tn el juicio t|e apre- 
mio, siendo el titulo cuya legalidad se discute meramente apre- 
ciado por la sentencia recaída en el mismo; 2 o que en dicho 
juicio el Banco Oonstrutor, representado por el mismo señor que 
lo representa actual mente, opuso las eepciones de falsedad y 
nulidad de la sentencia que ahora impugna, reproduciendo lo» 
mismos hechos y argumentos en forma de una demanda ordi- 
naria, pues que comparando el uscrito de demanda que contesta 
eon e) en que se apreciaron las excepciones de foja* 19 á 20 
vuelta de J.-s autos de la referencia, no encuentra discrepancia 
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alguna capaz de modificar la resolución que so dió n la cuestión 
por el fallo que corre de foja 32 vuelta á 41 de loa expresados 
autos ; 3 o que el presidente y rice, éste último en defecto del 
primero» son los ¿nicos que pueden lepres-ntar al Banco Cons- 
tructor, pues la práctica general es asa, y en el caso presente la 
representación ejercida por el Banco y directorio, por cuanto Jo» 
diferentes fallos que se hau pronunciado en todos los espedien- 
tes seguidos en el asunto han p isado en autoridad de cosa juz- 
gada, sin observación alguna; 4" que el actor no puede apare- 
cerán nueva peonería en este juicio, como es cambiando la 
representación del presidente del Banco Constructor por la del 
directorio para su acción, como se vé comparando el poder que 
torre de fojas 13 á 18 del juicio de apremio con el que corre de 
fojas 1 á S del presente juicio. 

3 o Que la presente c;tusa no se ha abierto á prueba, por cuan- 
to las partes se relierenen sus escritos de demanda y contesta- 
ción á los autos á que respectivamente se remiten, habiéndose 
llamado éstos á la vista purel auto de fija 28 vuelta con cali- 
dad de « para mejor proveer y por tratarse de una cuestión de 
puro derecho». 

Considerando: i* Que en el presente juicio la cuestión á re- 
solver es, si habiendo sido fallada la eicepcion opuesta de fal- 
sedad de título, invocada en el juich de apremio que se lia se- 
guido y que lo constituye el cuerpo de autos bajo el numero 
65, entre el señor duu Ricardo González, en representación del 
presidente del Banco Constructor don Juan de Dios Vera, j el 
señor don José María Peizi, constituye ó no cosa jnzgada en 
contra de la acción deducida. 

Que para el análisis de la proposición que precede, royé- 
remos al fallo de fojas 1 á % con que se inicio el juicio de apre- 
mio mencionado, haciendo antes la relación de los autos. Este 
fallo ha resuelto: que el Banco Constructor ha sido legítima- 
mente representado por los señores don Domingo Vigliacomo 
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presidente, y don Natal Luna, i-omo vice (considerandos é y 17); 
agregando el primero, que tan ha *ido así, que hasta en ese jui- 
cio el presidente del Bancu señor Vera se presentaba en su carác- 
terde tal, porque el directorio se consideraba siempre bien re- 
presentado, y aceptó por consiguiente la representación judicial 
en su presidente; siendo, pues, fallada > a ese concepto la escep- 
cion, no hacienlo lugar al carácter de extraño que se ha atribui- 
do el Banco en el juicio á que se rdicre • 1 fallo de fojas i á 2 
con que se instruye el de apremio. 

3 P Que la acción de nulidad nuevamente entablada pnr la vía 
ordinaria en contra del título con que se inició el juicio de apre- 
mio, se funda en que siendo et Banco Constructor un tercero 
extraño á ese juicio en nada debe dañar sus derechos, ya por- 
que él ñu tiene la representación judicial, sino el directorio, y 
que en tal carácter sustituye la representa- ion del presidente y 
vicepresidente por ta del directorio, como lo expresa el poder 
corriente de fojas I ¡i 8 de r-stos autos, en mérito del cual se pre- 
M-nta. 

A" Que habiendo el llamo aceptado la representación en jui- 
cio de su presidente y vice, como se demuestra por el conside- 
rando 2°, no puede á voluntad romper el vínculo de la obligación 
que ba contraído compareciendo en la citación de remate del j ai- 
cío de apremio p *r i contestar, como lo ha hecho, atacando el tí- 
tulo con que fué, iniciado, pues la titis-contesfacton constituye 
un cuasi contrato queda origen á una obligación cual es, la de 
someter el litigio á la decisión judicial. 

5° Que en los términos del considerando 3°, ios hechos alega- 
dos para fundar el derecho de la acción de nulidad son en el 
fondo los miamos que han constituido la excepción de falsedad 
en el juicio de apremio y que constituye también en el easo suó- 
judice la causa juzgada, no alendo por consiguiente procedente 
la reserva de la acción de que habla el artículo 321 de la I v 
d< procedimientos. 
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6 U Que la sub&auacion, puta, de personería, com.» es la que 
representa el poder de tujas I á 8, no basta para dar un nuevo 
cacao á la acción que se deduce eu mérito de fundarse «abre unu 
causa alegada ya en juicio fallad- y pásalo en autoridad de 
cosa juzgada. 

7 o Que eu la excepción de falsedad de que habla el artículo 
3l5de la ley dé procedí mi tutos, se lleudo cuenta por el juez 
el vicio duj título para pronunciar Ja sentencia, lo mismo que 
su nulidad ó validez, alegándose dichos vicios que producen 
lus mismos efectos con ¡interioridad A aquella, y formando parte 
de ia cuestión que en ella se ventila, habiendo ésto ocurrido 
en los autos del juicio (U apremio comu se demuestra por el 
fallo corriente en los mismos de, fojas 32 vuelta á 41. 

8 a Que incumbiendo la prueba al actor, quien la ha producido 
completa en t-lcaso sub-judice, el demandado debe ser ubauelto, 
de conformidad al artículo 13 de la ley de procedimientos con- 
eordaute con I» ley 1*, título 14, partida 3*, y fallos de la Cor- 
te Suprema, sér¡e2\ tomo II, pagina 459. 

Por estos fundamentos, deíinitívamente juígando, fallo ¡ ab- 
solviendo á don Jo>é María P zzi. de la demanda entábla la en 
su contra por don Ricardo González en representación del Ban- 
co Constructor de esta ciudad, sobre nulidad, daños y perjuicios 
del juicio de apremio que el primero obtuviera sentencia á 
su favor, con costas. Hágase saber original y repóngause los 
sellos. 

Gaspar A. fiotnez. 

Buenos Airé», Agosto ly de !«*>. 

Vistos y considerando : Que la sentencia que en testimonio 
corre á foja tr-.ee, fue" uotitioada á don Natal Luna según se vé 
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á toja catorce, obrando éste en representación del Hatico Cons- 
tructor. 

Que las constancias de autos revelan que tanto en el juicio en 
que rerayú la expresada sentencia, como en los qu.' le procedie- 
ron, sustentados entre las mismas partes y en el de apremio 
que le siguió el Itanco Constructor, ha estad. i representado por 
los presidentes Jet directorio ó vicepresidente en ejercicio de 
la presidencia. 

Que esa circunstancia y la de ito iov-icarse disposición de los 
estatutos que apartándose de las reglas comunes haga que el 
presidente no sea al órgano del d ir velorio del Banco en las con- 
tiendas judiciales en que éste sea parte, sirvan á convencer que 
el referido Banco ha estada debidamente representado en los 
enunciados juicios. Considerada la cuestión tan solo bajo el as- 
pecto do las funciones propias ríe la presidencia. 

Que según se comprueba por el instrumento de. foja primera, 
recien con fecha veintitrés de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y dos se reunió la asamblea de accionistas, no obstante 
las d limas citaciones que anteriormente ae habían hecho v 
renovó su comisión directiva, siendo de advertir que dun Natal 
Luna no había todavía terminado á esta fecha su mandato de 
director. 

Por esto, y fundamentos concordantes, y de acuerdo con el 
artículo mil nuevecientos sesenta y nueve del Código Civil, 
se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja veintio- 
cho vuelta. Notifiques» original, y, repuestos los sellos, devuél- 
raasé> 

BEMAMIN PAI. — ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BUKGE. — JOAN B. 
TOKHENT. — O. BUhTlBBZ. 
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Don LuisM. Saatmlra contra U nm At/ustma 0. de !.amas t }>or 
cobro de pesos; sobre recusación 

Sumario. — i" Debe rechazarse la recusación cuya causal 
no ba sido probada. 

2 o En el recurso contra Ib heuiencia sobre recusación, no 
corresponde juzgar del de nulidad, fundado en haberae obliga- 
do á la recurrente á > mar enjuicio mu la venia marital. 



Caso. — Lo ei plica el 



Falle del Juh Ftdcrai 

HueaOíi Aires, Abril 21 de 1899. 

Y vistos, para resolver el incidente de recusación promovido 
por la ejecutada en su ese rito de foja 5.\ 

Y considerando: Que dicha recusación se basa en la amistad 
íntima que el suscrito mantiene con el señor don Luis M. Saa- 
vedra, la que se manifiesta en las condiciones expresadas en el 
inciso 4° del artículo 43 de la ley nacional de procedimientos. 

Que según resulta de las declaraciones prestadas por los tes- 
tigos del recusante señor Saavedra, y doctor Laspiur, al tenor de) 
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interrogatorio de (o ja8l\ ft, causal de ¡mmim* absoK.t;»- 
mmimm^ b.bi^Jo iuai.ifMta.loeI .rimer... égpmkn- 
P á to f^ttdglrégwWrSs, interrogatorio, * que es nuaso- 
lemr», falsedad y que ,n «t*. «uto ha tenido ocasión de 
conocí alirmucion ésta q„e ,stá d, acuerdo eoit ¿ fnuda- 
mentó de] auto de foja 52 rucha, 

Que por consecuencia, la amistad invocada como razón de esa 
recusa.,,,», debe declarar*, imp^ puesto que su, dos mU _ 
mna testigos así lo afirman. ' 

Por estoy de acuerdo con el artículo 57 de la ¡ej -le procedi- 
m.entos. no se haré lugar A la recusación deducida' en el escri- 
to de foja 52, con wpre »a condenación en rosta*. 
Notifiques, original y repóngase lo. sellos. 
La señora de Lamas interpuso recurso de apelación v nulidad 
fundando este ultimo en ques, le había obligado ú intervenir 
en el juicio sin la venia marital. 

lifustiu Unlinarrniii. 



mam t» »u P i-<. M * t^r** 

míenos Aires. Agosto ?3 de i 899. 

Vistos : Por sus fundamenta y I10 correspondiendo en el es- 
tado de la causa juigar del recurso de nulidad á que se refiere 
el escrito do foja trece, se confirma, con costas, el auto apelado- 
ra foja 4tattt«*& Repuestos loa «< dios. devuélvanse, 

BKWaWS PAK. - ABEL BAZAR. 
OCTAVIO BUWGE.— JUAN E. 
TOMUSNT. — D. MARTINEZ. 
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Criminal contra Luis Daneri, por tentativa de circulación 
de billetes de curso letjal falsos 

Sumlirio.— La tentativa de circulación de billetes de corso 
legal falsos, hace pasible al autor de la pena de «los año» y nue- 
ve meses de trabajos foriados, y 1400 pesos fuertes de multa. 



Caso. — Resulta del 



rail» del Smmm Federal 

Uuenos Aires. Marco U de 1899. 

T vistos: estos autos seguidos cuntra Luis Daneri, italiano, 
de 30 años» soltero, carnicero, domiciliado Cocbabamba 743, 
acusado de circular billetes falsoa, de los que resulta : 

Que con fecha 3 de Setiembre del aiío próximo pasado se 
presentó ante el comisario de la sección 6* de Policía, clamen- 
te de ta misma José Romero, haciendo la siguiente denuncia: 
que el dia indicado, como á las 8 pasado meridiano, encontrándo- 
se de facción en la esquina de las calles Chile y Lista se le pre- 
sento el dueño de un despacho de bebidas que vive en la última 
de las calk-s nombradas y le pidió procediera al arreato de un 
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individua que había intentado cambiar un billete de cinco pesos 
el qne suponía era ilegítimo; que al conducirlo detenido j a t 
llegar á la calle Vene«uela, el referido sujeto, que era Luis Da- 
neri, intentó arrojar al suelo algo que Iteraba en el bolsillo, que 
él no pudo percibir lo qut> era pero que lo notaron otras perso- 
nas ; qne una rez recogido Jo que Daneri arrojó, resultó que 
eran dos billetes de cinco pesos y uno de diez, todos falsos. 

Que á foja 2 es llamado ú declarar el procesado y man i fies ta 
que el día antes indicado, como á las ocho de la noobe, penetró 
en el almacén sito en la calk> Lorea, ignora el número, y ha- 
biendo pedido se le simen un vaso de vino dio para abonarlo un 
billete de cinco pesos, el que le fuérechaiado por el almacene- 
ro manifestándole que era falso; que dicho billete *c lo dieron 
en cambio de dies pesos con que abonó la comida en usa fonda 
de la calle Entn- Ríos, cu.vo número oo recuerda; que en cuan- 
to á los otros billetes era inexacto que le pertenecieran, pues el 
que hizo la denuncia a] agente fué quien se los entregó. 

Que después de cerrado el sumario el señor Procurador fiscal, 
deduciéndola acusación correspondiente, solicita se aplique á 
Daneri la pena que determina el artículo 02 do la ley de U de 
Setiembre de 1863. 

Que el defensor, ¡i foja 36 r solicita se sobresea «n ¡a presente 
causa, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 435 del Código 
de Procedimientos en lo Cuminsl, ordenándose la inmediata 
libertad de su defendido, por no estar justilicada la eitstencia 
del cuerpo del delito. 

Que abierta la causa á prueba, no se produce ninguna, íla- 
máudose autos para sentencia. 

Y considerando: Que se encuentra suíicinntemente justifica- 
do el hecho que ha motivado la instrucción de este proceso, no 
sólo por la eiistencia del cuerpo del delito, sino también por 
la propia declarac ión del encausado y demás constancias de 
autos. 



340 FALLOS 1»: LA SUPREMA CORTE 

Que no habiendo justificado el^jtieeBndo Daneri la proce- 
dencia del billete que trató de circulár>. ui hu demostrado que lo 
poseía de buena fé, el hecho eiieuudru necesar lamente dentro 
de la disposición d*;l artículo til de la lej de 14 de Setiembre 
de 1863. 

Que teniendo en cuenta que el delito intentado por Daneri 
no fué consumado, debe aplicarle la disposición contenida en el 
inciso 2° d« 1 arUeuio 12 del Código Penal, átenlo lo preceptua- 
do ene) artículo 93 de la ley antes citada. 

Poresius fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el Procurador fiscal y la jurisprudencia de la Suprema Cor- 
te eu casos anál< gos, que .se registra en el expediente seguido 
contra Gingobbi, que tramitó por ante este juzgado y secreta- 
ría, fallo: condenando á Luis Daneri á la pena de dos ,;iVs nue- 
ve' meses de trabajos forzudos, milla de I40D pesos fuerte-; y 
costas del juicio; de lo que se le descontará el tiempo de prisión 
preventiva q «■■ lleva sufrida, en la forma que se indica en el 
artícul" 9-2dHa ley nacional de 1i de Setiembre de 1863. No- 
tifíqne--*' original y, ¿u oportunidad, hágase -aberal Director de 
ta Penitenciaría y al Jefe dt Pulida 

/*. Qlaecttea p Alcor ta. 



VISTA DEL SESOH IMIOOUHADOR GEHEHAL 

Unenos Aires, Julio lá Je 189í». 

Suprema Corte: 

La sentencia de foja 47 que condena al procesado Luis Da- 
neri por tentativa de circulación de billete* falsos del Banco de 
la Nación, es no solo justa según tas constancias de autos que 
invoca, sinó también equitativa. 
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La defensa misma partee así haberlo reconocido implícita- 
mente, cuando ha dejado vencer los términos legales sin expre- 
sar agravios. Y no necesitando por ello esforzar la demostración 
de la delincuencia declarada y la legalidad de ia penalidad apli- 
cada en la sentencia recurrida de foja 47, debo circunscribir- 
me á solicitar de V, K. laoonürmanon por fundamentos. 

Sabittiano h'ier. 



r«t»I« «Ir Im ¿uprem* Carie 

Hueiio? Aire-, Iroslo ¿2 de US*). 

Vistos y considerando: <¿ue está probado que el procesado 
Dan-ri es autor del delito que ha motivado esta causa, porque 
es fuera de duda el hecho de la existencia en su poder de bille- 
tes faUos con el propósito de circularlos y porque las eircuns- 
tanoias de la causa no sólo no revelan la ausencia de intención 
criminal en el agente, que el hecho mismo hace presumir, sino 
que conducen á demostrar can intención. 

Por estos fundamentos y de acuerdo c<>n lo solicitado por el 
señor Procurador general y concordantes de la sentenciu apela- 
da de foja cuarenta y seis vuelta, se oonürma ésta, con costas. 
Eíotifíquese con el original y devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO B1MGE. — JUAN 
E. TORRENT. — H MARTINEZ* 
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Criminal contra Emilio Gadda y José Giménez Martínez, 
por falsificación de billetes de curso legal falsos 

Sumario. — La circulación de 
hace pasible á su autor de la 
trabajos forzados j 2750 pesos fuertes de 
en primer grado de ta de dos años de 




Caso. — Resulta del 



La Plata, Píoviembre 3 dé 1898. 

Y fistos los. seguido* ¿ Km i lio Gadda y José Giménez Mar- 
por circulación de billetes de banco falsos : 



de fojas 17 y 19, éstos han confesado ser los 

foja 23 á foja 27 y la calidad de tales comprobada por el in- 
forme de foja 28. 

2 o Que esta confesión se encuentra robustecida por las de- 
claracíones de tas personas damnificadas (véase f 
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ta, y fojas 5 á 6 vuelta) y evidentemente Be baila constatada la 
culpabilidad de loa procesado» y es igual grado, pues, los dos 
han cometido el hecho de común acuerdo 7 con el objeto de 
repartirse las utilidades en proporciones seguramente iguales, 
luego, siendo la misma ta responsabilidad, la penalidad debe 
aplicarse en iguales proporciones. 

3* Que fundado en las constancias de autos el Fiscal pide 
para los procesados la pena del artículo 62 de la ley de 1863, A 
sea cuatro años de trabajos forzados para cada uno, 500 pesos 
de multa é indemnización del daño j las costas ; y el defensor 
de éstos, a foja 30 fuelta", expone: que 4 pesar haber estu- 
diado con la mayor atención esta causa y deseando encontrar 
alguna circunstancia que pudiera fundar la inculpabilidad del 
procesado Gadda, desgraciadamente no la ha encontrado ; que 
no sucede lo propio con su otro defendido Bfurtinez, que de 
la confesión de Gadda y testigos del sumario resulta ple- 
namente comprobado que él (Martínez) no fué autor del delito 
que se persigue y que su única inteifencion fué acompañarlo 
á las casas en que aquél cambiaba loa billetes; todo lo cual este 
Juzgado lo encuentra desvirtuado, atento lo expuesto en el se- 
gundo considerando. 

4 a Que siendo evidente que los procesados han expendido 
billetes falsos, según ei presión del artículo 62, ley H de Sep- 
tiembre de 1863, y resultando que al hacerlo procedierou de 
mala fé, sin que hayan pretendido tan siquiera comprobar lo 
contrario, les es aplicable la pena de trabajos forzados y multa 
proscripta por aquel artículo penal, si bien en su término medio 
entre el máximo y el mínimo de la ley citada, desde que no exis- 
ten circustancias atenuantes (artículos 52 del Código Penal). 

Por estas consideraciones y disposiciones legales invocudas, 
fallo: condenando á los procesados Em'Uo Gadda y José Gi me- 
nea Martínez, cada uno, á la pena de cinco años y medio de 
trabajos forzados, multa de 2750 pesus fuertes, indemnización 
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del daño causado y las costas, debiendo computarse el tiempo 
de prisión sufrida con arreglo al artículo 32 de la ley de U de 
Setiembre de 1863. Notifíquese con el original, regístrese y 
a «a Tez consentida ú ejecutoriada la presente, líbrense los ofi- 
cios del caso. 

M. S. de 



VISTA DEL SBflOH l>nOGUHAIH)ll GENERAL 

Suprema Corte : * " U d ° im ' 

Los recurrentes han confesado de fojas 2 ¡i 3 y de 3 4 4 res- 
pecta me rite rati fie lindóse á fojas 17 y 18 en concordancia con 
ei testimonio de los damnificados, la perpetración del delito de 
ciroulairion de los billetes bancarios agregado* á foja 24, cuya 
falsedad lia sido debiduraente comprobada á foja 28. 

De las actuaciones producidas resulta evidentemente com- 
probado que Emilio Gadda ha efectuado ta referida circulación 
de billetes falsificados en eompañía y á la par de utilidades con 
su copi ocesado José Gimen*-* Martine*, teniendo ambos pleno 
conocimiento de la falsedad de los billetes que circulaban. 

No consta en autos, circunstancias atenuantes de la respon- 
sabilidad criminal en que han incurrido los procesados y en tal 
caso, su situación legal, del punto de vista de la penalidad, no 
puede ser otra que la prevista y penada por el artículo 62 
de ley de crímenes contra la Nación, úu 14 de Setiembre 
de 1863. 

La pena establecida por el referido artículo en su término 
medio, debe ser aplicada á los recurrentes, según lo dispuesto 
por el articulo 52 del Código Penal, de acuerdo con la jurispru- 
dencia constante de los fallos de V. E. 
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Por elio pido á V. [•:. se sirra confirmar por aus fuuilamen- 
tofl, Ja senlemia recurrida <Ie foja 38. 

Sabiniano Kier, 
ralle d« la Mupren* fferte 

Rueños Aires, Agosto Je 1H99. 

Vistos y considerando : Que eatá probado, aun por confesión 
del procesado G.idda, que éste es autor del delito de ovulación 
de billetes falsos ¡i que esta cause se reiiere. 

Que las constancias del espediente en lo que respecta al pro- 
cesado Giménez Martínez, sólo acreditan que él ha participado 
en la omisión del delita como cómplice en primer grado, según 
el inciso tres del artículo tn-inta y tres dd Código de Procedi- 
mientos, porque así resulta de la declaración de los encausados 
y de la prueba testimonial producida. 

Que en tal cato, corresponde imponer á dicLo Giménez Mar- 
tínez la pena con que castiga la ley á los cómplices de primer 
grado en los términos del artículo treinta y cuatro, inciso cuar- 
to, del citado código, desde que la del autor principal en la 
causa es de trabajos forzados por un tiempo que no exceda de 



Por esto, y fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador general y déla sentenda apelada de foja treinta y 
ocho, se confirma ésta en lo que se refiere al procesado Gadda ; 
y se la reforma en cuanto á José Giménez Martínez, á quien se 
condena a la pena de dos años de prisión, con costas. Notifí- 
quese con el original y devuélvanse. 



BKUAMIN PAZ. — ABEL BAlAN. 
OCTAVIO BU$GE — JUAN E. 
TOHflENT, — n. MARTINEZ. 
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/y n itomon Bourel contra don Juan t>. Ástiguet y don Miguel 
P, Laborde, more cobro de pesos y condenación en costas 



Sumario, — I o El mandante debe reembolsar al mandatario 
el importe de la retribución que en la medida de lo justo baya 
debido pagar por servicios profesionales prestados por un ter- 
cero en la ejecución del mandato. 

2° No precede condenación en costas contra el actor cuya de- 
manda ha sido admitida en jmrte, siendo rechaladas también en 
parte las pretensiones del demandado. 

Caso. — Resulta drl 

mil* d*i 

liuciios Aires, Noviembre 30 de I89f5. 

Y fistos : estos autos guidos por don Ramón Bourel, argen- 
tino, contra don Juan Y. Astiguet y don Miguel P. Laborde, 
por eolito de pesos. 

Resulta: !• El actor funda su acción en que, el año 1888 re- 
cibió poder de los demandados para. iniciar y tramitar, ante el 
gobierno de la provincia de Buenos Aires, un expediente 
subre concesión de un centro agrícola en campo de propiedad 
de los ¿añores Astiguet y Laborde, ubicado en el partido de Aj6 
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y compuesto de 10.000 hectáreas proiimamente. Que el deman- 
dante, cumpliendo su cometido, inició y practicó todas las dili- 
gencias, y después de haber obtenido la concesión de la referen- 
cia, ocurrió al Banco Hipotecario de la provincia, en doodi* ob- 
tuvo un empréstito por valor de 1,750.000 pesos monada na- 
cional en cédalas de ta serie P. 

Que las dificultades que sobrevinieron para estas concesiones 
y empréstitos fueron demasiado del dominio público para qu. 
se ignoren, y, ya por la inmensa demanda que había, que no 
llegó á cubrirse, ya por la oíase de solicitantes, sólo llegaron n 
vi r ms deseos cumplidos aquellos cuyas relaciones les ponía 
más en contacto con los miembros del directorio, y sólo á los 
esfuerzos hechos por el demandante y sus valiosas relaciones 
pudieron los demandados ver llenos sus deseos con tan benefi- 
ciosos resultados. 

Que además de los importantes servicios ya «puestos el se- 
ñor Bourel intervino en varios otros asuntos de dichos señores, 
como ser corretajes en el Banco de la Provincia, venta de un 
campo en el rio Colorado y otros que oportunamente se harán 
constar si fuere necesario. 

Que en ejen icio de ese mandato, el señor Bourel, ha hecho 
desembolsos de que aún no ha sidooubierto, de los cuales se in- 
dica principalmente tos siguientes: 

Peso* 

Al ingeniero Angel Echevt-rry, por practicar la men- 
sura del campo y diligencia indispensable al manda- 
to recibido. . ....... . 1 ,000 

£1 escribano Collado, por una escritura de obligación 

de los señores Astiguet y Labor de 1 .000 

Al doctor Acevedo y Diai, por honorarios 600 

Al escribano Villaabrílle, por el poder otorgado al de- 

- ■ • • , . . IB 

I otul. , , 3.218 
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Que los negocios en que ha intervenido en representación de 
los aeñores Astiguet y Laborde, han excedido de dos millones 
dt (tesos moneda nacional. 

Termina el demandante enumerando los documentos con que 
entabla la demanda? funda su derecho en los artículos 1871 1 
1952 y 1827 del Código Civil, eatimancl o sus servicios en la 
suma de 25.000 pesos moneda nacional eursolegal, sin per juicio 
di- ser ellos estimados por peritos. 

2 a A foja 37 y antes de ser contestada la demanda, el actor 
lu rectificó en lo que se refiere al préstamo de un millón y pico 
de cédulas, manifestando que había error en esa parte de la ex- 
posición; que el señor Bourel no intervino en la operación del 
préstamo, ni por consiguiente hizo esfuerzos ni paso en 
juego relaciones en el sentido de obtener tal resultado. 
Que el señor Bourel se limito A tramitar ante el Poder Ejecu- 
tivo el expediente respectivo pura obtener la concesión del cen- 
tro agrícola y por ese concepto reclama la respectiva retribu- 



3 o A foja 42 y foja 54 eontestaron respectivamente la deman- 
da las señores Astiguet y Laborde, exponiendo: que la deman- 
da se concreta á pedir la retribución por los servicios prestados 
en la tramitación del expediente respectivo para obtener la 
concesión del centro agrícola, y que, por otra parte, el poder 
conferido al señor O 1 Kelly, sólo lo autoriza al cobro de pesos pro- 



sion de un «entro agrícola. 

Que ese poder no ha sido innovado ni amplificado y por con- 
siguiente la demanda queda reducida tí un solo punto y deseehu- 
dos los otros asuntos que enumera en la demanda, habiendo 
pagado generosa y largamente los servicios reclamados por 
Bourel. 

Que es un hecho que los demandados apoderaron á don Ra- 



cion. 




Di JUSTICIA NArlflNAI. :-Uti 

mon Bourel para que solicitase del gobierno de Buenos Aires 
na centro agrícola, pura formarlo en el partido de Ajó con el 
nombre de General San Martin* Ka un hecho también que la 
tramitación terminó habiendo obtenido la concesión que se so- 
licitaba, pero, lo que no es verdad, loque es una falsedad, es qoe 
los demandados solicitasen un préstamo del Banco Hipotecario 
de 1.750.000 peso» con motivo de «-su concesión. 

Que ellos solicitaron un préstamo del Banco Hipotecario de 
300.000 pesos y no se les acordó si nú 140.000, 

Queobtcnidala ¡lutorizaciun del Poder Ejecutivo para la for- 
mación d vi centro agriada, en 15 de Abril de 1889, transhrieroo 
dicha concesión á favor de don Kmique Godoy, transferencia que 
fué aceptada por el Poder Ejecutivo por decreto de 19 de Di- 
ciembre del mismo año 1889, es decir, 8 meses despué s de obte- 
nida la concesión, y es recien en 6 de Febrero de 1890 que él 
Banco Hipotecario hizo á dicho señor Godoy el préstamo 'leí 
millón y medio de cédulas de ta série P, á consecuencia del 
centro agrícola que había comprado á Laborde y Aatiguet me- 
ses antes. 

Que los demandados entregaran al señor Bourel la suma de 
4075 pesos para gastos y honorarios % con lo que consideraban 
ampliamente retribuido el trabajo de aquel. 

Que dejando contestada la demanda en esos términos pasan á 
ocuparse délas cuentas presentadas por Bourel en la forma si- 
guiente : La primera partida de 1600 pesos que aparece como 
abonada á don Angel Ecbeverry por la mensura del campo, es 
falsa; que el señor Ectieferry no ha practicado mensura alguna 
de campo destinado á formar un centro agrícola, que esa opera* 
cion, hecha en cumplimiento de! decreto del Poder Ejecutivo fe- 
cha 15 de Abril de 1889, fué trecha por el agrimensor La Serna, 
á quien se le abonó su trabajo, todo lo cual consta del eiped ren- 
te que obra en el Departamento de Ingenieros y que allí no cons- 
ta la existencia de mensura alguna practicada por Eohererry. 
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Que la partida de 1000 pesos abonada á Collado, lo fué en 
oportunidad, según recibo que presentara el señor Asliguet. 

Que la de 600 pesos que dice abonó al dootor Díaz no tiene 
aplicación, ni constan los trabajos de dicho doctor, ni es posible 
a< optarlos cuando el escrito paTa solicitar el centro agrícola no 
es más qu> la copia de un formulario impreso. 

Que deducido el pago del escribano Collado, de 1000 pesos, de 
ta suma de 4075 que Bourel recibió, quedan 3075 pesos. 

Y finalmente, exponen los demandudos que ninguna de esas 
partidas es cierta. 

4 3 Que recibido el juicio á prueba para la justilicacinn de 
los derechos alegados por tas partes, se ha producido la que ex- 
presa el certificado del actuario, corriente á foja 193, y los res- 
pectivos alegatos de las mismas, 

Y considerando : I o Que las relaciones de derecho entre el 
denudante y demandados, es la del mandato, según se expresa 
en la demanda y lo ha sido reconocido por los demandados. 

2° Qne tratándose del cobro de una comisión emergente de 
trabajos propios de la profesión lucrativa del mandatario, ó de 
su modo de vivir, el mandato es oneroso, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 221 del Código de Comercio y 1871 del 
Código Civil. 

3 o Que planteada así la cuestión, queda sencillamente redu- 
cida á los siguientes términos: 1* que el actor procedió en las 
operaciones como simple mandatario de los señores Laborde y 
Astiguet ; 2" que no se estipuló suma alguna como compensa- 
ción de su trabajo ; y 3" que recibió lo que expresa el recibo 
de foja 51 paiael pago de una escritura extendida por el escri- 
bano Collado y el resto á cuenta de sus honorarios. 

4° Que de la prueba producida resulta ; 1° que ei actor in- 
tervino como representante de los señores Laborde y Astiguet, 
en la concesión del centro agrícola denominado « San Martin »; 
que los señores Huergo y Aresteguy solicitaron para aquellos 
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det Banco Hipotecario un préstamo de 300.000 pesos, bajo hi- 
poteca del campo referido, obteniendo solamente 140,000 en 
cédulas de la série O ; que en Diciembre de 1880 ei Poder Eje- 
cutivo aceptó la transferencia que los señores Astiguet y La- 
borde hacían d<' este eentro agrícola á Tarar del señor Enrique 
Godoy, á quien habían vendido la totalidad del campo; y final- 
mente que el préstamo de 1.587.000 pesoa en cédulas de la 
série F fué acordado á dicho señor Godoy en Enero 24 de 1890. 

5 o Que de los hechos referidos se desprende evidentemente 
que la intervención del señor Bourel como representante délos 
señores Astiguet y Laborde, comentó con la solicitud al Poder 
Ejecutivo para obtener la concesión del centro agrícola, y ter- 
minó con la autorización de aquel para su formación en 15 de 
Abril de 1889, no habiendo intervenido en la operación del prés- 
tamo de 140.000 pesos en cédulas de série O, ni en Ja venta del 
t-ampo á favor de don Enrique Godoy. 

La comisión, pues, á que tiene derecho el señor Bourel como 
mandatario de los señores Labor de y Astiguet, es la qu¿e puede 
corresponderá por sus trabajos enumerados en el capítulo an- 
terior. 

6° Que analizando las partidas de gastos hechos por el de- 
mandante y que, según dice, se han originado en provecho de 
lo* propósitos del mandato, forzoso es reconocer que el man- 
datario ha extralimitado sus facultades provocando eroga- 
ciones innecesarias y sin control, tales como los honorarios 
del señor Acevedo, cuya intervención en el asunto no ha 
sido justificada de una manera satisfactoria y loa que se dice 
pagados al ingeniero Echererry, por haber practicado la men- 
sura del campo, hecho que lejos de haber sido probado en au- 
tos queda desautorizado por el informe de foja 107, que dice tex- 
tualmente ; « existiendo el proyecto de traza det centro agrí- 
cola, aprobado éste por el artículo V del decreto del Poder Eje- 
cutivo, practicado por el ingeniero Ecbeverry > t y además por el 
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informe del D 'parlamento de Ingenieros corriente á foja 121. 



en el que ge espresa: < que 1 >■ única constancia que allí existe, 
es ta anotación en un libro especial de haber solicitado los se- 
ñores Astiguet y (.aborde, la formación de un centro agrícola 
en ve ti campo en el partido de Ajó, sin que llegase á ser medí- 
do ». Ante estas consideraciones no es posible (ener en cueut.i 
la partid. i referente á los honorarios de! doetor Acevedo Uiaí, 
y en cuanto á la de los que corresponden al ingeniero Kch verry 
debe ser considerada con relación al trabajo practicado, cuya 
estimación s- liará en la forma que se expresa más adelante. 

7" Que respecto de las partidas referentes á lo pagado á los 
esdrJlKittas follado y Villa A brille, no ha habido discusión y 
ib ben deducirse de la suma recibida por Bourel á que »e relien- 
el recibo perfectamente autenticado de que se ha hecho mérito* 

8 a Que no habiéndose justificado por el demandante la *-xis- 
tencia de convenciones privadas que estipulasen la remunera- 
ción por los trabajos que debía practicar aquél, su estima'- ion 
drbe ser hecha por peritos, .-on sujeción á la costumbre del lu- 
gar donde se celebró el contrato en cuanto ¡i ta i emú ne ración y 
en cnanto á los gastos producidos por la intervención del inge- 
ni-ro Eche verry, » lo que la ley prescriba, sí las partes no estu- 
viesen conformes con que se haga La estimación por los mismos 



l*or estos fundamentos y concordantes del alegato de foja 
143. fallo declarando que los señores Laborde y Astignet deben 
abonar á don Ramón 1). Bouvcl la comisión por los trabajos 
practicados en virtud d.'l mandato que le contini-ron y que se 
mencionan en el capítulo 5", cuy.i estimación deberá hacerse en 
la forma expresa. la en el capítulo precedente, sin especial con- 
denación en costas, por no haber mérito paro ello. 

Así lo pronuncio, mando y iirmo. en Huenos Aires, fecha itt 
SUpra. Repónganselas fojas. 




I*. Olacchea y Alcorta. 
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Fulla de Ih Mu preña* Vmrt* 



liueiios Aires, Agosto 22 de 189*1. 

Vistos y considerando : Qtie el demandante haciendo íaler 
servicios que decía haber prestado á los demandados y u fir- 
mando haber hedió gast is en ejecu-ion del nun lato, de- 
mandó por el precia de esos servicios si-gun la e,stimarion que 
de ellos *e hilera por arbitros, y por el rus altado d.'los gustos, 
estimando por su parte dichos servicias en lacantidad de veinti- 
cinco mil pesos moneda nacional, sogun se consigna á foja diezy 
$iete vuelta y diez y utihj i>n el pedido (techo en la demanda. 

Que en virtud del escrito de foja treinta y siete quedó eli- 
minado de la demanda lo relativo al crédito de un millón y mas 
pesos otorgado por el Banco Hipotecario de la provincia sobre 
el centro agrícola de la referencia. 

Que los demandados, en sus escritos de contestación á la de- 
manda, de fojas cnan-uta y dos y cincuenta y cuatro, piden qne 
el la sea rechazada, porque, sólo reconven que el actor tes hu- 
biera prestado servicios en calidad de mandatario en lo concer- 
niente á las cuestiones favorablemente terminadas ante el 
Poder Ejecutivo provincial para la formación, en el partido de 
Ajó, de un centro agricol a con el nombre de General San Mar- 
tín, porque rechazan la cuenta de fistos, con excepción de la 
partida referente al pago hecho al escribano Collado; y porque 
atirraan queosie pago y los honorarios correspondientes al man- 
dato estaban por ellos satisfechos mediante entrega que hicie- 
ron de un valor de pesos cuatro mil setenta y cinco, destinado 
a esos objetos. 

Que la sentencia de primera in¡, enoia que da por comprobado 
que el demandado entregó al demandante laeantidad que cons- 
ta en el recibo de foja cincuenta y una, aplicable al pago del es- 
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cribano Collado y el resto a honorarios fiel mandatario, hace 
en su parte dispositiva, lugar á la d. manda en cnanto manda 
que se haga la estimación de los servicios del actor prestado» 
en las diligencias para l¡i forma :Íon del cierro agrícola San 
Martín ya mencionada* y declara que son de cargo, en el con- 
cepto en que las admite, 'por gastos cansados por la interven- 
ción del ingeniero Echevevry. 

Que según resalta del escrito de expresión de agravios, en 
virtud de la apelación que interpuso el dem uidado á foja ochen- 
ta y cinco, éste se concreta á pedir que la sentend recurrida 
se modifique imponiendo al actor el pago de las costas del jui- 
cio y desestimando el cobro de honorarios con procedencia de 
lo, servicios atribuidos al ingeniero Echtverry.de modo que 
dicha sentencia está consentida en lo demás que contiene, por- 
que tampoco ha sid«i apelada por parte del demandante. 

Qoe contal antecedente, la improcedencia de la condenación 
en coatas qn-- solicita el apelante ís maniliesta, desde que no 
ha podido contenerla á cargo del acfcir una sentencia que admite 
en parte la demanda y que importa rechazar también en parte 
las pretensiones del demandado. 

Que, como lo demuestra la sentencia apelada, basándose 
en el mérito del informe de foja ciento siete, es cierto que en 
el expediente para la formación del centro agrícola se registra 
el proyecto de traza de ese centro formulado por el ingeniero 
E''h"verry, lo que prueba que éste ha prestado realmente sus 
servicios profesionales practicando una operación que el deman- 
dante- le encargó en ejecución del mandato. 

Quo la restricción que, en la medida de lo justo, el mandatario 
haya debido pagar al citado ingeniero, impone al mandante 
la correspondiente obligación pira el reembolso del gasto (ar- 
tículo mil novecientos cuarenta y nueve del Código Civil). 

Que por tanto, el inferior al disponer que se haga ese reem- 
bolso no ha causado legítimo agravio al recurrente. 
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Por esto, se confirma con costas en la parte apelada ia sen- 
tencia de foja ciento setenta j seis. Notifiques© «trigina!, y, 
repuestos losadlos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BU.NGE — JUAN 
E. TOKRRNT. — ti. MARTÍNEZ, 



«AINA <«< XVIII 



Don Adolfo /.aval ta contra la empresa del Ferrocarril de fine- 
nos Aires y Hosario, por cobrado perjuicios ; sobre excusa- 
ción . 

Sumario. — No es causa legal de excusación el parentesco ó 
la amistad eon el apoderado de la parte. 



Caso. — El juez federal de la sección de Tucuman se excusó 
de entender en la causa, por representar en ella á la compañía 
demandada, mi hermano político doctor Alberto E, Padilla. 

Kn consecuencia fueron pasudos los autos al juez suplente du 
turno doctor Juan Manuel Teráu, quien continuó conociendo 
en ellos basta la conclusión del juicio para definitiva : pos- 
teriormente el doctor Teráu se excusó fundado en motivo de en- 
fermedad, y habiéndose excusado también, por diversas ra- 
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zoues, los demás abogados de la lista, los autos fueron pasudos 
al juez federal do la &ection de Santiago del Estero, de acuerdo 
con el articulo36 de la ley de procedimientos. 



Santiago. Mnyo ¿(i tic 18í)fi. 

Recibido con lecha de hoy. 

Resultando: Que tus autos lian sido remitidos ¡i este juz- 
gado p.ir el de la sección de Tncuman, en mérito de haberse 
excusado el seiVr juez, por ser hermano político del apoderado 
de la parte demandada, y estar igualmente excusados lo* demás 
eoujuecesde la lista l'nrroulada pnr lu Suprema Corte Naeiona! 
para el corriente ¡iño. 

Que ísto asi y ya que te trata de acumular trabajo sobre este 
juzgado, es del caso mtrar ¡i indagar si legalmente el infras- 
cripto debe ¡ivncarse el conocimiento de la causa. 

Considerando : Que ti espíritu de la !ey de 24 de Setiembre 
de i 878, referente á la recusación ó impedimento de los jueces 
federales, creando conjueseis paca <\uv loa eupla:», ha sido no 
sacar los pleHo* d> I 
gastos á los litigantes y recargo de mil 
dos fedérale*;. 

Que si l.i lista de conjtieces estuviere agotada, ya por excu- 
sación, ó bien por recusación de los qui- la forman, es de prác- 
tica, como ya ha sucedido hacerlo así presente ú la Suprema 
Corte, para que este tribunal formule una otra. 

Que aun cuando haya causa legal de recusación, no está au- 
torizado til juez para excusarse de conocer en el asunto, mien- 
tras el inttires.tdo no pida su separación, alegando aquella (Su- 
série i*, tomo 2 n , página 47). 
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Que can menos razón debe excusarse, como cuando en el 
caso sub-judice sucede que la causa alegada de oficio no es de 
las permitidas por la ley, puesto que el artículo 43 de la ley 
nacional de procedimientos, de 14 de Setiembre de 1863, se 
refiere pura y exclusivamente en el inciso primeru, al parro - 
tesoo del juez con alguno de ios litigantes y no oojfclos apode- 
rados ü abogados de ios mismos. 

Que ésta y no otra es la doctrina que surge de los Tallos de 
la Suprema Corte, que se registran en ta sene t\ tomo 21, pá- 
gina 498; serie 3*. tomo 40» páginas 137 y 239; tomo 19, 
página 51, y serie 4", tomo 14, página 435, qne respectivamente 
establecen: « No es una cau&a legal de recusaron la enemistad 
ó resentimiento del juez contra el apoderado de la parte. > c La 
amistad íntima del juez con el qne sr sostiene ser el verdadero 
interesado en el pleito es una causa legal de recusación. • < El 
ser acreedor ó deudor del Banco Nacional, no es causa de re- 
cusación en los juicios en que éste sea parte. » cLa enemistad 
con el presidente de la Municipalidad y con algunos miembros 
de ella, no es causnl legítima de recusación contra el juez en 
el pleito en que dicha Municipalidad es parte. > 

Que la cita respecto á ser el juez acreedor 6 deudor del Banco 
Nacional, aparentemente impertinente, tiene en el fondo su 
razón de ser, pues que demuestra que tratándose de socieda- 
des anónimas, con personalidad distinta de los jueces no pue- 
den ser recusados, debiendo decirse otro tanto de la empresa 
demandada» sociedad anónima también. 

Por último : que sería contrario al interés fiscal, el oual no 
debe perderse de vista, si el juez de oficio pudiera excusarse, 
desde que se correría el peligro de excusaciones inmotivadas é 
ilegales, al objeto de excusarse de entender en los juicios j 
nombrar jueces ad hoc, todo salvando el alto concepto personal 
que el infrascripto tiene formado del señor juez federal de 
Tucuman. 
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Por tanto devuélvanse loa autos con o (icio al señor juez fede- 
ral de Tucuroan con la nota de estilo. 

5, Salva, 



r«ll* del Juca Federal 



Tuc liman, Julio ]? de 18HU. 

Autna j vistos ; Considerando : 1 o Que el suscrito es lienua- 
no político del doctor don Alberto E, Padilla y mantiene con 
él la amistad íntima y el trato familiar que son di- pública no- 
toriedad. 

2 o Que habiendo el doctor Padilla asumido la representación 
directa de la parto demandad a on este asunto, no puede desco- 
nocerle que está personalmente interesado en el mismo, siendo 
en consecuencia aplicables los incisos i" y A" del artículo 43 
de ta ley de procedimientos. 

La Suprema Corte ha seguido esta práctica en el caso que 
se registra en > l tomo 4 o r página 30. de h colección de fallos, 
admitiéndola excitación del juez por resentimiento con el de- 
fensor de una de las partes; y ella es más pertinente en el 
caso actual, en que median ú la vez las cireunsfanehiB de los 
incisos I n y4"del articulo 43 mencionado, 

3° Que cualquiera que sea el motivo que determinó la sanción 
de la ley de 24 de Setiembre de 1878, ella no ha derogado el 
articulo 30 de la ley de procedimientos aplicable así á los casos 
de recusación como á los de excusación; y por consiguiente no 
impide se proceda conforme a lo dispuesto en éste último, una 
vez llegado el caso, es decir , una vez agotada la lista de con- 
jueces, 

4* Que tampoco obsta á la aplicación del artículo 36 atad» 
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la circunstancia de que alguna vez la Suprema Corte haya am- 
pliado, ó formado miera lista de conjueces, en el caso de ugo~ 
tarse la primera ; pues siendo esto facultativo do cae alto 
tribunal, no autoriza á loa jueces para ¡separarse del trámite 
marcado por aquel ui nú en razou de muy especiales circunstan- 
cias, que no concurren en el presente caso. 

5° Que la doctrina de que el juez no puede excusarse sin ser 
previamente recusado, no puede sostenerse ya en presencia de 
las resoluciones que se registran en los fallos de la Suprema 
Corte, tomos 4 o , páginas 30 va citados ; 53, página Í35 y 157; 
63, página 74. y 66, página 343. Por otra parte no debe ol- 
s la facultad de excusación mirada del punto de vista 
1 i-s determinada por un doble motivo; 
4 o El de mantener en lu sociedad el concepto de la completa 
imparcialidad del juez, concepto que no sólo requiere la im- 
parcialidad real y efectivu, sino que requiere también su re- 
oonocimiento, ó sea la convicción de la insospecbabilidad del 
magistrado; 

2» El de evitar que éste se vea olí ligado á coimcer de asuntos 
en por que vinculaciones íntimas se considere impedido de in- 
tervenir. Aquella doctrina invocada por el señor juez federal de 
Santiago no se aviene con estos principios, de los que sin em- 
bargo la ley no puede prescindir, porque no puede hater aban- 
dono de lo que afecta de inmediato á Ja uatnraleza humana. 

6 a Que en presencia de lo dicho, el argumento relativo al in- 
terés fiscal, carece de base, pues caso de admitirlo, siendo él 
fundado en el abuso que los jueces podrían hacer de su facultad 
de excusarse, se les privaría de esta facultad, en absoluto, lo 
que es contrario á los principios sentados en el considerando 
precedente; además el mismo, abuso podría temerse al resolver 
sobre las recusaciones ; tal temor sin embargo no autoriza para 
impedirles admitirla cuando ella sea justa; por consiguiente, 
tampoco puede oponerse & la eicusaciou. 
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El abuso posible de los jueces, en la excusación como en todo 
lo demás, tiene su remedio en la ley misma, sin que sea uece- 
sario privarles da facultades indispensables. Si la excusación 
no fuese fundada, tanto el fiscal comu las purtes pueden pedir 
revocatoria é interponer los demás recursos ; y en el presen te 
caso se bao conformado expresamente con la del suscrito. 

Por los fundamentos expuestos y de acuerdu con lu dictami- 
nado por el señor Procurador Fiscal, no obstante el respeto 
que merece lu ¡lustrada opinión del señor juez fed.-ral de San- 
^tiagO, de que el suscrito se hace un deber de dejar aquí cons- 
tancia, se insiste en ia excusación y en el auto de foja 203 
Tuelti . En consecuencia elévese el expediente ¡i la Suprema 
Corte con oficio para que determine loque corresponda y diríja- 
se otro al señor juez federa! mencionado, haciéndole saber esta 
resolución, que se transcribirá juntamente con los escritos de 
fojas 21 li, 218 y 219. 

Hágase saber con el original, transcríbase y repóngase los 
sellos. 

F. Marina Álf aro. 



ralla la ftuwreuaa C«rt* 

Buenos Aires, Agosto M de 189U. 

Autos y vistos : Considerando que la causal en que el juez de 
Tucuman ha fundado su excusación nu se halla entre las que el 
artículo cuarenta y tres de la ley de procedimientos declara ser 
justas causas de recusación. 

Que como lo dicen los incisos primero y cuarto del citado ar- 
tículo cuarenta y tres, para que el parentesco ó la amistad sean 
acúsales de recusación, es necesario que esas circunstancias me* 
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dien entre el juez y el litigante, lo que no sucede tu el presente 
caso, porque el doctor Padilla no es el dueño del pleito. 

Por esto y de acuerdo con la jurisprudencia de i-sta Suprema 
Corte en casos auálogos (tomo diez y seis, página trescientos 
quince, lomo cuarenta y cinco, página treinta y una, y otros) 
devuélvanse puraque el juez federal de Tununan, reasumienlu 
la jurisdicción de que se ba desprendido, proceda a conocer en. 
ta causa. Avísese por oficio al juez de la ses ión de ¿Santiago. 
Repóngase el papel, 

ISKNJAMIN PAZ. — AREL BAZAR. 
— OCTAVIO ítUNGK. — JUAN 
E.TUHHKNT. — 11. MAHTINBZ. 



Nicolich ij compañía contra \\\ Samson y compañía, por cobro 
de perjuicios y exhibición de contratos ; sobre apelación de- 

Sumario. — No es apelable el auto por el cual el juez manda 
exhibirlos contratos ú que se refiere la cuestión para ilustrar 
su criterio á los efectos de la resolución pendiente. 



Caso. — Resolta del 
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IM FORME U£L JIJEE FEDKRAL 

■ 

Dueños Aires, Agosto 11 de 1890. 

Suprema Corte: 

Lo» señores Nicolichy compañía *e liau presentad" al juzga- 
do, manifestando: Que tenían celebrado con loa señores W. 
Saniann y compañía los eorrospondk'ntes contrato-* de üeta- 
mtínto p ira cargar animales ph pié en el puerto de esta Capital 
con destino A Rio Janeiro. 

Que por el artículo 19 de «ísqs contratos todas las cuestiones 
provenientes de éstos serían resueltas por Arbitros amigables 
componedores, nombrados uno por cada parte y un tercero 
para el caso de discordia, que lo designarían los contratantes, o 
en su defecto el señor juez federal, 

Qui* habiéndose producido la muerte de un número conside- 
rable de anímales, á cansa (tí Las malas condiciones en que se 
bacía el transporte por m-diu -lo buques de la casa W. Sumson 
y compañía, los demandante, entablan la acción correspondien- 
te por cobro de la suma de diez y ocho mil ciento setenta y dos 
pesos con un centavo oro sellado, que importan las pérdida* 
sufridas, a" pago de la cual, piden se les condene A los deman- 
dados, etc. 

Terminaban, los señores Nicolieh y compañía, solicitando un 
comparando verbal para el nombramiento de arbitros y cele- 
bración del correspondiente compromiso. 

Kl juzgado, de acuerdo con la precedente petición, convocó 
á las partes ajuicio verbal á los efectos indicados, imprimién- 
dole al procedimiento la forma que á su juicio debía atraer á 
las parteB ya fuera para constituir el tribunal, ó bien para 
encaminar el proceso por la vía que correspondiere. 



I»K JUSTICIA NACION Al- 



íl 63 



Los señorea W. Samsou y compañía se presentaron entonces 
al juzgado exponiendo: Que habían recibido una cédula en 
la que se les hacía saber la iniciación del juicio y se les convo- 
caba para un comparendo verbal. 

Que ignorando los fundamentos de la demanda, declinaban 
el juicio verbal, cualquiera que fuera su objeto y pedían se les 
corriera traslado de aquella, etc.; interponiéndose subsidiaria- 
mente el recurso de apelación. 

Sustanciado esle incidente, el juzgado, para mejor proveer, 
ordenó acompañasen los contratos de lletamento a qui j se hace 
referencia en el escrito de demanda, para proveer con prescinda 
de ellos lo que correspondiere. 

Esta resolución, que está ett las facultades del juzgado, te- 
nía por objeto primordial asegurarse de si los referidos con- 
tratos habían sido estendidos sin violación de las disposiciones 
de la ley de sellos; fué entonces que los demandantes manifes- 
taron que esos compromisos fueron contraída por intermedio 
de los corredores marítimos señores W. Samaou y compañía, y 
pidieron se les exigiera la presentación de copia autorizada de 
los mismos, de acuerdo con las constancias de tos libros. 

El juzgado así lo proveyó, y los demandados dedujeron dé 
esa resolución los recursos de revocatoria y apelar ion en sub- 
sidio. 

Decían: que ej juzgado Ua sido inducido en error al atri- 
buirles en este caso el carácter de corredores marítimos inter- 
ventores en un contrato de fletamento que les atribuyen los 
demandan l es eu su último escrito. 

Que ellos son lo* agentes de los buques sobre que se han he- 
cho los contratos, y eu ese carácter los añores Nicoliok y com- 
pañía les ban notificad» una serie de protestas, y por último 
les ban promovido esta demanda. 

Que siendo desde luego la parte demandada no saben cómo 
se les exige la presentación de documentos que deben ser acom- 
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panados como recaudos de la demanda, por lo que piden ae deje 
sin efecto el auto recordado y, en caso omiso ó denegado, se les 
conceda el recurso de apelación que interponen. 

Corrido traslado de la revocatoria, fué evacuado oportuna- 
mente por Ion actores, quienes manifiestan que, cuando pidie- 
mn que los demandados exhibieran los contratos de tletamento, 
fué porque ístoa lian concurrido en los mismos en su doble 
carácter de fletantes y corredores marítimos, según lo prueba 
la única copia que obra eu poder de los demandantes, referente 
al vapor «City of Lincoln », que original acompañan. 

Que por esa copia, cuya lirma no podrán negar los contrarios, 
queda comprobado que es una falsedad lo que se aürnia por 
ellos en el escrito en traslado, de que los señorea W. Samson y 
compañía no son los corredores marítimos que ban intervenido 
en loa fletamentos. 

Que como las copias de esos contratos no ha sido posible 
conseguirse por los demandantes, á causa de haber sido remiti- 
das á Rio Jenoiro, lo justo, lo equitativo es, que los demanda- 
dos, corredores marítimos y á la vez iletnntes que han interve- 
nido en los contratos de tletamento, expidan un duplicado de 
los miamos sacándolos del original que existe en sus registros, 
como tales corredores marítimos. 

El juzgado proveyó en consecuencia lo siguiente: 

-Buenos Aires, Julio -i de 18tt>. 

f Y vistos: por ! s fundamentos aducidos en el presente es- 
crito, no ha lugar i la revocatoria ni al recurso de apelación 
interpuesto en el escrito de foja 67, y cúmplase lo ordenado á 
foja 63 vuelta, por tratarse de un auto dictado con carácter da 
c para mejnr proveer » y por lo tanto ínapelahle. 

« Agustín Urdinarrain. * 

* 



- 
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Es cuanto tengo que informar ea cumplimiento de lo orde- 



Vistos en el acuerdo y tenie ndo rn consideración que la pre- 
sentación de los contratos de fletamiento que el inferior lia orde- 
nado para ilustrar bu criterio á tos ohjetos de la resolución del 
incidente pendiente, entra, en el cuso, en las facultades que la 
ley acuerda á los jueces para mejor proveer. 

Por esto y atenta ía calidad con que se Ua dictado el auto 
recurrido, se detiara bien denegado él recurso. Repuestos los 
sellos, remítanse al juez de la causa para su agregación á los 
autos principales, notífíqucse original. 



nado por V. E. 



A gust m Urdinarrain 



WmUo de lm 




Buenos Aires, Agosi-i 2í de 1899. 



BtüJAHIR VAl. — Alt EL BAZAN. — 
OCTAVIO B1MGE. - - JUAH i:. 
TORKEM. — H. MARTINEZ. 
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Í'AUSA lt«\\ 



Contra José Maturo* por infracción ti la ley de enrolamiento 

Sumario. — La infracción A la ley de enrolamiento hace pa- 
sible á su autor de la pena de Qn año de servicio militar. 



Caso. — Resulta <iA 



Dueños Aires, Julio 5 de 1899. 

í vistos: EbÍOs autos seguidos contra José Maturo, argenti- 
no, de 42 años, soltero, alistado como soldado en la ciudad de 
Montevideo, domiciliado accidentalmente en esta capital, calle 
Cochabambu 1914, acosado de infracción a la le$ de enrola- 
miento, de los que resulta : 

Que na agente de la policía de la Capital, de facción en la es- 
quina de las calles Gara y y Ch acabijo, condujo detenide A un 
sujeto que resulta llamarle JoséMaturo, porque se encontraba 
algo ebrio y fique, ana vez en la comisaría, resultó no estaren* 
rolado, 

Que con tal motivo fué llamado á prestar declaración y lo 
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serrinos de soldado en el ejército oriental, en la ciudad de Mon- 
tevideo, habiendo salido de baja en 23 de Agosto de 1886 iliri- 
g¡éndose á esta capital, en donde permaneció uiiom cinco 6 seis 
meses, regresando nuevamente á aquella ciudad, donde sentó 
nuevamente plaza couio soldado en el segundo de cazadores, 
cuerpo en el que aún continúa prestando servicios, habiendo lle- 
gado ú ésta con licencia en Enero próximo pasado. Que si no 
ha -Jalo i-uiup i ¡miento á la ley de enrolamiento habido por te- 
ner la intención de permanecer siempre en Montevideo, y des- 
pués, porque mando ha venido á esta ciudad no lia funcionado 
oficina alguna de enrolamiento y si la hubo él lo ignoraba. 

Queá foja 9 ratifica su declaración ante el juzgado y presen- 
ta como comprobante de sus afirmaciones una cédula de licen- 
cia, por el término de un mes, expedida por sus superiores. 

Que convocadas las partas á juicio verba i, de acuerdo con lo 
establecido por la Suprema Corte en casos análogos, tuvo ésta 
tugaren la forma que determina el acta de foja 13 vuelta, en 
la que el señor procurador fiscal solicita se condene a) procesa- 
do á un año di.: servicio militar como infractor Á la ley 3318, por 
cuanto de su propia declaración consta que no se enroló, no obs- 
tante haber estado seis mese» en otra ocasión en esta ciudad, 
no siendo atendible la excusa que presenta para no haberlo he- 
cho, de estar alistado como soldado en Montevideo, que esos com- 
promisos no lo eximían de aquella obligación. 

Que el defensor, á su vez, solicitó la libertad de su defendido 
por cuanto cree que no ha cometido falta al no enrolarse. Que 
Maturo se trasladó siendo niño á Montevideo, donde sus padres 
establecieron su domicilio y fué allí donde ingresó al ejército 
uruguayo notes de tener la edad que por las leyes argentinas 
se le obliga á enrolarse al ciudadano, á cuyo efecto presenta Ja 
fé de bautismo y baja de su defendido. 

Que posteriormente volvió á tomar servicio en el ejército in- 
dicado, hasta Enero próximo pasado, en que vino con licencia 
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á esta ciudad, resultando así evidentemente que si do se enroló 
al cumplir tos 18 años, fué porque á esa época prestaba ser- 
vicios en la capital Uruguaya, como soldado, y por consiguiente 
su omisión no puede considerarse como delito^ puerto que había 
perdido la ciudadanía argentina pot haber aceptado empleos 
de gobiernos extranjeros sin permiso del tNmgreso, e! que no 
tenía motivo. 

Que á f"ja 22 se expide el Ministerio de menores adb ¡riéndo- 
se ú lo solicitado por la defensa y agregando que según el in- 
ciso 6 del artículo 90 del Código Civil, el domicilio del menor 
es el fie los padres, y estando los de Maturo domiciliado* en 
Montevideo, no ha podido Maturo incurrir en pena por no ha- 
berse enrolado durante su breve tránsito por esta capital. 

Que á foja 22 vuelta se llamó autos para sentencia, 

V considerando: Que la infracción a la ley número 3318 que 
lia motivado la formación de esta causa se encuentra cutí proba- 
da por lo propia confesión del encausado y los demás antereden- 
tes que obran en autos. 

Que la excusa alegada por la defensa, de que su defendido no 
ha cometido el delito que se le imputa, porque habiendo acep- 
tado un empleo m el ejército Uruguayo, ha perdido su ciudada- 
nía, según así lo determina el artículo 8 o de- la ley de la materia 
de 1869 v entonces no tiene la obligación de enrolarse, carece 
de mérito legal paraesimirde pena al pruce^ado.^ior cuanto de 
los términos claros da «M disposición, resulta que ese hecho 
■¿lo le priva de los derechos políticos, pero no de las obligacio- 
nes de ciudadano. 

Quedados los antecedentes referidos, es indudable que ej 
encausado ha tenido el deber de enrolarse en i ejército argén- 
gen ti no, f no habiendo justificado ninguna Cf JSai que disculpe 
su omisión, le es aplicable lo disposición que contiene el artícu- 
lo Í15 de la referida ley 3318. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo solicitado 
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por t>I ministerio público, fallo «onde nando á José Maturo a la 
pena de un ¡iño deservicio toiiitEir que di berá cumplir en et cuer- 
po de ejército que e! Poder Ejecutivo tuctonul designe, debien- 
do descontársele el tiempo de prisión preventiva que lleva au- 
fridaá razón de un año de servicia por uno de pris, n. Notífí- 
quese Con el original y en oportunidad póngase, al detenido údis- 
pesicion del señor Jefe de Estado Mayor. 

Gervasio l\ Granel. 



VIBTA ÜEL SESOH PKOi;l)llAlJOK GbflKllAI. 



Suprema Corte: Bueno, Aire,. Agosto » J «99. 

Reanlta de la» constancias del pro. ^o, que José Maturo 
es argentino y lia estudo durante meses en Binnos Aires, sin 
pretender siquiera ^rolarse en cumplimiento de tas prescrip- 
ciones de la ley numero 3318 y como la lev sobre ciudadanía, 
priva délos derechos y no de las obligaciones, como oportuna- 
mente lo establece la sentencia de foja 33 vuelta, pidoá V. E. 
se sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Buenos Airea. Agoslo i i de 1899. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General y por sus fundamentos, se non tirina, con cortas, 

T. LUX a( 
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la sentencia 




BENJAMIN PAZ. — ABEL DAZAS. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORREHT. — H. MARTIREI. 



i auní pW&MM 



El Hunco Nacional en liquidación contra don Onofre Damieri, 
por desaloja; sobre recuno de hecho 

Sumario.- Sin apelación denegada no procede el recurso de 



Caso. — Lo «plica el 



ÜSFOIlME llEL JUE1 LETRADO 

Fnrmosn/Á Rosto lí dn 1899, 

Señor Secretario de la Suprema Corte de Justicia de la Xacion. 

Dueños Aires. 

Por intermedio del señor secretario tengo el honor de eva- 
cuar el informe ordenado por la Eima. Suprema Corte en el 
recurso de ht-cho deducido por don Onofre Daiuieri, en el juicio 
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de desalojo seguido contra el recurrente por el Banco Nacional 
en liquidación. 

Con fecha it de Mari- del corriente año a<> presentó-ante es- 
te juzgadn el Banco Nacional en liquidación, por intermedio de 
su apoderado don Carlos del Molino Torres, entablando contra 
donOnofre Damieri, juicio de desalojo án un campo situado en 
este territorio, compuesto de cin<-o leguas kilométricas de ex- 
tensión. Fundaba su demanda en el hecho de ser el señor Da- 
mieri, firmal ai io del contrato rescindido del expresado campo. 
Acompañaba á la demanda los títulos de propiedad, el contrato 
de arrendamiento entreoí Bancu Nacional en liquidación y el 
señor Damieri y el acta de rescisión del mismo. 

üe acuerdo con la disposición del artículo 586 del Código de 
Procedimiento* en lu Civil, se resolvió convocar ;í las partes 
á juicio verbal, para el dia 17 de Marzo, resolución que fué no- 
tificada en forma al señor Damieri en su domicilio. 

El juicio verbal se celebró con asistencia de ambas partes. 
El actor pidió previamente el contrato de arrendamiento y acta 
de rescisión del mismo. 

Proveído de conformidad, el señor Damieri reconoció su fir- 
ma puesta al pie de ambos documentos, alegando enseguida 
que si él había firmado la rescisión del contrato fué porque se 
le dijo que no tendría lugar el desatojo del campo, sin presen- 
tar prueba de bu dicho. 

Agregó el demandado que en el contrato de arrendamiento no 
estaban comprendidas las 400 hectáreas que él ocupaba dentro 
del campo y de las que se creía dueño como poseedor, según los 
deruchos que en esos momentos gestionaba ante el Poder Eje- 
cutivo nacional. 

El actor expresó que no reconocía en la parle del señor Da- 
mieri, ningún derecho al dominio de ninguna parte del campo, 
por cuanto habiendo sido locatario de todo él habría poseído co- 
mo tal y á nombre del Banco. 
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Terminado el juicio verbal, el juzgado llamó autos ydi<;tó la 
siguiente sentencia : 

c Y vhtos: Estos autos seguidos por don Carlos del Molino 
Torrea, m representación del Banco Nacional en liquidación, 
contra don Onofre Dainiiri, por desalojo, Je los que resulta : 

< 1° Que -Ion Carlos del Molino Torrea se presentó ante cate 
juzgado en fe.-ha Íl di- Marzo del corriente, entablundo nmtra 
don Onoíre Daniieri, deinawlade desalojo de un campo de cinco 
leguas kilométricas de extensión, cuj.ta linderos se expresan en 
el es» rito de demanda corriente á foja 5, fundando la acción en 
el liecbo de bailarse Tescindhlo td cmtrnto de arrendamiento del 
mismo campo entre el Banco y Damián, y negarse ^te á efec- 
tuar el desalojo. Acompaña el actor los títulos ile propiciad y 
vi contrata de arrendara! ruto. 

t Convocadas hi* partes ajuicio Terb;il, de acucrdti con lo 
dispuesto en el artículo 686 del Código de Procedimientos eu lo 
pífil, aquel t uva lugar el 17 del mismo raes. Reproducido por 
el ¡i- tor el contenido de la demanda, pidió qneel demandado re- 
conociera la caTta do foja 4 y ol cent rato de creación y la co- 
rrespoodiente acta di: re-ciaion -le fnjsi 2 y me ¡ta. Daraieri re- 
conoció, prévio juramento, las tirinas de esos documentos enrno 
suyas, sin observar el contenido de los ducununtos (actas de fo- 
jas 6 vuelta y 7), observando que el poder presentado por el 
aeU.r á foja!, no estaba legalizado, considerando indispensa- 
ble ese requisito; el señor del Molino Torres contestó que el 
requisito de la legal iza ion do era indispensable, p-»r trutnrs* 
d.- un poder otorgado ante un eseribauo nacional en la Capital 
de la República para tener efecto en un territorio nacional. No 
pidiendo el demandado la reaolucíon prória de la cuestión, el 
juicio coniinuó, aducbndo el señor Damieri que él se conside- 
raba dueño de las 400 bectáreas que ocupa dentro del campo en 
cuestiob, las que no consideró comprendida* en el arrendiim len- 
to y que si firmó el acta de rescisión fné entendiendo que no 
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tendría efecto el desalojo, El actor presentó y pidió fuese leido 
y agregado un alegato, y proveyéndose de conformidad y leido 
que fué por el actuario, be agregó y corre de foja 11 á foja 14 
inclusive; suspendida la audiencia continuó y terminó el día 18 
del mismo, en cuyo actu el actor presentó el testimonio legali- 
za lude] poder que corre a fojas 15 y 16, el que fué aceptado 
por el demandado, quien no lo observó. 

« Y consideran ! o: 1° Que la personería del actor queda acre- 
ditada plenamente coa el testimonio de poder de fojas 15 y 16, 
aceptado por el demandado, haciéndose innecesario, por consi- 
guiente, resolver sobre la validez del de foja 1. 

• 2° \Mie la jurisdicción federal queda acreditada por i ca- 
rácter del esta bloc i miento demandante, no podiendo existir di- 
ficultad cu cuanto al procedimiento, en virtud de hallar-e in- 

orporadoei título XYIlId«t Código de Procedimientos civiles 
¡i la ley de procedimientos federales, y de reunir este juzgado 
las jurisdicciones común y federal, según lo dispone ta ley de 
organización de los territorios nacionales. 

* 3" En lo referente á la locación, el demandado no ha desco- 
nocido su carácter de locatario; por él contrario, ha reconocido 
el contrato de locación de foja 2 vuellii (acta de foja 6 vuelta á 
foja 17), y por consiguiente, los hechos fundamentales en que 
se funda la dema#la de desalojo quedan expresamente reco- 
nocidos y reducida ta cuestión á sus términos mis sencillos, 
pues no es necesaria ninguna otra prueba paradejar constatado 
que el demandado poseía el inmueble arrendado i nombre de 
otro y oomo simple locatario. 

€ 4° Que por propia confesión el demandado se encuentra en 
las condiciones de un simple locatario cuyo contrato ha expira- 
do; y por lo tanto, en la obligación de entregar la cosa que es 
el objeto á que se dirige la demanda. 

f 5 a Que sentadas estas bases indestructibles, tos derechos 
posesorios que sobre una parte del campo arrendado invoca el 
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señor Damieri romo suficientemente eficaz pitra detener la pro- 
piedad, do pueden ni deben ser discutidos en el presente juicio, 
que se diriye simplemente á obtener el desalojo d*l campo en 
virtud de ocuparlo el locatario, a pesar de estar rescindido el 
contrato de arrendamiento, cuya existencia ni siquiera ha in- 
tentado disentir el demandado, haciéndose, por lo tanto, inofi- 
ciosa toda discusión sobre et derecho al dominio y posesión, así 
« orno sobre la eficacia de los títulos presentado: por el actor. 

€ 6 o Que ito ha ha discutido la furnia del contrato de foja 2 f ni 
habría habido lugar á discutirla, por cuanto existe jurispru- 
dencia constante que declara perfectamente vúlidos y eficaces 
éiltfé las partes contratantes, los contratos privados de arren- 
damiento de inmuebles. 

c 7 o Que rescindido el contrato de locación, ésta debo consi- 
derarse concluida, por cuanto el acto jurídico de la rescisión 
importa ponerle término. Es, pues, de estricta aplicación el ar- 
tículo 1609 de! Código Civil, porque eiiste un contrato venci- 
do v el locatario conocía el día de! vencimiento, que fué el de- 
mandado, á pesar de haber conocido la existencia y la resci- 
sión del contrato de arrendamiento, así como la petición del de- 
mandante en cuanto solicita el desalojo inmediato, no lia alega- 
do nada referente al plazo ó término que pudiera favorecerle. 

t 8* Que el conocimiento por parte de Damieri, de hallarse 
rescindido su contrato de locación y de las exigencias del Banco, 
íí pesar de lo cual no ha ofrecido desahijar el campo, constitu- 
yen un acto de manifiesta temeridad por parte del demandado. 

« 9° Que no hay ninguna cuestión de hecboque impida la ter- 
minación del juicio de desalojo, pues lia reconocido el señor Da- 
mierí que las 400 hectáreas deqm» se cree dueño, forman parte 
del campo cuyo desalojo solicita el Banco en la totalidad de su 
extensión. m 

* Por estos fundamentos y los concordantes del escritoy ale- 
gato de la demanda, fallo definitivamente haciendo lugar i la 
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demanda y condenando al <l oinnoflado don Onofre Damieri al 
desalojo del campo situado en este territorio, de cinco leguas 
kilométricas de extensión, y ijue linda al Sud, con el rio Para- 
guay; al Ks te con el arroyo * Monte Agudo » y terreno fiscal, y 
al S. O. y Oeste con la colonia Formusa y terreno fiscal, y al 
Norte con campo fiscal, dentro del término de diez días y baju 
apercibimiento de lanz Amiento (art. 508 del Código de Proce- 
dimientos), imponiéndose las costas al demandado. Hegúlaseol 
honorario del apoderado del Banco Nacional en liquidación en 
la suma de 400 pesos monada nacional. Replícalos los sellos y 
satisfechas las Costas, archívese el expediente. 

c Dado, lirinadoy sellado en la sala de despacho del juzga- 
do á&ide Marzo de 1899. Miguel Angel fiarmemlia. — Ante 
mí: ftafaei 1/unW, Secretario.» 



II 

Eatu sentencia fué notificada en forma y personalmente á las 
partes con fecha 3 de Abril último, no habiendo el señor Da- 
mieri interpuesto ningun recurso contra ella. 

Con fecha 10 de Abril presentó el señor Damieri el siguien- 
te escrito: 

t Señor Juez: Onofre Damieri, en el juicio ^tie sobre desa- 
lojo me sigue el Banco Nacional en liquidación, á V. S»;, como 
mejor proceda, digo: 

€ Que no habiéndolos: sido posible desocupar la propiedad 
que se rae reclama por la naturaleza de los objetos que eo ella 
se encuentran, como s?r i una inmensa cantidad de mercade- 
rías, demolición de todo el edificio, levantamiento de corrales, 
alambrados, chacra, cantidad de maderas, transporte de ha- 
ciendas vacunas, caballares, lanares, etc., en el plazo que la 
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sentencia me indica, vengo, con el propósttode no perjudicarme, 
á proponer ú V. S. se sirva aceptar se nombre un depositario de 
tod,-s la* existensias de mi establecimiento, A quien se le entre- 
gará bajo inventario, para de esa manara tener asegurados 
mis intereses y entregar así la propiedad que se me reclama t 
puesto que el depositario représenla loa der**ehos de la parto 
contraria. Dígnese V. S. t previa vista de la parte contraria, 
proveer de conformidad á lo que solicito. Es justicia. — Ono- 
fre Damierü» 

Conferida vista á la pai te actora t ést i se opuso á la petición, 
solicitando si- procediera at lanzamiento : prévio informe del 
actuario, de hallarse rendido el término para desalojar, se de- 
cretó el lanzamiento, de acuerdo con la disposición del artículo 
588 del Código de Procedimientos en lo civil, en fecha Í5 del 
mismo mes de Abril. 

El dia anterior (14), había presentado la parte de Damieri 
el escrito que se transcribe con La providencia que en él recayó, 
de ia cual tampoco interpuso recurso alguno. 

« Fwmuaa, Abril H de 1899.— A S. S. el señor Juez lt> 
Irado M territorio, — Julio Betel, apoderado de don Ünofre 
Damieri, en el jim io que le sigue el Banco Nacional en liquida- 
ción, por desalojo de campo, á V . S. eumo mejor convenga, me 
presento exponiendo: Que acatando la sentencia de ese juzgado 
y á tín de darJe cumplimiento, se ha empezad» ú practicar los 
trabajos de desalojo; pero debido ul m;il tiempo reinante no ha 
sido posible terminarlos, no obstante los mayores esfuerzos he- 
efcos. Que venciendo el término hoy, vengo á solicitar se me 
permita continuar los referidos trabajos y si V. S. lo considera 
conveniente, que ate practique el inventario de los bienes de 
mi mandante que no sea posible extraer desde luego y se me 
deje en posesión de ellos por cuenta de mi representado y en su 
nombre, ofreciendo continuar hasta terminar el desalojo á la 
brevedad posible. Será justicia, — Julio liorcl.* 
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« Formón», Abril 10 de 1899. Lo proveído en La fecha. — 
Garmendia. — Ante mí: Rafael Murict, Secretario.» 

Kn consecuencia, y habiéndose pedido la ejecución del lau- 
zamiento, te dtó comienzo á él con fecha 17 do Abril. 

Posteriormente y mientras se ejecutaba dicha operación, la 
purtu di; Dainieri presentó vario* escritos pidiendo la suspen- 
sión de los procedimientos, los que fueron desestimados por no 
estar arreglados á derecho. 

Dejando a*í cumplido lo ordenado por la Kxma. Suprema 
C^rte, saludo ni señor secretario muy atentamente. 

Miguel Angel Garmerdia. 

Ante mí; 

itafart Muriel, 
St?rr*"(ario. 



r»llí> de ím MnprchBH Corle 

Buenos Aírf-s, Agosto 24 de 1809. 

Vistos en el acn- rdo f considerando: Que ^egun resulta del 
precedente informe no hay apelación denegada por el inferior, 
lo que se hace necesario para que el recurso de hecho .-ea pro- 
cedente, según lo dispone el artículo doscientos veintitrés le la 
ley de procedimientos. 

Por esto, atenía ademas la naturaleza del juicio, y de acuer- 
do con lo dispuesto en id artículo quinientos noventa y dos del 
Código de Procedimientos de la Capital incorporado al procedi- 
miento federal por la ley número tres mil trescientos setenta 
y cinco, se declara improcedente el recurso interpuesto. Remí- 
tanse estas actuaciones al juez de la causa para que sean agre- 
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gadas á sus antecedentes, reponiéndose el papel. Notifíquese 
original. 

BENJAMIN PAI. - ABEL 3AIAN. 
— OCTAVIO DUNGE. — JUAN 
E. TORREM.— H. MARTINEZ. 



t AÜHiA 4 * CX A II 



Criminal contra Juan iyala, por delito de violación 

Sumario. — No existiendo tas c iré u nata nciaa que según el ar- 
tículo Í27 del Cádigo Penal caracterizan el delito de violación 
imputado ul procesado, debe éste ser aoanclto de la acusación. 



Caso. — Resulta del 



rallo 4*1 Jufi Federal 

Buenos Aires, Junio ál de 1899. 

* 

Y vistos: eatos autos seguidos contra Juan Ajala, oriental , 
casado, de 25 años, panadero, domiciliado en la calle Lamadrid 
número 21, acusado de sodomía, de los que resulta ¡ 

Que habiendo tenido conocimiento la ayudantía de que en 
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loa calabazos de laniiamu se habían cometido actos de sodomía 
en la persona del menor Jaime Mahony, se mandó instruir un 
sumario y ú foja 1 vuelta es llamado á declarar el foguista Gar- 
los Smith, quien manifiesta haher becho la denuncia de la re- 
ferencia, siendo el autor el cabo Juan Ajala, 

Que algunos días atrás y con motivo de encontrarse preso el 
exponento en el calabozo junto con tres noruegos, OUVOs nom- 
bres ignora, y el menor Jaime Mahony, peuetró como á las doce 
de la noche el citado Ájala, que estaba de servicio, despojado de 
sus ropas á excepción del pantalón y se acostó sigilosamente al 
Jado del menor que se hallaba en ropa* menores, 'con su mando 
momentos después un aclo inmoral con él; acloque cree fué vo- 
luntario por parte d»l menor, pues no opuso resistencia alguna 
y se prestó gustoso á él. 

Que cnelcalabozo do habla luz, y que tanto el declarante, que 
se hallaba á un metro de distancia pudieron ver perfectamente lo 
que sucedía, y que sí distinguió al ejecutor de ese acto, no obs- 
tante la oscuridad, es por cuanto por encima de las paredes 
penetra tus suficiente para conocer las personas y distinguir los 
objetos. 

Que á foja 3 vuelta declara el menor Jaime Mahony y dice : 
ser cierto que sufrió la consecuencia de un acia inmoral consu- 
mado en toda forma, en circunstancias que se bailaba profun- 
damente dormido, resultando así que no fué voluntario por su 
parte y que cuando se recordó había sido consumado ya. 

Que el autor fué el cabo Juan Ajala, habiendo presenciado el 
hecho el foguista Smith, que estaba en el calabozo, y que sino 
dió cuenta fué por temor de que no fuera atendido. 

Que á foja 8 depone et procesado Ajala manifestando ser in- 
cierto que haya cometido ti hecho que se le imputn, 

A foja 12 vuelta consta el certificado médico de la repartición 
á efecto de constatar si era ó no cierto qne se hubiera cometido 
con el menor el hecho referido. 
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Que 1 foja 29 el señor procurador fiscal solicita se aplique 
al procesado la pena qne determina el inciso 4 o del artículo 128 
del Código Penal. 

Que á foja 34 el defensor ad hoc doctoT Méndez, por excusa- 
ción del defensor de pobres, solicita el sobreseimiento definitivo 
en favor de su defendido, y por consiguiente su libertad ó ¡di- 
solverlo de toda culpa y car^o por cuanto el delito no se encuen- 
tra comprobado, pues puede existir sodomía sin que haya deli- 
to, much«> mas ruando el q»e se imputa A su defendido no puede 
decirse que cíe bajo el derecho penal, si se tiene eo cuenta que 
el men<>r Mahony es mayor de 12 años. 

Habiendo renunciado las partea al término de prueba se lia- 
mú autos para definitiva á foja 39 vuelta. 

Y considerando: Que el hechode haber tenido aproximaciones 
sexuales con el menor Uahony, que se le imputa á Juan Ayala, 
no obstante su negativa está comprobad» por la declaración de 
los testigos que han depuesto en el sumario, delito previsto por 
el artículo 129 del Código Penal. 

Que eu cuanto á la consumación completa del acto si bien los 
testigos declaran que lo fué, el informe médico de foja 12 vuelta 
desvirtúa esa alirmacion y deja el convencimiento de que se tra- 
ta de una simple tentativa, lo que corrobora la víctima en su 
declaración. 

Que de los antecedentes que ofrece procoso no resulta que 
el menor hubiera estado habitu.ul o á tan inmorales actos, lo que 
hace que el beeho encuadre en la disposición del inciso 3" del 
artículo 128 del Código Penal, disminuida en la proporción que 
indica e] inciso 2 o del artículo 12 del misino código. 

Por estos fundamentos fallo: condenando é Juan Ayala emito 
reo de tentativa de sodomía a la pena de dos años y tres meses de 
penitenciaría y costas del juicin, debiendo descontársele el 
tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida, en la forma que 
determina el artíeulo 49 del Código Penal. 



Natifíijuese original, y en oportunidad hágase saber al ¡¡«ñor 
jefe di< policía y diroctor de la Penitenciaría. 

Gervas w F. Granel. 



VISTA ÜEL SE«0« PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 21 d« 1899. 

Suprema Cor fe; 

El hecho por el que se procesa á Juan Ajala está sujeto á la pe- 
nulidad establecida en el Código de la materia contra el delito 
de violanon. 

Ufó delito so comete, según el articulo 127 del Código Penal, 
cuando se usa de fuerza ú intimidación, cuando la per ¡¡oda pacien- 
te se halla privada de razón ó de sentidos, ú cuando sea menor de 
12 años cumplidos. 

Es respecte» de una viuLicion perpetrada en aquellas condi- 
ciones que el artículo 128 del código citado prescribe las puna:» 
determinadas. 

Examinando el hecho sub-judree no resulta tí ¿l sumario ins- 
truido ninguna de las circunstancias que caracterizan el delito 
de violación. No constan ni la fuerza, ni ta intimidación, ni la 
privación de sentido», pues aunque orno escusa se haya alegado 
que Jaime Mahony estaba dormido, esta circunstancia está de- 
sautorizada por los testigos puede decirse presenciales J por su 
misma improbabilidad, resultante de laa conversaciones y ante- 
cedentes precursores del acto. 

Pienso por ello, de conformidad con lo expuesto en la expre- 
sión de agravios de foja 46, que el hecho incriminado, fuera de 
las circunstancias que se califican en el artículo 127 del Código 
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Penal, está exento de la penalidad que establece 
el artículo 128. 

Pido á V, E. se sirva así declararlo, revocando en consecuen- 
cia la sentencia recurrida de foja 40, en mérito de las cousidera- 
ciotieB jurídicas que aduce la defensa en bus escritos de fojas 
34 y 46, 

Sabmiano Kier. 



VmUm de la 



Buenoi Aires, Agosto ¿tí Jp 1899. 

Vi^s : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador general, se revoca la sentencia apelada de foja 
cuarenta, y devuélvause al juei de la oausa para que ordene la li- 
bertad del procesado. Notiffqueae original. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BaUN. 
— OCTAVIO BG1TGB. — IUAN E . 
TOHRENT. — H. MARTIN El. 



■ 



Sumario. — La demanda por cobro de perjuicios procedente 
det no cumplimiento de un contrato corresponde al Jtmz del lugar 
donde el contrato debió ser cumplido. 

Caso. —Resulta de las siguientes pieza* : 



Falla •» Jun Fe«f*rnl 

Rioja, Diciembre 15 de 1898. 

Y vistos : Ko el artículo sobre incompetencia de jurisdicción 
de este Juzgado para conocer en la demanda entablada por don 
Jusé Apolinario Tello contra don Juan B. Sagarra, Tecino de 
la provincia de San Juan, sobre cobro de pesoa procedente de 
la falta de cumplimiento del contrato de transporte de merca- 
derías entre la ciudad de San Juan y el lugar de Cbepes, depar- 
tamento de esta provincia de que habla el artículo de foja 1 y 
daños y perjuicio». 

Considerando : I o Que tratándose del cumplimiento y efectos 
de un contrato, no sólo debe mirarse respecto al fuero que rija 
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á las obligaciones, el lugar en que aqnel ha sido celebrado, síná 
también y muy especial monte, la jurisdicción de los jueces en 
que dichas contratos deben tener su cumplimiento, y lo indi- 
cure la naturaleza de las obligaciones, como ocurre en el caso 
sub-judice^ pues no obstnntfl tratarse de una acción personal, 
como lo dice el actor, en que el demandante debe seguir el do- 
micilio de) demandado, la naturaleza misma del contrato lo dice 
implícitamente, que debe cumplirse en el domicilio del que así 
lo solicita (artículos 1212 y 1216 del Código CiWl ; Fallos de la 
Suprema Corte Nocional, serie 2*, tomo 3 o , página II ; serie 
3*. tomo 12, página 39). 

2 o Que estando determinado el lugar del r umjdímicnto de la 
obligación por el documento de foja I, cual es, el de Chepes, 
provincia de U Kiojn, en el que Sa garra debía hacer la entre- 
ga de la carga ú que él mismo se reliere, es indudable que h a- 
bii'iido falta en lo principal, de donde proceden los danos y 
perjuicios, lucoiupeierk'ia jurisdiccional se determina de hecho 
y de derecho. 

l*or estos fundamentos y los concordantes del escrito de con- 
testación de fojas 25 á 2t>, no ha lugar ti la excepción alegada de 
incompetencia de jurisdicción, y conteste derechamente ú la de- 
manda. 

Hag.ne saber y repónganse. 

{¡aspar /V. Gómez. 



VISTA PEI. SEfíOR PROCUUADOB C6NEHAL 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1899. 

Suprema Corte : 

No existe en el caso documento que justifique la fijación de 
un domicilio especial, no resulta constituido, ni por voluntad 
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de los interesados, ni por la naturaleza de los actos que dan 
fundamento á la demanda. 

El documento de fnja 2 es un simple recibo por cantidad á 
cuenta de fletes, firmado en la ciudad de S;in Juan; el <ie foja 
1, una simple planilla de detalle de los perjuicios que se dice 
can fiado*). 

La demanda se poduce por indemnización de esos perjuicios, 
que relaciona ta planilla, ge trata, entonces, de una acción per- 
sonal por daños imputados á un vu.ino <Je la provincia de San 
Juau, y la demanda ha debido seguir el fuero del demandado, 
dirigiéndose al Juez de Sección de San Juan, que es t i juez 
del domicilio del demandado. 

líl artícul.» i 01 del Código Civil autoriza la elección de un 
domicilio parala ejecueion de los contratos, ^ero, si como dejo 
expresado, en el caso actual no eiiste designación ai por vo- 
luntad de las partes ni por la naturaleza de los actos que dan 
erigen á la acción personal ejercida contra el deudor, la causa 
corresponde al juez drl domicilio del deudor demandado. 

Adhiriendo por ello, al pedido liscal de foja 29, pienso que 
la demanda de foja 3 no ha sido legalmente interpuesta , y que 
la jurisdicción del juez de sección de la Rioja, no procede, j el 
conocimiento compete al de igual clase de la provincia de San 
Juan. I'ido a V. E. se sirva así declararlo. 




Buenos Aires, Agosto ili de 1899. 

e el actor demanda al recurrente 
e que surgen, según aquel 



m 



FALLOS II t LA SUPKKMA CUKÍB 



lo afirma, del contrato de transporte ouyo cumplimiento debía 
hacerse en ta provincia de la Rioja, mediante la entrega de los 
objetos transportadas. 

Que en consecuencia, tomando por base la demanda para 
apreciar la competencia, como corresponde hacerlo, hay que re- 
conocer que en el caso el juicio se refiere á obligaciones cum- 
plideras en la citada provincia. 

Que el lugar convenido para el cumplimiento de las obliga- 
ciones surte fuero paru el conocimiento de las mismas, con 
arreglo u los artículos ciento uno y ciento dos del Código Civil 
y doctrina que surge de tos artículos mil doscientos quince y 
mil duscientos diez y seis del mismo. 

Por esto, y de conformidad con la ley treinta y dos, título 
dos, partida Uretra, se corfirnn con costas el auto apelado de 
foja veintinueve. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAC — ABEL RAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — H. 
MARTINEZ. 



C'AVMA tílIAlV 

El dador don ftpjmnin Paz contra don francisco S. Mcnn por 
cobro de pesos ; sobre recusación sin causa y apelación 
denegada. 

Sumario. — No es apelable el auto que rechaza la recusa- 
ción sin causa. 



Caso . — 



Ufc JUSTICIA 

Lo explica el 
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Suprema Corte • Buet, ° S Ag0St ° 34 ' Je 1899 ' 

En el juicio ejecutivo seguido por Benjamín Paz ^bijo), con- 
tra el recurrente, éste recusó ain causa al infrascripto, no ha- 
ciéndosele lugar á la recusación. Notificado del auto denegato- 
rio, interpuso contra él los recursos de reposición y apelación 
en snbsidio, citando en su apojo la Jey número 3266. 

El juzgado, sustanciado ul incidente, con el traslado de ley, 
no htzo lugar á ninguno de los recursos, dictando el sigoiente 
an to : 

Hílenos Aires, Agosto 3 de 1899. 

« T vistos: En la revocatoria solicitada á foja f , y conside- 
rando : Que Ja ley número 3266, al autorizar la recusación sin 
causa, de los iniemhros de la Suprema Corte, no se relíete, en 
modo alguno, á los jueces da sección. 

• Que estableciéndose en el artículo 31 de la ley nacional de 
procedimientos que los jueces de sección deben ser recusados 
con las mismás formalidades que los miembros de la Suprema 
Corte, y sólo por las causas que en esta lej se enumeran, era 
necesario que para que aquella ley especial compre!, iiera á los 
jueces de sección, que expresamente lo dijera, desde que por 
ello viene á modilicarse radicalmente la forma y requisitos 
declarados indispensables en la ley general, para que proceda 
la separación de los miembros de aquel alto tribunal, del cono- 
cimiento de una causa, o loque es lo mismo sancionada dicha 
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ley especial pura derogar el anf-ulo 20 de la ley general, sus 
efectos, sin expresa declararion, no pueden ir hasta derogar 
otro artículo que contiene una disposición distinta, de objeto 
diferente y que sólo se refiere a aquel para incorporar su proce- 
dimiento y causas de procedencia en su aplicación. 

«Que estableciendo el artículo 22 que causará ejecutoria el 
auto denegando una recusación que oo estuviere fundada en 
alguna de las causas especificadas en la ley, con más razón será 
inapelable el auto que deniegue una recusación sin causa. 

« Por estas consideraciones y las pertinentes del escrito del 
ejecutante, no ha lugar, sin especial condenación en costas, á 
la revocatoria solicitada y al recurso de apelación subsidiar tu- 
rnen te interpuesto. * 

Es e iiantu hay que ¡nforiu;ir. 

Dina guarde á V, E, 

tif aechen y Aborta. 



lluot - lirfip, Agoslo iü du 18W9. 

Vistos en él acuerdo : i J or lo que resulta del precedente in- 
forme y de conformidad con lo dispuesto en t i artículo treinta 
j dos de la ley de procedimientos, se declara bien denegado el 
recurso. Remítanse estas actuaciones al juez de la causa para 
su agregación a los autos principales, reponiéndose el papel. 
Notifíquese original. 

ABEL BAZA* — OCTAVIO BUSCE. 
— JOAN E. TOHfiEKT. — II. 
HART1NEI. 
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El Gobierno Nacional contra don Antonio Hareehal, por cobro 
de pesos ; sobre costas y apelación denegada 

Sumario, — Es apelable el auto que exime de costas. 
Caso. — Resulta del 



INFORME DEL JUhl FEDERAL 

Rúenos Aires, Agosto 21 de Í899. 

Suprema Corte : 

Ed un juicio de apremio seguido por el procurador fiscal, en 
representación del fisco nacional ron t ra don Antonio Marechal, 
el juzgado rechaió, con costas, las excepciones que éste opuso 
al crédito que se le cobraba, notificándole la parte de Mare- 
chut de esta resolución el día 23 de Mujo del corriente año. 

Habiendo solicitado el procurador fiscal que se le regulasen 
sus honorarios devengados eu el juicio de la referencia con lo 
sostenido por la parte apremiada, no se hizo lugar á la regula- 
ción, sin expresarse en » l auto, á cargo de quién eran las cos- 
tas de este incidente. 

Notificada de este auto la parte de Marechal con fecha 5 de 
Agosto, presentó el mismo día un escrito diciendo ; « Que se me 
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ha notificado la resolución en que V. S. no hace lugar á la re- 
Tocatoria pedida por el señor procurador fiscal, notando que no 
se ha hecho en illa pronunciamiento sobre Jus costas, y atri- 
buyendo esa omisión ¡i un olvido motilado por el excesivo re- 
cargo de trabaju que pesa sobre el juzgado, vengo A suplicar 
á V. S. se sirva adicionar la resolución indicada, declarando 
que las rostas del incidente son á cargo del contrario». 
A lo que el juzgado proveyó : 

«Buenos Aire*, Agoslo 7 de 1890. 

» Autos y vistos: Kntiéndase que al no haber condenado en 
costas ti la parte contraria, ha ^ido va mérito de haber conside- 
rado que no eiístía razón bastante para imponerlas; debiendo 
en consecuencia, estarse á lo resuelto al respecto. ■ 

Xotifi«ada de esU- último auto la parte de Mareclial, con fe- 
cha 9 del mismo mes interpuso recurso de apelación del auto 
en que se le negaba al procurador liscal la regulación que tenía 
solicitada, en cuanto no condenaba á éste en las costas de di- 
oho incidente; á lo que el juzgado proveyó : 

<■ Buenoa Aire?, Agosto 11 de 1699. 

«Autos y vistos: Habiendo usado estaparte del recurso que 
autorizad artículo 23S de la ley nacional de procedimientos, 
de conformidad con lo dispuesto en la última parte del mismo, 
no ha lugar al recurso de apelación que ahora se interpone. » 

Es cuanto hay que informará V. E., ú quien Dios guarde. 

P. Olaeehea y A teoría. 
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Bueno* Airüs, Agosto $S de 1899. 

Autos y vistos : Considerando: Que el recurso deducido por 
Uparte de líarecha) no se refiere ut auto adicional pronuncia* 
do por el inferior, sino al recaído en el incidente promoTido 
por el procurador lineal, en cuyo caso no es aplicable la disposi- 
ción del articulo doscientos treinta y dos de ta lej de proce- 
dimientos. 

Que el último auto, al no contener condenación en costas, 
causa grarámen irreparable, y q< por tanto, apelable. 

Que del informe del juez a 71/0 resulta que dicho recurso ha 
sido interpuesto dentro del término legal. 

Por esto, se declara mal denegado el recurso, y se le concede 
en relación. Líbrese olicio al juez de la causa para la remisión 
de los nutog, con noticia de las partes. Repóngase la foja. 



ABEL BAZAR, - OCTAVIO BUNGE . 
— JUAN E. TORKENT. — B. 
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Cotila Antonio Pereyra, por infracción ú ta ley número 
sobre organización del ejército 

Sumario, — En la infracción á la ley sobre organización del 
. jért ito, debe absolverse al procesado cuyo nombre no Jigurain 
la lista de conscriptos convocados para id servicio militar. 

■ 

Cano. — Resulta del 



Falle del Juei §>*er»l 

Rosario, Junios Je 1899. 

Vistos : Estos autos seguidos de oticio contra el sujeto Anto- 
nio Pereyra, de nacionalidad argentina, 21 años de edad, mari- 
nero y domiciliado en la ciudad del Paraná, por infracción á la 
ley nacional número 3318 sobre organiza) ion del ejército y 
guardia nacional de la República y decreto reglamentario del 
Poder Ejecutivo nacional en la parte que se refiere al servicio 
obligatorio que loa ciudadanos argentinos deben prestar en el 
ejército permanente de ella durante el tiempo señalado, y adul- 
teración de su papeleta de enrolamiento, que consta á foja 8 de 
tstos autos. 
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Resultando: \ a Que el rayo tí ion mío individuo fué detenido 
por la subprefeciur.i marítima di'l puerto de Reconquista, cotí 
fecha 4 de Noviembre del año próximo pasad.-, ú borde del pai- 
lebot nacional « Frascisco Crispí en dicho puerto, donde 
prestaba sus servicios en calidad de marinero y por las causas 
indicadas (fojas 1 y 10). 

2" Que interrogad» en esa sub prefectura manifestó que so 
encontraba en el Paraguy en el ines de Abril cuandu se llamó 
á los i'onsrriptoa del cuerpo a que pertenecía y habiendo regn ■- 
hado á la Capital federal, puco de -pues 80 presentó i n uied la- 
tamente a las autoridades marítimas rl- aquella ciudad ; agre- 
gando adeinásqui- ignora cómo es que la papeleta de enrolamien- 
to se encuentra enmendada, pues no l i adulteró (fojas 1 1 á 12). 

3° Que puesto el detenido Pereyra ¿disposición de este juz- 
gado federal é interrogado sobre los liecln>.- imputados ratificó 
su exposición anterior j en cuanto A la en me ud atura que apa- 
rece eu la referida papeh ta dijo que ignora quién pudiera ser 
el autor de ella, por cnanto el declarante siempre la tuvo en su 
poder (fojas ití u 17). 

■I" Que con focha 10 de Mayo del corriente año se celebró la 
audiencia de que informa el acta de foja 20, en la cual el señor 
Procurador Fiscal, en virtud de considerar suticientemente acre- 
ditada la infracción antes expresada, solicitó para el reo que fue- 
ra condenado A dos años <N servido mifitar obligatorio en el 
ojeteito de la Nación y pago de costas; y el señor defensor del 

dido en la imposibibidad de concurrir á la moviliíácion, por no 
encontrarse en el país, no era culpable y debía ser absuelto, como 
lo solicitaba, de la acusación. 

Considerando : i n Que disponiendo la ley número 3318 eo sn 
artículo H "ue ta faltado presentación en los campamentos ó 
cuarteles de los conscriptos respectivos obligados al servicio 
militar en los mismos, será penada con dos años de servicio mi- 
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litar y corno á sus efectos al P. B. nocional, un su reglamenta- 
r-ion, estableció por el artículo 32 que la autoridad policial ó 
militar remitirá al juez ríe sección correspondíate hi nómina de 
los jóvenes compre tid id os en la clase de 20 años que no se hu- 
biesen presentado á dichos campamentos ó cuarteles en los pla- 
zos fijados; en el caso sub-judice debe ei¡i mi narse previamente 
si la detención del sujeto Antonio Pereyra fué emanada de ese 
juzgado y si esi ¡uituriituri policial ó militar cumplió ó no con 
la obligación ••xpresada. 

2* Que siendo eslu así y resultando del informe precedente 
del actuario no haberse cumplido con los mandatos del indicarlo 
reglamento, por cnanto sin orden de juez competente la subpre- 
ft-ctura tic Reconquista detuvo ¡i dicho ciudadano sin comunicar 
previamente á los ti n es que hubiere lugar ó incluir en la lista 
que debió remitirde iijl ractot es á la movilización, comprendién- 
dose eiit i> ellos el índifirfno Antonio Pereyra antes de su de- 
tención y para que se hich-ra estiva la penalidad consiguien- 
te, lu detención de! acucado j base del procedimiento en contra 
del mismo en esta causa bao sido de ningún valor, por ser nulas 
ante la ley, como lo tiene resuelto la Suprema Curte de J. N . 
en el fallo que se registra en la serie i", tomo 15", página 145 
de su jurisprudencia y en las cansas X que se refiere la nota que 
aparece al pié riel mismo. 

3" Que, y esto considi'rmdn respecto al carácter mismo de 
la autoridad nacional qu<t previno «n las diligencias indagato- * 
rias del sumario, pues tanto las autoridades nacionales como 
las provinciales carecen de facultades por la ley y regí amentos 
expresados para instruir tales diligencias contra los ciudada- 
nos infretores á la tuovili; ación, reduciéndose su rol pura y ei- 
clusívainente á remitir su nómina al juez federal, que debe 
juzgarlos con arreglo á los mismos, y por consiguiente el juez 
de sección respectivo es el único competente para dictar órde- 
nes ríe prisión ' ontra aquellos en casos como ei sub-judicc. 
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4" Que la disposición del artículo 30 del citado reglamento 
del Poder Ejecutivo nacional no e> aplicable á éste en lo que 
respecta á la detención de Pereyra, por cuanto, y come lo tiene 
resuelto la Suprema Corte en dicho fallo y se desprende de la 
discusión habida en el Congreso, al sancionarse la ley respecti- 
va es distinta la infracción y distintos los procedimientos inda- 
gatorios cuando se trata de aquellos ciudadanos no enrolados y 
de los otros que no concurren é infringiéndola también á la mo- 
viliaar ion en los cuarteles ó campamentos; en este áUimo caso 
eóln es aplicable la disposición del artículo 32 de ese regla- 
meüto. 

5° Que en cuanto ¡i la emnendatura que. aparece en la papele- 
ta de enrolamiento del ciudadano Antonio Pereyra, no estando 
acreditado en autos de haber sido hecha por él y aunque 
presumiese que esa emnendatura hubiere tenido pur objeto 
eludir la ley de movilización, debiendo estaTse en la duda 
a su favor (artículo 13 código de procedimientos crimina- 
les); no hubtéuduse hecho mérito de ella ú acusádose por el 
Ministerio público, al cnal correspondería la prueba de la in- 
culpación (artículo 468 del mismo Código), debe absolverse al 
sospechado de ese hecho y cuya comprobación constituiría la 
base de otro procedimiento y por faltar en el caso $ub-judice la 
primordial base del mismo (articulo 207 del expresado Código). 

Por estoB fundamentos y los concordantes del fallo citado de 
la Suprema Corte, que se dan por reproducidos, y eligiendo la 
vindicta pública que los reos traídos ante la justicia sean 
condenados ó absueltos, declarad os inocentes ó condenados como 
ou I pables á su mérito. 

Fallo: declarando nulo y sin valor alguno todo lo obrado en 
esta causa, no obstante lo expuesto y pedido por el Procurador 
Fiscal y absolviendo al procesado Antonio Pereyra de la acusa- 
ción de culpa y cargo; el cual será puesto en el dia en libertad, 
librándose al efecto los oficius de estilo. 
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Queda rehabilitado dicho procesado en ei buen nombre y 
fama de qiu- pueda gozar. 

Decláranse las costas de oficio y archívese los autos sin más 
trámite, si esta sentencia do fuere apelada. Hágate aaber y re- 
pángase en el libro correspondiente. Así lo pronuncio y mando 
en esta sala de audiencias del juagado federal, fecha ut supm. 

Daniel Hoy t¡ a. 



VISTA l>EL SEfiOU PROCUKADO* GENEKAL 

Buenos Aires. Julio ¿4 de líftiít. 

Suprema Curte : 

siderandos, resulta, según el certificado de foja 23, que en las 
listas oficiales de conscriptos enviadas al juzgado el añe anterior 
no figura el nombre del procesado Antonio Pereyra. No ha debido 
entoticesel aubprefecto del puerto de Reconquista aprehender- 
lo ni esa aprehensión servir de base para un proceso por la causa 
enunciada, segun resulta de los términos del deereto reglamen- 
tario ile la ley número 3318 y la jurisprudencia establecida en 
el fallo de V* E., serie 4', tomo 15, página 145 y otros. Por ello 
pienso que el recurso deducido contra la sentencia de foja 22 
carece de fundamento legal y pido á V. E. sirva confirmarla. 

Sabiniauo Kier. 
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liueuos Aires, Agoslo 2fi de 1899. 

Vistos y considerando: Que según resulta 'i* 1 ! certificado 
corriente a foja veintidós, el nombre del procesado Antonio Pe- 
reyra no Jigura en las listas de conscriptos convocados para el 
servicio prevenido por la ley dp materia. 

Que con tal antecedente no puede sinó nmcluirse que noliay 
base para la iniciación del proceso. 

Por esto y de ¡icnerdu con lo pedido por el señor Procurador 
ge ii eral, se confirma la valencia apelada de fija veintidós. Noti- 
original y devuélvase 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN, 
— OCTAVIO BURGE. — JOAN 
E. TORREIS!". — II, MARTI- 
NEZ. 



<AIN4 «4( IIVII 



Et Banco Nacional Inmobiliario de Buenos Aires, contra don 
Federico Maritnn; sobre escrituración 



Sumario. — Debe conBrmarse la sentencia en ce 
ta declarar que debe cumplirse la cosa juxgada. 
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Caso. — Lo explica el 



Folio ó'el Jhci Federo I 

Buenos AireB, Noviembre ¿1 dé 1898. 

Y vistos i considerando : Que en la sentencia de foja 81, con- 
firmada por la Suprema Corte, se dudara que don Federid Ma- 
ritan está obligado á reducir á escritura pública el boleto de 
fojas i y 2, Í»;i jo pena de resolverse 1¡i obligación en daños y 
perj uieios. 

Que ta intervención del juzgado lia cesado por loque respecta 
áesta declaración, desde el momento de la notificación, en vir- 
tud de tratarse de una obligación de hacer, cuya falta de cum- 
plimiento Jleva aparejados los daños y perjuicios correspondien- 
tes, y por consiguiente no tiene facultad para proveer ¡i las pe- 
tic ione» formuladas por el actoT en el escrito de foja 123 y 
menos para pronunciarse sobre ia imposibilidad en que se en- 
cuentre el mismo para cumplir por sil parle la obligación 
resultante de Ja sentencia. 

Por ello no se hace lugar á lo pedid.» en U»s escritos de foja 
i 23 y foja 128 por el a* tor y demandado respectivamente. Re- 

Áifustin Vrdinarrain. 



Fallo ile I» MwprfiH» Corle 

Dueño* Aires, Agosto 2G dt- 1S99. 



Vistos y considerando : Que el auto de foja ciento cuarenta 
importa declarar que ¡ebe darse cumplimiento á la sentencia 
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eje-*utoriadadc foja ciento nueve, que continuó la de foja diez y 
ocho. 

Por esto, se continua < -ti el concepto expresado el citado auto 
en la parte apelada, con costas. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse, notificándose origi nal. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAtAN. — 
OCTAVIO BUNCE. - JUAN E, TO- 
HRfcNT. — IJ . MARTINEZ. 



« AUNA | t < X V VIII 

La provincia de Ituenos Aires contra .'a Marión, por 
reivindicación; sobre prosecución de juicio 

Sumario. — 1" Kn los juicios contra la nación tiene interven- 
ción el señor procurador genera). 

La nación no puede ser traída á juicio sinó mu su consen- 
timiento, expresado por el órgano d-- sus podares competentes ni 
efecto. 



Gmfa — Resulta del 

r»ll« «I» ln Muprawa i •rtr 

Buenos Aire?, Abril i»2 de 

Vistos y considerando: Quela acción reivindicatoría intentada 
por la provincia de Buenos Aire:, fué rechazada por la senté n- 
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cia de Toja doscientas seis, en cuanto ú los cuatro millones nue- 
vecientos mil (aetfrts cuadrados que, según los antecedentes de 
autos, habían sido cedidos por la provincia demandante ií ta na- 
ción argentina, <>n irtud de los arreglos que precedieron T si- 
guieron í la íederaluacion de la ciudad áe Buenos Aires y de 

Que si bien durante la secuela del juicio reivindicatorío, la 
personería dp la Municipalidad de la Capital fué a-eptada, por 
cuanto eonst aba <mi ¡mío» (|iie c<¡abu en pose-ion de los terreno» 
-ii cuestión, v era contra ella que se dirigía la demanda, tanto en 
la s-ntencia mencionada, como e¡) la que corre ¿ foja doscientas 
veintidós, quedó establecido que el dominio del inmueble adqui* 
j j lo de la provincia de iíuenos Aires no pertenecía 1 1 ¡ Munici- 
palidad, siuó á la nación argentina. 

i^ue terminado iiquel juicio, la mensura de qnp ahora se tra- 
ta es al solo efecto de deslindar la propiedad repetí iva del bien 
que permanece indiviso, puesto queli provincia sostiene que en 
el área total que lo compone hay esceso de terrenos sobre lo 
que la sentencia de foja dosci-ntas seis de esta forte declaró 
cedido por el demiiudante á la nación. 

Que en consecuencia, la personería de la Municipalidad ha 
cesado A lo* efectos de aceptar ú oponerse á la operación orde- 
nada s anto de foja dns.'i-nta» veintidós) a üu de que la provin- 
cia enajenante pueda hacer afl mensurim la i iilr« ga del terreno 
enajenado, pues corresponde intervenir en ella al propietario 
reconocido del inmueble, y no ¡í aquel qn- lo ocupe por cuales- 
quiera otra- c ¡usas, que un produzcan el dominio del inmueble 
que debe mensurarse . 

Que los antecedentes judiciales invocados por el señor pro- 
curador general para excusar su intervención, son anteriores ¡í 
los que, sirviendo de fu nrk mentó a esta resolución, han modi- 
ficado el estado legal de cosas existente á la fecha de los 
primeros. 
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Por estos fundamentos, vuelva al señor Procurador general 
para que, tomando la ¡it terreno ion que le corresponde como re- 
presentante de la nación, pida lo que entienda procedente en el 
estado de la causa. Nutiffquese con el original y repóngase el 
papel. 

BENJAMIN PAJE. — Ll IS V. VaBB- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNCfc. — JUAN E. TORRENT. 



Buenos Aires, Agri>l(i^9 de 1899. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que según se establece 
enel auto de foja cuatrocientas "chenta y tres, la pelonería 
de la Municipalidad hu cesado á los efectos de aceptar ú oponer- 
se á la operación nrden.ida por el auto de foja doscientas vein- 
tidós. 

Que de conformidad con el citado auto de foja cuatrocientas 
ochenta y tre< la causa, eñ su estado, debe tramitarse con la na- 
Chin. 

Que ésta no puede ser traída á juicio sino con su consenti- 
miento, expresado por el órgano de sus poderes competente* al 
electo, como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varios 

casos. 

Que la provincia actor* no lia presentado comprobante que 
a red i te dicho consentimiento. 

Que en su virtud se hactj innecesario proveer a la excusación 
del señor Procurador general en el sentido de adoptar medidas 
que conduzcan a dar la representación de la nación en la cansa. 

Por esto se dechira que no hay por el momento juicio coaten- 

T, LUX .... 



V-': 



■ 
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cioso pendiente entre la provincia y U nación, y en 



BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO IttJNCB. — JUAN K. TO- 
HRENT. — H. MARTINEZ. 



1ADMA Ht 



Don Salvador l'osse, contra don Federico Lacroze ; sobre daños 

y perjuicios 





la por el actur, corresponde la absolución de la 



Caso. — Resulta del 



mi» «el J«ei retfcr»! 



Buena a Aires, Mayo 1* de 1897. 



Y vistos 




con 



iva, de cuyo estudio resulta : 
o de 1894, don Bartolomé R. Obli- 
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ga lo, en ^presentación de don Salvador Posse, se presentó 
unte el Juzgado, promoviendo demanda ordinaria contra don 
Federico Lanoze, basada en que til día 2 tie Noviembre de 1893 
fué cou su bija Nieves Posse al cementerio del pueblo General 
Sarmiento, y devuelta, éntrelos kilómetros 31 y 32 del Tram- 
way Rural, en una bocacalle, un tren de esa empresa atrope- 
llo el carruaje donde iba la familia Pnsse, lo destrozó, mató los 
caballos, destrozó las piernas, cara, etc. de la niña Nieves, 
de cuyas heridas falleció esa misma noche, babiendo dado 
moer te también á una niela de Posse, estropeando á su nuera, 
y salvando él milagrosamente con vida. 

Que el hechu tuvo lugar en un paso á nivel, inmediato á la 
plaza del pueblo y donde no había guarda-vía, ni barreras, a 
pesar de haberlo ordenado la muniripalidad local y ser pres- 
cripción de las leves ferrocarrileras nacionales y provinc iales, 
y que por la ubicación de una quinta y casa que forma con la 
vía ángulo recto, las máquinas del tramway no se ven sino 
cuando desembocan en la calle; no habiendo el tramway anun- 
ciado su aproximación por medio de tu campana ó el silbato de la 
locomotora y que, de haberse efectuado, el incidente no hubie- 
se tenido lugar, pues del carruaje se habrían apercibido de la 
aproximación del convoy, ya que se trataba de una calle pasa- 
jera y un eiistían burreras ni guarda-vías, como es de ley. 

Que basado en losar tic tilos \ 109 y 1t 13 del Código Civil como 
en la jurisprudencia de la Suprema Corte y de la Cámara de Ape- 
laciones de la Capital, instaura formal demanda cuntra la em- 
presa ó propietario del Tiamway Rural, pidiendo sea condenada 
á pagar la suma de treinta mti pesos moneda nacional, que 
aprecia en cuanto es posible, los danos y perjuicios morales y 
materiales que por la muerte de su hija se le ba ocasionado, y 
costas procesales. 

2° Que acreditado el fuero federal, corrido el respectivo tras- 
lado de la demanda y después de haberse substanciado y dése- 
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cliad o las excepciones alegadas por Lacro», de incompetencia 
de jurisdicción y arraigo >ír] juicio, fué evacuado dicho trasladn, 
sn&teniéndose por el demandado que lo» hechos aaeTeradoa en 
el escrito de demanda son completamente inexactos, no .*ólo por 
lo que se refiere á la forma en que el hecho tuvo lugar, tifie 1 
también en cuanto se relacionan ú 1:0 culpabilidad atribuida 
al conductor del Tramway Rural, en el siut*» que lo motiva, 
cuyo hecho tuT<i lugar no por nigligencia culpable del maqui- 
nista del trainwaj , único caso, dice en que el demandado podría 
s. r obligado á la reparación del daño sufrido, sino p-r impre- 
meditación de la ninma parte demandante, por torpeza del con- 
ductor del carruaje en que este iba con su hija, ú otras causas 
ajenas á la voluntad de los empleados de la empresa € Tramway 
líural ». 

i¿u. para demostrar la proc. deneia de 1 1 acción, es indispen- 
sable que el hecho se haya producido por una negligencia cul- 
pable del demandado, que haya ocasi-uiado un daño y que éste 
daño sea la consecuencia directa é inmediata de la omisión 
culpable del agente; circunstancias que faltan en el caso 
jittíke, porque en el he ho acaecido im hay Milpa impuiable al 
agente, ni existe por consecuencia perjuicios ocasionados por él, 
por obedecer el suceso á causas extrañas á la volunt el y previ- 
sión de lo. empleados de Tramway Hura! ; razón por la que 
desaparece la obligación d« reparar #1 daño que se pretende ; 
aseveración que, por otra parte, puede hacerla al amparo de la 
cosa juzgada, pues loa tribunales que ronocieron e¡ sumario 
b-vant ido con ocasión del hecho que motiva la demanda, absol- 
vieron de culpa y cargo al conductor de ta máquina del «Trnimvay 
Rural», por habetse demostrado que ninguna culpa había te- 
n do en tan lamentable incidente. 

Que el choque del carruaje de Posse con uno de los carruajes 
del «Tramway Rural » se efectuó el illa 2 de Noviembre de 1893, 
no por culpa délos empleados de éste, desde que el tren Tenía en 
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su marcha reglamentaria, dando tus silbatos de ordenanza, ha- 
bíanlo t'l suceso tenido lugar como unos 800 metro* untes de 
Hogar á la estación, sinó por única y exclusiva negligencia é 
impremeditación del conductor del carruaje ocupado por l'osse. 
pues todos pudieron ver que ti la distancia v. nía el tramway a 
vapor y aunque no vieran, escuchar el silbalo que éste hteo. 

Por todo lo que pide se resuelva el jníoio en definitiva, absol- 
viéndosele de la demanda deducida y condenando ftl demándame 
en todas las costas del juicio, 

3 o Que recibida la causa .i prueba por autu de l uja 87 vueltu , 
se produjo por las parte* la que expresa el certificado del señor 
Secretario, corriente a foja 303, llamándose autos para sen- 
tencia. 

Considerando : 1" Que es un hecho fuera de toda discusión y 
que debe servir de punto de partida para la resolución del pleito, 
desde que ha ablo expresamente reconocido en la contestación á 
la demanda y alegato de bien probado de la empresa, comproba- 
do además por el instrumento público de foja 89 y prueba tes- 
tifical recibida, la muerte de la Beñorita Nieves Posse, acaecida 
el día 2 oV Noviembre de 1893 á causa de las lesiones que reí i- 
bió con ocasión del suceso que motiva este juicio. 

Incumbe, desde luego, al Juzgado estudiar como cuestión de 
carácter prér io, la naturaleza del hecho y si el accidente fué el 
resultado necesario de la negligencia é impremeditación del 
conductor del coche enqueib:i la familia del señor Posse, como 

por el contrario, su origen se debe exclusivamente á culpa ó ne- 
gligencia de los conductores del i Trarmvay Rural » ó vapor, 
como lo afirma la demanda. 

2 o Las constancias de e*le voluminoso expediente suminis- 
tran antecedentes suficientes paTa un pronunciamiento jus- 
ticiero. 

Es un principio de derecho y jurisprudencia constante, y asi 
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expresamente lo establece et artículo 1109 itet Código Civil, 
que toda el que ejecuta un hecho que por su culpa ó negligencia 
ocasiona un daño á otro, está obligado á la reparación del per- 
juicio. Este articulo presupone desde lueg . que en la ejecución 

o negligencia en el agente, sin cuja - i. - 
7 t ui ir^aiuiviiiv puede M-r ¡(cordada la re- 
paración del perjuicio sufrido. 

¿ Existe «->a culpa ó negligencia de parte de los conductores 
del Tramway Kural en el hecho que motiva la acción instau- 
rada? 

Ca>o alirmativ.jr ¿ debe responsabilizarse ií don Federico La- 
eroze, por la> consecuencias del suceso, en su carácter de con- 
cesionario de la empresa ? 

El Tribunal, después de uu estudio meditado de las constan- 
cias de la causa» se pronuncia en ambas cuestiones por la afir- 
mativa, teniendo para elln préseme la abundante y decisiva 
prueba rendida por el actor, respecto de la primera cuestión plan- 
teada, y la disposición incontrovertible del articulo 1113 del 
Código citado, en cuanto á la segunda* ú sea -obre la respon- 
sabilidad del concesionario demandad», por Ioü actos de lo?, 
que estaban bajo su dependencia en el momento que el suceso 
tuTo lugar. 

3° La omisión culpable de la empresa Tamway Rural y que 
determina su responsabilidad por la muerte déla señot.ta de 
Po*se, consiste ea primer término et» no haber colocado barre- 
ras, guardavías ó señales en el paso á nivel ó encrucijada de 
una cali»* pasajera, situada en el barrio urbano del pueblo 
General Sarmiento, como es en la que tuvo lugar el accidente. 
Es elemental que esas precauciones no han podido ni debido geg 
descuidadas, desde que, como queda establecido, se trata de 
un pasoá nivel de importancia, y éstas respondían desde luego 
á ta seguridad de la circulación. La ley número fc i873 so- 
bre ferrocarriles nacionales, consagra expresamente en el in. 
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ciso 5' del articulo 5" el deber de la empresa 6 dirección, desde 
que se abn 1 la línea al ^-rvieio pública, de « establecer lu guarda 
y el servicio de b*rte*&S cu los pasos á nivel », disposición 
que consulta la mejor garantía y se«n rid sd délas personas 
que se ven en el caso de transitar ili- h-i paso, y cuya disposi- 
ción ha sido admitida por ca*i tudas las legislaciones y .ni e- 
nauaas ferrocarrileras , y especialmente por la de Francia, 1845- 
1846 que prescribe ya la necesidad de la construcción de ba- 
rreras vti los pasos ;i nivel, ya se tratase de caminos carreteros, 
ya il<* peatones ; é imponía á )->s <-nnd actores del convoy férreo, 
la obligación dj dar las señales de alarma al aproximaran las 
estacione-*, pasos á nivel, etc. 

Y si la empresa ha omitido tan elemental deber, justo es 
soporte las consecuencias de su propia omisión, desde que cuanto 
mavor es el deber de obrar con prudencia y conocimiento pitia» 
de las cosas, niavnr es la obligación que resulta de las conse- 
cuencias posibles de los hechas {artículo 902 del Código ci- 
tado. 

l-lse extremo necesario, la no existencia del servicio de ba- 
rreras y su guarda en el lugar del suceso, se encuentra amplia- 
mente comprobado no solamente pur la confesión implícita que 
resulta del silencio guardado al respecto en la contestación de 
la demanda, sino que apan-ce también justilicado pur la prueba 
. del actor, como consta de las declaraciones de sus testigos : Vi- 
cente Fiorini. foja 137, y Pedro Tillons, foja 142, declarando al 
tenor de ta ouarta pregunta del interrogatorio de foja 136, así 
e.mio por los términos de lasde Juan Augusto Disz, fojaH 
Leandro Burgos, foja 151, Pedro Ortix, feja 152 vuelta,* 
Caruccio, foja 153 vuelta, Salvador Ura, 154 vuelta, Eu* 
Afinas (hijo), foja 156, Viceule y Luciano líecardo, foja 15? 
vuelta y foja 158 vuelta, Salvador Tabella, foja 159 vuelta, y 
Juan Jlaestreliberti, foja 160 vuelta, que confirman esa omi- 
sión contestando la 3" pregunta del interrogatorio de foja 150 
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y cava» declaraciones merecen fé y constituyen prueba legal 
con nrrcyloálaley 32, título 16, partida 3\ 

Esta omisiun oulp-ble determina y engendra la responsabili- 
dad civil de Lacróle pur el cuasi delito cometido por -tus em- 
pleados ¡ responsabilidad que se agrava, cuando se observ* [lie 
loa conductores del tramway ttural no disminuyeron la velocidad 
de la marcha que traía el convoy al aproximarse al paso ¿ ni- 
vel (jirtículo 26, incís.. 2°, de la hy nacional de fVrrocarrilrs 
de 18 de Setiembre de 1872); precaución que mi todo momento 
tóó adoptarse, por tratarse de un paso frecuentado y en el 
que ta empresa, por incuria ú otro motivo, no había roldado 
un empleado que con su pr.aenc allí previniese accidentes de 
la naturaleza giav» del que motiva el pk-ito; circunstancias, 
por otra parte, que no |f era lícito ignorar al maquinista, y por- 
que a estar á las declaraciones de los testigos de la empreuu, 
desde eí camino 'jue llevan las rula utas no se ve el traiuway 
Rural cuando viene del Pilar; razón por la que tal precaución 
no debió nunca ser descuidada, 

La velocidad del convoy y Ja un disminución de su man lia 
al aproximarse al sitio de Ja catástrofe la justifican los testigos 
del actor y los mismos con<l actores del tramway Rural, que 
declaran n,ue recién el tramway detuvu su marcha á unos 80 ó 
100 metros después del choque, y según el testigo de foja 124, 
presentado por el demandado, como á 150 varas 

V.& esta la prueba más evidente de la velueidad que traía el 
tramway, tu que enta al respecto todo comentario. 

Hay además que tener presente la exposición de la autoridad 
policial, que se hace á foja 246, de que en e los kilómetros 31 y 32, 
lugar del accident- hay una casa, la cual impide rer á los tran- 
sen otes cuánd.i viene el tramvay, y al maquinista le impide ver 
si viene á pasar alguien por la vía*; exposición que está de acuer- 
do con lo declarado por ei foguista y maquinista del convoy, fojas 
253 y 254, y con ta prueba testimonial ofrecida por la parte 
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de Posse, motivo que debe Talontrse y pesar en el criterio judi- 
cial, desde que tal circu infancia debió ser tenida por aquellos 
en consideración, á Bn de adoptar las precauciones necesarias 
para evitar una catástrofe. 

La afirmación del demandado y de sus testiyus, de qu*- el 
trjuuvviij Rural tocó el silbato reglamentario como á unos 200 
ó 300 mei-rost de] sitio de] suceso, no es fundada ni verídica y 
aun cuando lo fuere, no es untante á exonerarlo ile sus ies- 
pouáabiliiludes legales, dada la velocidad del convoy, y á quede 
éste se veía venir las minutas, según lo afirma Lucróse, raían 
por la qtie debió repetirse esa señal desde mu i lia mayor dis ta li- 
ria, ;i (jii de ll»-var la consiguiente alarma á aquellas. 

\ no es fundado ni menos verídico, porque los testigos del 
actor uniformemente lo contradicen, sosteniendo™ haberse nido 
ese silbato de alarma sinó después del choque, y porque tanto 
el foguista c<>moel maquin Maque guiaban la máquina, declaran 
en el sumario que con motivo del suceso se instruyó judicial- 
mente, cuando sostienen que tocaron por primera vez pito i-naio 
á 500 ó 600 metros de la portada y la segunda cuando apenas v 
en el mismo momento distinguió el maquinista la volanta. 

En lates condiciones, ¿cómo podía el cochero de la volunta 
que conducía á Pusse, apercibirse del eminente peligro que 
corría para adoptar las precauciones necesarias? 

Es esto una prueba vira é ilevaotable de su nu culpabilidad, 
superando desde luego la de Lacroze, desde que aquellos testi- 
monios caracterizados, por rason de ser los directores del con- 
voy, destruyen comluyenteroente sus afirmaciones y las de sus 
testigos, y constituyen prueba legal sobre la omisión culpable 
en el cumplimiento de tan elementales deberes. 

Wuuil, en su notable obra The laws ofliaüways, dice : « Que 
el conductor de un tren en marcha debe siempre estar atento 
á ios obstáculos, y cuando algún obstáculo se descubriere, debe 
prontamente recurrir A todos los medios de que dispone para 
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evitar el peligro el perjuicio que amenaza »; la nbse rvancía 
ile lus prescripciones regí amen ta rías no excluve I i responsa- 
bilidad si bajo otros respectos la compañía ó sus empleados 
descuidan aquellas prescripciones que lu prudencia sugiere 
para evitar accidentes. 

Bedarrtde (Chetninx dé fer, pftg, 17 r tomo 2 o ) también dice 
que la primera obligación <le las empresas 'te transpnrte es 
prevenir v vigilarían la mayor solicitud posible por la segu- 
ridad de los viajeros. Esta obligación se impone ron más razón 
respecto de lu comí punía di* ferrocarril es, por H nú tuero d-- 
persona> que conduce cada tren y las desastrosas euiisec:iiiutria> 
que producen IOS accide ntes Ocasionados (¡(ir i!' >e.irril.ijMt"Hti-. 
ó choques de tren es. 

I COt] cuánta más razón d. lie eligirá en el cas.* sub-judiee 
osa responsabilidad, tratándose de empleados que han prescin- 
dido y hecho «'aso omiso no sido de los deberes reglamentarios, 
pero hasta de precauciones la- má- simples, aconsejadas por el 
buen sentido. 

í 1 * La observucimi del demanda («• á efecto de paliar su res- 
ponsabilidad por el accidente. ■(•• que no le comprende ninguna 
ley, ningun reglamento desde -pie éstas son para ferrocarriles 
y no para tramways, es in*»- trnibk> y destituida de toda ra ion 
de ser, desde que el inciso 3* del artículo 2 déla ley número 
2893, le comprende incontrovertiblemente, por conceptuarse 
ferrocarriles niicionates «los que liguen In Capital ú un territorio 
federal eon una ó más provincias ó territorios, y los que co- 
muniquen una provincia con otra 6 nn punto cualquiera del 
territorial de la Nación con un estado extranjero * ; y por tanto 
la circunstancia de liaber cambiado ti tratnway de tracción 
haciéndose ú vapor en Tez de sangre, lo coloca en idénticas con- 
diciones de toda línea ferrocarrilera, gozando de aiis oenelicios 
y franquicias y desde luego las disposiciones referentes ii éstos, 
le son aplicables en rigor. 
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El mismo concesionario Lacróse así lo ha entendido, é igual 
concepto hito ul presentar su propuesta al P .der Ejecutivo de 
];i provincia de Ruanos Aires, cuno resulto de la leyenda que 
eiiste ú foja 35 de que *e\ Poder EjecutÍTO solicitará del gobier- 
no de la Nación l¡i exoueruuii.n de den-cl.os de todos los m;ite- 
rtaleü que se empleen en l;i construcción y explotación di' esta 
línea, en iiíuül.l.id .1- condiciones, c-mo lo* demás ferroca- 
rriles». m 

Adern.í*, la condición impuesta por esos poderes públicos al 
tramway rur.il. para la tracción á vapor, con asiutinin oto de 
su dueño, q tl e constituye el domínenlo de foja 207, referente 
á la vigilancia en el cruzamiento di* [os caminos que tengan 
mucho movimiento, qiied.-b- hu irse por guardas p.-rmanente, 
es un otro demento de juicio que ^isie para evidenciar que los 
reglamentos de ferrocarriles nacionales comprenden á aquel, y 
por consecuencia habiéudose violado mis disposiciones, sus 
autores deben ser responsables por tul infracción, , 

Finalmente la resolución de i.ja 08, confirmada por la Su- 
prema Corte, demuestra clarain- ute el carácter que por la ley 
tiene el Tramway Rural, y por consecuencia justifica la aplica- 
ción de la doctrina sostenida sobre su responsabilidad al tenor 
délas leyes y reglamentos de ferrocarriles para la República. 

5 o Demostrado que el bechn que motiva el juicio no ha >rdo, 
como lo sostuvo Lacróse, el resultado de la negligencia é im- 
premeditación del conductor -leí cor.he de la familia de Posse, 
eitremo necesario para haber desvirtuado la presunción lego! 
de culpabilidad quejt/m tmitum rodea á esa muerte, y si que 
dieho accidente provino de culpa y negligencia imputable exclu- 
sivamente á los conductores del convoy, ¡a obligación de repa- 
r ar el daño causado sur-je como su consecuencia lógica» mcon- 
trando su sanción en el artí ulo f 109 del Código Civil, que 
establece: i que todo el que ejecuta un hecho que por su culpa 
ó negligencia ocasiona un daño á otro, está obligado ¡i ta repa- 



ración del perjuicio; en el 1113» que pre- eptúa que 1 i obliga- 
ción del que ha causado un daño, se extiende & los daños que 
rausareu loa que están bajo su dependencia. 6 por las cosas 
deque se sirve 6 que tiene á su cuidado; y artículos 05,83 y 
9t de la ley numero 2873, ifeo trina que lia sido aceptada por la 
Suprema Corte Federal en varias desús resoluciones, y entre 
otras, las que te registran t n la serie 2*, tomo &, pagina 136; 
tomo 14. pagina 51», y sé*e i\ tomo 11, pagina 61 do sus 
fallos. 

El juifliu s<.bn- indemnizaron dvil por el perjuicio causado, 
que se reclama, no exige para acordarla, la concurrencia in- 
tervención déla voluntad criminal iM agalle que causó el da o; 
basta a sus efectos que se compruebe la existencia de la culpo, 
ó negligencia, que es lo qm- caracteriza el cuasi delito. La in- 
tensión de dañar es laque constituye el delito, mientras que 
el cuasi <lelit>> no es más que un hacho que no lleva mas que Ea 
intención que le imprime un carácter de culpabilidad (Nota 
del codificador al ari. 1121 del Código Civil). 

Por tanto, la absolución de culpa y cargo de lo* conductores 
del tramuay Rural decretada per el juez de instrucción en el su- 
mario instruido c^u ocasión del accidente, y como consecuencia, 
la cosa juzgada alegada a su respecto, nada tiene de común c^n 
la acción <ivil deducida, desdo que en el cuasidelito no existe in- 
te ne ion criminal y si sus autores son condenados lo es á título 
de indemnización pero nunca de pi na, ¿ diferencia del juicio 
i-ríminal que presupone para una condena, I» voluntad ú inten- 
ción del agente. 

No teniendo, pues, nada de común ambos juicios, la cosa 
jnzgadaalegadaes insubsistenteé inadmisible por ser diferentes 
también las perdonas que en ellos han actuado, asi como >u ob- 
jeto fundamental. 

ft° Constatada la existencia rea" del daño cansado, la naturaleza 
del hecho que lo motiva y la persona de su autor, y habiendo el 
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legislador <!• jada al prudente arbitrio del magistrado la fijación 
del tnontu de la indemnización y el modo de satisfacerla (artí- 
culos 1083 y 1084 (Jet Código recordado), ejercitando e! juzga- 
do esa facultad aprecia el daño causado, en la cautelad de 15.000 
pesos moneda legal. 

Por estos fundamentos y demás ronco ni antes aducidos en 
el escrito de foja -41 1 , definitivamente juzgando fallo : 

Condenando .i don Federico Lacrnze, á satisfacer n" don Halla- 
dor Posse, por vía de indemnización de perjuicio» con ocasión 
de la muerte de su hija Nieves Posse, causada por el tramnav 
Rural, la cantidad du 15,000 pesos moneda nacional de curso 
legal y las tontas del juicio; debiendo satisfacerse dicha suma 
en el término de diez dina. 

Xotifíqucse c»n el original j repóngase la- fojas. 

Así lo pronuncio, mando y firmo en Buenos Aires, fecha ut 
supra. 

.i (j ustm f rtl i na rra in . 



I'nll» d* In fluprruiik Vmrl* 

Buenos Aires. Agoslo áí# delNífíí, 

Vistos y considerando en cnanto al recurso de nulidad : Que 
la sentencia de primera instancia aprecia y resuelve el litigio 
pronunciándose con arreglo á las acciones deducidas en juicio 
y ajustándose en lo que á la forma se reliere á las demús pres- 
cripciones del artículo trece del- ley de procedimientos. Por 
esto no ha lugar al recurso mencionado, 

1 considerando en cuanto al recurso de apelación : 
Que á consecuencia del accidente acaecido el dos de Noviem- 
■re de mil ochocientos noventa y tres, que ocasionó la muerte de 
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la señorita Ni* ves Posse, don Salvador Posse, padre «le la es- 
presada señorita, demanda á laemprpsaó propietario del tramwny 
Rural por loa daños y perjuicios que <-se hecho le ha caucado, 
que estima en peso» treinta mil, áeuyo pago pide se condene al 
demandado así como también á las castas del juicio. 

<¿ue «1 de mandante basa la responsabilidiid del demudado 
en la culpa ó negligencia que se atribulo por qm haber colocado 
barreras y guardavía* en el pa*o á niv^l en que se produjo el 
choque entre un tren del tramway en movimiento y el carruaje 
que ucupaba id actor, acompañado de su hija y otras personas, 
que causó la muerte relerida, y en la culpa y negligencia que 
tauibieoatribuyeúlosconduetnrsa del tren por Inber omitido los 
sílbalos reglamentarios á distancia conveniente del citado paso 
á nivel, que debían servir d*- aviso á tos transenntes paru adver- 
tirlo» d<t pas-t del tren. 

Que m virtud de esos antecedentes, qae revelan la naiura- 
leza de loa hechos que sirven de fundamento á la aedun y de 
las citas legales que el demandante invoea (artículos mil ciento 
nueve y mil ciento trece del Código Civil), se trata en el caso 
de una demanda por reparación de danos y perjuicios pmcedeo- 
tes de un cuasidelito, ó sea do un actu ilícito de carácter civil. 

Que la acción deducidaen tal concepto no puede prosperar sino 
á condición de. que el hecho en que aquella se apoye, haya sido ó 
sea generador du un perjuicio susceptible de apreciación pecunia- 
ria causad O al demandante, porque no h.iy acto ilícito punible, á 
los efectos de las sanciones del Código Civil, si no hubiese daño 
causado ú otro acto exterior que lo pueda causar* y sin qoe 4 
sus agentes se pueda imputar dolo, culpa ó negligencia (artículo 
mil sesenta y siete, Cúdigr» citado), porque hay daño, ó los mis- 
mos efectos, siempre que se causare á otro un perjuicio suscep- 
tible de apreciación pecuniaria, ó directamente er las cotas de 
de su dominio ó posesión, 6 indirectamente por el mal hecho ásu 
persona ñ sus derechos ó facultades (artículo mil sesenta y ocho). 
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Que correspondiendo al actor la prueba (té la existencia real 
de los daños y pcrju icios, ' liando es su reparación loque hace H 
objeto de lu demanda, don Salv;i-lor l'osse ha debido probar 
que la miurt. de su hija Nieves le ba causado daños suscepti- 
ble de apreciación pecuniaria. 

Quemtie Unto uo sólo no b.t producido prueba á ese res- 
pecto, sitié que «i Siquiera ba expresado eu la demanda en qué 
consistan las #1 na ocias de que ha sido privado 6 los perjuicios 
pecuniarios que ha sufrido a consecuencia "leí accidente, limi- 
tándose, puede decir**, á hacer valer la triste y n 11 1 gente situa- 
ción en que ba quedado con la privaron de] cariño de la hija 
que se había conser-ado á su lado, prestándole cuidados fi- 
liales y endulzando sus últimos días, cuando, «afluí se ha be- 
eho constar, el pleito tersa sobre las consecu- re-ias de un cua»i 
delito del derecho civil y no sobre un hecho elusiueado de de- 
lito por el derecho crimina], i que se aplica el artículo mil se- 
ii-nta jucho del código, ion arreglo Á sus términos claros y pre- 
cisos. 

Que el artículo mil ochenta y cuatro de! Código Civil, que en 
el caso de homicidio impone al responsable di> las consecuen- 
cias civiles del hecho el deber de pagar lo que fuere necesario 
para la subsistencia de la viuda é hijos del muerto, disponiendo 
asi en consecuencia con los principios generales ya menciona- 
dos relativos á la clasificación de loque debe entenderse por 
daiios reparables, de muestra que don Salvad <i Pesse, que no >.« 
baila comprendido por sus vínculos de alianza ó parentesco en- 
tre las personas designadas en este articuló, ha estado en el de- 
ber de acreditar que por ser alimentario d« su bija Nieves 6 
por »tro motivo, era acreedor á las reparaciones civiles que I" 
ley autoriza cobrar, 

Que 110 habiéndose probado la existencia real del daño repa- 
rable, no hay necesidad de averiguar si ta empresa ha incurri- 
do en omisiones en las obras que le correspondía ejecutar, ó de 
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medidas de prec.iucion qne debiera adoptar pura evitar acciden- 
tes; ó sí, cuando «lia lo pretende, el desgraciado accidente que 
ha motivado esta cansa se debió A culpa ó negligencia del con- 
ductor del coche que ocupaba la familia del demandante. 

Que por igual raíon, tampoco hay necesidad de establecer si 
el conductor del tren anunció su aproximación al lugar del suceso 
por medio de los silbatos reglamentarios, aunque es vordrtd que 
hay varios testigos pf esencia Jes qae afirman el hecho por haber 
oido .silbatos en dichas condiciones y lo «a igualmente que así lo 
establece la senten-ia que en testimonio corre □ foja doscientas 
noventa y una, pronunciada por la Eitmi Cámara de apelaciones 
en La Phita, en el juicio criminal que se instruyó ccjii motivo 
del suceso, sobreseyendo en la causa, tnitoeu relación al < on- 
" rlÜUor del coche Eustaquio Salinas. 

Por esto, y de conformidad con lo resuelto por la Suprema 
Corte en el e.asoque se registra en el tomo mienta y dos. pá- 
gina cuatrocientas veinticinco de sus fallos : se revoca la sen- 
tetina apelada de foja doscientas cincuenta y m-is. absolviendo 
en consecuencia al demandado. Notifíquese original y, repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

REMAMPi FAZ. — ABEL RAZAN, 
■ — OCTAVIO BUNGE. — JUAN fc. 
TORIIRNT. 
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CAUSA tífXIA 



Contra tVithatns y compañía, sobre contrabando 

■ 

Sumario. - La introducción clandestina de u , rcadería* 
manifestadas, trae el cumia o nV éstas, f bace pasible al capíta 
de una multa igual á >u valor. 



a- no 
n 



Caso. — . líi'iultade laü 



itesoLuciori de la aüuana 



Buenos Aires, f Jclubrt? 1 1 de 1898. * 
Vistos : Estando comprobada la denuncia a que se refiere el 

t-T ' y í1,,aC,,er,Kl con 10 <^ Aponen lo. artículos 
«38 y 90o do l M Ordenanza, y 59 d la ley de Aduana vigente 



Declarando cuidaren comiso las seís bicicleta, encontradas 
a bord. del vapor «fíuanmy , t ó b.nelicio del aprehensor é ¿- 
poniendo al capitán una multa igual al valor de la mercadería 
que hará efectiva el agento como representante de aquél tam- 
bién á beneficio del aprehenaor, 

se saber y repónganse tos sellos, 

•/. Martines Castro, 

T. LUI 



41* 



FALLOS 'JE LA SUPREMA COKTE 



llueiios Aires, Abril 1 de 1809. 

Y vistas: Por los fundamentos de la resoluel<¡ii recurrida y 
de acuerdo ron lo pedido por el Procurador uV:il eti su prece- 
dente vista, se coniirma, con costas, la resolución recurrida de 
foja 7 vuelta y, repastos que sean los sellos, devuélvanse los 
mito» á la aduana, 

/». Qltmheay Alcorta. 



VISTA l»EL isESoil I'IIOCUIIAUOII GENERAL 



|liit>itf>í A¡r*>. Junio <íe 1^ 

Suprema forte : 

La expresión Je atavies no ha desvirtuado los fundamentos 
de la resolocim! administrativa de foja 7 vuelta que invócala 

recurrida de foja 22^ 

Que las bicicletas en cuestión han sido introducidas clan- 
destinamente al vapor «Gnarany » lo comprueba no «fin la cir- 
cunstancia de no haber sido incluidas en ios mauiliestos de car- 
ga sinó también el informe de b>s consignatarios del vapor, que 
han declinado tota responsabilidad r esperto á aquella contra- 
vención, ;-egLin su informa Je foja 6. 

Que en el hecho de la introducción clandestina hubo mani- 
fiesta intención dolosa, lo demuestra la circunstancia de ha- 
berse ocultad o sigilosamente las bicicletas dentro de un bote 
del vapor, lo que, álos efectos de la aplicación del artícul" 59 
de la Ley de aduana vigente, es lo mismo que si se hubiesen en- 
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'■»ntra,l„ 9 „ los capoto, d,l c.n,a n ,l.„t, 6 tripolar ü 
otro Ingar .napropUd. al ,| ep69¡t(> j, „ rV " dnt " u 

Sattiniano fíier. 



Mi» de | ft 



"uenns Aire*, ¿goslo 31 de Mffiu. 
Que eu iiinginj caso a rec urrí*ii#.. h-, ^a- . . 

•■'"ana m mil «foaiea*, „ T,» t a » a T. 7 7 

™r esto, de acuerdo con f., eionéfito , no( w 
«iMl y t rep .,e.L„ los wVl „ t ( j e ,u,í Ta „s,. 1 
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TOBREHT, - H. II a H TIN U. 
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f Al. LOS Mi LA SUMBUA CORTE. 



causa acxxxi 



Criminal, contra )¡¡ !{ uel de los Santos, por homicidio 

Sumario. — No causa agravio la pena de trea añoa de prisión 
impuesta ul centinela por homicidio cometido descargando su 
arma contra los presos puestos bajo su vigilancia por haberle 
dirigido insultos. 



Caso. — Res lilla del 



fr Miltt «leí J«> t >4«ral 

Bueno* Airi-s, Abril S> de 1899, 

Y fistos estos autos seguidos contra Miguel Santos, portu- 
gués, de 21 liños, soltero, bombero y domiciliado en el cuartel 
de bomberos, de los que resulta : Que por denuncia hecha ante 
la comisaría de la sección 17, de que el soldado del cuerpo de_ 
Bomberos, Miguel Santos, había herido a" dos individuos de un 
tiro en la Penitenciaria, se mandó instruir el sumario res- 
pectivo. 

Interrogados los testigos Roberto Gome* (foja 9), Santiago 
B.'Tnasconi (foja f#), Paulino Oliva (foja 15 vuelta), Pablo 
Crocetti (foja 17), Juan Pinedo (foja 18 vuelta), Martín Sakedo 
(f..ja 20 vuelta), Siró Gobbi (foja 21 vuelta), Carlos Martines 
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tfoja22 vuelta), Miguel Zarlengo (foja 23 vuelta\ Angel Mussí 
(foja 44 vuelta), Manuel Vidal (foja 26), Alfonso Pesquin{foja 
28 vuelta), José González (foja 30), Bernardo Bregardo (foja 
31), Federico Lii« o (foja 34), Pedro Gonzaleí, Juan Fernandez 
(f nja 39 vuelta), declaran unos, que vieron á las víctimas caer sin 
saber quién hizo fuego, sabiendo después, por referencias, que fué 
un bombero que estaba «le guardia y otros que vieron al bom- 
bero cuando apuntó y tiró a las víctimas sin saber la causa, 
y todos ellos manifiestan que no ha mediadu provocación ni in- 
sultos por parte de las víctimas. 

Los testigos José Saenzdela Torre {foja 12), Antonio J. Fe- 
rré (foja 36) y Salvador López (foja 39), declaran s el primero, 
que el encausado d.e los Santos le dió cuenta de que lo estaban 
insultando los presos alojados en la sala 7 del pabellón 4; 
los otros dos testigos, que oyeron á los presos cuando pasó por 
delante de la sala que gritaban: mono sabio, pero que no han 
visto que éstos insultasen al bombero de los Santos. 

Los informes médicos de foja 53 y foja 56, dan como causal 
de la muerte de José Fernandez y Félix Hondean, las heridas 
recibidas, que las consideran de. carácter mortal. 

Que pasado el proceso al seuur juez de sentencia, doctor Er- 
nesto Madero, esto funcionario se declaró incompetente para 
conocer de la causa, en razuu de haber sido cometido el delito 
denlio de la Penitenciaría nacional, donde el Gobierno tiene 
exclusiva jurisdicción, pasándose con ese motivo los autos í este 
Juzgado, el que se declaró competente á foja 1 12, 

Que habiéndole tomado declar «ion indagatoria al procesado, 
declaró á foja 45 que habiendo sido insultado pur los presos 
hizo fuego contra ellos, sabiendo después <|ue bahía dos heridos, 
que a) proceder de eso modo creyó que estaba en su perfecto 
derecho para hacerse respetar; ¿foja 113 vuelta rectifica la 
parte en que dice que hito fuego sobre varios detenidos del pa- 
bellon 4; pues hace presente que sólo hilo el ademán de apun- 
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tar con el arma parn ver si así se retiraban l*<s detenidos que 
lo injuriaban y que at hacer dicho ademan a* le encapó el tiro. 

Que cerrado el sumario, t i Procurador liscal pidió qu« el pro- 
cesado de los Santos fuese condenado á la pena que determina 
el artículo 97 del Código Penal, con más las rostas del juicio. 

Corrido traslado de la acusación, el defensor de ptdire* repro- 
duce la defensa de foja 92 y pide para su defendido la absolu- 
ción de culpa y cargo y se ordene su libertad. 

Y considerando : I» Que l i muerte de José Fernandez y de 
Félix Hondean, ocasionada pur las lesiones recibidas de diapuro 
de fusil, s- encuentra justificada por los informes médicos dr 
foja 53 y foja 58 y partidas de defunción de fojas 62 y 66. 

2* Que de las dedaracione* de los testigos que han depues- 
to en este proceso y de 1» propia declaración del encausa ! o, re* 
sol ta qiu* éste fué quien i ii 11 ríe ra las h'-ridas que determinaron 
la muerte de Fernán de» y Hondean, 

3° Que la circunstancia eximente de pena que ;ileií¡t la defen- 
sa, fundada en la perturbación de los seotidus que produjeron 
en el encausado Santos las provocaciones de las víctimas y dr sus 
compañeros, aparte que de no revisten el carácter de gravedad 
que hagan presumir so inocencia en el acto de Ja ejecución dei 
hecho, no lia sido demostrada en este juicio, 

4 a Que de la declaración del procesado no resulta confirmada 
esa causa y, pot el « untrarto, demuestra que Santos tuvo plena 
conciencia de lo que lucía t pues dice que creyó cumplir un 
deber de centinela. 

5° Que resulta igualmente infundada la escusa de haber 
obrado Santos en cumplimiento de su deber, por constar en 
autos que no habíi llegado á producirse el caso en que su con- 
signa le daba derecho á mar de su arma, 

6 B Que sin embargo de lo expuesta eJ Juzgado no puede 
dejar de tomar en consideración la ctovii, tancia de las ofensas 
é injurias ilícitas y graves de que fué olrj-to el acusado de parte 
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de suh víctimas y sus compañeros, por lo que «1 infrascripto juzga 
que el heclto encuadra dentro de la disposición del articulo 97 
del Código de Procedimiento». 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por ta 
acusación ü'i&cal, fallo : condenando á Miguel de los Santos i 
la pena de tres años de prisión y costas del juicio, debiendo 
descontarse de esta péna el tiempo de prisión preventiva que 
lleva sufrida. H igase saber al señor Jefe de policía, notífíquese 
con el original y archívese la causa, 

liervusuf t\ Hrawl. 



VISTA DEI. SüSOR PHOr.UHAItOll GESKKAL 



Buen» Aire», Junio a de 1899. 

Suprema Corte : 

Según se desprende de la confesión del procesado, corriente 
á l'oja 45, estando de centinela en uno de Ion pabellones de la 
Penitenciaría nacional, en su clase de soldado del cuerpo de 
Bomberos que bace la guardia en el referido establecí miento, 
fué insultado por varios de los detenidos á quienes ordenó ocu- 
paren sus verdaderos sitios, sin ser obedecido; motivo por el cual, 
después de haber dado cuenta de lo que ocurría al guardián y 
de haber solicitado infructuosamente el concurso del cabo de 
guardia, disparó < 1 arma reglamentaria de que estaba armad • 
sobre el grupo de insultantes, ocasionando asi el doble homici- 
dio que motiva este proceso. 

Tal confesión ha sido rectificada A foja H4 vuelta, ai* que 
proceda tomarse en cuenta Ja rectificación que hace el procesado 
de su indagatoria de foja 45, con respecto á la falta de intención 



424 FALLOS DK LA SUNtEMA COHK 

que turo de disparar el arma homicida, por cuanto esa inten- 
ción se presume en un hecho de esta magnitud, no resultando 
presunción contraria de las eonstaueias de autos ni déla» mo- 
dalidades especiales en que se verílicó el acto, de acuerdo con 
lo dispuesta en el artículo tí» del Código d> Procedimientos. 

Desde luego, entrando á considerar la prueba parn deterini- 
náf la situación del procesado del punto de vista de la penali- 
dad, es menester descartar lus declaraciones de los detenidos, á 
quienes acusa el procesado como autores de los insultos ó inju* 
rías que k- dirigían, declaraciones indignas de fé, puesto que 
toiius esos detenidos ú quien» a custodiaba id procesado, tienen 
indudable interés en que el resultad-i de esta causa le sea adver- 
so al encausado, por natural perversión con que lus detenidos 
miran á los guardianes que impiden su evasión y por la impu- 
nidad que buscan para su desacato, cometido contra el centi- 
neja, representante de la autoridad pública y del orden local. 

No pudiendo constituir mérito legal las declaraciones referi- 
das que corren de fojas tiú 10, de fojas 1 i á25 vuelta y de foja, 
28 vuelta .i 35 vuelta de autos, como lo expresa ia acusación 
instaurada por el señor Ayeue liscal n foja sólo puede deter- 
minarse la culpabilidad del procesado relacionando su confesión 
con las constancias de autos, de fojas 26 á 29 vuelta y de fojas 
12 á 14. 

Ksos elementos de. prueba ratifican la confesión del recurren- 
te en ol sentido de que, si bien es cierto que éste ha ultrapasado 
su consigna de centinela al hacer fuego sobre los mencionados 
detenidos, btt sido provocado con injurias de parte de éstos, ha- 
bituados á burlar la disciplina penitenciaria <*on detrimento de 
la autoridad y con perjuicio de la misma regeneración de los 
delincuentes, según la constancia de autos. 

La severa función del centinela ha sido fue ri emente depri- 
mida por el insulto por injuria de los detenidos j en tal sitúa- 
pión el soldado de los Santos, cuyo alcance intelectual es 
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sumamente limitado, & pesar de sus antecedente» correctos como 
soldada, según testimonio de tuja* 96 ¡i 29, se ba poseído 
de un sentimiento autoritario al repeler con el niauser las 
injurias que se le dirigían en su puesto de soldado y guardián 
del órden. 

No hay en autos probanza alguna que demuestre que id 
procesado tenía intención de dar muerte á uno ó do* de sus 
provocadores : el soldado de los Santos hilo fue„'o al grupo y 
de consiguiente, el dolí le homicidio causado e* sólo con»ecuen- 
eia de la potencia del arma ton que hizo el disparu. 

Por las consideraciones expuestas, creo que el recurrente ha 
sido provocado en su doble carácter de hombre y di- soldado de 
facejon con injurias ilícitas y graves por los que resultaron sus 
víctimas, siendo por el pasible de la pena que impone el ar- 
ticulo W7 del Código Penal, 

Por ello, y reproduciendo las razones expuestas por la acusa- 
ción tiscal th- foja 122, pido á V. K. la conlinuacion de la sen- 
tencia recurrida de foja t33, 

Sübiniário Kier. 



film de m »uprem Corte 

Buenos Aires, AgOgo31 de 1H99. 

Vistos y considerando : Que está plenamente averiguado que 
el procesado Miguel de ios Santos es autor de los homicidios 
á que se reGeru este proceso. 

Que la pena que la sentencia del inferior impon- al proce- 
sado, poniendo el caso en las condiciones establecidas por el 
artículo noventa y siete del Código Penal, no causa & aquél 
agravio, pues que la duda que puede surgir de las constancias 
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de autns respecto á la ealiflearion del hecho, m- h¡i resuelto con 
ta] pena en favor riel procesado, 

Por estos fundamentos y estanco consentida pnr el Procura- 
dor íiscal la sentencia de foja ciento treinta y ire>, si- confirma 
éata, ron costas, en la parte apelada, Xotiffqtit-ae original y de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN l'AZ. — ABEL BAZAS.— 
OCTAVIO niM.fc — Jl'An E. 
IOI1HEÍIT. — II. MAIlTlNt.Z. 

€ 41 ha cnxxxti 

El Manco Nacional en h^fuincion contra <i<w Eimque de la 
facsitta; sobre mbro ejecutivo tle pesos 

Sumario. — La sustitricion que el apoderado gener.J liact 1 
respecto de asuntos especiales, n-< entraña la cesación de sus 
poderes. 

Caso. — Lo esplín! td 

«'■tilo del Jaf/ ixleml 

San Jim n. (i- iulire :J1 

Vistos y resultando ; Que don Knrique déla Presilla deduce 
la eicepcion de inhabilidad de (ítalo de esta ejecución exponien- 
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do : Que el título porque se le ejecuta es uq documento 6 letra 
de obligación otorgadas favor del Banco á su nomhre por su 
hermano Saturnino de la Presilla, quien Be creía mn poder su- 
ficiente para obligarlo con el Barco Nacional eu liquidación, sin 
r.-eord ar su citado hermano que no podía comprometerse ti su 
n-iiiibre, obligándose con el poder que le otorg . ante el notario 
Guduj Carril en 25 de Julio de 1890 por cnanto él estaba rvro- 
cufio como paya á demostralo, 

« VA poder que lia puesto eu ejecución mi he mutuo para acre* 
dttar su representación es de fecha ^r> de Julio de 1890. 

€ En Diciembre 27 de 1890, en Julio del mismo año hasta 
Marzo 19 de 1891, se»un se desprende fie los tres documentos 
d" comprobación que exhibo del misino representante de dicho 
Banco, señor Muñía, consta que entré a ejercer personalmente 
la representación de tudos los actos relativa a tus gestiones 
sobre que había eocumettdado á mi hermano en la fecha del 
poder, Ü5 de Juliude 1890, y encomendado al misum señor Mu- 
rúa mi representación, como puede comprobarse con loe doou mea- 
tos exhibidos yruyns firmas del señor Mu rúa sirven ;í constatar 
el he" lio, por cuanto ellas no pueden ^er desconocidas. 

« La letra materia 'le esta ejecución» suscritu á mi nombre por 
mi hermano Saturnino de la Presilla al Banco Nacional eu li- 
quidación, fué suscrita por éste en 2 de Julio de 1892 y mis 
actos ejercidos persona luiente y en mi representación el mismo 
Murúa datan de fechas subsiguientes, desprendiéndose clara- 
mente que en % de Junio de 1892 mi hermano no podía ya 
obligarme con el referido Banco, por cuanto el poder que le tenía 
conferido había caducado Í/mo jure, y los actos ejecutados por 
el mandatario sin poder, á nombre del mentante cuyo poder 
estaba casado por revocación del mandato, son nulos y de nin- 
gún valor (artículos 1972 y 1973, Código Civil), por consi- 
guiente la excepción de inhabilidad del título invi t ada de mi 
parte surte sus efectos legajes para que V. S. la declare admi- 
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sible j eticaz declarando sin valor alguno la letra ú obligación 
que mi referido hermano bu suscrito á mi nombre con el Banco 
de la refereru iay ordenar se legante el embargo, condenando en 
rostas al ejecutado. 

De la eicepcion deducida se dtó traslado al ejecutante con 
calidad de autos, 

||Ste contentó que d juzgado se hade servir desestimar e»n 
exprima condenación en costar La pretendida excepción qnm con- 
test:! en mérito de la signi-me consideración. 

« Ante todo con>ta de autos que las tales excepciones han sido 
llegadas después de finalizado e¿ término que autoriza para 
pito el artículo 208 del Código de procedimientos, por lo que 
no son viables y que esta -ola razón es suficiente para, dese- 
charla, sin que se entienda que proroga aquel término, dada 
hi peregrina excepción presentada de contrario á contestarla. 

c Kl crédito que ejecuta a! señor de la Presilla es una hipoteca 
quecl luisuio ha tenido ábien presentar con su escrito ai solici- 
tar suspensión di I remate de animales. 

* La letra de cambio de foja 3 t*s alusiva á <*sa hipoteca. 

« Así, pues, aún suponiendo cierto, lo que niego, que su her- 
mano Saturnino im pudo obl ignrlo ¡ti Bau coque represento, él ha 
ratificado y reconocido en juicio lo hecha por níquel con lo cual si 
el acto tuviera ¡ilgo de nulo ha quedado perfectamente válido 
(artículo mil cietito sesenta y uno iti fine, Código Civil). 

« Por otra parte no esex»cto que su hermano Saturnino proce- 
diese sin mandato ; acompaño copia autorizada del poder que 
tenía del ejecutado para proceder así. 

«No es exacto que esemand.ito lo liara revocado don Enrique, 
y no ha presentado en juicio ningún documento que pruebe su 
dicho. 

< Los tres recibos presentados firmados por mí no prueban 
nada sobre el pauto en cuestión, sirven sólo para justificar que 
él me diú y yo recibí dinero para una serie de pleitos que tenía. 
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« 1,1 inhabilidad del título que al"ga. no sólo no existe, sinó 
que es una verdadera and acia alagarlo, > 

Y explica el alcance de lo? poderes que don Enrique de la 
Presilla le había conferido á él c<imo procurador y que si el se- 
ñor Presilla cree ser perjudicad" en e?te asunta por la conduc- 
ta de 80 hermano Saturnino ti<*ne expedita la vía ordinaria. 

Por un otrosí pide que se ordene al notario conservador ex- 
|.edir copia autorizada del poder general que don Enrique de la 
Presilla otorgó a su bermann Saturnino por no haber podido 
obtener de los jueces ordinarios dicha copia. 

Se recibió á prueba la excepción y considerando ¡¡ 

i* Que el ejecutado señor Presilla se presentó ¡i foja 52 con 
la escritura hipotecar ra que garante la letra de foja una, otorga- 
da por Sil hermane i.doA Saturnino de la Presilla en virtud del 
poder que le había conferido pidiendo ta suspensión del reñíate 
de unos animales y desembargo de ellos por no estar compren- 
didos en U» hipoteca, es decir acedándola escritura otorgada por 
su hermano á íavor del Bam o para hacer valer los derechos que 
creía favorables, reconociendo pnret mismo hecho ta persone- 
ría de su hermano para oblíg irlo y por consiguiente perfecta- 
mente hábil el título porque se le ejecuta i 

& Que según el artícnlo 1905, las procuraciones especiales 
dadas á otro mandatario derogan el mandato general en lo que 
i unciente la especialidad, como es, en los raso» que el señor de 
¡a Presilla ha dado los poderes al procurador Murria, quedando 
subsistente el poder general para tonos los demás actos com- 
prendidos en él. 

3 n Que no c«tá probado en autos (\nc el señor Presilla haya 
revocado <-l poder dado i su hermano ni que la revocación la 
haya subido ' podido saber para que hubiera habido ceüaoiouricl 
poder que le t nía conferido (artículos 1963 y 1904, Código Ci- 
vil). Y por óltin. haciendo et cómputo del tiempo transcurrido 
desde que se le iiotiticú la citación de remate hasta que deduce 
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las excepciones, según el cargo puestu en el escrito, se vedara- 
mente que se ha opuesto á la ejecución fuera del tiempo señalado 
en el artículo 268, ley de proced i mi en los, cuyo término es peren- 
torio)- fatal según el mismo artículo y lo resuelto por la Suprema 
Corteen sus fallos, ser i e 2', tomo M, página 97. Por "stas con- 
sideraciones y fundamentos legales, fallo: no baeieudo lugar á ta 
¡ice ion deducida y uiaudandu seguir adelante. !a rjecuriuii, con 
costas (a r líenlo 277 ley de proenl ¡ minutos). Hágase saber en el 
original y repóngase los sellos. 

E. Krhetjarat/. 

* 

t *llo de »* Huprrma Corir 

Buenos Aires, Agosto :¡J de 1H5H*. 

Victos y ■ onside ran<lo : tjue aunque id escrito ■ J h? foja reten- 
ta fué preseutadodentru del termino por no haber transcurrido 
tres dias hábiles desde ta noUlic n-iun de la citación de remate 
(artículos dieciocho y diecinueve dé Ja ley de procedimientos) 
pues fueron leri.nl os los dias veintidós y vei lili cinco de Di- 
«■ieuibre, es fuera de duda que el ej re atado no ba comprobad o 
que el mandato que tenía otorgado á don .Saturnino de la Pre- 
silla, comprobado por la escritura de foja > chentn, había cesado 
por revocación á ta fecha en que el mai.datario obrando ú nom- 
bre del mandante suscribió el documento de foja una y la es- 
critura hipotecaria de foja cuarenta y siete vuelta. 

t¿ue no sí 'do es cierto que la intervención de Murúa, repre- 
sentando al ejecutado Precilla en algunos asuntos judiciales no 
podía surtir el efeeto de revocar el mandato general otorgudo 
al ei presado don Saturnino sino en lo que se refiere á la espe- 
cialidad comprendida m la constitución del nuevo mandatario, 
según el artículo mil noveeir ntoi setenta y cinco del Código 
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Civil, -un» que ni siquiera resulta demostrado que el ejecutado 
hubiera limitado H mandato conferido a don Saturnino, en vir- 
tud de mandatos ulteriores, ¿favor de Murúa, porque el instni- 
metito de foja ochenta, acredita que la representación ejercida 
por el expresado Murúa procedía de sustitución liecha por don 
Saturnino en loque ¡í asuntos uV carácter judicial se reliere ; 
sustitución qii'Mio entraña la cesaeion de !■■» poderes del man* 
dalario que l<t haré ¡artículo mil tiove<ientos veinticinco del 
citado código). 

Por e-^to, y sus fundamentos concordantes, se confirma, con 
costas, la sentencia a peíala le foja ciento nueve. Ñor i fiques 
original v. repuestos los sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ, — ABRI BÁZAÜ. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN V TO- 
IMKKT. — 11. UAHTINEZ. 
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Cnmatai niutru Juan *j l'eiro Uvrtimu ¡mi' rimtlacitm 
ttebÍÍleií'.s tie curso let/at fitism 

Sumario. — La circulación de billetes de curso legal falsos 
hace pasible á su autor de ta pena de cuatro anos de trabajos 
forzados y 500 pesos fuertes de inulta, y al cómplice de la de 
dos años de prisión. 



(,'tí.so. — Resulta del 

F»llo drl J»*/ t>d*rwl 



U Plau. Marzo 10 il> 1899 

Y visto? : los seguidos de oflcio contra los hermanos Joan y 
Pedr- Bertino, por circulación de billetes 4fl Banco falsificados 
j demás en i- 1 los deducidnu. 

Y Ti sultando : f" Que según conala de la sumaria instruida 
en 7 de Noviembre de 1897, dichos hermanos Bertim» llegaron 
a Arroyo Corto el día anterior, y allí» según se iflilft, entraron 
en el almacén de don Antonio Beta nía, donde cambiaron un 
billete de 20 pesos de- pues de haber consumido dos copas de 
bebida (vé.ise f»ja Á). 

2 fl Q»e momentoB después (véase foja 5), pagaron á otro al- 
macén déla localidad, el de don Teodoro Sandini, donde también 
hicieron consumo de bebida y cnmbiaron otro billete de 20 
pesos. 

3 o (¿iit- en momentos que los hermanos Bertino estaban en 
esta última casa y mientras recibían el cambio que les entre- 
gaba W bijü del dueño de casa, llegó Betania y les eligió que 
le devolvieran el cambióle acababa -le darles porque el billete 
de 20 pesos era falso. 

4* Que los hermanos Bertino hicieron la devolución eligida 
porBetanzi lo mismo qm- no insistieron en que Landini lea 

les, pagando el gasto con un billete de cincuenta centavos. 

5" Quemas tarde fueron loa Bertino al almacén de don Do- 
mingo I'ifani (véase foja 5 vuelta) y consiguieron que éste lea 
cambiara un billete de 20 que le entregaron para que se cobra- 
ra un consumo de bebidas que 
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0° Que lu mimo ocurrid en el café de Binochi hermanos (véa- 
se foja tt vuelta), en et almacén de don José Conno «véase fo- 
jal), y en la cancha de pelota j posada de don Dionisio Sua- 
m (vé»»* foja 8). 

7 o Que H, tanza, Landim y Prfaui dieron cuenta de lo 
que les hahía acaecido al emanado del dentara mentó de poli- 
di, como cunara del sumario de prevención instruido por el 
comisario de Saavedra. 

8- Que el encargad» de dicho destacamento, al hacer la remi- 
sión délos hermanos Hertioo, al empano de Saavedru, dice 
que el meiuir Juan Correngía halló un billete falso de 50 pe- 
sos que tirarun aquellos al recibir la órden de arresto, acto que 
eüos niegan (véase foja i vuelti) y del cual ni) hay más unte- 
calen tea porque no se lia tomado declaración al niño. 

íí u Que elevada los antecedentes A este juzgado, Ins (esticos 
se ratilicaron en sus declaraciones, como igualmente ratificaron 
los encausados sus indagaciones en todas sus partes (véase fo- 
jas 25 ¿27) sin que se hubieren adelantado otras diligencias. 

10° Que pasados los antecedentes al procurador fiscal, éste 
deduce su acusaron de foja 33 y la termina sentando: I o que 
se ha comprobado el cuerpo del delito; t> que se ha identificado 
la persona de los delincuentes y que, en consecuencia, 
3" debe imponérseles la pena de cuatro años de trabajos for- 
zados, multa de quinientos pesos fuertes, reparación del daño 

H° Que el defensor de pobres reputa injusta la acusación 
deduoida por el liscal, en razón de un haberse justificado, dice 
que sean los procesados los que han circulado los billetes faUos 
de que en autos se hace mérito (véase foja 36 vuelta 7 siguien- 
tes) f haciendo resaltar que dichos procesados manifiestan en 
sos respectivas declaraciones que lio conocen esos billetes, qae 
nunca han estado en su poder y que por tanto no los lian hecho 
circular. 

T. Lili ^ 
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Í <fr Que el miarao defensor de pobres pide no ae haga lugar á 
la acusación en mérito también A que no se han observado la» 
Teglas que la ley determina para hacer contar la identidad per- 
sonal de los sDpuestol delincuentea. 

13» Que habiendo nombrado defensor particular los encau- 
sados (téase fojas 41 á 43) el procurador fiscal solicito ana rue- 
da de presos fféase foja 44 vuelta), d la que deberían ser citados 
y concurrir las personas indicadas en el escrito de foja 33, A lo 
cual no hizo lugar el juígado, por ser improcedente enraion de 
estar producida *a la acusación üscal y de acuerdo con lo dis- 
puesta, en el articulo 198 del Código de Instrucción Criminal. 

14 a Que el nuevo defensor de los encausados solioita, á foja 
47, (a absolución dé los hermanos Bertino,por no estar LdentiG- 
™das sus personas con tas délos circuladores de las billetes 
que rorrea de fojas 28 A 31, ni haber en autos plena prueba, 
dice, ni siquiera presunción jurísqne demuestre la culpabilidad 
de aquellos en el delito que de les imputa, ni se ha encontrado 
en poder de ellos ningún billete falso de Banco, apesar de haber 
sido detenidos a raíz de las denuncias hechas contra ambos. 

15* Que abierla la causa á prueba por el término de quince 
días (véase foja 51) el actuario biio notar á foja 53 vuelta que 
durante el término no se había producido prueba alguna por 

los interesados. 
10° Que encontrándose así lista la causa, se llamo autos para 

delinitiva. 

Y considerando: 1- Que se encuentra comprobada la existen- 
cia del ruerpo del delito no tan sólo por parte del comisario de 
Saavedra ;véase foja 10) sinó también por la declaración de los 
testigos, como asimismo por los billetes corrientes en autos 
fojas 28 á 31). 

2- Que otro tanto.no se puede decir, en cuanto a ios encau- 
sados Juan y Pedro Berlina aunque si bien se ha identificado la 
persona de uno de los delincuentes Pedro Bertino, quien no sólo 
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se encuentra convicto sino que también puede hasta 
confeso, desde al instante que no niega haber pag.u 
da de Binucki hermanos. 

3 o Que la acusación fiscal ge produce solicitando la ¡tena de 
cuatro años para Pedro y Juan Bertino, como circuladores de 
moneda falsificada lo que si bien está debidamente comprobado 
con relación ai mayor de los hermanos, no sucede otro tanto en 
cuanto al menor de ellos, 6 sea á Juan. 

4° Que la complicidad, encubrimiento ó coacción siempre ae 
desprende de algún acto ejercitado por el encausado que de- 
muestre haber ejercitado alguna acción que presuponga cual- 
quiera de estos tres estados de criminalidad. 

5 o Que la uecíon de ir en compañía ¿ dos Ó varias casas de 
comercio en que el ckculador cambió los billetes falsificados, 
no importa sospechar que el acompañante haya delinquido y 
más cuando ni directa ni indirectamente los testigos leapuntan 
como autor .le un hecho doloso, pues el decir ; *dos ttesconocidos 
Uegarou y el gasíu que hicieron me to abonaron coa un billete 
de 20 pesos moneda nacional», es an bechotan inverosímil como 
sugestivo, el gasto no fué hecho en plural, ni pagado en plural, 
ni fué entregado aü plural el billete, la acción fué exclusiva- 
mente singular ; fué uno quien pidió é hizo el gasto; fué uno 
quien pagó; fué uno quien entregó el billete; y fué uno quien 
recogió el vuelto, 

6 o Que llama la atención que Betaas*, Bernardo Landiu, 
Juan C, Luudin y José Coma, no se hayan exciusivisado en de^ 
terminar quién les dió el billete, y si no fuera la declaración 
de Pifano y del propio normano de Pedro Bertino hubiera re- 
sultado que uo habría sido dado, al que estatuye, identificar la 
persona del único autor de la circulación. 

7 a Que cuando la ley ha prescripto la forma de una diligen- 
cia, no está en las atribuciones del juei cambiarla aunque 

<ine alcance a convencerle co- 
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nio homini. Es preciso algo mas : que esa convicción sea jurts. 

8 o Que es un hábito en nuestras comisarlas de campaña traer 
al que el comisario cree sea el autor del hecho y presentarlo á 
la p;ifte, preguntándole si lo conoce; y al más inavisado se le 
ocurre que ese debe ser el autor del hecho que él mismo de- 
nuncia. Y así, prima facic, sostiene ser ese el delincuente. 

9» Que Ib ley no ha querido esto al prescribir la forma del 
reconocimiento en rueda de presos, cuando ellos se dicen des- 
conocidos; y si entonces el denunciante declara no conocer al 
autor del hecho, la ley le absuelve y en caso contrario le con- 
dena contra toda prueba, contra toda neg.icion.y aun 
prueba de segundo grado, como sucedió en el caso de 
Memdri, que después de seis uiins, formada la rueda, no es co- 
nocido y por este solo hecho es absuelto. 

tO°Que la acusación fiscal al producirse n<i amliza los he- 
chos con relación á l'edro gertíno, sino que incurre en d¡ir por 
identificada la persona de "los por el singular reconocimiento 
producido pur el ciMnisario. 

11" Que tanto el billete entregado á Betanxacomoel de Ber- 
nardo Sandiui (fojas 4 y 5 vuelta) fueron recogidos por el cir- 
culadory devuelto el cambio efectivo, pagando el gnstu hecho 
en lo de Betanza con un billete de 50 centavos. 

lÉ» Que eslos mismos billetes fueron nuevamente endosados 
en lo de Binoclii. I'ifano y José Cmuo, y son los tres que enrn-n 
eu ¡lutos, billetes que no que no pudieron ser circuludns por otra 
pi rsona que pur Pudro Bertino, pnes en lus señas imperfectas 
que dan, caniu Sueiis (foja 7 y vuelta), cumplem^iitadas por la 
indagación de Pedro Bertiuo, demuestran hasta la evidencia 
que el único autor del delito fué Pedro Bertino y no su hermano 
Juan, pues si la complicidad de éste consiste en no haber denun- 
ciado & su hermano, no hay ley algatva que le pene por tal acto, 
antes por el contrario lo disculpa. 

13° Que en delitos tan complejos como el presente ta prue- 
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b:i ha de batirse dentro fiel criterio ración;»!, y sí de ese 
análisis resulta una acción dolosa, penuria ; pero si resulta tam- 
bién un acto inocente 6 disculpable por la ley, absolver. 

14° Que no es otra eos.! lo que sucede con los hermanos líer- 
tino i la pr ueba analítica de segundo grado que resulta de au- 
tos, nos presenta un solo delincuente ; a él corresponde, a! ma- 
gistrado, penar, como absolver a! hermano, que si bien fué en 
compañía*) el circuliidor, no se le apunta como autor de hecho 
alguno doloso. 

Por estas consideraciones y concordantes de la acusación lis- 
cal, fallo: condenando á Pedro BertiiM, con arreglo a lo pre- 
ceptuado en el artículo 62 de la ley 14 de Setiembre de 1863, 
á sufrir la pena de 4 años de trabajos forzados, 600 peBos do 
multa, reparación del daño y todo con especial condenación en 
costas; teniendo presente lo preceptúa lo en el artículo 434 del 
Código de Procedimientos, absuelvo de culpa y cargo á Joan 
Bertíno, debiéndosele poner en libertad en el día, sí no fuere 
apelada la sentencia en esta parte. N-itifíquese con el original, 
regístrese y repónganle las fojas. 

Mañano S, de Áurrecoechea. 



VISTA DLL SEffOK PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Junio 13 de 1899. 



La denuncia de foja 3 suscrita por el encargado de la autori- 
dad policial de Arroyo Corto, no sólo determinado una manera 
circunstanciad*, et modo, tiempo y lugar en que los bermunos 
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co, de valor de 20 pesos, agregados & foja 28 y coya falsedad 
se ha constatado debidamente i foja 32, stnó también indivi- 
dualiza claramente el nombre de los denunciados. 

Las declaraciones de fojas 4 a 8, producidas dorante la for- 
mación del sumario policial, corroboran la denuncia referida, 
no sólo en cuanto á la existencia del deüto de expendio de falsos 
billetes bancarios, sino en cuanto á la identidad personal de los 
procesados. 

En el plenario noexiste prueba alguna qne desvirtúe el mérito 
legal de tales declaraciones. 

La nulidad coa que se pretende tachar el procedimiento adop- 
tado por la policía para confirmar la identidad peraonal de los 
procesados, fundándose en que no se han observado a este res- 
pecto las formalidades determinadas por loa artículos 965 y 
266 del Código de procedimientos en lo criminal, no es proce- 
dente, desde que, en el caso sub'judice, está reconocido el nom- 
bre de los procesados, no s6lo por la denuncia, sinó por las res* 
pertivas confesiones de éstos, de fojas 8 y 9 vuelta, y n-j siendo 
coroun ¿varios encausados el referido nombre, no hay ninguna 
de las circunstancias proscriptas por el artículo 264 del mencio- 
nado código para requerir el reconocimiento judicial en la for- 
ma establecida por los artículos subsiguientes del mismo. 

Comprobada la asistencia del delito mediante la demanda co- 
rroborada por las citadas constancias de autos, aaí como la iden- 
tidad personal de los hermanos Bertioo, es procedente analizar 
la participación que cada uno de ellos ha tenido e n el acto de 
la circulación de tos falso* billetes bancarios, á loa efectos de 
establecer su reponsabilidad ante la ley penal. 

Según sedesprende de la confesión de Pedro Bertini, de foja 
8 vuelta ratificada á foja 26, en concordancia con el testimonio 
de fojas 6 y 6 vuelta, dicho procesado pagó con un billete de 20 
pesos el gasto que hizo, en compañía de su hermano, en dos ca- 
sas de comercio ; y entregado dicho billete á la autoridad, por 
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el damnificado» resultó aet uno do los tres billetes de 20 pesos 
falsos, agregados á foja 28. 

Tate3 constancias de autos comprueban el delito de cin nía- 
cion de billetes falsos de Banco, cometido por Pedro Bertino; 
pero la exposición de testigos que corre de fojas 4 á 5, demues- 
tra que los hermanos Bertino ya habían circulado otro billete 
bancario falso, también de valor de 20 pesos, momentos antes 
de ser aprehendidos por la policía, lo cual entraña la vehemen- 
te presunción de que el mismo procesado sea el que haya efec- 
tuado la circulación de la referencia, en compañía de su hev- 
niauo Juan Bertino. 

De manera que Pedro Bertino queda colocado, ante las prue- 
bas que arruja el proceso, en la situación legal de circulador de 
billetes falsos de Banco, siendo por ello pasible de la pena im- 
puesta por el artículo 02 de la ley sobre crímenes contra ta na- 
ción del 14 de Setiembre de 1863. 

En cuanto á su hermano Juan Bertino, que según constan- 
cias de autos de fojas 4 á 8, atuluvo acompañando al circulador 
en las diversas casas de comercio en que éste efectuó el expen- 
dio de los falsoa billetes, surge desde luego la presunción de 
que, estando en perfecta relación con aquél, desde que juntos 
andaban tomando la copa y recorriendo sucesivamente diver- 
sas casas de negocio, debió conocer los hechos delictuosos que 
su acompañante ejecutaba. 

De la declaración de Pedro Bertino, de foja 8 vuelta, que su 
hermano Juan pidió un café en la misma casa de negocio en que 
Pedro pedia otro cafó, simultáneamente, permitiendo Juan que 
su hermano hiciera el pago en billetes falsos, sin desmostrar si- 
quiera, en alguna forma, que él tuviera la intención al menos 
de pagar el gasto que había ocasionado, á pesar de que, momen- 
tos antes le hablan rechazado á su dicho hermano Pedro dos 
billetes de veinte pesos, en su presencia, según declaraciones de 
fojas 4 y 5. 
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Resulta de estos hechos la presunción de que Juan Bertino 
cooperaba á la perpetración del delito del expendio de billetes ^ 
faisoB, efectuando gastos conducentesá la ejecución del hecho 
delictuoso, para que su hermano Pedro consiguiera el endoso 
de los falsos billetes. 

Resulta, ademas, plenamente comprobado que los biTiuanus 
Bertino, recorrieron las casas de comercio de los negociantes cu- 
yas declaraciones corren agregadas de foja 4 á foja 8, y Juan 
Bertino, en su exposición de toja 8 vuelta y !0,caeen completa 
falsedad al afirmar que sólo estuvo con su hermano en dos ca- 
sas solamente. 

Se comprende, pues, que la ocultación que lince Juan Ber- 
tino de las casas comerciales donde estuvo con Pedro, asi como 
el pedidodel caíé,que hizo para facilitar, por su parte, el expen- 
dio de los falsos billetes con que pagó el gasto su hermano, le 
colocan como cómplice en la circulación efectuada por el úl- 
timo, al tenor de lo dispuesto en el artículo 3á, concordante con 
el 33, en su inciso 3* del Código Penal, 

Por ello, adhiriendo al recurso instaurado por el procurador 
fiscal a foja 67 vuelta, pido á V. E. se sirva revocar la sentencia 
recurrida condenando al procesado Pedro Bertino, autor princi- 
pal del delito de circulación de billetes de Banco falsos, al tér- 
mino medio de la pena establecida en el artículo 62 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863 sobre crímenes contra la nación, y al 
cómplice Juan Bertino, á la pena de dos años de prisión y multa 
proporcional, con sujeción á lo dispuesto -1 respecto en el artí- 
culo 34, inciso 4*, de! Código Penal. 

Sabiniano Kier. 
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Buenos Aires, Agosto 3) de 1899 



Vistos y considerando : Que esta averiguado el delito de cir- 
cularan de billetes falsos que ha motivado esta causa, Bgnrun- 



presume en la ejecución de hechos clasificados de delitos (ar- 
tículo st xto del Código Penal), 

Que consta del expediente que el también procesado Juan 
Bertino acomunaba á m hermano Pedro cuando éste realiiaba 
los diferentes actos de circulación, bien que esto sea en valores 
de cortísima importancia. 

Que los ¡ictos deleitado Juan, con los que coopero á la ejecu- 
ción del delito pur hechos simultáneos con el mismo, dan sufi- 
ciente mérito para reputarlo, como lo sostiene el señor Pro u- 
rador general, comprendido entre los cómplices en primer gra- 
do áque se refiere el artículo treinta y tres del Código Penal (in- 
ciso tercero). 

Que la apelación interpuesta por el ministerio fiscal se con- 
cretaba tan sólo á la absolución del expresado Juan Bertino, 
según se ve ¡í foja sesenta y siet^ vuelta, délo que resulta que 
el señor Procurador general no ha podido invocar ese recurso, 
deducido y concedido parA pedir contra Pedro Bertino la agra- 
vación de la pena que le impone la sentencia. 

Que no habiendo sido apelada la sentencia en esa parte por 
el procurador fiscal, y no habiendo el defensor del procesado 
expresado agravios en virtud del recurso que él dedujo a ese 
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respecto, no es permitido mollificar la resolución del inferior 
en un sentido desfavorable al acusado, conforme al artículo 
seiscientos noventa t tres del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

Por estos fundamento!* y de acuerdo con el artículo treinta y 
cuatro, inciso cuarto del Código Penal, se confirma la sentencia 
apelada en lo que á Pedro Ber tino se refiere, y se la revoca en 
cuanto absuelve á Juan Bertino, á quien Be condona á la pena de 
dos años de prisión, debiendo descontarse el tiempo de prisión 
preventiva sufrida con arreglo i artículo cuarenta y nueve del 
Código P.-nal, con costas. Nutifíquese original y devuélvanse. 

BBUJAlllW l*AZ. — AUKL BAZAN. 
— OCfAVIO BUWGE. — JUAN 
E. TOHHEftT. — II. MAHTINEI. 



4 AUNA crcxxxiv 



Don Elíseo Outes, sobre exención de servid» militar 



Sumario, - VA practicante interno de farmacia de un Hospi- 
tal está t iento del surtido militar. 



í.'aso. — Resultarte las siguientes piezas: 
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Buenos Aires, Julio 7 de t89y. 

Y viatoa : Considerando : Que el artículo 26 de la ley número 
3318 exceptúa del servicio activo de las armas entre otros á loa 
practicantes al servicio de los hospitales. 

Que si bien dicha ley, por ratón de su índole y naturaleza, debe 
ser interpretada taxativamente, también es cierto que en su 
aplicación los jueces no pueden en justicia prescindir de sus 
temimos y de su racen ÜoloBÓfica y práctua. 

Que así, do las constancias deautos resulta que el recurrente 
es practicante interno de farmacia del Hospital San Roque, y 
por tanto comprendido en la excepción establecida por la ley, 
pues ésta ha usado un calificativo general sin clasificar el gé- 
nero de servicios que deben prostar los practicantes de los hos- 
pitales, a que se agrega que el servicio de un practicante de far- 
macia puede ser tan útil o necesario en un hospital como el de 
un practicante al servicio du la asistencia de los enfermos. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con el Ministerio de meno- 
res, y no obstante lo dictaminado por el señor Procurador fis- 
cal, fallo revocando la resolución de la junta de reclamos sobre 
excepciones, y acordando la excepcioti del servicio solicitada 
por don Elíseo B. Outes, por encontrarse comprendido en el ar- 
de I caso para au cumplimiento. 

Agustín Urdinarrain, 





M4 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



VISTA DEL SKÍlOR PROCURADOR GENERAL • 

Buenos Aires, Afjoslo 7 de 1899. 

Suprema Corte : 

No obstan^ el recurso de apelación interpuesta por el Pro- 
curador fiscal, pienso que debe conlirmarse la resolución recu- 
rrida de foja8, pues sus considerandos, ajustadora las constan- 
cias de autos, demuestran que don Elíseo Outes es practicante 
interno de la farmacia del Hospital San Hoque y estí por ello 
comprendido en la ci opción que determina el artículo 26 do la 
ley número 3318. 

Sabinian» Kier. 



Unenos Aires, Setiembre i Ue 189!>. 

Victos : De conformidad con (o eipuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador general, se confirma la sentencia apelada de foja 
ocho. Devuélvanse. 

BLNJAWN PAt. — OCTAVIO RUHGE. 
- - JUAN E. TORHENT. 



Mí JUSTICIA NACIONAL 



tten Salvador Batey contra don Florentino {.osa, por 

icion : sobn> rebeldía 



Sumario, — Debe revocarse el decreto de rebeldía dictado & 
instancia del que dejó de ser representante de la parte. 



Caso. — Resulta del 



Rosario, Julio 1 de 1898. 



Y vistos; estos antis por el recurso de revocatoria deduoido 
á foja 71 por la parte del señor Loaa contra la procidencia de 
foja 67 vuelta y 60 vuelta ; y considerando : 

i* Quesean n-sulta de autos, el procurador señor Salva es el 
que ha pedid» en nombre del señor Botey la declaratoria de 
rebeldía del señur Loza por no haber contestado ta demanda 
dentro del término leg.il, y es á mérito de la instancia dv\ señor 
Salva que se ba dictado el auto de foja 67 vuelta, dando por 
decaído el derecho del demandado para contestar la demanda. 

2° Que para que produzca efectos legales la rebeldía á que 
se refiere el artículo 12 de la ley nacional de enjuiciamiento, ei 



PALIOS DE LA SUMIEMA CO*TS 



menester que sea acusada por la misma pacto que híteme no 
•nel juicio ó por so represe otan te legal. 

3* Que según resulta de! escrito de foja 49 ha intervenido di- 
rectamente en el pleito el señor Botey poniéndose en relación di- 
recta con su contendor, y sin manifestar «presamente, como 
lo biso en el escrito de foja 44, que su intención no es la de re- 
tocar el poder dalo al doctor Molina y sostituido por el señor 
Salva. 

En consecuencia, ha revocado el poder conferido para este 
pleito álos señores expresados, de acuerdo con el artículo 1972 
del Código Civil, siendo la intervención del señor Salva en esto 
pleito extra legal , desde foja 49 adelante . 

Por estas consideraciones, y fallos de la Suprema CuTte con- 
tenidos en el tomo 55, página 142, revócase por contrario impe- 
rio los decretos referidos, con eostus. Repónganse. 

Daniel Goytia* 



talla de I* ««friM e 

Buenos Ai rui, Setiembre 2 de 1898. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja setenta y ocho. Devuélvanse," debiendo reponer- 
se el papel ante el auperioT. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BLMiE ■ — JUAN E. 
TOKflfcNT. — H. NARTIFVEZ. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



1AIJNA I1CXXXVI 

Doña Hosa Mengone contra la empresa del Ferrocarril Rumos 
Aires t/ Itosario, por daños tj perjuicios ; sobre arraigo 

Sumario. — I o A los efectos del arraigo, basta qne el man- 
datario del actor manifieste que el mandato conferido sirve a 
garantir las costas del juicio, entendiéndose que con esa mani- 
festación asume la obligación de pagarlas en su caso. 

2" El nuevo mandatario qae, sin salvedad al respecto, pide ser 
| es tenido por parte, se entiende que continúa en esa obliga- 
ción. 



Caso. — Resulta del 



rail* del 



Bueno* Aires, Julio 22 de 1897. 

Y fistos: Considerando : Que según lo tiene resuelto la Supre- 
ma Corte en su Tallo conten. r o en el tomo 12, página 111 de 
la 4° série, la exención de arraigo tiene por objeto garantir 4 
los habitantes de la República contra las demandas injustas y 
temerarias 'Je los extranjeros no domiciliados» j que no habU-n- 
do más responsabilidad que por las coUas * itai * garan- 
tidas con el nombramiento de un procurador. 
Por estas consideraciones y las concordantes del escrito de 

ion do arraigo deducida, y con- 



FALLO» ÜE LA SUPREMA COKTÉ 



téstese derechamente la demanda en el término de ley. Repón- 
gase la foja- 

y Alcorta. 



Falto «le I» 



Buwins Aires, Seliemhrc 2 de 1899. 

Vistas y considerando : Que la manifestación del apoderado 
Daniele, de que el mandato á él conferido sirve á garantir al de- 
mandado de las costas que el juicio le causare y á cuyo pago 
fuera cmdenado A demandante, impot ta asumir la obligación de 
pagar liis costas en su caso. 

Que con esto basta para Henar los propósitos de la ley de 
procedimientos en su articulo setenta y cuair». 

Que habiendo cesado el apoderado Daiitele en virtud de ln que 
resulta del documento de foja cuarenta y tres, traducido á foja 
cuarenta y seia, el nuevo apoderado BorzzoÜ que ha sido tenido 
por parte á foja cuarenta y nueve, en mérito de su petición de 
|ijf cuarenta y ocho, hecha sin salvedad alguna al respecto, 
d-be entenderse que continúa con la obligación asumida por el 
anterior mandatario. 

P.tr üstus fundamentos, se conlirraa el ant« apelado de foja 
treinta y cuatro vuelta, en el sentido considerado en la presente 
resolución, Y no se hace lugar a t recurso «I ■ apelación interpuesto 
á foja treinta y ocho, respecto de las costas del incidente, por 
no haber mérito para i ai ponerlas al demandado. Notifíquese con 

los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOHiíEYT. — II- MAUTISEI. 




